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- Se acepta la observación del Poder Ejecutivo. 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 26 de diciembre de 1990. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraor- 
dinaria, mañana jueves 27, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que solicita el levantamiento del receso para 
tratar las observaciones interpuestas al proyecto de ley del 
Presupuesto Nacional de Sueldos, Gastos, Inversiones y Re- 
cursos para el período 1990-1994, 


(Carp. N? 19/90 - Rep. N' 8/90). 
LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Sergio Abren, Ernesto 
Amorín Larrañaga, Mariano Arana, José Germán Araú- 
jo, Danilo Astori, Hugo Batalla, Walter Belvisi, Juan Car- 
los Blanco, Federico Bouza, Alberto Brause, Enrique Ca- 
denas Boix, Carlos Cassina, Carlos W. Cigliuti, Ignacio de 
Posadas Montero, Reinaldo Gargano, Bari González, Dan- 
te Irurtia, Raumar Jude, José Korzeniak, Pablo Millor, 
Carlos Julio Pereyra, Jaime Pérez, Juan Carlos Raffo, 
Américo Ricaldoni, Alba Roballo, Walter Santoro, Jorge 
Silveira Zavala, Manuel Singlet, Omar Urioste, Alberto 
Zumarán y los señores representantes Guillermo Alvarez, 
Agapito Alvarez Viera, Juan Justo Amaro, Oscar Amorín 
Supparo, Néstor H. Andrade, Luis Alberto Andriolo, Mar- 
celo Antonaccio, Raúl Arrillaga, Alejandro Atchugarry, 
Juan Carlos Ayala, Javier Barrios Anza, María Teresa 
Basso, José Bayardi, Carmen Beramendi, Carlos Bertac- 
chi, Luis Batlle Bertolini, Thelman Borges, Federico 
Bosch, Mario Cantón, Cayetano Capeche, Tabaré Caputi, 
Gonzalo Carámbula, Marcos Carámbula, Jorge Conde 
Montes de Oca, Hugo Cores, Jorge Coronel Nieto, Alberto 
Couriel, Luis A. Curbelo, Jorge Chápper, Guillermo Chif- 
flet, Eber Da Rosa Vázquez, Daniel H. Delgado Sicco, José 
E. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Miguel Dubra, Juan Etche- 
verry, Yamandú Fau, Hugo Ferrari, Juan Raúl Ferreira, 
Carlos M. Garat, Alem García, Daniel García Pintos, 
Hugo A. Giupponi, Ramón Guadalupe, Antonio Guerra 
Caraballo, Juan Manuel Gutiérrez, Felipe Haedo Harley, 
Luis Alberto Heber, Arturo Heber Fúllgraff, Luis A, Hie- 
rro López, Doreen Javier Ibarra, Nereo Felipe Lateulade, 
Ramón Legnani, Oscar Lenzi, Héctor Lescano, León Lev, 
José Losada, Luis Eduardo Mallo, Ruben Martínez Huel- 
mo, Abayubá Martorell Librán, Rafael Michelini, Néstor 
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- Queda sancionado el proyecto de ley presu- 
puestal y se comunicará al Poder Ejecutivo. 


8) Se levanta la sesión .....oononnnonnncccnnnorncicnianaronos e 195 


Moreira Graña, Antonio Morell, Francisco Ortiz, Alba E. 
Osores de Lanza, Agapo Luis Palomeque, Ramón Pereira 
Pabén, Heber Pinto, Ana Lía Piñeyrúa, Carlos Pita, Luis 
B. Pozzolo, Baltasar Prieto, Ricardo Recuero, Walter Ries- 
go, José A. Riaño, Ricardo Rocha Imaz, Ambrosio Rodrí- 
guez, A. Francisco Rodríguez Camusso, Matilde Rodríguez 
de Gutiérrez, María Celia Rubio de Varacchi, Wilson Sa- 
nabria, Julio C. Sánchez Padilla, Rafael Sanseviero, Diana 
Saravia Olmos, Helios Sarthou, Aldorio Silveira, Juan 
Adolfo Singer, Heriberto Sosa Acosta, Guillermo Stirling, 
Nicolás Storace Montes, Héctor Martín Sturla, Pedro Suá- 
rez, Andrés Toriani, Jaime Mario Trobo, Roberto Vázquez 
Platero, Alejandro Zorrilla de San Martín. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Leopoldo 
Bruera y Ariel de la Sierra, y los señores representantes 
Wilson Craviotto, Luis Alberto Ferrizo, Humberto Gonzá- 
lez Perla, Jorge Machiñena, Oscar Magurno, Gonzalo Pia- 
na Effinger, Sergio Previtali, Edison Sedarri Luaces, Car- 
los Suárez Lerena y Armando Tavares; con aviso los seño- 
res representantes Otto Fernández, Eden Melo Santa Mari- 
na y Heber Viré. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 17 minutos) 

-Dése cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 

“Montevideo, 27 de diciembre de 1990, 

El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que formula ob- 
servaciones al proyecto de ley por el que se aprucba el Presu- 
puesto Nacional de Sueidos Gastos, Inversiones y Recursos 
para el Período 1990-1994 y a esos efectos solicita el levanta- 
miento del receso. 

-Se remitirá oportunamente. 

La Junta Departamental de Florida remite nota comunican- 
do las discrepancias surgidas con el Tribunal de Cuentas de la 
República, sobre el Presupuesto General Departamental para 


el Período 1990-1994, 


-A la Comisión de Presupuesto”. 
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4) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se levanta el 
receso a los efectos solicitados por el Poder Ejecutivo. 


(Se vota:) 
-123 en 123. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda levantado el receso. 


5) DECLARACION DE URGENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una moción de 
orden llegada a la Mesa, firmada por los señores legisladores 
Sturla, Raffo, Silveira Zavala, Ricaldoni, Singer y Guerra Ca- 
raballo, 


(Se lee:) 


“Mocionamos para que se declare grave y urgente las ob- 
servaciones formuladas por el Poder Ejecutivo al Presupuesto 
Nacional”. 


-En discusión. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: naturalmente que 
es muy razonable la posición de los señores legisladores que 
reclaman el urgente tratamiento de estos vetos, pero ése no es 
el procedimiento acostumbrado. Siempre la Asamblea Gene- 
ral pasa a Comisión las observaciones del Poder Ejecutivo 
para ser estudiadas, Antes de los sesenta días -como establece 
la Constitución- se vuelve a reunir la Asamblea General y, 
con o sin informe de la Comisión, considera las observaciones 
interpuestas al proyecto de ley. 


En este caso se puede decir que hay urgencia -como lo 
señala el propio Poder Ejecutivo- en aplicar el Presupuesto a 
partir del 1% de enero. Es lógico y es bueno que así sea, pero el 
veto es parcial; tan parcial que en setecientos artículos sólo se 
han vetado dos. De manera que nada impediría al Poder Eje- 
cutivo aplicar la ley y dar al Parlamento el tiempo necesario 
para efectuar un profundo estudio de los temas de los dos 
artículos observados. 


Con respecto al veto a las excepciones para la no provisión 
de los cargos públicos existe posición tomada; es verdad. La 
ley fue sancionada el año pasado y ambas Cámaras estudiaron 
minuciosamente el tema. No pasa lo mismo con la observa- 
ción que se refiere al intento de regularizar poblaciones exis- 
tentes en la zona costera del departamento de Rocha. Este 
tema no es totalmente conocido; tanto es así que he oído 
hablar de que con este proyecto se solucionaría el complejo 
problema de Cabo Polonio, cuando realmente no es así. El 
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artículo en cuestión se refiere exclusivamente a las poblacio- 
nes de Valizas y Aguas Dulces. El problema de Cabo Polonio 
es mucho más complejo; por otro artículo de este Presupuesto 
se crea una Comisión especial para estudiarlo y esa disposi- 
ción no fue vetada. 


También he oído decir que se trata de una donación de dos 
mil hectáreas. No, señores legisladores; no es así. El artículo 
establece que el Ministerio de Ganadcría, Agricultura y Pesca 
cederá a la Intendencia de Rocha -como se ha hecho tantas 
veces- la parte del padrón que se considere necesaria para la 
reubicación de las poblaciones mencionadas, que en su mayor 
parte se encuentran en zonas fiscales. De manera que no se 
trata de miles ni de centenares de hectáreas, sino de las nece- 
sarias para crear los centros urbanos regularizados para ser 
poblados en las condiciones establecidas por la ley. La regula- 
rización y urbanización de los centros poblados es competen- 
cia exclusiva de los Gobiernos Departamentales. Por lo tanto, 
aquí no se puede hablar de comisiones interministeriales ni 
nada que se le parezca. 


Por todo lo expuesto, queda claro que he podido constatar 
falta de información que, por otra parte, es muy natural para 
quienes no habitan el departamento de Rocha y no, están en 
contacto diario con estos problemas. No me asombra entonces 
que se hayan dado versiones que no se ajustan a la realidad. 


Reitero que, a mi juicio, el Poder Ejecutivo está en condi- 
ciones de promulgar la ley por cuanto sólo quedarían dos 
artículos acerca de los cuales el Parlamento tendría que expe- 
dirse con una mayor disposición de tiempo. Son problemas 
complejos que, en parte, incluyen condiciones económicas y 
sociales que el Parlamento no puede ignorar. Por todas estas 
razones convendría que el asunto pasara a Comisión. Sin em- 
bargo, si la voluntad del Cuerpo es tratarlo en el día de hoy, 
no haremos mayor oposición y procuraremos esclarecer el 
punto.en sus debidos términos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sin abrir opinión sobre el fondo 
de la cuestión abordada por el señor legislador, porque no 
corresponde a la Mesa hacerlo, debe señalar que el artículo 25 
del Reglamento de la Asamblea General autoriza a proceder 
como ha sido solicitado por los mocionantes. Dicho artículo 
establece: “Todo proyecto o asunto sometido a la resolución 
de la Asamblea General, deberá ser pasado a informe de una 
de las Comisiones indicadas en el artículo anterior, a menos 
que por resolución de la mayoría de los miembros presentes 
en la sesión, se decida tratar el asunto sin previo informe o 
que sea informado por una Comisión especial”, 


Continúa en consideración la moción de orden presentada, 
SEÑOR PITA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PITA. - Señor Presidente: quisiera complementar 
uno de los argumentos señalados por el señor legislador Pe- 
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reyra, con respecto al veto interpuesto al artículo 286 del 
Presupuesto. 


El señor legislador Pereyra hizo referencia a la ubicación 
geográfica y a las características específicas del tema en lo 
que hace relación con el volumen y los objetivos de la dona- 
ción y la utilización parcial de los predios. Yo quiero hacer 
referencia al segundo argumento inspirador del veto, El Poder 
Ejecutivo manifiesta que la solución propuesta en el proyecto 

* -y vetada- contradice la política existente en materia de turis- 
mo y medio ambiente. He recabado información, y puedo 
decir que la racionalización y el plan de urbanización que 
implica la utilización de una pequeña parte de los predios 
forma parte de un estudio -que cuenta con apoyo internacio- 
nal y financiero específico- enmarcado en un proyecto de 
ordenamiento territorial inscripto en lo que se denominan pro- 
yectos de desarrollo sostenido con preservación del medio 
ambiente específicamente y con fines turísticos, 


Coincido con lo expuesto por el señor legislador Pereyra 
en el sentido de que, por lo menos, el tratamiento de este 
artículo merecería un análisis profundo, porque objetivamen- 
te, por lo menos en el Mensaje enviado por el Poder Ejecuti- 
vo, no encuentro razones sustantivas que justifiquen la obser- 
vación interpuesta. Me parece absolutamente imprescindible 
que en este caso concreto una Comisión informe a la Asam- 
blea General y se reúnan los elementos de juicio indispensa- 
bles para pronunciarnos. 


SEÑOR BOUZA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR BOUZA. - Señor Presidente: me voy a referir a la 
moción presentada y, particularmente, a los fundamentos se- 
ñalados por el señor legislador Pereyra, contrarios a ella, 


El señor legislador manifestó que la Asambica General 
podría dividir el proyecto a fin de permitir al Poder Ejecutivo 
la promulgación de la Ley de Presupuesto con exclusión de 
los dos artículos que han sido observados, y remitir éstos a 
una Comisión de la Asamblea General para que luego ésta se 
pronuncie. Creo que esa tesis no se ajusta al texto constitucio- 
nal, desde el momento en que la propia Constitución habla de 
observaciones totales y parciales, y prevé todo el procedi- 
miento para su consideración por parte de la Asamblea Gene- 
ral, exigiendo mayorías distintas en una y otra circunstancia. 
A mi juicio, lo que el Constituyente ha pensado siempre es 
que un proyecto observado por el Poder Ejecutivo no puede 
ser promulgado hasta tanto haya habido pronunciamiento 
efectivo de la Asamblea General o transcurrido sesenta días, 
después de lo cual, ante la omisión de un pronunciamiento de 
aquélla, se aceptan los vetos. 


Me parece que éste es un elemento fundamental a consi- 
derar en este instante. Valorando unos y otros intereses, ¿vale 
en estas circunstancias que la Asamblea General detenga la 
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promulgación de la Ley de Presupuesto por sesenta días para 
que una Comisión considere un veto interpuesto por el Poder 
Ejecutivo y, en consecuencia, se detenga durante dos meses su 
efectiva aplicación? Creo que ésta es la pregunta que nos 
tenemos que hacer todos al considerar la moción que está en 
discusión y emitir nuestro voto. 


¿Queremos que el Presupuesto de la Nación esté en condi- 
ciones de scr rápidamente promulgado, o que, en función de 
un veto interpuesto a un artículo que refiere al manejo de 
tierras en el departamento de Rocha, el país quede sin Ley 
Presupuestal hasta dentro de sesenta días o durante el tiempo 
que lleve realizar el estudio a la Comisión de la Asamblea 
General y luego, en pleno receso parlamentario, este Cuerpo 
se pronuncie? 


Creo que para pronunciarnos debemos considerar estos dos 
aspectos y, en función de ellos, yo no tengo dudas. Lo que la 
Asamblea General debe hacer en este instante es aceptar la 
moción presentada en el sentido de considerar en forma grave 
y urgente las observaciones interpuestas por el Poder Ejecuti- 
vo, tal como lo autoriza el Reglamento. 


Adelanto que nosotros vamos a votar la aceptación de am- 
bos vetos para que, rápidamente, se promulgue la Ley de Pre- 
supuesto y, por lo tanto, pueda ser aplicada en el país. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. a 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: yo no dije que no 
sea importante que el Presupuesto empiece a regir el 1? de 
enero. Por el contrario, dije que bueno sería que así fuera. 


El señor legislador Bouza puede tener razón en la tesís que 
expone, pero en mi larga vida parlamentaria he visto que en 
algunas circunstancias, cuando el veto es parcial, la Asamblea 
General -que casi siempre se toma un tiempo para su estudio- 
no hace objeciones -y no podría hacerlas- a que el Poder Eje- 
cutivo promulgue la ley porque, de hecho, pasados diez días, 
aquellos artículos que no fueron observados tienen fuerza de 
ley. Es un principio elemental que, aunque no soy abogado 
como el señor legislador Bouza, creo que puede admitirse, En 
definitiva, será la Asamblea General la que se pronuncie. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción de orden presentada. 


(Se vota:) 
-75 cn 125. Afirmativa. 
6) PRORROGA DEL TERMINO DE LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otra moción de 
orden llegada a la Mesa, presentada por los señores legislado- 


res Silveira Zavala, Sturla, Ricaldoni, Guerra Caraballo, Raffo 
y Singer. 
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(Se Ice:) 
“Mocionamos para que se prorrogue esta sesión hasta fina- 

lizar el punto del debate y se inicie la sesión de la hora 17 una 

vez concluida lz presente”. 
-Se va a votar. 


(Se vota:) 


-91 en 125. Afirmativa. 


7) PRESUPUESTO NACIONAL DE SUELDOS, GAS- 
TOS, INVERSIONES Y RECURSOS PARA EL PE- 
RIODO 1990-1994, Observaciones interpuestas por el 


Poder Ejecutivo. 


mw 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se entra a considerar el único 
punto del orden del día: “Observaciones interpuestas por el 
Poder Ejecutivo al proyecto de ley del Presupuesto Nacional 
de Sueldos, Gastos, Inversiones y Recursos para el Período 
1990-1994”. (Carpeta N* 19/90 - Rep. N* 8/90). 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 19/90 
Rep. N? 8/90 
Montevideo, 21 de diciembre de 1990. 
Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse al señor Pre- 
sidente de la Asamblea General, para formular observaciones 
, respecto de diversos artículos contenidos en el Proyecto de 
Ley por el que se aprueba el Presupuesto Nacional de Suel- 
dos, Gastos, Inversiones y Recursos para el Período 
1990-1994, 


El presente Mensaje se funda en razones de mérito que 
obligan al Poder Ejecutivo a ejercer las facultades que le 
asignan los artículos 137, 139 y 168 numeral 6? de la Consti- 
tución de la República, 


Las disposiciones Observadas son, parcialmente el artículo 
36 y totalmente el artículo 286. 


ARTICULO 36. - Se observa el literal 1) que se le agrega 
al artículo 4* de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990 por 
este artículo 36, 


Una de las finalidades de la Ley N* 16.127 referida, es la 
contención del ingreso a la función pública. La excepción 
prevista en el literal 1) aludido es de tal amplitud que impide 
el cumplimiento de la finalidad legal. 
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ARTICULO 286. - Este artículo prevé la cesión por parte 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a la Inten- 
dencia Municipal de Rocha del padrón N* 1617 y parte del 
padrón N* 1645 de la 4* Sección Judicial del Departamento de 
Rocha a fin de que dicha Intendencia racionalice y urbanice 
los núcleos poblacionales existentes en la franja de la costa 
del Océano Atlántico limitrofe con los citados padrones. 


Se observa esta disposición pues estos padrones se encuen- 
tran afectados al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
con destino a obras de forestación, las que han sido ejecutadas 
y configuran un importante capital del patrimonio del Estado. 


Por otra parte, la solución propuesta en el proyecto, con- 
tradice la política existente en materia de turismo y medio 
ambiente, 


Dada la necesidad de contar con la urgente aprobación del 
Presupuesto Nacional, el Poder Ejecutivo en ejercicio de la 
potestad que le confieren los artículos 104 y 168 numeral 8 de 
la Constitución de la República, convoca a la Asamblea Gene- 
ral a sesiones extraordinarias para hacer cesar el receso con el 
objeto de tratar el asunto que motiva el presente Mensaje. 


Saluda al señor Presidente con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Enrique Braga”. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: suponemos que 
las observaciones interpuestas por el Poder Ejecutivo serán 
puestas a consideración por separado, de tal manera que los 
señores legisladores puedan votar una en forma afirmativa y 
otra en forma negativa, en caso que así lo deseen. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Hay abundantes precedentes en 
el sentido de que así se ha procedido en distintas oportunida- 
des, en particular durante la Legislatura pasada. En conse- 
cuencia, si no hay objeciones, se va a proceder en la forma 
propuesta por el señor legislador Pereyra. 


En consideración la observación al literal 1) del artículo 36 
del proyecto de ley de Presupuesto. 


La Mesa aclara que de acuerdo con el artículo 141 de la 
Constitución, corresponde tomar la votación en forma nomi- 
nal, El voto afirmativo supone la ratificación del proyecto 
originario del Poder Legislativo, es decir, el levantamiento de 
la observación; por el contrario, el negativo significa aceptar 
la observación del Poder Ejecutivo. 
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SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: quiero hacer una 
breve historia acerca de cómo se gestó esta disposición en la 
Comisión de Presupuesto, integrada con la de Hacienda, de la 
Cámara de Senadores. 


En un intercambio de ideas con el señor legislador Cigliu- 
ti, estuvimos considerando el problema que se planteaba en 
los balnearios de los departamentos costeros, donde los vigi- 
lantes que cuidan las vidas de los bañistas son funcionarios 
zafrales pagados por las Intendencias Municipales y adiestra- 
dos por la Marina nacional. Estuvimos de acuerdo en que era 
muy lógico que el legislador no hubiera tenido presente esta 
circunstancia en el momento de discutir el proyecto y tam- 
bién en que no podíamos dejar a los bañistas de nuestras 
playas totalmente indefensos. No sé cuál es la situación en un 
departamento tan poblado como el de Montevideo, pero su- 
pongo que debe ser idéntica en toda la zona costera. Sé que es 
así en Canelones, en Maldonado, en Rocha y entiendo que 
también en Colonia. Desde el punto de vista policial la zona 
costera está al cuidado de la Prefectura, pero en cuanto al 
riesgo a que pueden verse sometidos los bañistas la vigilancia 
está a cargo de funcionarios pagados por los Municipios, de 
manera que si éstos no los contratan, no se prestará esa fun- 
ción. 


En aquél momento, conjuntamente con el señor legislador 
Cigliuti pensamos en establecer la excepción para atender 
este aspecto. Posteriormente, a través de los intercambios de 
ideas que suelen llevarse a cabo en estos casos, se fueron 
agregando excepciones que, realmente, resultan muy numero- 
sas. Sin embargo, quiero señalar que, en caso de que el veto 
no sea levantado, este gravísimo problema deberá ser resuelto 
a muy breve plazo ya que sin lugar a dudas afectará al turis- 
mo y puede llegar a involucrar la vida de las personas. 


Entonces, llamo la atención en el sentido de que esta idea 


no nació con el propósito de llenar la Administración Pública 
de nuevos funcionarios, sino de solucionar este problema de 
los salvavidas que se contratan zafralmente en las zonas bal- 
nearias. Es cierto que luego se fueron agregando nuevas ex- 
cepciones y pueden haber algún exceso, pero al considerarse 
el levantamiento de este veto no debe olvidarse que este as- 
pecto de la cuestión tiene singular importancia, si bien no 
niego que otros también puedan tenerla, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: con relación a la 
observación interpuesta por el Poder Ejecutivo a esta norma, 
quiero hacer alusión a las sucesivas modificaciones que la 
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Ley de la Función Pública ha sufrido en los cuatro meses que 
lleva de sancionada. No tengo cifras precisas, pero pienso que, 
por lo menos, en cinco o seis oportunidades, antes del proyec- 
to de Presupuesto, se le insertaron modificaciones que, en la 
práctica, la han convertido en una especie de agujero donde se 
coloca todo lo que viene a bien a los efectos de cambiar lo que 
se votó hace cuatro meses, 


Por otra parte, me llama poderosamente la atención que el 
Poder Ejecutivo haya observado el literal 1) de este artículo y 
no los demás, que configuran otras tantas excepciones. Aquí 
de lo que se trata es de impedir que las Intendencias Munici- 
pales puedan contratar personal zafral; esc es el único objeti- 
vo. Pero es bien sabido que el Poder Ejecutivo tiene la estruc- 
tura política y la capacidad para dictar la conducta de los 
Entes Autónomos y de la inmensa mayoría de los Gobicmos 
Departamentales a fin de que no incurran en la violación del 
espíritu de la Ley de la Función Pública que era el de impedir 
la contratación de nuevos funcionarios. 


En definitiva, teniendo en cuenta la innumerable cantidad 
de excepciones que figuran en el mismo artículo 36, a mi 
juicio este velo tiene un objetivo político preciso: entiendo 
que apunta a limitar las posibilidades de alguna Intendencia de 
contratar personal zafral. Por lo tanto, no vamos a votar la 
confirmación de esta observación, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legista- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: con respecto al 
origen de esta norma legal he sido aludido por el señor legisla- 
dor Pereyra quien, como es su costumbre, ha dicho enteramen- 
te la verdad. Conversé con él sobre el tema y es cierto que, al 
menos en los departamentos que conozco -en particular Cane- 
lones- es necesario hacer contrataciones para vigilar las playas 
y asesorar a los bañistas durante la temporada, desde diciem- 
bre hasta marzo. 


Entendí que ese problema podía preverse, por ejemplo, a 
través de un nuevo texto legal, pero nunca estuve de acuerdo 
con la enorme cantidad de excepciones que se establecieron a 
la ley primitiva -que ya tenía ocho, a las que se agregaron seis 
o siete más- a tal punto que alguien llegó a decir con razón en 
el Senado, interpretando el pensamiento de todos, que más 
valía derogar esa norma que introducirle tantas excepciones 
que, de hecho, la hacían inútil. 


Pienso que en aplicación de la ley vigente, cuyas excepcio- 
nes estamos discutiendo, estudiando la situación y siguiendo 
los trámites que ella misma prevé, relacionados con la dispo- 
nibilidad de funcionarios, para pasarlos de un sitio a otro, 
puede cumplirse perfectamente la exigencia de que las Inien- 
dencias provean de funcionarios para atender las playas. 


Esto puede hacerse tanto recurriendo a los funcionarios 
que están prestando servicios en este momento, como cum- 
pliendo con el trámite interno que la ley prevé a fin de que los 
Intendentes estén en condiciones de poder atender debidamen- 
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te estos servicios. Esta es la razón por la cual vamos a votar 
negativamente, es decir, para que se mantenga el veto del 
Poder Ejecutivo en este aspecto. Creemos que debe resguar- 
darse la ley original que, por otra parte, estuvo muy bien 
inspirada y fue el fruto de un acuerdo político. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK, - Señor Presidente: voy a conti- 
nuar el razonamiento planteado por el señor legislador Garga- 
no. 


Si observamos las excepciones a que se refiere el artículo 
36, la única vetada -para emplear el término comúnmente 
utilizado- es la establecida en el literal [) en cuanto a los 
nombramientos que no realiza la Administración Central. El 
primer literal se refiere a las designaciones que pueda realizar 
el Comando General de la Armada, Ministerio de Defensa 
Nacional; el siguiente tiene relación con Servicios de Sanidad 
de las Fuerzas Armadas, también del Ministerio de Defensa 
Nacional; el literal j) se refiere al Ministerio de Turismo que 
es otra repartición dentro del Poder Ejecutivo; y, por último, 
el literal k) está relacionado con el Ministerio de Educación y 
Cultura, 


De manera que siguiendo una especie de línea bastante 
machacona, el Poder Ejecutivo entiende que es el único que 
va a realizar designaciones correctas y sin el objetivo de hacer 
de la Administración un globo grande; que todos los demás 
organismos del Estado que no estén bajo su órbita son los que 
van a actuar mal, tanto los electos popularmente como aque- 
llos que designa el propio Poder Ejecutivo. 


En consecuencia, vamos a votar afirmativamente el levan- 
tamiento de la observación planteada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Señor Presidente: deseo seña- 
lar que el literal 1) que se pretende incorporar a la Ley 
N* 16.127 es de una amplitud de tal suerte y naturaleza que, 
con referencia a la Administración autónoma y Servicios Des- 
centralizados significaría derogar directamente la ley y habili- 
tar la contratación de personal sin límite alguno. 


Considero que lo manifestado por el señor legislador Kor- 
zeniak no es justo: en primer lugar, porque en el artículo 37 
de esta ley se incluyen referencias concretas a organismos 
autónomos y Servicios Descentralizados y, además, porque en 
el artículo 39 de esta Ley de Presupuesto se establece una 
mecánica de supresión de vacantes en la Administración Cen- 
tral y de limitación de los créditos que, por otra parte, este 
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mismo Parlamento ha aprobado con disminuciones. Como es 
notorio, no sucede lo mismo con los organismos a que hace 
referencia el literal 1) ya que tienen autonomía presupuestal, 
de tal manera que, inclusive, pueden contratar el personal con 
cargo a las partidas de Obras y Servicios, O sea que pueden 
hacerlo -y es práctica común que así suceda- no sólo con 
cargos a los Rubros 0, 1 y 7, sino también a los Rubros 2, 3 e 
Inversiones. 


En consecuencia, este Presupuesto contiene limitaciones 
concretas a la Administración Central. En particular, quisiera 
destacar el artículo 39 que establece la supresión de todas las 
vacantes no provistas al 31 de diciembre de 1990 y la elimina- 
ción de una de cada dos que se produzcan a partir de 1991, 
con la única excepción de aquellas pertenecientes a determi- 
nados Incisos, a las que este mismo Parlamento ha asignado 
otro destino, en algunos casos para mejorar salarios, en Otros 
para realizar actividades en materia de salud. En todos los 
demás casos, las vacantes van desapareciendo automática- 
mente. 


En un país que tiene 270.000 empleados públicos y una 
población económicamente activa no superior a 1:200.000, de 
los cuales no más de 800.000 personas aportan al Banco de 
Previsión Social -incluidos los funcionarios públicos- es evi- 
dente que un proceso de transformación no doloroso que no 
supone nada más que cierta parquedad en la provisión -con 
numerosas excepciones en los organismos que fueron estudia- 
dos y autorizados en esta ley, y sus modificaciones- es, al 
menos, un mecanismo para liberamos de la carga de impues- 
tos que se nos pidió este año para equilibrar las finanzas 
públicas. 


A nuestro juicio, esta es la otra cara de la moneda. La 
única forma de bajar los impuestos es disminuir el peso de 
una Administración, pues dos tercios de sus gastos correspon- 
den a sueldos y jubilaciones. 


SEÑOR STURLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR STURLA. - Señor Presidente: deseo manifestar 
que el argumento formulado por el señor legislador Pereyra 
es, atendible. Lamentablemente, la norma fue extendiendo su 
ámbito de excepciones en un grado tal que, a nuestro juicio, la 
hace inviable por las razones que exponía el señor legislador 
Atchugarry, y que se comparten. 


Quiero decir que me parece profundamente injusta la refe- 
rencia que ha hecho el señor legislador Gargano. No es justo, 
ni a nuestro juicio legítimo, que se cuestione la intención de la 
norma, como si ella pretendiera referirse a algún organismo 
en concreto, procurando impedirle a ése en particular contra- 
tar funcionarios. Es injusto sostener que el Poder Ejecutivo 
ejerce una especie de superintendencia o control sobre los die- 
cinueve Gobiernos Municipales. Ello no es cierto; en primer 
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lugar y fundamentalmente, no lo es porque la Constitución no 
lo habilita, Tampoco es justo que se afirme que las únicas 
excepciones previstas corresponden a la Administración Cen- 
tral, 


Es cierto que lo establecido en el artículo 36 de la Ley de 
Presupuesto agrega excepciones al artículo 4% de la Ley de 
Funcionarios Públicos; salvo el literal 1), todas las demás se 
refieren a la Administración Central. Pero en la redacción del 
artículo 4* de la Ley N* 16.127, por lo menos tres de las 
excepciones previstas refieren a la Universidad de la Repúbli- 
ca, a los organismos autónomos y a los servicios descentrali- 
zados. 


No me parece que sea justo -dicho sea con todo respeto- 
imputar intención subalterna al Poder Ejecutivo a la hora de 
observar este artículo, cuando a través de estas disposiciones 
se ha procurado poner límite a los ingresos masivos a la 
Administración que, de otra forma, se producirían. También 
es notorio que el Partido Nacional cuenta con mayorías en 
todos esos organismos. Es el propio partido de Gobierno el 
que impulsa legalmente los límites para dichos ingresos. Creo 
que hay que proceder, más allá de las razones que puedan 
tenerse para sostener una u otra posición, más allá de las 
sólidas razones esgrimidas por el señor legislador Pereyra o 
de las que pudieran provenir de otros organismos. Se nos ha 
dicho que ANCAP tendría dificultades para contratar zafrales, 
pero creemos que la Ley N* 16,127 contempla soluciones que 
pueden permitir paliar estas situaciones. No negamos la dis- 
posición a estudiar fórmulas que permitan resolver los proble- 
mas concretos que surjan a partir de una norma prohibitiva de 
carácter general, pero nos parece que es contrario al propio 
principio que inspira la Ley N* 16,127 con carácter general, y 
no específicamente referido a nadie, aumentar ilimitadamente 
la posibilidad de los Entes Autónomos y Servicios Descentra- 
lizados, así como de los Gobiernos Departamentales, de con- 
tratar personal. 


SEÑOR CANTON. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR CANTON. - Señor Presidente: en rigor, cuesta 
asimilar que un veto, una observación de concepción tan clara 
y de intencionalidad tan nítida, pueda generar en el seno de la 
Asamblea General reacciones diversas y votos contradicio- 
r10S. 


Creo que toda la opinión pública coincidió en que el fun- 
damento esencial de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 
1990, estaba referido a la contención del ingreso a la función 
pública. Entonces, en un país que tiene una burocracia tan 
extendida, una ley que apuntara a ese objetivo tan sano, lim- 
pio y claro tenía que contar con el beneplácito de la inmensa 
mayoría de la población. 


No cabe ninguna duda que más allá de las puntualizacio- 
nes ante un caso concreto como el planteado por el señor 
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legislador Pereyra, es claro que la lista de excepciones conte- 
nidas en el artículo que ha sido objeto de observación es de 
una cuantía tan dilatada que prácticamente desvirtúa la filoso- 
fía de la norma. Si esto es así, entiendo que la única reacción 
pertinente, apuntando al objetivo clarísimo que establece la 
Ley N? 16.127, es compartir la observación interpuesta por el 
Poder Administrador. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR CANTO)N. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - Señor Presidente: comprendo 
las objeciones que se están formulando, teniendo en cuenta la 
sala intención de disminuir la burocracia nacional, Sin embar- 
go, en este artículo que integra el Presupuesto -y del cual se ha 
vetado solamente el literal 1)- referido a contrataciones del 
personal zafra! o eventual -es decir, no de carácter permanen- 
te- también se votó el literal m), que no ha sido vetado y que 
va a entrar en vigencia, Y este literal m) dice una cosa muy 
clara: “La contratación de personal por la vía de las excepcio- 
nes contenidas en el presente artículo” -y se refiere a los inci- 
sos de esta ley y a todos los anteriores votados en la otra dis- 
posición- “no habilita su posterior designación en carácter per- 
manente al amparo del artículo 1% de la Ley N* 16.127, de 7 de 
agosto de 1990”. Por lo tanto, la burocracia de pronto podrá 
verse aumentada por uno o dos meses, como en el caso de los 
salvavidas, por ejemplo, que tienen como fin salvar la vida hu- 
mana. Pero esos cargos no van a poder tener carácter perma- 
nenie, porque una disposición que no figuraba en la Ley nú- 
mero 16.127 ahora se incluye en este Presupuesto. Entonces, 
el argumento de que por esa vía se contraría la finalidad de la 
ley pierde bastante importancia y fuerza porque la propia nor- 
ma dice que se trata de eventuales y que nunca podrán tener 
carácter permanente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Redondeando la exposición que ve- 
nía realizando, debo manifestar que no cabe ninguna duda de 
que el inciso que es objeto de observación por parte del Poder 
Ejecutivo tiene una extensión, una significación y una proyec- 
ción tales, que lleva a que parezca legítimo compartir el veto 
interpuesto. 


El señor legislador Barrios Anza hubiera querido que el 
veto interpuesto por el Poder Ejecutivo hubiera tenido una 
proyección mayor, pero es evidente que no está en nuestras 
manos sustituir la voluntad de aquél Poder. Lo que entende- 
mos claro es que el veto apunta a mantener la filosofía de la 
Ley N* 16.127, que tiene un claro signo de contención del 
ingreso a la función pública. 
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Es por esas razones que compartimos el veto y votaremos 
consecuentemente. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR GARCIA PINTOS. - Señor Presidente: la posi- 
ción de nuestro secior es votar por la negativa, o sea propiciar 
el mantenimiento del veto interpuesto, Además, somos cohe- 
rentes con lo que fue la posición de nuestro sector político en 
el tratamiento de la llamada Ley de Funcionarios Públicos, 
cuando se introdujo esta modificación en el Senado de la 
República. En ese momento la Cruzada 94 estuvo precisamen- 
te en contra de este artículo. 


No somos insensibles a la necesidad de funcionarios o de 
tareas que requieren los distintos organismos públicos, inclui- 
das las Intendencias. Sin embargo, como algo conocemos del 
funcionamiento de las Comunas, decimos que esas tareas no 
deben cumplirse sobre la base de nuevas incorporaciones de 
funcionarios, aunque sea como trabajadores zalrales, Por el 
contrario, se debe buscar -mediante la correspondiente racio- 
nalización administrativa y perfeccionamiento de su funciona- 
miento- que funcionarios que no son necesarios donde en este 
momento están prestando funciones, pasen a desempeñarlas 
mediante la capacitación -o después de ella- en aquellos luga- 
res donde sean más necesarios. 


Además, desde el punto de vista político éste es un mo- 
mento excepcional para demostrar, no ya en el discurso sino 
en los hechos, que los distintos sectores de la vida política del 
país a esta altura están en contra de lo que se ha llamado 
históricamente el clientelismo político. Eso lo tenemos que 
demostrar en los hechos, más allá de los discursos. 


SEÑOR MORELL. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor, 


SEÑOR MORELL. - Señor Presidente: vamos a votar la 
observación interpuesta por el Poder Ejecutivo. Pensamos que 
el literal 1) del artículo 36 es contrario al espíritu de la Ley de 
Funcionarios Públicos y a su esencia básica. 


Existió un consenso generalizado, tanto en la Cámara de 
Diputados como en el Senado, sobre la necesidad de no incre- 
mentar el número de funcionarios dentro de la Administración 
Pública. La Cámara de Representantes votó exactamente el 
mismo proyecto que había aprobado el Senado, y este Cuerpo, 
¿cómo elaboró el proyecto? ¿Sólo con la participación de 
legisladores pertenecientes a la Coincidencia? No; contó con 
la ayuda y con la colaboración de todos los partidos políticos 
que integran el Senado. La mayoría de los artículos de este 
proyecto fue votada por los dos tercios de integrantes tanto de 
la Cámara de Representantes como del Senado. Inclusive, en 
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el ámbito de aplicación de la ley se excedió el deseo primige- 
nio del Poder Ejecutivo y se amplió a los Gobiernos Departa- 
mentales y Entes Autónomos por una muy bienvenida iniciati- 
va de legisladores integrantes de la oposición. 


Aquí se ha dicho que hay correcciones a las leyes e, inclu- 
sive, a la de Funcionarios Públicos, pero pienso que toda nor- 
ma es perfectible porque es obra de seres humanos, y ello 
puede estar determinado por una reflexión más profunda sobre 
un artículo O una experiencia negativa por aplicación de una 
disposición. Pero, en este caso, el literal, tal como está redac- 
tado -seguramente rebasando la intención de quien lo propu- 
so- modifica la filosofía de la ley. 


Esta es la razón por la que entiendo que debe mantenerse 
la observación interpuesta por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DIAZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR DIAZ. - Señor Presidente: en primer lugar, quere- 
mos comenzar restableciendo parte de una verdad histórica, 
porque cuando algún señor legislador hace referencia a la 
necesidad de la contención de la burocracia estatal, parecería 
que quienes estamos abogando por la desaprobación del veto 
interpuesto por el Poder Ejecutivo hubiéramos tenido una po- 
sición o una práctica favorable a la burocratización del país, 
Sin embargo, la verdad histórica es la contraria. Legisladores 
que hoy están planteando la necesidad de la contención de la 
burocracia en nuestra Administración Pública, históricamente 
fueron los que defendieron y practicaron la designación exce- 
siva de funcionarios como manera de pretender resolver pro- 
blemas socioeconómicos que no tenían allí la verdadera y 
efectiva solución porque cello no estaba unido al desarrollo 
productivo del país. Siempre hemos sido partidarios de la 
contención de las burocracias estatales. 


En segundo término, creo que la discusión de este punto 
de alguna manera está cuestionando a fondo lo que fue una 
ley a todas luces desprolija, votada en la presente Legislatura 
por ambas Cámaras y relacionada con la función pública. 
Pienso que los hechos están demostrando que esa ley fue mal 
preparada y mal aprobada, porque en un muy corto lapso 
-como aquí se ha señalado- ya estamos discutiendo modifica- 
ciones a esa disposición. Evidentemente, no es fácil estructu- 
rar una ley sobre la función pública que no contenga imper- 
fecciones -y me adelanto a decirlo- pero ésta fue hecha de tal 
manera que era previsible -como lo sostuvimos con nuestro 
voto discorde en su oportunidad- que en algún momento fuera 
modificada. 


Voy a introducir un tercer elemento, Cuando discutimos la 
ley sobre los funcionarios públicos sostuvimos -con la opinión 
del doctor Cassinelli Muñoz, entre otros- que al ser aplicada a 
los Entes Autónomos y a los Gobiernos Departamentales no 
tenía la validez constitucional que impone el claro precepto 
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del artículo 64 de la Constitución de la República. Para exten- 
derla a estos organismos no bastaban los dos tercios de ambas 
Cámaras porque este artículo, al mismo tiempo de exigir esta 
formalidad, requiere que la norma por su generalidad o natu- 
raleza tenga las características necesarias para ser aplicada a 
los Entes Autónomos y a los Gobiernos Departamentales. 


Creo que el literal 1) dei artículo que viene parcialmente 
observado por el Poder Ejecutivo, de alguna manera reesta- 
blece la constitucionalidad, a mi entender flagrantemente vio- 
lada por la Ley de Funcionarios Públicos. 


S SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR BATALLA. - Señor Presidente: inicialmente le 
había solicitado una interrupción al señor legislador Morell 
porque cuando €l hacía referencia a legisladores de otros sec- 
tores -más allá de la Coincidencia- que habían participado en 
la discusión y, en cierto sentido, en la proposición de lo que 
había sido esta ley, entonces en proyecto, fui uno de los que 
tuve participación, no sé si positiva o negativa, concretamente 
respecto a la inclusión de los Gobiernos Departamentales 
como tema a ser regulado. 


Las estadísticas lo demostraban claramente: más del 50% 
del incremento de funcionarios en el período pasado se produ- 
jo a través de las Intendencias Municipales. Nosotros enten- 
díamos que respecto al tema había un obstáculo constitucio- 
nal. Para que las normas en esta materia fueran aplicadas, se 
requería un doble condicionamiento: tener por lo menos dos 
tercios de votos en cada una de las Cámaras y referir a temas 
estatutarios, no presupuestarios, Considerábamos -y lo segui- 
mos entendiendo así- que los Municipios no debían estar aje- 
nos a las normas de limitación de ingreso funcional, y tam- 
bién continuamos discrepando en cuanto a la forma de instru- 
mentar esas normas, pues en más de un aspecto se fue más 
allá de lo que era estatutario para ingresar en la autonomía 
presupuestal que la Constitución otorga a los Municipios. 


El trabajo de la Comisión fue muy intenso y profundo; 
creemos que el texto vino desprolijo del Poder Ejecutivo y la 
Comisión lo mejoró aunque no lo transformó, obviamente, en 
un texto perfecto. Es muy difícil legislar en materia de fun- 
cionarios, ya que se trata de un tema que casi siempre ha sido 
muy ajeno a las preocupaciones de los órganos desde el punto 
de vista institucional, en la medida en que casi siempre se ha 
trabajado con un sentido de clientelismo político. Aun cuando 
tuvimos discrepancias en cuanto a los mecanismos de instru- 
mentación del tema vinculado a los Municipios, fuimos noso- 
tros los más rígidos en cuanto a la determinación de las ex- 
cepciones. Diría que nos opusimos a más del 80% de las 
excepciones establecidas porque entendíamos absolutamente 
imprescindible que esa ley -que regulaba por primera vez en 
muchos años un mecanismo hasta entonces vedado a la ac- 
ción legislativa- tuviera la suficiente rigidez como para impo- 
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nerse a las distintas estructuras de gobierno casi siempre pro- 
clives al clientelismo y muchas veces sensibles a las necesida- 
des de la población. 


Consecuentes con esa misma línea, creemos que la norma 
que el Poder Ejecutivo veta restablece, en cierto sentido, un 
funcionamiento correcto de lo que fue la regulación estatuta- 
ria, pero debe implicar necesariamente la imposibilidad de 
toda regulación presupuestaria en materia municipal. 

Por estas razones, coherente con lo que hemos sostenido en 
la deliberación inicial de la Ley de Funcionarios Públicos, 
vamos a votar por el mantenimiento de la norma y contra el 
veto del Poder Ejecutivo. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se procederá a tomar la votación nominal, de acuerdo al ar- 
tículo 141 de la Constitución. Quienes votan por el manteni- 
miento del texto observado lo harán por la afirmativa, y quie- 
nes votan por su supresión, es decir, a favor de la observación, 
lo harán por la negativa. 

Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR ABREU. - Por la negativa. 

SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ARANA, - Por la afirmativa. 

SEÑOR ARAUJO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ASTORI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BELVISI. - Por la negativa. 

SEÑOR BLANCO. - Por la negativa. 

SEÑOR BOUZA. - Por la negativa. 

SEÑOR BRAUSE. - Por la negativa. 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Por la negativa. 

SEÑOR CASSINA, - Por la afirmativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. - Por la negativa. 

SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Por la negativa. 

SEÑOR GARGANO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GONZALEZ. - Por la negativa. 

SEÑOR IRURTIA. - Por la negativa. 


SEÑOR JUDE. - Por la negativa. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. - Por la negativa. 
SEÑOR PEREYRA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RAFFO. - Por la negativa. 
SEÑORA ROBALLO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RICALDON!. - Por la negativa. 


SEÑOR SANTORO. - Por la negativa. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Por la negativa. 


SEÑOR SINGLET. - Por la afirmativa. 
SEÑOR URIOSTE. - Por la negativa. 
SEÑOR ZUMARAN. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Por la negativa. 
SEÑOR ALVAREZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ VIERA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR AMARO. - Por la negativa. 
SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Por la negativa. 
SEÑOR ANDRADE. - Por la negativa. 
SEÑOR ANDRIOLO. - Por la negativa. 
SEÑOR ANTONACCIO. - Por la negativa. 
SEÑOR ARRILLAGA,. - Por la afirmativa. 

| SEÑOR ATCHUGARRY. - Por la negativa, 
SEÑOR AYALA. - Por la negativa. 
SEÑOR BARRIOS ANZA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BASSO. - Por la negativa. 
SEÑOR BAYARDI. - Por la afirmativa. 
SEÑORA BERAMENDI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTACCHI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTOLINL. - Por la negativa. 


SEÑOR BORGES. - Por la afirmativa. 


SEÑOR BOSCH. - Por la negativa. 
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SEÑOR CANTON. - Por la negativa. 

SEÑOR CAPECHE. - Por la negativa. 

SEÑOR CAPUTTI. - Por la afirmativa. 


SEÑOR CARAMBULA (Dn. Gonzalo). - Por la afirmati- 


SEÑOR CARAMBULA (Dn. Marcos). - Por la afirmativa. 
SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. - Por la negativa. 
SEÑOR CORES. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CORONEL NIETO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR COURIEL. - Por la afirmativa. 


SEÑOR CURBELO. - Por la negativa. 


- SEÑOR CHAPPER. - Por la negativa. 


SEÑOR CHIFFLET. - Por la afirmativa, 

SEÑOR DA ROSA VAZQUEZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DELGADO SICCO, - Por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR DIAZ MAYNARD. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DUBRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ETCHEVERRY. - Por la afirmativa. 
SEÑOR FAU. - Por la afirmativa, 

SEÑOR FERRARI. - Por la negativa. 

SEÑOR FERREIRA. - Por la negativa. 

SEÑOR GARAT. - Por la negativa. 

SEÑOR GARCIA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA PINTOS. - Por la negativa. 
SEÑOR GIUPPON!. - Por la negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. - Por la afirmativa. 
SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Por la negativa. 
SEÑOR GUTIERREZ. - Por la negativa. 


SEÑOR HAEDO HARLEY. - Por la negativa. 
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SEÑOR HEBER. - Por la negativa. 

SEÑOR HEBER FÚLLGRAFF. - Por la negativa. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Por la negativa. 
SEÑOR IBARRA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LATEULADE. - Por la negativa. 
SEÑOR LEGNAN!. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LENZI. - Por la negativa, 

SEÑÓR LESCANO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LEV. - Por la afirmativa. 

SEÑOR LOSADA. - Por la negativa. 
SEÑOR MALLO. - Por la negativa. 


SEÑOR MARTINEZ HUELMO. - Por la negativa. 


SEÑOR MARTORELL LIBRAN. - Por la negativa. 


SEÑOR MICHELINI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Por la negativa. 
SEÑOR MORELL. - Por la negativa. 

SEÑOR ORTIZ. - Por la negativa, 

SEÑORA OSORES DE LANZA. - Por la negativa. 
SEÑOR PALOMEQUE. - Por la negativa. 
SEÑOR PEREIRA PABEN. - Por la negativa. 
SEÑOR PINTO. - Por la negativa. 

SEÑORA PIÑEYRUA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PITA. - Por la afirmativa, 

SEÑOR POZZOLO. - Por la negativa. 

SEÑOR PRIETO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR RECUERO. - Por la negativa. 

SEÑOR RIAÑO. - Por la negativa. 

SEÑOR RIESGO. - Por la negativa. 

SEÑOR ROCHA IMAZ. - Por la afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ. - Por la negativa. 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Por la afirmativa. 


SEÑORA RODRIGUEZ DE GUTIERREZ. - Por la afir- 
mativa. 


SEÑORA RUBIO DE VARACCHI. - Por la negativa. 
SEÑOR SANABRIA. - Por la negativa. 

SEÑOR SANCHEZ PADILLA. - Por la negativa. 
SEÑOR SANSEVIERO. - Por la afirmativa. 
SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Por la negativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SILVEIRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SINGER. - Por la negativa. 

SEÑOR SOSA ACOSTA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR STIRLING, - Por la negativa. 

SEÑOR STORACE MONTES. - Por la negativa. 
SEÑOR STURLA. - Por la negativa. 

SEÑOR SUAREZ LORENZO. - Por la negativa. 
SEÑOR TORIAN!I. - Por la afirmativa. 

SEÑOR TROBO. - Por la negativa. 

SEÑOR VAZQUEZ PLATERO. - Por la negativa. 


SEÑOR ZORRILLA DE SAN MARTIN. - Por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Aguirre). - Han sufragado ciento 
veintisiete señores legisladores. Cincuenta y tres lo han hecho 
por la afirmativa y setenta y cuatro por la negativa. 


En consecuencia, queda aceptada la observación del Poder 
Ejecutivo y suprimido del proyecto de ley el literal 1) del 
artículo 36. 


Se pasa a considerar la observación relativa al artículo 286, 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: el artículo que ha 
sido observado por el Poder Ejecutivo fue votado por la unani- 
midad de los miembros de la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con la de Hacienda del Senado y creo que también por 
la unanimidad de los miembros del Cuerpo. Hubo, sí, en el 
Senado una observación a este artículo -la única- formulada 


27 de Diciembre de 1990 


por el señor legislador Brause, a la que también creo haber 
dado respuesta en el día de hoy cuando tratamos el tema de 
los vetos en general, 


El señor legislador Brause, por un error -explicable en 
quien no está familiarizado con la zona o no ha visto los 
elementos gráficos que nosotros pudimos observar- creía que 
con este artículo buscábamos dar solución al complejo proble- 
ma de Cabo Polonio, y no es así, Esta zona no está compren- 
dida en los límites de estos padrones, que pasarían -uno ente- 
ramente y el otro en forma parcial- a la Intendencia Municipal 
de Rocha para que solucione el problema de las poblaciones 
irregulares -por llamarlas de alguna manera- que se han ido 
creando a lo largo de la costa oceánica, concretamente en 
Barra de Valizas y Aguas Dulces, 


La historia es conocida. Estas tierras durante mucho tiem- 
po estuvieron abandonadas, formando parte de una estancia, y 
se las consideraba inservibles. Eran grandes arenales muy 
poco o nada explotados hasta que comenzaron a aparecer 
quienes las compraban para fraccionarlas a fin de crear zonas 
balnearias. Naturalmente que para ello debían realizar un trá- 
mite ante el Gobierno departamental. Compraban ese campo 
malo -como decían nuestros paisanos- a precio de hectárea de 
campo malo y lo vendían a precio de metro cuadrado de 
centro poblado. En esto hubo algunas cosas bien hechas y 
otras regulares o malas. Sabemos que hubo gente que hacía el 
fraccionamiento, sacaba fotos de paisajes hermosos y salía al 
extranjero, fundamentalmente a la Argentina, a ofrecer esos 
solares que estaban en zonas totalmente despobladas. En las 
tierras que no tuvieron ese destino -como es el caso de Barra 
de Valizas y de Aguas Dulces, que son fiscales- se fueron 
formando algunas poblaciones, precarias al principio y lucgo 
permanentes o más estables. A veces se trató simplemente de 
personas del lugar que buscaban la proximidad del mar para 
pasar algunos días en la época veraniega. Pero en muchas 
otras, de modestísimos pescadores que buscaban su medio de 
vida en estas zonas; es el caso típico de Barra de Valizas, 
puesto que ahí no sólo hay pesca de mar sino que existe una 
riqueza muy grande en materia de langostinos, que desovan 
en la Laguna de Castillos y salen al mar por el arroyo de 
Valizas, que es donde se capturan, y ello constituye, por lo 
menos parte del año, el medio de vida de mucha gente modes- 
tísima, que con procedimientos a veces bastante rudimenta- 
rios, con gran esfuerzo físico e, inclusive, con riesgos para su 
salud, trata de llevar el alimento a sus hogares. 


En la solución que nosotros esbozamos en la Comisión de 
Presupuesto del Senado, y que fue aprobada, no está compren- 
dida una zona que todos conocen y que también fue poblada 
por gente dedicada a la pesca: Punta del Diablo. Quien haya 
visto a los pescadores de Punta del Diablo en faena, habrá 
apreciado con cuánto sacrificio, esfuerzo, pérdida de salud y 
de años de vida realizan sus tareas. Levantaron sus ranchos 
allí, al igual que lo hicieron los pescadores de Barra de Vali- 
zas y de algunos otros lugares. Así, ante la vista y paciencia 
de las autoridades -que debieron actuar- fue aumentando el 
número de casas en esos poblados sin calles regularmente 
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trazadas y naturalmente, sin servicios públicos elementales 
como el agua corriente y la luz eléctrica. 


Tanto para la gente dedicada a la pesca como para aque- 
llos que no pueden concurrir a balnearios costosos -me refiero 
a cualquier uruguayo poco pudiente o de clase media- ésta es 
una solución barata. 


Repito que estas poblaciones se crearon ante la vista de las 
autoridades, que no sólo no hicieron nada para impedirlo, sino 
que -y aquí hay algunos legisladores amigos que fueron go- 
bernantes departamentales de Rocha, como yo, que pueden 
recordarlo- en una época anterior a nuestra actuación conce- 
dían autorizaciones para construir viviendas en Aguas Dulces, 
y también lo hicieron las autoridades nacionales. Esto que 
constituía una especie de título primitivo, hacía al ocupante 
creerse con un derecho adquirido; era natural y lógico, puesto 
que tenía un permiso dado por las autoridades competentes 
para edificar su vivienda playera. A nadie se le ocurrió que 
esto estaba mal y que había que detenerlo; nunca lo hicieron 
las autoridades departamentales, En nuestra época procuramos 
reordenarlo; creo que fue el momento en que integraba el 
Concejo Departamental el amigo ex legislador García Rijo, el 
compañero don Mario Amaral y algunos otros políticos ro- 
chenses, quienes consiguieron para Aguas Dulces una solu- 
ción muy importante. Esta consistía en que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca hiciera lo que nosotros esta- 
mos proponiendo, es decir, cediera algunas hectáreas a la In- 
tendencia Municipal de Rocha para que ésta hiciera las calles 
y ofreciera a los vecinos de Aguas Dulces trasladar sus vivien- 
das precarias de la zona fiscal a la zona urbanizada por la 
Intendencia, naturalmente con el pago correspondiente. Algu- 
nos lo fueron haciendo y otros están en eso. No se trata de una 
obra; como algunos creen, que se va a realizar de un día para 
el otro; esto va a llevar mucho tiempo. Primero vendrá la 
prohibición efectiva de construir y refaccionar las casas exis- 
tentes; luego, el fraccionamiento de las zonas limítrofes, la 
regularización con calles afirmadas y la presentación de una 
población normal que, inclusive, constituya atractivo turístico. 


Mediante esta iniciativa pretendíamos hacer extensiva a 
Valizas y a toda esa zona balnearia la solución que en parte se 
encontró para Aguas Dulces. Hay que tener en cuenta que 
respecto a esta problemática ya hay un antecedente, puesto 
que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca cedió a la 
Intendencia Municipal de Rocha unas pocas hectáreas de las 
tierras limítrofes a Aguas Dulces a efectos de regularizar la 
situación de su población, tarea que se viene cumpliendo lenta 
pero firmemente. Pensamos que lo mismo debe suceder en la 
zona de Valizas. Claro está que hay gente que al respecto 
tiene un criterio realmente increíble, En ese sentido no tengo 
por qué ocultar que el señor Subsecretario de Transporte y 
Obras Públicas, quien fue convocado a la Comisión respectiva 
del Senado para estudiar esta problemática, manifestó que la 
solución era pasar un “bulldozer” y arrasar estas viviendas, 
aunque no sé sí sería con los pescadores adentro; ignoro si 
esto estaría en sus planes o no. 


Creo que aquí, por un lado, hay un problema social y, por 
otro, un problema urbanístico, y que el único organismo com- 
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petente para regularizar la situación es la Imendencia Munici- 
pal de Rocha. No me interesa quién sea hoy el Intendente ni a 
qué partido pertenezca, porque esta tarea tendrá que ser plani- 
ficada y llevada a cabo en los próximos diez, quince o veinte 
años; lógicamente, pasarán distintos gobiernos y diferentes 
intendentes. Pero esta solución no tiene nombre propio; no es 
ni para un intendente ni para un partido, sino que está destina- 
da a resolver el problema social en las costas atlánticas del 
departamento de Rocha. Es indudable que por algún lado hay 
que empezar la tarea; por supuesto que no abordamos la pro- 
blemática de Cabo Polonio porque la consideramos mucho 
más compleja, ya que en esta zona sí hay importantes aspec- 
tos ecológicos a tener en cuenta. En ese lugar el hombre ya ha 
hecho depredación y hay que tener ep cuenta que es una 
reserva natural que el Uruguay debe tratar de mantener. Por 
tratarse de un problema mucho más complejo, por ahora no 
hemos querido entrar a considerar la situación de Cabo Polo- 
nio, partiendo de la base de que debemos continuar por el 
camino ya iniciado en el sentido de que el Estado vaya resol- 
viendo esta problemática en forma pacífica, sin “bulldozers”, 
sin arrasamiento de viviendas, sin persecución a los pescado- 
res, a los humildes pobladores de estos rancheríos costeros, en 
procura de regularizar su situación ubicándolos en una zona 
próxima a su fuente de trabajo. Asimismo, debemos procurar 
que en esta zona pueda encontrar esparcimiento aquél que no 
puede veranear en balnearios costosos. 


Como dije al principio, no se trata de ceder miles de 
hectáreas; supongo que para esta población alcanzará con 
unas pocas decenas. Pienso que ceder cincuenta o sesenta 
hectáreas de un padrón de mil quinientas o dos mil hectáreas 
no es nada extraordinario ni significativo, máxime teniendo 
en cuenta que de paso se regularizaría una situación que a 
todos nos preocupa. 


Desde el punto de vista sanitario, todo aquel que haya 
visitado la zona pudo advertir que en cualquier momento pue- 
de haber una epidemia, porque los pozos de agua de estas 
viviendas se construyen muy cerca de los pozos negros. Creo 
que si hasta ahora no ha habido epidemias catastróficas es 
porque la arena al actuar como filtro lo ha impedido. 


En definitiva, la regularización de estas poblaciones es 
importante para el departamento, para el país y para el turis- 
mo, y podría lograrse mediante nuestra iniciativa y con un 
costo mínimo para el Estado. 


El Poder Ejecutivo hace dos observaciones concretas. En 
primer lugar, alega que los padrones involucrados se encuen- 
tran afectados al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca con destino a forestación, obras que ya han sido ejecutadas 
y que configuran un importante capital para el patrimonio del 
Estado. Esto en parte es cierto, puesto que el padrón N* 1645 
-que aparece en el plano que distribuí a diferentes señores se- 
nadores- tiene forestada un área muy importante, aunque no 
en la zona costera; pero, el padrón más chico, correspondiente 
a la Barra de Valizas, no está forestado. De manera que el 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, que segura- 
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mente es quien ha brindado esta información, no debe conocer 
el lugar, y como también es un hombre que no atiende a los 
legisladores, resulta difícil explicarle la situación. Digo esto 
porque hace pocos días intenté hablar por teléfono con el se- 
for Ministro y no pude comunicarme con él a lo largo de la 
tarde, pese a que se me contestaba que estaba en el Ministerio; 
no me concedió siquiera cinco minutos para evacuar una con- 
sulta telefónica, hecho que sucedió por primera vez en mi vida 
política. Sin duda preferirá -y así lo haremos- que se le obli- 
gue a venir a las Comisiones o al propio Plenario de ser nece- 
sario, según el mandato de la Constitución; de esta manera 
puede ser que aprenda a tener la mínima consideración que le 
debe a los representantes del pueblo, Decía que como el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca no conoce esta 
zona, expresa que está forestada y ya manifesté que uno de los 
padrones no lo está, por lo que el primer argumento no resulta 
válido. 

Por otra parte, como segunda observación, se dice que la 
solución propuesta en el proyecto contradice la política exis- 
tente en materia de turismo y medio ambiente. Con los respe- 
tos debidos al Poder Ejecutivo, al que le hemos brindado y le 
seguimos brindando apoyo, decimos que no conocemos sus 
definiciones en esta materia. Claro está que quizás sea dema- 
siado pronto para exigírselas; una política de turismo y medio 
ambiente no se improvisa, y como hace muy poco tiempo que 
se ha creado el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, es lógico que no haya una política 
totalmente definida. Pero hay que tener en cuenta que, por lo 
menos en las dos zonas a las que hace referencia este artículo 
-Valizas y Aguas Dulces- no hay una alteración importante del 
medio ambiente; en todo caso, lo que se trata es de corregir las 
alteraciones que ya se han producido. 


Por otra parte, cabe señalar que la actual Intendencia Mu- 
nicipal de Rocha cuenta con un estudio realizado por la Agen- 
cia Española de Cooperación, con la valiosa colaboración de 
la Junta de Andalucía, relativo a toda la zona costera del 
Océano Atlántico de dicho departamento, lo que pone de ma- 
nifiesto el esfuerzo efectuado por poner en orden estas pobla- 
ciones que han ido surgiendo en forma totalmente desordena- 
da. De manera que nos parece conveniente que facilitemos las 
cosas a la Intendencia, a efectos de que vaya poniendo en 
orden la casa en materia de este tipo de población; en este 
caso concreto nos referimos a dos de ellas. Pero no debemos 
olvidar que hay otras zonas con igual problemática, como por 
ejemplo, Punta del Diablo, aunque en este caso no se trata de 
ocupación de tierras fiscales; si bien la población está ubicada 
sobre la costa, no se puede descartar que algún día pueda 
enfrentar un problema de igual naturaleza. 


Si tan severos queremos ser con las poblaciones costeras 
del departamento de Rocha, me pregunto por qué no observa- 
mos las viviendas que hay más allá de la rambla de Montevi- 
deo; por qué no observamos los negocios allí ubicados, como 
por ejemplo el gran parador construido en tierra fiscal de la 
zona de Pocitos; por qué no observamos los negocios estable- 
cidos en la zona contigua a Playa Ramírez. 


27 de Diciembre de 1990 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Astori) 
-¿Nadie ha visto eso? Nadie ha puesto el grito en el cielo 


por esto, Se está condenando a modestos trabajadores de zo- 
nas rurales del departamento de Rocha, ¿Nadie ha visto esto 


en Montevideo y en Punta del Este? Si es cuestión de pasar el 


“bulldozer”, es mejor empezar por Montevideo; ahí caerán 
algunos negocios florecientes que se han levantado en tierras 
“fiscales. Debemos pasar el “bulldozer” en todos lados o en- 
contrar soluciones racionales como las que hemos propuesto y 
han sido aceptadas por el Senado y por su Comisión de Presu- 
puesto, 


Consideramos que este veto debe ser levantado porque no 
afecta en nada la política del Poder Ejecutivo. Esta disposi- 
ción soluciona un problema importante en el departamento de 
Rocha; pone las cosas en su lugar; regulariza lo que el propio 
Estado dejó hacer mal y que, por lo tanto, ahora tiene la 
obligación de tratar de que se haga bien. En consecuencia, 
hay que urbanizar adecuadamente estas poblaciones y para 
ello se deben brindar los medios necesarios a quienes tienen la 
facultad de arreglar los centros poblados, que son los munici- 
pios. En este caso, esos recursos son muy económicos porque 
otorgando sólo algunas decenas de hectáreas en los padrones 
citados, el problema se resuelve. 


Por todas estas razones y sin que esto signifique un enjui- 
ciamiento a ninguna política, sino la búsqueda de una solu- 
ción a un problema que angustia a mucha gente modesta y 
que afecta a trabajadores, creemos que este veto debe ser 
levantado sin tener en cuenta consideraciones de orden políti- 
co que no pueden jugar en esta instancia. En lo personal, he 
dado y seguiré dando mi apoyo al Gobierno de mi Partido, 
pero creo que esto no tiene nada que ver con aspectos políti- 
cos, sino con otros propios de la vida del hombre -sociales y 
económicos- que deben ser solucionados y que no afectan 
para nada los principios fundamentales de la política de nin- 
gún gobierno. Por lo tanto, vamos a dar nuestro voto para que 
se mantenga la solución contenida en el Presupuesto que aca- 
ba de votar el Parlamento. 


SEÑOR STURLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Astori). - Tiene la palabra el 
señor legislador. 


SEÑOR STURLA. - Señor Presidente: quiero comenzar 
señalando dos coincidencias básicas con la exposición del se- 
ñor legislador Pereyra. La primera es que éste no es un pro- 
blema político, sino fundamentalmente de carácter social, téc- 
nico o de cómo se resuelve en la forma más adecuada una 
situación compleja como la que afecta a toda la zona de la 
- costa rochense que, para decirlo de alguna forma, va desde 
Cabo Polonio hasta pasando Aguas Dulces. La segunda coin- 
cidencia es en lo relativo a la necesidad social y turística de 
regularizar y urbanizar la zona de Barra de Valizas. El conte- 
nido de este proyecto y el de la observación básicamente están 
referidos a ese lugar concreto. 
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También coincido con lo expresado por el señor legislador 
Pereyra en cuanto a que en este problema no tiene nada que 
ver la zona de Cabo Polonio, que presenta complejidades adi- 
cionales y extremadamente difíciles de resolver por sus carac- 
terísticas. 


Por otra parte, quiero justificar las razones que han llevado 
al Poder Ejecutivo a observar esta disposición aprobada por el 
Parlamento. En ella se cede imperativamente a la Intendencia 
Municipal de Rocha la totalidad del Padrón N* 1617, pequeño 
padrón en el que, si la información de que dispongo no resulta 
errónea, se concentra el núcleo urbano de Barra de Valizas, 
Está ubicado sobre la costa del arroyo Valizas y sobre la del 
Océano Atlántico. Asimismo, se plantea la cesión parcial de 
un extenso padrón -el número 1645- cuya extensión total 
abarca toda la franja costera que, grosso modo, va desde el 
arroyo Valizas hasta pasando Aguas Dulces, en dirección no- 
reste. Este padrón sí es objeto de forestación y sobre él la 
norma observada dice que se cederá la superficie que solicite 
la Intendencia Municipal de Rocha, sín fijar ningún límite. 
Esta es en esencia la norma y la realidad. 


En cuanto a la descripción de la realidad me ahorro datos 
adicionales porque es exacto lo expresado por el señor legisla- 
dor Pereyra. 


¿Cuáles son las objeciones que esta disposición merece? 
El tema de la regularización o de la adecuación de esa zona 
de la costa de Rocha, desde el punto de vista legal, comienza 
en el año 1942, En esa fecha se dicta un decreto-ley que 
expropia toda esa inmensa franja de terreno que va desde 
Cabo Polonio hasta pasando Aguas Dulces con el fin de crear 
una reserva forestal. Asimismo, se destina una zona de dos- 
cientas hectáreas para la regularización del balneario Aguas 
Dulces que en aquel entonces ya existía según consta en los 
antecedentes de dicho decreto-ley. A partir de allí se sucede 
una serie de disposiciones, algunas de las cuales fueron dicta- 
das en la última etapa de la anterior Administración, creando 
una comisión interministerial destinada a atender la regulari- 
zación de la zona. Esta, en su conjunto es de interés turístico, 
ambiental y ecológico por sus características naturales, por su 
fauna y su flora y por lo que representa lo que los técnicos 
llaman el ecosistema, situado en torno a Cabo Polonio, Lagu- 
na Negra, Castillos y arroyo Valizas. Inclusive, se puede ha- 
cer extensiva a la zona de los bañados de Rocha que, en 
términos de superficie, se extiende muchísimo más de lo que 


x este pequeño sector involucra. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Aguirre Ramírez) 


-¿Qué es lo que se pretende por parte del Poder Ejecutivo? 
A lo largo de la historia el Poder Ejecutivo -en términos gene- 
rales- en numerosas ocasiones ha cedido terrenos de la zona 
rochense con destino a la regularización de los centros urba- 
nos existentes. El caso de Aguas Dulces que acabo de citar es 
un ejemplo de ello, así como también la propia zona del 
Parque Andresito, en La Paloma. 


Tradicionalmente ha existido -y como decía el señor legis- 
lador Pereyra, así debe ser- una transferencia de terrenos del 
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Estado al Municipio con destino a la regularización de cen- 
tros urbanos existentes. Me apresuro a decir que una transfe- 
rencia de terrenos de este tipo también deberá producirse en 
esta zona a fin de regularizar la situación de Barra de Valizas, 
ya que el Padrón N? 1617 es insuficiente. 


Agrego que seguramente será necesario tansferir parte del 
Padrón N* 1645 para lograr el objetivo buscado. 


Lo que el Poder Ejecutivo considera es que la transferen- 
cia de esa parte a determinar del Padrón NY 1645 debe ser 
realizada sobre la base de dos o tres elementos. El primero de 
ellos es que el Poder Ejecutivo, en uso de sus facultades 
inalienables -aunque la expresión suene un poco solemne- 
debe conocer en que forma las transferencias dominiales que 
se van a operar afectarán al medio ambiente de una zona de 
especial interés desde el punto de vista ecológico, y eso hoy 
por hoy no lo conoce. 


En segundo término, debe conocerse también la extensión 
que se requiere para realizar tales proyectos de urbanización. 
Aquí surge un elemento preocupante: el señor Intendente 
Municipal de Rocha, con fecha 17 de julio de 1990, dirige un 
oficio o nota al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca vinculado precisamente con esta cuestión, en cuyo pá- 
rrafo final dice que, por todo lo expuesto solicita al señor 
Ministro el traspaso a ese Municipio de una superficie de 
aproximadamente 380 hectáreas -lo reitero: 380 hectáreas- 
del Padrón N? 1645 de la 4a. Sección, al igual que la totalidad 
del Padrón N* 1617 de la 10a. Sección. 


No conocemos cual es la magnitud del proyecto en cucs- 
tión. Es seguro que el Municipio de Rocha no requiere de las 
380 hectáreas para realizar allí la reinstalación o reurbaniza- 
ción de Barra de Valizas; la superficie es absolutamente ilógi- 
ca, desmedida. Sin duda la requiere para realizar otro tipo de 
actividades complementarias al efecto. 


SEÑOR PEREYRA. - Ese no es el sentido del artículo. 


SEÑOR STURLA. - Dice el señor legislador Carlos Julio 
Pereyra que ese no es el sentido del artículo, pero de cual- 
quier manera se comprenderá que los elementos de juicio de 
que se dispone son esos. 


Entonces, ¿cuál es el procedimiento que debe seguirse en 
una emergencia de esta naturaleza? Tenemos necesidad de 
regularizar el núcleo urbano creado en torno a Barra de Vali- 
zas; sabemos que uno de los padrones, el 1617, necesaríamen- 
te integrará ese proceso de reestructuración urbana. Sabemos 
también que es probable que parte del Padrón N* 1645 deba 
ser incluido en ese proceso de regularización urbana. Pero 
para ceder esos terrenos de propiedad fiscal -como segura- 
mente deberá hacerse- al Municipio rochense -éste será el 
encargado de regularizar la situación desde el punto de vista 
urbano- el Gobierno Central no puede ni debe renunciar a 
conocer previamente estos elementos, Eso es indispensable 
para efectuar la cesión. 
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Habitualmente se formula un argumento -no lo ha hecho el 
señor legislador Pereyra- que los señores legisladores que me 


“ superan en antigiiedad en el Parlamento habrán oído más ve- 


ces que yo, que lo escuché en forma reiterada: es muy difícil 
sacar este tipo de soluciones si no es en la Ley de Presupuesto, 
que opera -perdóneseme la vulgaridad- como un “cajón de 
turco”. Sin embargo, quiero recordar que en la Legislatura 
pasada el Parlamento autorizó decenas de transferencias domi- 
niales, muchas de las cuales respondían a estudios vinculados - 
a la necesidad de transferir un predio determinado, estable- 
ciendo con precisión los límites de lo que se transfería y a que 
título se realizaba. 


Nótese que esta disposición contiene una irregularidad jurí- 
dica importante: la falta de delimitación del objeto de la trans- 
ferencia. En mi modesto criterio no puede decirse en la ley 
que se cederá una parte del Padrón N* 1645 que delimitará uno 
de los contratantes, en este caso, el cesionario o el adquirente 
del terreno. Es indispensable delimitar previamente que es lo 
que se va a ceder. 


En definitiva -no quiero alargar más esta exposición- el 
Poder Ejecutivo debe conocer cual es el proyecto concreto que 
se quiere implementar en aquellos aspectos en los cuales afec- 
ta sus competencias vinculadas a la protección del medio am- 
biente. Precisamente hace poco hemos creado el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Ade- 
más, es indispensable conocer cual es la superficie que hay 
que transferir, lo que puede concretarse con relativa facilidad 
a través del levantamiento de un plano de mensura. 


Por estas razones es que no nos parece prudente la disposi- 
ción proyectada y consideramos que debe mantenerse la ob- 
servación del Poder Ejecutivo, reiterando que es preciso regu- 
larizar la situación de Barra de Valizas, lo que debe hacerse 
rápidamente, Las razones sociales que alegaba el señor legis- 
lador Pereyra son rigurosamente ciertas; quienes tenemos al- 
gún conocimiento de la zona -no como el que tiene él o el 
señor legislador Amorín Larrañaga- y la queremos, por haber 
pasado allí algunos de los momentos más gratos de nuestra 
vida, sabemos de la dura realidad de los habitantes de la costa 
de Rocha, los trabajadores del mar, que muchas veces viven 
peripecias inenarrables. Esas razones justifican la necesidad de 
regularizar la situación, pero no creemos que la disposición 
adoptada sca cl mecanismo más adecuado para hacerlo. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legista- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor Presidente: voy a ser muy 
breve porque ya se han expuesto muchos elementos. Quiero 
decir que todos los que se han ocupado de este tema en Comi- 
sión, cuando lo planteara el señor legislador Carlos Julio Pe- 
reyra, los que hemos visitado el departamento de Rocha y 
hablamos con cl señor Intendente y los que hoy han hecho uso 
de la palabra en esta Sala, estamos de acuerdo en que existe 
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un problema grave de desorden, que la edificación y la subdi- 
visión espontánea de la tierra que se ha hecho sin orden ni 
concierto ha llevado a una situación difícil, cargada de perjui- 
cios, la que exige un ordenamiento. Parecería que a esta altura 
nadie tiene dudas de eso y no se ha levantado ninguna voz 
contra la idea de que la situación actual es de pronunciado 
desorden y que exige una regularización, 


Por otro lado, tampoco nadie duda que ese ordenamiento 
debe ser hecho por la Intendencia Municipal de Rocha, la que 
tiene competencia jurídica al respecto. Sabemos que están 
avanzados los planes y proyectos; inclusive hay financiamien- 
to internacional ofrecido en condiciones prácticamente de co- 
laboración, por parte del Instituto de Cooperación español. 


5 También es de toda evidencia que esta situación afecta los 
recursos esenciales del departamento de Rocha, los pesqueros 
y turísticos. En un departamento sin fuentes de trabajo este 
tema tiene una importancia muy grande. 


Existe verdadera conciencia entre los habitantes de Rocha 
de todos los partidos políticos de la necesidad de que se orde- 
ne este tema urbanístico para poder promover el turismo en 
ese departamento que, según fue unánimemente reconocido, 
se encuentra muy por debajo de las posibilidades reales que 
tiene. Si se lograran realizar algunos de estos ordenamientos, 
existen fundadas expectativas de que el turismo del departa- 
mento de Rocha tendría un aumento considerable, que se tra- 
duciría en más puestos de trabajo, en mayor actividad cconó- 
mica y en el desarrollo del propio departamento. 


Sabemos que este artículo no afecta la situación del Cabo 
Polonio, que ofrecía dúdas a algunos legisladores. Es de toda 
claridad que los artículos relativos al Cabo Polonio son otros 
de la ley de Presupuesto y que este dice relación al tema de 
La Barra, del arroyo Valizas y del balneario Aguas Dulces. 
Todas las soluciones apuntan a traspasar totalmente a la Inten- 
dencia Municipal de Rocha un padrón muy pequeño sobre la 
costa, que lleva el número 1617 y, parcialmente, uno más am- 
plio, cuyo número es 1645. Sobre estos temas no existe ningu- 
na duda. Sin embargo, se objeta esta disposición y, por lo 
tanto, en el momento actual se hace imposible encontrar cual- 
quier solución debido a problemas de detalle, ya que en el 
texto legal no está especificada el área que se va a tomar del 
padrón número 1645. Si bien la superficie no está marcada, 
los criterios están muy claramente establecidos -la superficie 
que se precisa, y con qué finalidad- limitándose a los cometi- 
dos reconocidos por la legislación, es decir, se trata de afincar 
en este padrón más extenso -en términos regulares- a la pobla- 
ción que se encuentra en estos fraccionamientos y edificacio- 
nes espontáneas, 


De modo que vamos a defender la conveniencia de la 
solución que está establecida en el artículo 286. Salvo el tema 
de acotar la superficie, no hemos encontrado ningún elemento 
que nos lleve a pensar que cualquier solución patrocinada por 
cualquier organismo del Estado o sector político, no pase por 
repetir las soluciones que están previstas en este artículo. De 
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modo que, más tarde o más temprano, vamos a votar un ar- 
tículo prácticamente igual al que hoy se está vetando, porque 
toda solución pasa por transferir un padrón en forma total o 
parcial a la Intendencia Municipal de Rocha. Lo único que 
conseguiremos, si este veto se consagra, es diferir la solución 
en el tiempo, frustrar una expectativa, demorar el desarrollo 
turístico del departamento y seguir con una situación confusa 
e irregular que plantea toda suerte de dificultades, sin obtener 
ningún beneficio. Entonces, para que la situación continúe 
como hoy, con todos los defectos y perjuicios que ya tiene, 
vetemos el artículo. Cualquiera sea la opinión que sobre el 
punto se tenga, si se quiere solucionar el tema de Valizas, va a 
ser necesario votar alguna disposición por la cual se transfie- 
ran estos dos padrones, parcial o totalmente, a la Intendencia 
Municipal de Rocha. 


Se trata de un tema que ya está encarado y estudiado; se 
han hecho planes, se ha obtenido financiamiento y ayuda ex- 
terna e, inclusive, hay proyectos en relación al medio ambien- 
te. De manera que no veo ninguna finalidad en mantencr el 
veto del Poder Ejecutivo sobre este artículo, pero sí evidentes 
perjuicios. 


Por estas razones, voy a votar afirmativamente el texto tal 
como fue sancionado por el Poder Legislativo y el levanta- 
miento del veto interpuesto por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PITA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR PITA. - Señor Presidente: no vamos a reiterar 
conceptos ya vertidos en Sala sino, simplemente, a precisar y 
enfatizar algunas cuestiones con respecto a este punto. 


Entendemos que la redacción de la observación formulada 
es absolutamente confusa y carece, por las razones brindadas 
en forma holgada por otros legisladores, del conocimiento 
elemental de los argumentos que lo animan. 


Con respecto al tema general de los asentamientos, se ha 
avanzado mucho desde aquella tesis del arrasamiento hasta el 
día de hoy. Por lo menos, ahora ya no se habla más en general 
de “los asentamientos” en la zona costera del departamento de 
Rocha, sino de las situaciones generadas en cada lugar con- 
creto. Hay que tener en cuenta que un asentamiento es dife- 
rente a otro y tiene realidades sociales y consecuencias regio- 
nales absolutamente distintas. Por ejemplo, no tiene nada que 
ver la realidad de Cabo Polonio con la Punta del Diablo, 
Aguas Dulces o Valizas. En particular, en la zona de Valizas 
y en el balneario Aguas Dulces hay una realidad social, plural 
y diversa, con repercusiones en una zona de gran extensión 
social y fundamentalmente en la ciudad de Castillos. Allí hay 
una clara incidencia en las fuentes de trabajo vinculadas a la 
industria de la construcción y en todo lo que ticne que ver con 
el turismo, lo que da una particular personalidad social a ese 
problema. La diferencia es notoria y nítida con respecto a lo 
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que puede ser la mayoría de la composición social del fenó- 
meno de Punta del Diablo -en lo que se refiere a población 
turística- y, por supuesto, aún más profunda en relación al 
tema de Cabo Polonio. 


De acuerdo con la información que nos han suministrado 
las personas del ámbito ejecutivo y legislativo municipal ro- 
chense vinculadas a la solución del tema, entendemos que la 
cesión parcial del Padrón N* 1645 -que como bien se ha dicho 
está parcialmente forestado- sólo requeriría como máximo 
200 hectáreas, de la misma manera que la cesión del Padrón 
N* 1617 simplemente es una concesión a la realidad, ya que 
es allí donde están ubicados los asentamientos en Valizas. 


El sentido de esta iniciativa es propiciar una solución y, al 
respecto, deseaba aportar algunos elementos que no han sido 
tenidos en cuenta hasta ahora. 


Lo que no se puede hacer es permitir que la situación siga 
como está. Se impone la interrupción de nuevos asentamien- 
tos no planificados justificada por el interés general, nacional 
y local. Pero esta medida provoca perjuicios desde el punto 
de vista laboral de distinta índole a la zona y al departamento. 
Este artículo 286 -que en mi opinión ha sido votado sabia- 
mente por ambas Cámaras parlamentarias- es el principio de 
una solución real inspirada en una decisión gubernamental y 
municipal, fruto de importantes niveles de asesoramiento, con 
apoyo financiero de instituciones de envergadura, que tiene 
en cuenta aspectos turísticos y ecológicos de toda la zona y la 
región y, en particular de los asentamientos que busca racio- 
nalizar. A mi juicio, esta es la realidad. Lo único que hace el 
veto es suspender una solución que tenemos aquí, al alcance 
de la mano. La suspende, la difiere, la poxterga, sin funda- 
mento suficiente. Evidentemente, son equivocados cualquicra 
de los dos argumentos expuestos por el Poder Ejecutivo en su 
Mensaje a esta Asamblea General, y la razón que animó al 
Parlamento a aprobar este artículo mantiene su vigencia. En 
definitiva, lo que debemos hacer es rechazar el veto y reafir- 
mar la validez del artículo 286. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: vamos a votar en el 
sentido de mantener el artículo 286, pura y exclusivamente -y 
esto lo queremos precisar- en homenaje a una muy saludable 
inquietud que ha introducido el señor senador Pereyra durante 
el tratamiento del proyecto de Presupuesto en el Senado y en 
aras de la continuidad que, a través de la solución que se 
busca, se pretende dar a una serie de normas vigentes y de 
actos jurídicos que arrancan en 1942 y que actualmente se 
están cumpliendo en el departamento de Rocha. 


No seríamos honestos con nosotros mismos si no dijéra- 
mos que la solución propiciada por el señor legislador Pereyra 
adolece de algún defecto jurídico que emana de los argumen- 
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tos manejados por quienes hoy van a votar a favor del mante- 
nimiento del veto del Poder Ejecutivo. Tanto ellos como quie- 
nes presentaron la moción que trataremos de aprobar, parten 
de un supuesto equivocado: que el Estado es propietario del 
padrón 1645. Esto, jurídicamente, no es correcto. 


La iniciativa que presentara el señor legislador Pereyra -y 
que nosotros acompañamos, reitero, en aras de la continuidad 
en cuanto a intentos que en este país se vienen llevando a cabo 
desde 1942- dice textualmente: “El Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, cederá a la Intendencia Municipal de 
Rocha...”. ¿Qué es lo que cede? De acuerdo al tenor de la 
redacción de este artículo, todo parecería indicar que cede la 
propiedad. Ese parece ser el razonamiento del oficialismo, 
porque escuchando al señor legislador Sturla, realizamos algu- 
nas anotaciones al respecto. El expresaba que en 1942 se ex- 
propió el padrón 1645, y lo que se está realizando ahora es una 
cesión de algo que es propiedad estatal. Pero esto no es así, 
porque en ningún momento fue expropiado este padrón, y por 
lo tanto nunca pasó a ser propiedad del Estado. 


Vamos a hacer un resumen cronológico de los hechos. 
Efectivamente, este problema comienza con un decreto-ley del 
13 de setiembre de 1942, que “declara de utilidad pública la 
expropiación de tierras ubicadas en el departamento de Rocha 
en dos zonas designadas por la misma norma, con destino a la 
ejecución de un plan de forestación; 11) por el artículo 7* del 
precitado decreto se dispone la reserva” -no la expropiación- 
“de hasta la cantidad de 200 Hás., dentro de la 2a. zona de 
tierras referidas”, -esto es, el padrón 1645- “las cuales deberán 
ser destinadas a fraccionamiento y posterior venta en solares o 
parcelas, dando lugar al establecimiento y regularización del 
rancherío conocido como Balneario de Aguas Dulces”. Es de- 
cir que este decreto-ley no expropia nada; lo único que hace es 
establecer una reserva para urbanizar un rancherío conocido 
como Aguas Dulces. Pero no se puede expropiar por decreto, 
sino que hay que seguir un trámite ante el Juzgado correspon- 
diente. Este trámite fue iniciado en 1942, y más adelante me 
voy a referir a cómo se sustanció y por qué razones aún 
no ha concluido. Con posterioridad, el artículo 225 de la Ley 
N? 14.106, de Presupuesto, dispone que el plan de fracciona- 
miento a que se refiere el artículo 7* del decreto-ley de 1942 
deberá ser elaborado de común acuerdo por la Dirección Fo- 
restal de Parques y Fauna de los entonces Ministerios de Ga- 
nadería y Agricultura, de Obras Públicas y de la Intendencia 
Municipal de Rocha. Además, se establecen las bases para un 
convenio tripartito entre estos tres organismos. Este convenio 
se consagra el 6 de noviembre de 1975, por un decreto que 
establece lo siguiente: “De acuerdo con las previsiones lega- 
les, la reglamentación a dictarse versará sobre materias de 
competencias concurrentes del Gobierno Departamental de 
Rocha y de la Administración Central que actuará a través de 
las Secretarías de Agricultura y Pesca y de Transporte y Obras 
Públicas. Por eso 'se entiende que la forma jurídica más ade- 
cuada para materializar el acuerdo será la celebración de un 
convenio entre los mismos”. Esta continuidad, que arranca en 
1942, prosigue en la Ley de Presupuesto de 1973 y culmina 
con un Decreto en 1975, lo único que hace es reservar una 
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parcela de doscientas hectáreas para regularizar lo que era el 
incipiente balneario de Aguas Dulces. 


Posteriormente, establece competencias concurrentes de 
tres organismos del Estado -dos Ministerios y la Intendencia 
Municipal de Rocha- culminando en 1975, con un convenio 
tripartito a los efectos de dirimir estas competencias. Pero en 
ningún momento estas tierras pasaron a manos del Estado. 


Concomitantemente con el decreto de 1942, el 3 de abril 
de 1945 se inicia el juicio de expropiación: *““El Fiscal Letrado 
en representación del Estado contra los sucesores de Manuel 
Alvarez de Olivera. Toma de posesión”, Es decir que acá se 
inicia el trámite de expropiación, que nunca culminó, y el 
Estado jamás ha escriturado a su nombre este padrón, 


Quienes conozcan el departamento de Rocha y hayan tra- 
tado de profundizar en este problema -que, coincido totalmen- 
te con el señor legislador Pereyra, tiene un carácter social, 
pero yo le agrego que también es de carácter jurídico- y fue- 
ron al Catastro de Rocha, se habrán encontrado con que estas 
tierras figuran como del Estado; pero resulta que el título de 
escrituración no aparece por ningún lado, porque jamás fue 
escriturado de esa forma. Entonces, sin título y sin que se 
culmine el juicio de expropiación, mal se puede sostener que 
estos bienes pertenecen al Estado; en todo caso, siguen perte- 
neciendo a los sucesores de Manuel Alvarez de Olivera, que 
era el primitivo propietario de estos terrenos, Ánte los com- 
plejos trámites de expropiación que, reitero, comienzan el 3 
de abril de 1945 y aún no culminaron, en mayo de 1945 el 
Estado realiza el trámite -número 2712- de toma de posesión 
urgente. En éste se estableció que el Estado debía efectuar un 
depósito de $ 8.240 para tomar posesión en forma urgente, 
Por acta del 15 de junio de 1946, el Juez de Paz de la 4a. 
Sección Judicial de Rocha, comisionado al efecto por el Juez 
Letrado de Primera Instancia de Rocha, dio la posesión efecti- 
va del bien al Estado en la persona del agrimensor José Pedro 
Aztigarraga, Director de Topografía. El citado trámite se 
complicó con el correr de los años; no viene al caso analizar 
por qué motivo, pero señalo que está a disposición de quien lo 
quiera examinar en el Juzgado correspondiente. Hasta tal pun- 
to se complicó, que el 31 de diciembre de 1976 el Fiscal 
Letrado Departamental de Rocha, en nombre y representación 
del Estado, inició la acción de prescripción adquisitiva del 
inmueble 1645. 


Esta prescripción tampoco culminó, pues contra ella se le- 
vantaron oposiciones basadas en documentos de gran fuerza 
jurídica, por estar refrendados por el mismo Estado. La situa- 
ción actual entonces es que estas tierras siguen perteneciendo 
a la sucesión antes mencionada; que el trámite de expropia- 
ción jamás fue terminado y que, por tres leyes sucesivas -de 
1942, de 1973 y de 1975- estos bienes son administrados por 
una comisión tripartita: Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, de Transporte y Obras Públicas e Iniendencia Muni- 
cipal de Rocha. Además, ésta por delegación, está habilitada 
para ir enajenando los derechos que se poseen sobre esas 
tierras, a los efectos de regularizar una realidad a la que varios 
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legisladores han hecho mención, y nadie puede soslayar. Las 
casas están en Aguas Dulces, las casas están en Valizas y, yo 
agregaría, las casas también están en Cabo Polonio y en Punta 
del Diablo. Pero, ¿por qué razón fracasa la prescripción adqui- 
sitiva? Fracasa porque aquellos contra quienes se prescribe 
presentan un documento de una fuerza tremenda, que actúa en 
desmedro de la pretensión del Estado. Ese documento es un 
formato del convenio que suscribe la Intendencia de Rocha 
con aquellas personas que quieren edificar una casa en Aguas 
Dulces o en Valizas. En este compromiso de compraventa, 
por un lado, está el Estado representado por la Intendencia y, 
por el otro, se encuentra el adquiriente. En realidad, el Estado 
no vende la propiedad sino que, de acuerdo al tenor de este 
formulario, lo que está vendiendo es el derecho de posesión, 
que es lo único que tiene. Por este formulario convienen: 
*T El Estado detenta la posesión del siguiente bien inmueble: 
una fracción de terreno ubicado en el paraje denominado 
Aguas Dulces, en Ja cuarta sección judicial del departamento 
de Rocha, empadronado con el número 1645”. El Estado ven- 
de lo único que tiene, que es el derecho de posesión, y así lo 
establece en este documento, Pero, ¡cuidado con este docu- 
mento! ¡Qué no le vaya a pasar a alguien con algún intento 
privatizador, con otras intenciones, lo que le está sucediendo 
al Estado cuando quiere consagrar la prescripción adquisitiva! 
Acá hay una cesión del único derecho que el Estado tiene, que 
es el de posesión. En este documento reconoce que no tiene el 
derecho de propiedad, porque si lo tuviese sería eso y no otra 
cosa lo que estaría prometiendo al particular en la compraven- 
ta. Entonces, si se trata de pasar el “bulldozer” por encima de 
algo hay que tener un poco de cuidado, quien lo maneja debe 
tener alguna libreta de conducir. Cuando el “bulldozer” va a 
pasar por encima de un derecho establecido por escrito, esa 
libreta de conducir también tiene que estar basada en un dere- 
cho, que en algún lugar estará consagrado, Evidentemente, 
esa libreta de conducir no estará basada en el derecho de 
propiedad, porque el Estado no es propietario de estas tierras. 
Insisto que, por el momento, los propietarios siguen siendo los 
titulares de la sucesión “Manuel Alvarez de Olivera”, a la cual 
hicimos mención. Quien maneja el “bulldozer” tampoco va a 
tener como libreta de conducir el derecho de posesión, porque 
lo vendió, y lo hizo ateniéndose a derecho, a través de un con- 
trato de adhesión redactado por el propio Estado, titular del 
derecho de posesión, del cual se desprende voluntariamente a 
cambio de un precio. Esto es un contrato, un acto jurídico, 
que -"bulidozer” al margen- va a tener que respetarse, porque 
el propio Estado lo consagra. Algunos señores legisladores, 
particularmente el señor senador Carlos Julio Pereyra, señala- 
ban que no es problema de una Intendencia; que no importa 
quién sea el Intendente que gobierna, porque el asunto tras- 
ciende a cualquier Intendencia. ¡Cómo no va a trascender si 
los últimos fraccionamientos se hicieron en el año 1989, cuan- 
do Rocha era gobernada por una Intendencia colorada! Los 
últimos compromisos que han dado base jurídica a algunos 
asentamientos en Aguas Dulces se están suscribiendo en estos 
días, cuando quien gobierna Rocha es una Intendencia blanca. 
Hoy en día se están firmando estos formularios -como el que 
estoy mostrando al Cuerpo- los anteriores tendrían otro forma- 
to, pero el texto siempre fue el mismo. De ellos debe haber 


92 -A.G. 


una colección en manos de aquellos “precarios”, como se ha 
dado en llamarlos -para mí no lo son tanto- que tuvieron el 
cuidado de guardar estos documentos; otros los habrán perdi- 
do, pero el documento existe y los antecedentes legales tam- 
bién. 


Con muchísimo respeto para quien presentó esta iniciativa 
-el señor senador Carlos Julio Pereyra- quioro dejar aclarado 
que, desde el punto de vista jurídico, enconiramos imperfec- 
ciones en esta situación. A través de este artículo el Estado 
cede aparentemente la propiedad, y no se puede ceder to que 
no se tiene. Pero también la encontramos saludable porque 
establece una continuidad jurídica con lo que en este país se 
hizo en el año 1942, en la Ley N* 14,106, la Ley de Presu- 
puesto del año 1973, y con lo que se realizó en el año 1975, 
Me parece que es una iniciativa que va por la buena senda 
porque, como ya se ha dicho -no quiero reiterar conceptos- 
nadie va a solucionar el problema de la forma más convenien- 
te para todos que la autoridad que conozca el lugar, los veci- 
nos y su realidad. 


-Paralelamente con estas Comisiones consagradas por la 
ley existe una Comisión que -tengo entendido que nunca se 
ha reunido- aparentemente, funciona en Montevideo. Y yo 
pregunto: ¿desde Montevideo se puede conocer la realidad de 
Valizas y de Aguas Dulces? Una realidad que ha llevado a 
que, en Valizas, una población de casi 600 personas se vea 
reducida a 130, con una mengua muy importante de fuentes 
de trabajo y con una inseguridad tremenda por parte de perso- 
nas que, de repente, lo único que tienen es una vivienda que 
-¡Cuidado!- muchos de ellos la han adquirido en base a un 
documento legal redactado por el Estado, que cuenta con la 
voluntad del Estado y que presenta su sello. Creo que a quien 
maneje al “bulldozer” se le va a presentar un problema tre- 
mendamente engorroso, por reparación, que no lo va a sufrir 
esta Administración sino la próxima, cuando los trámites se 
terminen, 


Por las razones que hemos expuesto vamos a votar por el 
mantenimiento de esta disposición. Entendemos que la misma 
es perfectible, que hay que instrumentar estas soluciones que 
se buscaron a través de más de Cuarenta años de historia 
legislativa del país, y que hay que atenerse un poco a los 
acontecimientos en el sentido de cómo se van sustanciando 
los trámites judiciales. Pero, sobre todo, queremos dejar cons- 
tancia de que nuestro voto afirmativo no implica una luz 
verde para cuantos asentamientos se quieran establecer en el 
futuro. El propio senador proponente, cuando presentó su mo- 
ción, establecía algo que compartimos: se quiere proteger a 
personas que se consideran con un derecho. Yo agrego que, a 
veces, se consideran con un derecho por el paso del tiempo y, 
otras, porque firmaron un contrato con el Estado. Pero tam- 
bién se trata de proteger el medio ambiente, las bellezas natu- 
rales de la Zona y de procurar que dentro de unos años, en 
otra Ley de Presupuesto, no estemos otra vez analizando un 
problema similar por asentimientos que se produzcan de acá 
en más. 


Por estas razones, y realizando estas precisiones, anuncia- 
mos que vamos a invitar a todos aquellos sectores que han 
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demostrado interés en el tema a redactar algún proyecto de ley 
que compagine todas estas disposiciones para dar una solución 
definitiva a este problema. Pero por el momento, y por la 
continuidad legislativa que esta norma está marcando, vamos 
a votar para que se mantenga el artículo 286. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: entendemos 
que debe rechazarse la observación del Poder Ejecutivo, que 
debe mantenerse el artículo tal como fue aprobado por el Par- 
lamento, sin perjuicio de reconocer que toda disposición es 
perfectible. 


El Poder Ejecutivo formula la observación basándose en el 
hecho de que se trata de padrones afectados al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca con destino a obras de foresta- 
ción. Agrega que esas obras ya han sido ejecutadas y configu- 
ran un importante capital del patrimonio del Estado. 


No es cuestión de analizar cuál es el concepto de Estado 
que aquí se ha autorizado, sin duda, referido al sentido más 
estricto, casi equivalente a la Administración Central, que es 
uno de los sentidos en que se está usando este vocablo. Parece 
que nos estamos olvidando de que somos una comunidad de 
tres millones de habitantes y que además, no estamos efec- 
tuando traslados patrimoniales entre dos particulares. De lo 
que se trata es, simplemente, de poner un poco de sentido 
común y entender que es muy difícil que se piense que por la 
circunstancia de que la Intendencia de Rocha se aboque a 
solucionar una cantidad de problemas urgentes -como ya lo 
está haciendo- vaya a destruir -aquí no lo dice específicamen- 
te, pero se insinúa- esas obras de forestación, aparentemente 
ejecutadas. Sostengo que es muy probable que hayan sido 
ejecutadas, aunque no poseo el detalle de los planes. Pero 
puedo asegurar que si la obra de forestación fue ejecutada, es 
muy poco lo que se hizo en la Barra de Valizas. 


Por otra parte, creo que nadie puede pensar que el país está 
compuesto por compartimientos que no se comunican. Es ob- 
vio que la Intendencia de Rocha va a conversar con las autori- 
dades nacionales -ese ha sido su deseo desde hace mucho 
tiempo- y no sólo con el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, sino con otras Carteras que tengan algún interés en el 
tema. Entonces, ¿por qué tenemos que partir de la base -como 
parece ser en este veto- de que si esos predios se afectan a la 
Intendencia de Rocha el Estado pierde un patrimonio? ¿En 
qué estamos pensando? ¿En negocios particulares? No es así. 


Prescindiendo de las mil definiciones que existen sobre el 
Estado, hay algo que es muy claro: el Estado no es una socie- 
dad anónima. ¡Vaya a saber lo que es en última instancia, pero 
no es una sociedad anónima! Se sustenta en una comunidad de 
seres humanos. 
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Por lo tanto, preguntémonos si no es desde el propio lugar 
y en diálogo con Ja gente que se deben solucionar los proble- 
mas poblacionales de la zona. Se van a hacer desalojos a 
ocupantes precarios siendo que, como recién señalaba el señor 
legistador Millor, esa condición es discutible, dado que mu- 
chos de ellos tienen documentación que acredita otros dere- 
chos, más allá de la precariedad. ¿Cuántos años van a llevar 
esos desalojos? ¿Quién no sabe que cuando la gente está afec- 
tada por algunos problemas -como por ejemplo el de la vi- 
vienda- se defiende como puede? ¿Cuántos años se va a seguir 
el proceso? Seguramente, el problema se solucionaría mucho 
más fácilmente y de una manera más razonable a través del 
diálogo. 


Tengo en mi mesa de trabajo la fotocopia de un “fax” -que 
también obra en poder de la Secretaría de la Presidencia- 
enviado por grupos humanos muy representativos de la zona, 
como los constituidos por los Ediles de la Junta de Castillos, 
las Comisiones de La Paloma, las Comisiones de Medio Am- 
biente y de Derechos Humanos, la Iglesia de Rocha, el Club 
Unión y el Club Social de Castillos, los profesionales univer- 
sitarios de la zona, la Sociedad Española de Cultura “2 de 
Mayo”, el Club de Leones, el Club Juventud y Progreso de 
Castillos, el Rotary, Artesanos Unidos, la Comisión Asesora 
Honoraria de la Fauna del departamento de Rocha y el Centro 
Médico Veterinario de ese departamento, Estos grupos, así 
como la Sociedad de Arquitectos del Uruguay -que se funda 
en una extensa documentación al respecto- entienden que esta 
observación debe ser levantada. 


Estos grupos humanos, muy vinculados al departamento 
de Rocha, que conocen y viven su realidad desde hace mucho 
tiempo, son representativos de gente que intenta solucionar el 
problema con sentido común, atendiendo a los intereses na- 
cionales, sin aplicar reglas de negocios particulares, 


No soy de los que creen que cuando los temas salen de la 
Administración Central necesariamente se van a resolver mal, 
pero tampoco creo que cuando permanecen en su órbita nece- 
sarilamente se van a resolver bien. Por eso, me inclino por 
mantener la disposición tal como fue aprobada por el Parla- 
mento. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Señor Presidente: a esta altura 
de la sesión, la mayoría de los argumentos que iba a expresar 
ya se han dicho. Por lo tanto, simplemente voy a dejar una 
constancia. 


Considero que la situación de Aguas Dulces y de Valizas 
es totalmente diferente a la de Cabo Polonio. No tengo ningu- 
na duda de que la forma de resolver la situación de Valizas es 
arbitrar una solución urbanística, pero no creo que el proble- 
ma radique en que se trate de 10, 25 ó 380 hectáreas. 
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Hace más de cincuenta años que el país destinó esas áreas 
a reserva ecológica y de turismo, y están en una de las costas 
más lindas de nuestro país. Por ello es necesario que actúen 
los órganos competentes, especialmente los Ministerios de 
Turismo, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de Transporte y Obras Públicas, ya que hay as- 
pectos que han sido reiteradamente desatendidos, ignorándo..... 
se, inclusive, leyes que este mismo Parlamento ha votado en 
materia de preservación de la costa, mantenimiento de distan- 
cias mínimas, etcétera. 


Me da la impresión de que el método por el que ha optado 
el Parlamento -y que ha sido objeto de la observación por 
parte del Poder Ejecutivo- no es el más adecuado. Creo, sí, 
que es razonable que, en definitiva, se busque una solución a 
este problema, pero con el debido respeto a una planificación 
que contemple dos aspectos que están relacionados: turismo y 
medio ambiente. 


Tengo la tranquilidad de conciencia de haber estudiado en 
profundidad, en mi anterior ocupación, no este tema, pero sí 
el de Cabo Polonio, y por ello me he formado una idea clara 
de que, no las instalaciones de ILPE ni de los pescadores 
artesanales, sino las construcciones que se han hecho en abier- 
ta contravención a las normas fueron realizadas por personas 
encantadoras, pero con el único fin de veranear, limitando el 
derecho que tienen los otros tres millones de uruguayos de 
disfrutar de esa misma costa; y no hablemos de la fauna que 
ha sido expulsada de su habitat natural. 


A pesar de tener ideas tan claras y firmas al respecto, en su 
momento nos abstuvimos de tomar ningún tipo de medida, 
porque entendimos que en un problema tan complejo era nc- 
cesario un previo estudio de todos sus aspectos. Digo con 
tranquilidad de conciencia que cuando tuvimos la oportunidad 
y el derecho de actuar no tomamos medidas, para dejar paso 
al debido y parsimonioso estudio de estas situaciones tan 
complejas que tiene el país que vamos a dejar a nuestros hijos. 
Es absolutamente razonable que el país se dé tiempo para 
hacer una planificación adecuada del uso y manejo de estas 
extensiones territoriales y de su entorno y para resolver qué 
quiere para esta costa, quizás la más hermosa de las que dan 
al Océano Atlántico. 


En consecuencia, vamos a aceptar esta observación del 
Poder Ejecutivo, en el entendido de que nadie está conspiran- 
do contra el habitat de quienes allí se han instalado, sino in- 
tentando evitar que se siga provocando un daño por actuar en 
forma impensada y al margen de criterios técnicos. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legista- 
dor. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Señor Presidente: en cierto 
modo nos comprenden las generales de la ley, porque somos 
de los que año a año visitamos Aguas Dulces y Valizas y 
estamos en contacto con su gente. 
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Creemos que prácticamente se ha dicho todo en esta se- 
sión, pero queremos dejar constancia de que adherimos a todo 
aquello que signifique la regularización de la situación de 
esta zona de una vez por todas, aunque ello no se puede 
realizar en forma abrupta, sino lentamente. 


Conocemos la zona donde se encuentran Aguas Dulces y 
Valizas y creemos que debe ser -particularmente Valizas- uno 
de los lugares más factibles de ser urbanizado. 


Para ello se requiere de una buena planificación que tenga 
en cuenta la realidad del lugar, y de la buena disposición que 
no nos cabe ninguna duda tiene el Poder Ejecutivo para, sin 
apartarse del respeto por la ley, buscar una forma viable de 
dar solución a los problemas que están afectando desde el 
punto de vista social y laboral a la zona de Castillos, Creemos 
que se debe seguir impulsando esa buena disposición del Po- 
der Ejecutivo y que la Intendencia Municipal de Rocha debe- 
ría hacer sus planes -como no puede ser de otra manera- 
conjuntamente con las Carteras vinculadas al tema, que son la 
de Transporte y Obras Públicas, la de Turismo y la de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Considera- 
mos que cuando se planifique la solución de toda esta proble- 
mática, sin duda se va a contar con la disposición del Poder 
Ejecutivo, 


En este momento, pensamos que debemos aceptar la ob- 
servación del Poder Ejecutivo, pero con el firme propósito de 
que en el menor tiempo posible se dé solución a esta situa- 
ción. Fundamentalmente se necesita de planificación; es ne- 
cesario saber cuál son las extensiones de terreno que se cede- 
rían. Cuando eso esté dilucidado, vamos a poner todo nuestro 
empeño para alcanzar la solución. 


Esta es nuestra posición sobre este tema. 
SEÑOR SOSA ACOSTA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR SOSA ACOSTA. - Señor Presidente: aquí se ha 
dicho, por parte de algún legislador que defiende la posición 
del Poder Ejecutivo en cuanto al veto, que no se conoce el 
proyecto de la Intendencia Municipal de Rocha sobre los 
asentamientos. Frente a ello, quiero dejar constancia de que el 
señor Intendente de ese departamento estuvo una tarde entera 
en el Palacio Legislativo esperando ser recibido por la Comi- 
sión de Presupuesto -lo cual había solicitado por intermedio 
de los señores legisladores Lescano y Melo Santa Marina- 
pero la audiencia le fue negada. En consecuencia, si el Parla- 
mento y, en concreto, la Cámara de Diputados no conocen el 
proyecto, es por culpa suya y no de la Intendencia Municipal 
de Rocha. 


Voy a leer textualmente un comunicado de esa Intenden- 
cia a la opinión pública, que muchos legisladores tienen en su 
poder y que suscribo totalmente porque refleja lo que se pien- 
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sa en Rocha sobre este veto del Poder Ejecutivo al artículo 
286. En él se expresa: “El Poder Ejecutivo ha vetado el artícu- 
lo 286 del Proyecto de Presupuesto Nacional, por el que se 
afecta una zona de la costa del departamento a la Intendencia 
Municipal de Rocha, para la racionalización y urbanización de 
núcleos poblacionales allí existentes (Aguas Dulces y Vali- 
zas). Este acto veta la posibilidad de que Rocha ordene sus 
costas y se lance a un proyecto turístico que integre al departa- 
mento al turismo nacional e internacional respondiendo a legí- 
timos intereses departamentales. El veto interpuesto compro- 
mete y posterga el desarrollo turístico del departamento en 
clara y ostensible actitud discriminatoria con relación a otras 
áreas del país y excluye de las decisiones a la Intendencia 
Municipal de Rocha. Es en definitiva un veto al desarrollo 
departamental, a la voluntad descentralizadora, al derecho de 
autodeterminación y a la autonomía municipal”. Y concluye: 
“El departamento de Rocha no admite más postergaciones”, 


Hace años se intenta regularizar una situación que ahora 
tenemos la oportunidad de llevar a buen fin. La larga lista de 
instituciones que el señor legislador Korzeniak trajo a conside- 
ración del Cuerpo -que incluye desde Ediles de la Junta de 
Castillos hasta integrantes de una parroquia- avala la posición 
de nuestra bancada del Nuevo Espacio en el sentido de votar 
por el mantenimiento del artículo 286. 


SEÑOR CANTON. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR CANTON. - Señor Presidente: habida cuenta de 
que a esta altura de las deliberaciones es difícilmente creíble 
que los legisladores que ya tenemos posiciones asumidas nos 
estemos escuchando recíprocamente, voy a ser particularmen- 
tc breve. 


Primeramente, quiero formular un señalamiento que he rei- 
terado a lo largo de toda mi trayectoria parlamentaria, aunque 
sé que es imposible tener éxito en este punto porque los legis- 
ladores de todos los sectores siempre recaemos en estos vicios. 
Me refiero a que las observaciones interpuestas por el Poder 
Ejecutivo que está considerando la Asamblea General están 
vinculadas a un tema netamente ajeno a la materia presupues- 
tal. La Constitución de la república es muy clara en el sentido 
de que en el Presupuesto Nacional de Sueldos, Gastos, Inver- 
siones y Recursos sólo pueden introducirse disposiciones es- 
trictamente conexas y afines al tema presupuestal. 


Realizo este señalamiento dejando a salvo el sin ninguna 
duda plausible propósito con que este tema fue introducido en 
una de las ramas parlamentarias. Pero las contradicciones que 
se ponen de manifiesto en el seno de este alto Cuerpo revelan 
que este tema -que, como tantos otros, son introducidos de 
manera inconstitucional en las leyes presupuestales, a concien- 
cia de que es más fácil que sean aprobados dentro de ese 
paquete que por separado- debió haber sido objeto de una 
norma particular. Entonces, si el veto finalmente prosperare, 
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pienso que to correcto y legítimo sería que las contradicciones 
que se han venido sembrando -en el mejor sentido de la pala- 
bra- en la Asamblea General pudieran ser dilucidadas en un 
proyecto aparte. 


En definitiva, mi primer señalamiento va dirigido a recor- 
dar que en este aspecto el Parlamento ha sido totalmente aje- 
no al mandato constitucional que nos obliga, en todos los 
casos, a introducir en los proyectos de Presupuesto materias 
exclusivamente presupuestales. 


El segundo planteamiento que quiero formular se refiere a 
la valiosa intervención realizada en Sala por el señor legisla- 
dor Millor. El introdujo en el debate algunos elementos que, 
para mí en forma inexplicable, no han sido analizados, com- 
partidos ni refutados. En mi concepto sería incomprensible 
que la Asamblea General tomara posición sin que esos valio- 
sos planteamientos pudieran ser examinados, 


El señor legislador, aportando importante información, ha 
sostenido en Sala que el artículo vetado por el Poder Ejecuti- 
vo propicia que el Estado, a través del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, pueda ceder a la Intendencia Munici- 
pal de Rocha un padrón y parte de otro, sin ser su propietario. 
Llegó a decir, en términos prácticamente textuales, que el 
Ministerio estaría cediendo algo cuya propiedad no tiene. 


Me encuentro con la sorpresa de que un señor legislador 
dice que la disposición vetada por el Poder Ejecutivo conduci- 
ría al imposible, al absurdo -y esto no lo expresó él, lo digo 
yo- de que un Ministerio pudiera estar cediendo algo que no le 
pertenece, y en Sala nada se dice a ese respecto. La única ex- 
plicación que encuentro para que ello suceda es que el Cuerpo 
ya está fatigado; naturalmente, luego de un año de trabajo fre- 
nético e intenso todos los legisladores estamos cansados, tene- 
mos un grado de conciencia que permite que afirmaciones de 
este tipo no sean calibradas, enfocadas y analizadas debida- 
mente. 


El señor legislador Millor -sé que está muy bien informado 
por alguien que en lo que respecta al Municipio de Rocha 
tiene por qué saber, ya que posee largos y muy prestigiosos 
antecedentes en la Asesoría Letrada de ese departamento- ha 
abundado en elementos que conducirían a la siguiente conclu- 
sión: el artículo 286 votado por el Parlamento lleva a que el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ceda a la Inten- 
dencia rochana algo que no le pertenece. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perdón, señor legislador. La 
Mesa ruega a los señores integrantes del Cuerpo que tomen 
asiento y se acallen los murmullos porque se hace difícil to- 
mar la versión taquigráfica y escuchar al orador en estas con- 
diciones. 


Puede continuar el señor legislador. 


SEÑOR CANTON. - Gracias, señor Presidente. 
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Quiero subrayar la importancia de esta afirmación. Pienso 
que la Asamblea General no puede permanccer ajena ante la 
trascendencia de esta aseveración formulada por un señor le- 
gislador: o tiene razón o carece de ella. Pero si el Parlamento 
se precia de obrar con seriedad cuando considera un veto del 
Poder Ejecutivo, esta afirmación debe ser analizada. No tengo 
elementos para decir que el señor legislador Millor está equi- 
vocado; él cuenta con una información que yo no poseo y 
mientras no surja en esta Sala algún elemento de juicio o 
alguna opinión que contradiga su aseveración, tengo derecho 
a pensar que está en lo cierto. 


Voy a discrepar con el señor legislador Millor en cuanto a 
la orientación posterior de su razonamiento. Pienso en un sen- 
tido diametralmente opuesto al suyo. Si es cierto que el artícu- 
lo 286 observado por el Poder Ejecutivo conduciría a que un 
Ministerio de la nación ceda a una Intendencia del interior de 
la República algo que no le pertenece, la única mancra de 
evitar este dislate, este desastre, algo de lo cual podamos 
arrepentimos, el incurrir en un error jurídico de la Asamblea 
General frente al veto del Poder Ejecutivo -porque a juzgar 
por la versión del señor legislador Millor los propictarios, 
cuyo nombre no interesa, pueden ser particulares-, es confir- 
mar el veto. La única posibilidad de evitar el error de que un 
Ministerio ceda lo que no le pertenece es decir al Poder Eje- 
cutivo que vamos a compartir el veto, aunque no haya invoca- 
do este argumento porque quizás no tenía los elementos de 
juicio suficientes. De lo contrario, si mantuviéramos el artícu- 
lo 286 estaríamos permitiendo a un Ministerio ceder lo que no 
le pertenece. En lo personal, esto me parece de una claridad 
meridiana. 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTO)N. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: agradezco al señor 
legislador Cantón la interrupción y los conceptos que ha verti- 
do. Pero voy a tratar de clarificar nuestra posición en torno al 
mantenimiento de este artículo. Quizás, para ahorrar tiempo a 
la Asamblea General, no fui lo suficientemente claro. No esta- 
blecí una crítica, sino una puntualización con respecto a la 
solución propuesta por el señor legislador Pereyra. A nuestro 
modesto entender, la expresión “el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca cederá a la Intendencia Municipal de Ro- 
cha” merece una puntualización porque no establece qué es lo 
que dicho organismo cede. 


Algunas afirmaciones rcatizadas en Sala por legisladores 
del oficialismo, así como otras hechas antes de esta sesión y 
antes de que el señor legislador Pereyra presentase sus inicia- 
tivas, nos llevan a pensar que lo que se dice -y lo expresó un 
legislador del oficialismo cn esta sesión- es que el Estado 
tiene la propiedad. Por lo tanto, hacemos el siguiente razona- 
miento. Si esto es lo que se piensa en torno a este predio, lo 
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que la disposición hoy vetada estaría cediendo sin especificar- 
lo sería la propiedad. Pero si este artículo redactado por el 
señor legislador Pereyra cn lugar de decir “cederá” hubiese 
establecido “cederá todos sus derechos”, la disposición sería 
correctísima porque allí se incluiría el único derecho que el 
Estado tiene sobre estos predios que es el de posesión. Es 
claro que sobre un inmueble se puede tener derecho de pro- 
piedad, de posesión, de usufructo, de arrendamiento, de co- 
modato, así como un posible derecho sucesorio. Todos estos 
derechos son cedibles; la cuestión es que se ceda lo que real- 
mente se tiene. Pero el problema previo a la redacción del 
artículo presentado por el señor legislador Pereyra es que se 
piense disponer por parte del Estado sobre la base de dere- 
chos que realmente también se tienen. Algunas afirmaciones 
realizadas en Comisión y corroboradas por la bancada oficia- 
lista en Sala nos llevan a pensar que existe el convencimiento 
de que el Estado es propietario de estos predios, cuando en 
realidad no lo es; tiene un derecho de posesión, pero no es el 
propietario. Inició un juicio de expropiación que hoy está 
archivado, no hay escrituración; inició una prescripción ad- 
quisitiva que tuvo que ser detenida y archivada porque aque- 
llos habitantes de estas zonas que tuvieron la precaución de 
guardar este documento lo presentaron en el Juzgado y al 
hacerlo estaban demostrando que el mismo que exigía la pres- 
cripción había cedido el único derecho que tenía: el Estado 
argumentaba que había poseído por más de treinta años y, por 
lo tanto, exigía la propiedad. Resulta que el mismo Estado 
que así argumentaba había cedido voluntariamente por escrito 
el único derecho que tenía que era el de posesión. Entonces, 
mal podía funcionar una prescripción adquisitiva. 


Todo esto obedece a encuadrar el tema en sus verdaderos 
términos, aunque reconozco que desde el punto de vista jurí- 
dico es engorroso. Pero esta es la historia de un país que en 
sus años de nación independiente encierra un riquísimo histo- 
rial pero que en la historia del mundo es un minuto, y en un 
minuto no se pueden organizar las cosas en un país tremenda- 
mente joven como el nuestro. Esta situación se está dando 
hoy en Aguas Dulces, en Cabo Polonio, en Punta del Diablo, 
en Valizas, pero como muy bien se señaló en Sala también 
existe en Montevideo, en Punta del Este y en Piriápolis. Hay 
un montón de lugares donde las cosas -tal vez por la forma 
eclosiva en que este país se fue conformando, tal vez porque 
somos una nación joven, una nación niño- no se pudieron 
realizar con el orden que merecían. No obstante, hay prece- 
dentes legislativos que avalan la tesis de que se debe dar 
intervención predominantemente a quien más conoce la pro- 
blemática que es, en este caso, el Intendente de Rocha. Si 
estuviéramos hablando de los asentamientos ilegales de Piriá- 
polis, estaríamos propiciando una solución por la cual se le 
diera preeminencia al Gobierno Municipal del Departamento 
de Maldonado. Pero hoy estamos hablando de un tema que 
concierne a Rocha. El antecedente legislativo que he mencio- 
nado es el decreto-ley de fecha 13 de setiembre de 1942 que, 
reitero, hacía la reserva -no la propiedad ni la expropiación- 
de doscientas hectáreas destinadas al fraccionamiento y pos- 
terior venta. Es el Poder Legislativo el que habla de ventas de 
solares o parcelas, dando lugar al establecimiento y regulari- 
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zación del rancherío conocido como balneario de Aguas Dul- 
ces. Por lo tanto, hay una voluntad legislativa que data del año 
1942 en cuanto a darle la propiedad o algún derecho a aquellas 
personas que estaban asentadas en un rancheríc que ya cxistía 
y que determinados planes de promoción turística querían elc- 
var a la categoría de balneario. Si no se perseguía esa finali- 
dad, por lo menos se trataba de dar tranquilidad a personas que 
quizás eso fuera lo único que tuvieran. 


Tal vez, más que una proyección turística lo que se quería 
en 1942 era darles certeza a quienes vivían bajo un techo, 
siendo ése el único que poseían. Además, hay otros preceden- 
tes legislativos; he escuchado con mucha atención -y es un 
argumento que respeto mucho- cuando se dice que no es una 
ley de Presupuesto la indicada para realizar este tipo de pro- 
puestas. Pero lo que ocurre es que en esta cuestión nos vamos 
a seguir embarcando en una discusión bizantina, porque se 
trata de algo que se prolonga a través de todos los Presupues- 
105. 


Otro antecedente que mencioné proviene de otra ley de 
Presupuesto, la N* 14,106 de 1973. Y en su artículo 225 
-continuando con lo que eran las intenciones del decreto-ley 
de 1942- se estableció la base para ese convenio tripartito 
entre el Ministerio de Ganadería y Agricultura, el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y la Intendencia Municipal de 
Rocha. Todo ese proceso legislativo que se dilata en el tiempo 
culmina en 1975 cuando se suscribe el convenio y se delega a 
la Intendencia Municipal de Rocha el poder disponer de esos 
terrenos en función de los derechos que el Estado tenía sobre 
los mismos. Y aclaro que ese derecho no era el de propiedad, 
sino el de posesión. Entonces, el Estado se desprendió del 
derecho de posesión. 


Por lo tanto, reitero: si el oficialismo piensa que el Estado 
tiene el derecho de propiedad, debe repasar estos antecedentes 
jurídicos, porque no tiene ningún derecho. Tenía el derecho de 
posesión y lo vendió, y quien compró ese derecho de posesión 
tiene un legítimo derecho, consagrado en un documento públi- 
co. Algunos lo habrán guardado, otros lo habrán tirado, etcéte- 
ra. Hay que conocer la zona para darse cuenta de que muchos 
de sus habitantes no son personas con un conocimiento muy 
profundo de la ley. Yo sé que la ignorancia de la ley no sirve 
de excusa, pero nosotros gobernamos para un país que tiene un 
determinado contenido humano y tenemos que saber cuáles 
son las realidades existentes. Reitero que algunas personas 
habrán tirado los documentos, otras lo conservarán y otras no 
sólo lo conservarán sino que, además, lo deben haber inscrip- 
to, porque el compromiso de compra venta puede inscribirse. 
Pero si este Gobierno parte de la base de que el Estado tiene la 
propiedad, lc va a ir muy mal con los “bulldozcrs” o con 
cualquier acción legal que cmprenda, porque no tienc la pro- 
picdad ni la posesión, porque ésta la vendió y porque la pro- 
piedad nunca la adquirió. 


Comprendo que nuestras afirmaciones pueden interpretarse 
como una crítica al artículo que se veta, pero no se trata de eso 
sino de una puntualización. Si este artículo vetado hubicra 
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dicho “cederá todos sus derechos”, la disposición sería impe- 
cable. Pero como está redactado, nos parece conveniente que 
se mantenga, porque por lo menos establece una continuidad 
jurídica que comienza en 1942, prosigue con la Ley N* 14.106 
de 1973 y se mantiene en un decreto-ley de 1975. Quiere 
decir que existe una continuidad jurídica que a esta altura de 
las circunstancias abarca la friolera de cuarenta y ocho años. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Lo que he expresado lo he hecho con 
total objetividad, porque en este asunto no me duelen prendas 
y porque he venido -al igual seguramente que los demás seño- 
res legistadores- con un espíritu levantado y objetivo para 
buscar la mejor solución. 


Pienso que a esta altura del debate los argumentos del 
Poder Ejecutivo, que eran firmes y respetables, se han visto 
extraordinariamente enriquecidos en Sala. El Poder Ejecutivo 
adujo que los predios -que según el artículo 286 que fuera 
vetado, se cedían a la Intendencia Municipal de Rocha- esta- 
ban afectados a obras de forestación que ya han sido ejecuta- 
das. Este argumento fue cuestionado en Sala, llegándose a 
decir que no existía constancia o prueba de la medida en que 
esos planes de forestación habían avanzado y se habían reali- 
zado en la práctica. 


Pero volviendo a los argumentos formulados en Sala, debo 
decir que ahora estoy más preocupado que antes, porque un 
señor senador de la República demuestra -sin que surja un 
solo argumento contradiciendo sus graves aseveraciones- que 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no es propie- 
tario del inmueble. Y concluye ese legislador -más o menos 
textualmente- que si no es propietario y si no le pertenece ese 
inmueble no puede ceder a nadie -tampoco a la Intendencia 
Municipal de Rocha- lo que no es suyo. Entonces, el dilema 
es de hierro: si esto es cierto y si estos padrones no le pertene- 
cen, no hay ninguna ley dictada en serio por el Parlamento de 
la República que le permita al Ministerio de Ganadería Agri- 
cultura y Pesca ceder lo que no le pertenece. Se ha expresado 
por parte del señor legislador Millor que si la expresión legal 
fuera “cediera los derechos que posee”, la fórmula sería admi- 
sible. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CANTO)N. - St, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: no dudo de la au- 
tenticidad de lo que se ha dicho, puesto que acabo de ver los 
documentos que ha exhibido el señor legislador Millor. Inclu- 
sive, cuando comencé mi exposición dije que había personas 
que tenían autorizaciones del Estado para levantar sus casas 
en esa zona, 
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Pero también debo afirmar que estos clementos que natu- 
ralmente tienen su valor -y nadie lo puede negar- no resultan a 
mi juicio suficientes corno para negar que estos predios, desde 
hace muchísimo tiempo, están en poder del Estado y que el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha dispuesto de 
ellos para hacer lo que haya querido realizar, o sea forestar o 
no, arrendar como lo ha hecho, cobrar las rentas como ya ha 
sucedido, etcétera, y absolutamente nadie ha reclamado nada 
por usurpación del derecho de propiedad. Quiere decir que 
cuando ese Ministerio ha arrendado estos predios como lo-ha 
hecho, ha cobrado el arrendamiento; cuando ha forestado o 
cuando ha dispuesto todo lo que se le ha ocurrido en diferen- 
tes momentos, está ejerciendo, de cualquier manera, un dere- 
cho por lo menos similar -aunque no podría establecer la 
distinción técnica- con el derecho de propiedad. Quien arrien- 
da un predio, cobra la renta; quien dispone de un predio, lo 
fracciona, lo alambra o lo foresta, y el mismo no figura en 
ningún contrato de arrendamiento, la institución -en este caso 
el Estado- está actuando como dueña y la Dirección de Catas- 
tro lo establece como tal. Es de allí que nosotros hemos toma- 
do la información necesaria para este proyecto. 


No voy a entrar en ninguna polémica ni a desmerecer los 
hechos citados por el señor legislador Millor, pero no es una 
aventura haber establecido esta disposición por cuanto el Ca- 
tastro Nacional señala como propietario de estos inmuebles al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Para finalizar, debo manifestar que 
de todas las consideraciones quese han vertido surge la evi- 
dencia de que el texto, tal como está concebido y redactado, 
en cuanto a que dice que “el Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca cederá a la Intendencia Municipal de Rocha el 
padrón N? 1617 y la parte del padrón N* 1645 (rurales)”, lleva 
a la interpretación natural de una afirmación de la norma que 
establece que el Ministerio de marras cederá la propiedad de 
los padrones. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS. - ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR CANTON. - Sí, señora legisladora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir la señora le- 
gisladora. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Tratando de aclarar un 
poco este problema debo manifestar que la norma presupues- 
tal establece lo siguiente: “El Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca cederá a la Intendencia Municipal de Rocha el 
padrón N* 1617-y la parte del padrón N* 1645 (rurales) de la 
4a. Sección Judicial del departamento de Rocha, a los efectos 
de que dicha Intendencia, cumpliendo con los cometidos reco- 
nocidos por la legislación, racionalice y urbanice los núcleos 
poblacionales existentes en la franja de la costa del Océano 
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Atlántico limítrofe con los citados padrones. La parte del pa- 
drón N* 1645 que se transferirá a la Intendencia será la que 
ésta juzgue necesario para los fines indicados en este artícu- 
lo”. El artículo a mi entender es clarísimo. Dice: “cederá” y, 
¿qué cederá? Aquellos derechos que el Ministerio posea. 
¿Qué derechos posee el Ministerio? De acuerdo con lo que ya 
se explicó en el día de hoy en Sala, el Ministerio tiene justa- 
mente el derecho de posesión, en virtud de que cuando se 
estableció la expropiación se decretó en su momento la toma 
de posesión urgente. O sea, por acta de 11 de mayo de 1945, 
N? 2.712, se fijó en $ 8.940 el depósito a efectuar por el 
Estado, para tomar posesión urgente. A fojas 50 del expedien- 
te luce agregado el comprobante de depósito efectuado el 22 
de noviembre de 1945; por acta a fojas 65, el 15 de junio de 
1946 el Juez de Paz de la 4a. Sección Judicial de Rocha, 
comisionado al efecto por el Juez Letrado de la. Instancia de 
Rocha, dio la posesión efectiva del bien al Estado, en la 
persona del doctor Astigarraga, Director de Topografía. Es 
decir que de aquí surge claramente que se le dio al Estado la 
posesión efectiva del bien y no la propiedad. Por lo tanto, el 
Estado tiene la posesión del bien y, como nadie puede ceder 
más derechos de los que tiene, ¿qué es lo que puede ceder el 
Estado, en este caso el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca? Simplemente los derechos de posesión, no de propie- 
dad. 


En mi opinión este es el sentido que liene la norma y por 
eso entiendo que debemos mantenerla. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legis- 
lador Cantón. 


SEÑOR CANTON. - Señor Presidente: reconozco que 
este razonamiento de la escribana legisladora Saravia Olmos 
-como todos los suyos- es inteligente y sutil, pero no me pare- 
ce adecuado que en esta Asamblea General podamos concluir 
que lo que se cede son los derechos posesorios cuando el 
propio promotor de esta iniciativa y de esta norma, el señor 
legislador Pereyra, acaba de expresar su convicción y com- 
probación de que en el Catastro aparece como propietario el 
Ministerio. 


La expresión terminológica del artículo no es clara pues 
ceder un predio, un padrón, en principio sugiere la idea de 
ceder la propiedad. Si se hubiera querido decir “ceder los 
derechos posesorios”, una norma de tal importancia, redacta- 
da con seriedad, debería expresarlo. Entonces, hago la salve- 
dad de que comparto la buena intención y los plausibles pro- 
pósitos de quienes impulsaron esta disposición, pero creo que, 
la miremos por donde la miremos, en tales términos no debe 
prosperar. 


En definitiva, por los argumentos del Poder Ejecutivo y 
por lo dicho en Sala por el señor legislador Millor -aunque él 
después rumbea con sus conclusiones hacia objetivos distintos 
de los míos- está claro que debe ser admitida legítimamente 
la observación. ¿Qué ocurriría si el veto es aceptado, si la 
observación es razonablemente aceptada por la Asamblea 
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Gencral? ¿Se mueren los propósitos? ¿Se extinguen las inten- 
ciones de quienes quieren operar este proceso de racionaliza- 
ción y urbanización de los nucleamientos poblacionales en la 
costa del Océano Atlántico? No, señor Presidente; haríamos lo 
que debimos haber hecho desde un principio: que un tema de 
materia presupuesta) ajena al Presupuesto se estudie con todos 
los rigores de pasar por una Comisión especializada, se analice 


en profundidad y se establezca de pronto que el Estado ceda 


aquello que no le pertenece, 


Por estos fundamentos concluyo que, respetuoso de tos 
propósitos que animaron la presentación del artículo, vamos a 
votar admitiendo la observación del artículo. 


SEÑOR MORELL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. " 


SEÑOR MORELL. - Señor Presidente: quiero expresar que 
advertí lo mismo que el señor legislador Cantón. Los serios 
elementos que ha aportado el señor legislador Millor... 


SEÑOR MILLOR. - ¿Me permite, una interrupción? 
SEÑOR MORELL. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: pido disculpas al 
señor legislador Morell porque no es de buen gusto pedir una 
interrupción cuando quien la concede no ha iniciado su inter- 
vención; pero no pude hacerlo cuando estaba en uso de la 
palabra el señor diputado Cantón a quien quiero contestar una 
interesante pregunta que realizaba. 


En virtud de estos argumentos preguntó qué pasaría si esta 
disposición fuese mantenida. Es muy sencillo; inmediatamente 
le hubiésemos propuesto a quien presentó esta moción, una 
vez convertida en ley, una pequeña norma interpretativa que 
haciendo mención a estos antecedentes actarase que lo que se 
cede es el derecho de posesión. Pero, ¿qué sucede? Si nos 
vetan este artículo no tenemos ley para interpretar y, entonces, 
vamos a seguir en el mismo aquelarre jurídico en que hoy se 
encuentran sumidos modestísimos propietarios de Valizas y 
Aguas Dulces, aquelarre jurídico que evidentemente se trasla- 
da al Gobierno que hoy considera que tiene la propiedad, 
cuando no la tiene, Es desde ese punto de vista que veíamos 
positiva la iniciativa del señor legislador Pereyra. Habrá o no 
un defecto de redacción; la señora legisladora Saravia Olmos 
es escribana y tal vez en esto pueda expresarse con mayor pro- 
piedad que yo. Soy abogado y en mi modesta opinión hubiese 
sido conveniente establecer qué derechos se cedían. Según la 
escribana Saravia Olmos, también con muy buen criterio 
-siempre hay más de una biblioteca; los escribanos saben algo 
de esto- si se establece que se cede, se parte de la base de que 
se cede lo que se tiene y no lo que no se tiene. Por lo tanto, 
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según su argumento, que puede ser muy compartible, se está 
cediendo el derecho de posesión. Pero por una u otra direc- 
ción, si se aprueba esto que hoy se quiere votar, con una 
pequeña ley interpretativa se arregla todo y damos certeza 
jurídica a los pobladores de Aguas Dulces y de Valizas, al 
Gobierno que no la tiene y a la Intendencia de Rocha, Hemos 
estado reunidos con vecinos de diferentes zonas y con el señor 
Intendente de ese departamento -que no pertenece a mi parti- 
do- y hemos comprobado que está imbuido de las mejores in- 
tenciones para solucionar los problemas de índole social. Pero 
si nos vetan los artículos nos quedamos sin base para realizar 
interpretaciones y otra vez seguirá esta nebulosa en la cual se 
cree que se tiene lo que no se tiene, que es la propiedad. ¿Se 
desconoce esto? Se trata de un documento público, suscrito 
por el Gobierno, por el Estado; el que firma es el Municipio 
de Rocha, es el Estado el que se desprende de lo que tiene, es 
el Estado el que le vende a un particular la posesión. Enton- 
ces, si el Estado está reconociendo que se está desprendiendo 
de algo, vamos a tratar de consagrar algún mecanismo legal 
que le dé certeza a una relación jurídica que, en mi modesta 
opinión, tendría que tenerla -ya que no la tiene- porque se 
parte de un error de base, reitero: se cree que se tiene la 
propiedad cuando no se la tiene. 


El inconveniente del artículo que se quiere vetar, se solu- 
cionaba a través de una ley interpretativa, pero si el veto 
prospera seguimos en la misma situación que se viene arras- 
trando desde el año 1942: incertidumbre para los propietarios 
de las casas, para el Gobierno, para las Intendencias e, inclusi- 
ve, para los propios Ministerios que creen tener un derecho 
que no tienen. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor legisla- 
dor Morell. 


SEÑOR MORELL. - Señor Presidente: la alocución del 
señor legislador Millor me llevó a las mismas conclusiones 
que expresaba el señor legislador Cantón. Los elementos que 
él aporta me hacen decidir aún con más convicción la acepta- 
ción de la observación del Poder Ejecutivo. Inclusive, anali- 
zando el artículo 286 sancionado en el Presupuesto y vetado, 
advierto que al final expresa que “la parte del Padrón 1645 
que se transferirá a la Intendencia será la que ésta juzgue 
necesaria para los fines indicados en este artículo”. Puede 
existir otra interpretación, pero la transferencia está casi ine- 
xorablemente vinculada al concepto de dominio. Entonces, la 
confusión es aún mayor; admito que pueda haber otra inter- 
pretación -también absolutamente elástica-, pero los términos 
de este artículo vetado me llevan a la misma conclusión que 
al señor legislador Cantón en el sentido de que la observación 
es válida por estos y otros elementos jurídicos que en forma 
conveniente han sido expuestos en Sala. 


Además, quiero expresar que el Estado -no digo este Go- 
bierno sino el país a través del Estado, desde el año 1942 en 
adclante- ha demostrado una enorme preocupación sobre to- 
das estas franjas costeras, en lo que tiene que ver con la 
forestación, la preservación de la flora y la fauna y el turismo. 
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Hay varios decretos que declaran de interés nacional la preser- 
vación de estas zonas. 


Vale decir que hay una compleja cantidad de intereses 
mezclados cuya defensa es muy importante para el país. Natu- 
ralmente, hay problemas de hecho que, tanto el Poder Ejecuti- 
vo como nosotros, debemos resolver prontamente, dado que 
afectan los intereses O la vida de ciudadanos muy modestos, 
como muy bien señalaba el señor legislador Pereyra. 


Quería expresar que el señor Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que fue aludido, es una persona que 
atiende a todos los legisladores; es un hombre serio, responsa- 
ble y un gran Ministro. Si en algún momento no pudo atender 
al señor legislador Percyra, seguramente se debió a un hecho 
casual. Digo esto porgue como soy amigo del señor Ministro 
me consta la alta consideración que tiene por el legislador Pe- 
reyra. 


No conozco las otras alusiones que han sido vertidas cn re- 
lación a “bulldozers” y al señor Subsecretario de Transporte y 
Obras Públicas; de ser así -no tengo por qué dudar de lo que 
expresa un señor legislador- no las comparto. 


Por las razones anteriormente expuestas -que podría desa- 
rrollar- voy a acompañar la observación del Poder Ejecutivo, 


SEÑOR FERREIRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legisla- 
dor. 


SEÑOR FERREIRA. - Quería realizar una consulta a la 
Mesa, para estar seguro de si son válidas las conclusiones a 
las que hemos llegado muchos señores legisladores. He estado 
intercambiando algunas ideas con muchos colegas, y si bien 
es cierto que creo tener claro este punto, veo que hay mucha 
confusión sobre él, 


Mi pregunta es qué pasaría en el caso hipotético de que el 
levantamiento de la obscrvación interpuesta por el Poder Eje- 
cutivo obtuviera mayoría, pero que ella no llegara a los tres 
quintos requeridos por la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Me parece oportuna la consulta 
que formula el señor legislador Ferreira. 


De acuerdo con el artículo 138 de la Constitución, para 
adoptar decisión sobre un proyecto de ley observado o, como 
se dice en la terminología tradicional, vetado por el Poder 
Ejecutivo, se requiere el voto favorable de tres quintos de 
miembros presentes. Si se vota el levantamiento de una obser- 
vación y no se alcanzan los tres quintos, no hay una decisión 
válida; por lo tanto, la observación permanece. Pero al mismo 
tiempo, de acuerdo con al artículo 139, cuando se trata de 
observaciones parciales, la ratificación del proyecto ajustán- 
dose a las observaciones requiere mayoría absoluta de presen- 
tes. Si la votación no arroja mayoría en uno o en otro sentido, 
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es decir, si como decía el señor legislador Ferreira son más 
quienes votan por el rechazo o levantamiento de la observa- 
ción pero no alcanzan los tres quintos requeridos por el ar- 
tículo 138 de la Constitución, no hay decisión ni en uno ni en 
otro sentido y, por consiguiente, no se puede remitir el pro- 
yecto al Poder Ejecutivo a efectos de su promulgación, aun- 
que alguna vez se ha procedido así en el pasado, en mi con- 
cepto, violando la Constitución. En 1986 consulté al profesor 
Cassinelli Muñoz sobre este tema quien dio una respuesta 
terminante en este sentido; yo comparto su ilustrada y autori- 
zada opinión, 


SEÑOR FERREIRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor diputa- 
do. 


SEÑOR FERREIRA. - Si no entendí mal, en caso de que 
fucra mayoritario el pronunciamiento a favor del levanta- 
miento del veto pero no obtuviera los tres quintos, quedaría 
en suspenso la aprobación del Presupuesto. En este sentido, 
quiero señalar que en el comienzo de esta consideración ade- 
lanté a los patrocinantes de los artículos que observa el Poder 
Ejecutivo mi voluntad de votar a favor de su mantenimiento. 
Considero que es sumamente importante que la Intendencia 
Municipal de Rocha disponga de los mecanismos jurídicos a 
este respecto, pero no estaría dispuesto a arriesgar -en virtud 
de que es notorio que no hay tres quintos de votos para levan- 
tar el veto- la entrada en vigencia del presupuesto general de 
gastos por este artículo. En este sentido y dejando expresa 
constancia de mi solidaridad con la iniciativa del señor legis- 
lador Pereyra, voy a votar el mantenimiento de la observación 
del Poder Ejecutivo. Creo que como existe una clara mayoría 
-aunque no la requerida constitucionalmente para esta instan- 
cia- el Parlamento, a través de sus dos Cámaras, está en con- 
diciones de ponerse a trabajar en un proyecto de ley en el cual 
se pudieran corregir algunas de las imprecisiones que han 
sido señaladas y mejorar la redacción del artículo propuesto. 
Al mismo tiempo, esto permitiría legislar, sin plazos constitu- 
cionales de ningún tipo, una materia que no es presupuestal y 
dejar aprobado esta noche el Presupuesto Nacional de Suel- 
dos, Gastos, Inversiones y Recursos. , 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor legis- 
lador. 


SEÑOR KORZENIAK. - El problema que acaba de plan- 
tear el señor legislador Ferreira y al cual se refirió la Mesa 
trayendo la opinión del doctor Cassinelli Muñoz es bastante 
clásico ya en nuestro derecho parlamentario; existen sobre €l 
opiniones disímiles. Sin perjuicio del respeto que tenemos por 
la opinión que se ha puesto de manifiesto, también el Parla- 
mento puede entender -y esta es la posición de parte de la 
doctrina nacional que, a mi juicio, es bastante correcta- que si 
se planteara la posibilidad de que el Presupuesto quedara sin 
ser aprobado porque se diera una situación que no está clara- 
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mente resuelta por la Constitución, el Poder Ejecutivo podría 
también adoptar, en una corresponsabilidad, la tesis de pro- 
mulgar todos los artículos y dejar el observado en suspenso 
para su dilucidación posterior, porque también corre un plazo 
después del cual el veto interpuesto sobre un artículo ejercería 
sus efectos de manera ficta. 


De manera que no creo que sea una situación ineluctable la 
que se planteara de no existir tres quintos de votos sino una 
mayoría para levantar la observación y, al mismo tiempo, tam- 
poco hubicra mayoría absoluta para aprobar la observación del 
Poder Ejecutivo. Creo que ello no implica irremediablemente 
que no haya presupuesto en el país. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señorita le- 
gisladora. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Muy brevemente quiero 
realizar algunas precisiones sobre lo que se ha dicho en Sala, 


Se ha expresado, por ejemplo, que en Catastro los terrenos 
figuran a nombre del Estado; si bien esto es así, desde el punto 
de vista jurídico no tiene ningún peso ni valor. Para ser propie- 
tario hay que tener el título y el modo correspondiente. En 
nuestra legislación está claramente establecido qué es propie- 
dad y qué es posesión, De acuerdo al Código Civil, la propie- 
dad, no sea, el dominio que se llama también propiedad, es el 
derecho de gozar y disponer de una cosa arbitrariamente, no 
siendo contra la ley o contra el derecho ajeno. Los modos de 
adquirir el dominio también están establecidos taxativamente 
en nuestra legislación; puede ser por prescripción, por cesión, 
por ocupación, por sucesión o por tradición, que es el modo 
más común. 


En esta ocasión no estamos frente a un caso de propiedad 
sino de posesión que, según el Código Civil, es la tenencia de 
una cosa o el goce de un derecho por nosotros mismos con 
ánimo de dueños o por otros en nombre nuestro. Esto es lo que 
posee el Estado en este caso. 


Aquí se ha dicho que cuando se habla de transferencia o de 
cesión de derechos normalmente se supone que se trata de la 
transferencia o la cesión de la propiedad, y esto no es así 
porque se pueden transferir los distintos tipos de derecho, por 
ejemplo, el derecho real de usufructo, el derecho de uso que es 
el que habitualmente se tiene sobre los nichos y los panteones, 
de los cuales en realidad nadie es propietario, simplemente se 
tiene un derecho de uso, que es lo único que se cede o se 
transfiere. Por consiguiente, no se debe suponer que el hablar 
de una cesión o una transferencia significa que se está transfi- 
riendo la propiedad. 


SEÑOR MORELL. - ¿Me permite una interrupción, seño- 
rita legisladora? 


SEÑORA SARAVIA OLMOS. - Sí, señor legislador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor legis- 
lador. 


SEÑOR MORELL. - Señor Presidente: deseo manifestar 
que, a mi juicio, este es un tema muy elástico en cuanto a su 
interpretación y sin duda puede haber otras opiniones. De 
todas maneras, desde el punto de vista jurídico cuando se 
habla de derecho se hace referencia a la cesión de derechos 
-es el término que se usa más frecuentemente- y cuando se 
habla de transferencia se hace mención a la transferencia de 
propiedad. Esta es mi opinión: jurídicamente uno vincula el 
término “transferencia” al trasvasamiento de la propiedad y 
cuando se habla de cesión se hace referencia a la cesión de 
derechos. 


Naturalmente que la señorita legisladora, dada su versa- 
ción, puede hacer una diferente interpretación. 


Simplemente quería dejar sentada mi posición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar la señorita le- 
gisladora Saravia Olmos. 


SEÑORITA SARAVIA OLMOS: - Señor Presidente: tal 
como lo dice el señor legislador Morell, a veces se trata de un 
problema de terminología jurídica. Lo que queríamos dejar 
claro cra que el término “transferencia” no es exactamente 
jurídico; generalmente se habla de cesión o en los otros casos 
ya se entra a tipificar el tiempo de contratos, por ejemplo 
compra venta, donación, etcétera. 


Estas eran las puntualizaciones que queríamos formular. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa solicita al primer Vice- 
presidente del Senado, señor legislador Santoro, que por unos 
instantes pase a ocupar la Presidencia, 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Santoro) 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor legislador. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: he ve- 
nido a participar momentáneamente en el debate porque con- 
sidero que el punto planteado por el señor legislador Ferreira, 
que fue motivo de una intervención del señor legislador Kor- 
zeniak cuyo Criterio lamentablemente no tengo el honor de 
compartir, tiene una enorme importancia práctica. De acuerdo 
con su Opinión, según sea el resultado de la votación la Presi- 
dencia de la Asamblea General puede no encontrarse en con- 
diciones de devolver el proyecto al Poder Ejecutivo para su 
promulgación y, por lo tanto, puede quedar paralizada la en- 
trada en vigencia del Presupuesto, por lo menos hasta que 
haya una resolución que sea votada por una de las mayorías 
que en este caso exige la Constitución: los tres quintos de 
presentes para levantar la observación o la mayoría absoluta 
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de presentes para aprobarla. Como la entrada en vigencia del 
Presupuesto, obviamente, tiene mucha más importancia que la 
suerte que pueda correr este artículo que, si mal no recuerdo, 
lleva el número 286, creo que es nuestra obligación explicar 
por qué sostenemos esta posición y dar cuenta al Cuerpo de la 
opinión concluyente del profesor Horacio Cassinelli Muñoz. 


La Constitución dice que cuando un proyecto de ley fuese 
devuelto por el Poder Ejecutivo con objeciones y observacio- 
nes, “se convocará a la Asamblea General y se estará a lo que 
decidan los tres quintos de los miembros presentes”. Esta es la 
disposición tradicional que existía antes de que se incorporara 
la posibilidad del llamado veto u observación parcial, que fue 
introducido en la Constitución de 1934, Quiere decir que 
cuando se observaba un proyecto de ley en principio se hacía 
en bloque y para ratificarlo se requerían tres quintos de votos; 
de lo contrario, como no había acucrdo de voluntades entre el 
Poder Ejecutivo y cl Poder Legislativo y siendo el Poder Eje- 
cutivo colegislador, no había ley y ésta no podía ser promul- 
gada. Por lo tanto, en principio si no hay tres quintos de votos, 
ya sea que se vote en un sentido o en otro, no hay decisión 
válida de la Asamblea Gencral; entonces, el proyecto queda 
paralizado. No hay acuerdo entre los dos Poderes si no se 
aprueban las observaciones, pero también cabe una segunda 
manifestación de voluntad parlamentaria por el quórum espe- 
cial que establece la Constitución, que habilite al Poder Eje- 
cutivo, de acuerdo con el artículo 145 de la Carta, a promul- 


“ gar el proyecto aun contra lo que fue su opinión original al 


observarlo. 


Pero hay una segunda posibilidad introducida en la Consti- 
tución de 1934, establecida en el actual artículo 139 que dice: 


-“Si las observaciones del Poder Ejecutivo se refiriesen a un 


parte del proyecto, la Asamblea, por mayoría absoluta de pre- 
sentes, podrá ratificarlo ajustándose a aquéllas”. Es decir que 
no hay ninguna otra posibilidad; no existe una tercera hipóte- 
sis o una posibilidad intermedia. Si ha habido un desacuerdo 
entre la Asamblea Gencral y el Poder Ejecutivo, éste sólo se 
supcra dejando sin efecto la voluntad del Poder Ejecutivo, 
esto es votando la ratificación del proyecto o del artículo 
observado por tres quintos de votos o se manifiesta un nuevo 
acuerdo entre la Asamblea General y el Poder Ejecutivo acep- 
tando la observación, para lo cual la Constitución exige la 
mayoría absoluta de los micmbros presentes. Si se vota por el 
criterio del Poder Ejecutivo por parte de una cantidad de le- 
gisladores que no alcance la mayoría absoluta, es evidente que 
el proyecto no está ratificado ajustándose a la observación. Si 
se vota por el levantamiento de la observación por menos de 
los tres quintos de presentes, es evidente que no hay una 
decisión válida y que el veto no fue levantado y, por lo tanto, 


no se puede obligar al Poder Ejecutivo a promulgar la ley en 


esas condiciones. Por otra parte, no hay ninguna disposición 
que diga que se puede promulgar una ley parcialmente y que 
en virtud de un desacuerdo entre la Asamblea Gencral y el 
Poder Ejecutivo se le puede segregar una disposición y dejarla 
anulada. 


En ese sentido cabe citar el dictamen del doctor Horacio 
Cassinelli Muñoz, quien tuvo la amabilidad de elaborarlo para 
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nuestro conocimiento privado, aunque naturalmente no tiene 
carácter reservado. El documento es de fecha 29 de enero de 
1986 y es fruto de una consulta que le formulamos a raíz de 
un problema similar al que estamos hoy considerando que se 
planteó en ocasión de considerarse la ley de Presupuesto que 
finalmente se promulgó el 9 de abril del citado año, como la 
Ley N* 15.809. En esa ocasión le planteé la consulta en los 
siguientes términos: “si en caso de que no se obtenga la ma- 
yoría absoluta de presentes a que refiere el artículo 139 el 
proyecto queda rechazado en su totalidad o si, por el contra- 
rio, el proyecto queda aprobado y suprimidas las disposicio- 
nes observadas”. En uno de los párrafos de su dictamen, el 
doctor Horacio Cassinelli Muñoz contestaba lo siguiente: 


“Si el mensaje del Poder Ejecutivo pretendía la supresión 
de una disposición del proyecto, la mayoría prevista en el 
Art. 139 rige para ratificar el proyecto eliminando la disposi- 
ción observada, ya que en ello consistiría ajustarse a las ob- 
servaciones. El proyecto de ley no puede promulgarse sin las 
disposiciones observadas (como ocurre en Brasil o como ocu- 
rría en Argentina bajo la Constitución de 1949) mientras no 
exista una decisión de la Asamblea General, expresa o ficta, 
que acepte la eliminación de dichas disposiciones ratificando 
el proyecto. De manera que si ninguna moción obtiene la ma- 
yoría suficiente (3/5 para superar la opinión del Poder Ejecu- 
tivo o mayoría absoluta para ratificar el proyecto ajustándose 
a las observaciones del Poder Ejecutivo), el proyecto queda 
rechazado”. 


. Y posteriormente de modo categórico dice: “De manera 
que en el régimen vigente, si no se obtiene un pronunciamien- 
to expreso o ficto en el sentido de la superación (total o 
parcial) o de la aceptación de las observaciones, no hay pro- 
yecto sancionado y nada podría promulgarse. Cabe advertir, 
por último, que si no se obtiene ni la mayoría de 3/5 del 
Art. 138, ni la mayoría absoluta del Art. 139, pero se puso a 
votación el proyecto con aceptación de las modificaciones 
dando resultado negativo, este resultado configura el pronun- 
ciamiento de la Asamblea General que, efectuado en tiempo 
impide la producción de la sanción ficta prevista en el inciso 
segundo del Art. 138”. 


Esta es la opinión categórica y, en mi concepto muy clara 
del profesor Horacio Cassinelli Muñoz, que compartimos en 
todos sus términos. Naturalmente la Presidencia de esta 
Asamblea, si se da la hipótesis -que nadie quiere- de que 
votemos y no logremos los tres quintos necesarios para levan- 
tar la observación ni la mayoría absoluta para aprobarla, esta- 
rá a la interpretación que de este problema de carácter consti- 
tucional haga la Asamblea General. La Presidencia quiere ser 
honesta con los integrantes de la Asamblea y expresar clara- 
mente cuál es su opinión sobre este asunto. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador, 
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SEÑOR BARRIOS ANZA. - Señor Presidente: de la inter- 
pretación que hace el señor legislador Aguirre me asalta una 
duda porque estamos considerando dos vetos diferentes. El 
velo anterior que hemos votado no alcanzó los tres quintos 
pero obtuvo la mayoría absoluta. En consecuencia, de acuerdo 
con el texto constitucional se habría aprobado el proyecto 
ajustándose “a aquéllas”, es decir a esa observación que hizo 
el Poder Ejecutivo. Habría una contradicción porque, en el pri- 
mer veto, de acuerdo con el texto constitucional el proyecto 
fue aprobado; entonces, en éste, si no obtenemos mayoría ab- 
soluta, ¿estaría aprobado? Me pregunto cuál de las dos vota- 
ciones es válida. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: con 
respecto a la observación formulada por el señor legislador 
Barrios Ánza, que es pertinente, estimo que cuando se trata de 
distintas observaciones es racional y lógico -y hay múltiplos 
precedentes en tal sentido- considerarlas en forma separada, 
como se ha hecho en esta oportunidad. La primera observa- 
ción, la del literal I) del artículo 36, contó con el vato de la 
mayoría absoluta de presentes, superó ese quórum y, por lo 
tanto, de acuerdo con el artículo 139 de la Constitución esa 
observación fue aprobada. Existe acuerdo entre la Asamblea 
General y el Poder Ejecutivo en cuanto a segregar esa disposi- 
ción del proyecto, pues ha perdido ya su virtualidad y su 
eficacia jurídica. Pero resta la otra, que también hay que eli- 
minar o aprobar para que haya concordancia de voluntades 
entre el Poder Ejecutivo y el Parlamento, exigida por la Cons- 
titución para que se pueda promulgar un proyecto de ley que 
originalmente en su trámite constitucional normal y correcto 
había merecido la aprobación separada de cada una de las 
Cámaras. Por consiguiente, ésta no se puede eliminar del pro- 
yecto si no hay una votación que apruebe esa observación por 
mayoría absoluta de presentes o, en todo caso, que por tres 
quintos de votos del total de componentes obligue al Poder 
Ejecutivo a aceptar, aun contra su opinión, el pronunciamiento 
reiterado por segunda vez por parte del Poder Legislativo en 
favor de esa disposición. En razón de lo expresado, como las 
votaciones se hacen separadamente sobre cada observación, a 
mi entender, no existe contradicción en la interpretación cons- 
titucional sino que, en todo caso, puede haber eventualmente 
-y esperamos que no ocurra- una voluntad distinta de la Asam- 
blea General respecto de ambas observaciones: en un caso 
aceptándola y, en el otro, no alcanzando el quórum necesario 
para manifestar esa misma voluntad y quedar entonces habili- 
tado a eliminar esa disposición del proyecto de ley. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Si, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR BARRIOS ANZA. - Lo que ocurre en este caso es 
que la Constitución se refiere a ratificar el proyccto ajustándo- 
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se a la observación. En mi concepto, en el caso anterior el 
proyecto ya fue ratificado porque la Constitución no se refiere 
al veto sino al proyecto. Y dice que si las observaciones del 
Poder Ejecutivo estuvieran relacionadas con una parte del 
proyecto, la Asamblea General por mayoría absoluta de los 
presentes podrá ratificarlo. Cuando utiliza la expresión “ratifi- 
carlo ajustándose a aquéllas” se está refiriendo a lodo el pro- 
yecto. En el primer caso ratificamos el proyecto y se rechazó 
la posibilidad de levantar el veto. Entonces, os hecesario ajus- 
tarse a la observación del Poder Ejecutivo, En este olro caso 
que estamos considerando se daría a la inversa, en consccuen- 
cia, ¿no se ratificaría el proyecto? Esta es la duda que planteo. 
Al votar por separado parecería que pudiera haber dos vota- 
ciones contradictorias porque la Constitución se refiere al pro- 
yecto de ley y no a las observaciones, aunque dice que hay 
que ajustarse a aquéllas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Antes de concederle una 
interrupción al señor legislador Korzeniak voy a dar respuesta 
a la segunda observación formulada por el señor legislador 
Barrios AÁnza, expresando que la Constitución en el 


artículo 139, exige que todas las observaciones scan aproba- : 


das. Sólo en esa hipótesis se considera ratificado el proyecto y 
en condiciones de ser remitido al Poder Ejecutivo para su pro- 
mulgación. Me voy a valer nuevamente de la opinión del 
profesor Horacio Cassinelli Muñoz pues en aquella oportuni- 
dad también lo consulié sobre este aspocto y le pregunté “si 
en caso de observaciones parciales debe reulizarse una única 
votación o si cada artículo observado debe sor votado separa- 
damente”. Me contestó el profesor Cassinelli Muñoz: “El re- 
glamento de la Asamblea General manda discutir sobre cada 
uno de los puntos observados, pero nada dice sobre la vota- 
ción. La fórmula constitucional del Art. 138 prevé la hipótesis 
de que un proyecto de ley sea devuelto por el Ejecutivo “con 
objeciones u observaciones”, lo que literalmente significa que 
puede haber más de una, y en ese caso manda estar “a lo que 
decidan los tres quintos de los miembros presentes”, frase ésta 
que no impone de ninguna manera que la decisión sobre todas 
y cada una de las observaciones se vote en un solo acto. Se 
estará, pues, a lo que decidan los 3/5 de votos sobre cada una 
de las observaciones formuladas. La Asamblea misma es libre 
de optar entre una votación global o por observación. Me per- 
mito precisar, no obstante, que la votación separada no es si- 
nónimo de votación sobre cada artículo del proyecto”. Y aquí 
entra en otras consideraciones distintas. Como dice, pues, el 
profesor Cassinelli Muñoz, está claro que se pueden votar 
todas las observaciones en su conjunto y cada una de ellas se- 
paradamente. Concedo ahora la interrupción solicitada por el 
señor legislador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR KORZENIAK. - En primer lugar, aunque sea in- 
necesario debo decir que el señor legislador Aguirre sabe que 
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tengo tanto por el profesor Cassinelli Muñoz como por él una 
particular consideración debido a las opiniones jurídicas que 
sostienen en materia constitucional. 


En segundo término, cuando yo manifesté que se trataba 
de un problema clásico lo referí, precisamente, aludiendo a 
que cuando ese tema se planteó en el Parlamento se discutió 
mucho en los ámbitos populares, periodísticos y especializa- 
dos. Uno de esos ámbitos fue el de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales pues el tema se analizó particularmente en 
el Instituto de Derecho Constitucional y en el de Derecho 
Administrativo, que hicieron una reunión conjunta. No hubo 
opinión unánime ni mucho menos. Me parece que la discusión 
«fue muy honesta, con posiciones distintas y muy bien funda- 
das como sin duda lo es la del profesor Cassinelli Muñoz. 


¿Cuál es la afirmación básica que formulé? Me referí a la 
corresponsabilidad en materia legislativa. Quise decir con ello 
-Seguramente no me expresé con toda claridad- que el Poder 
Ejecutivo es colegislador, a diferencia de lo que popularmente 
se cres cuando se expresa que el Parlamento hace las leyes, 
pues existe una dualidad entre Poderes, el Legislativo y el 
Ejecutivo que participan en la elaboración de la ley. 


En esta etapa -la del veto, como algunos le llaman, o 
aprobación por parte del Poder Ejecutivo- debemos hacer al- 
guna reflexión ante una situación acerca de la cual la mayoría 
de los especialistas que estudiaron el tema en aquel momento 
dijeron que había un vacío constitucional, originado por razo- 
nes históricas -que ya han sido explicadas- basadas en artícu- 
los que se añadieron. Quisicra señalar que estamos ante una 
Ley de Presupuesto y frente a una alternativa planteada en 
este momento por un solo artículo, El derecho tiene siempre 
una relación con la realidad, que yo prefiero llamar sentido 
común. Esta no es una opinión vulgar, sino técnica: algunos le 
llaman la debida atención entre el derecho y la realidad, como 
Hans Kelsen; otros, como Heller, la relación entre la normati- 
vidad y la normalidad. Así podemos encontrar entre treinta y 
cuarenta autores que lo señalan. Entonces, frente a algo que 
podemos decir que es un vacío constitucional, una desarmo- 
nía, ¿qué es lo que nos marca el sentido común cuando hay 
dos poderes responsables de que las leyes se promulguen o no: 
el Poder Legislativo, medularmente, y el Poder Ejecutivo? Sin 
violentar la Constitución -se trata de una opinión que puede 
ser discutible- se puede pensar que ante una situación de esa 
naturaleza, tan peculiar, el Poder Ejecutivo puede promulgar 
toda la ley sin este artículo. Otra hipótesis -que tiene que ver 
ya no con la coparticipación en la elaboración, sino con la 
corresponsabilidad de no dejar al país sin Presupuesto- podría 
ser que el Poder Ejecutivo retirara su veto. 


Este es otro tema discutible, y que no está previsto en la 
Constitución; pero en una situación en que normalidad y nor- 
matividad, sentido común, realidad y norma deben compagi- 
narse, podría aplicarse. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: el 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga estudia este artículo que 
hoy es el 139- en la página 199 del Tomo IV de la “Constitu- 
ción Nacional” y dice que la fórmula no puede ser más incon- 
veniente y que debería sacarse de la Constitución. La expe- 
riencia abona la enseñanza del eminente profesor, porque 
cada vez que se realizan o se presentan observaciones parcia- 
les, se producen problemas interpretativos de tremenda grave- 
dad y, en ciertas oportunidades, problemas prácticos aún más 
graves como el que estamos observando en el día de hoy. 
Dice el doctor Jiménez de Aréchaga: “Subrayo que según el 
texto de la disposición, la mayoría menor exigida por este 
artículo sólo sirve para que la Asamblea General se conforme 
con las observaciones del Poder Ejecutivo. Si la enmienda del 
Ejecutivo es parcial pero la Asamblea no se adhicre a la 
enmienda, entonces no bastará con que la Asamblea exprese 
su voluntad por mayoría absoluta de presentes, sino que se 
requerirá la mayoría especial a que hemos aludido antes”. Es 
decir, la de tres quintos. Por lo tanto, esta opinión coincide 
con lo que yo expresaba: nos conformamos con la observa- 
ción del Poder Ejecutivo, por mayoría absoluta de presentes, 
o se requerirán tres quintos, también de presentes, para que la 
decisión sea válida. En caso contrario, no hay decisión de la 
Asamblea, 


SEÑOR STURLA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ, - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede in- 
terrumpir el señor legislador. 


SEÑOR STURLA. - No voy a terciar en esta discusión 
constitucional tan interesante. Simplemente, me atrevo a su- 
gerir un procedimiento para zanjar la cuestión en dos instan- 
cias. 


La Mesa sostiene un determinado criterio que considero 
muy respetable, pero que puede ser o no compartido. De 
hecho, no es el que en la Legislatura pasada sostuvo la Presi- 
dencia de la Asamblea General. El tema es opinable y discuti- 
ble; el doctor Korzeniak hace un aporte de gran valor técnico 
que contradice la opinión del señor Presidente de la Asamblea 
General. De todas maneras, se me ocurre que habría dos for- 
mas de resolver esta situación. En primer lugar, se podría 
proceder a votar la disposición a fin de ver cuál es el resulta- 
do de la votación, lo que tal vez nos evitaría continuar con 
esta interesante discusión. Esto, sin perjuicio de que eventual- 
mente se considere, por parte de los distinguidos constitucio- 
nalistas que integran este Cuerpo, la posibilidad de redactar 
algo así como un proyecto de ley interpretativo que pudiera 
zanjar esta cuestión. En caso de que se planteara la alternativa 
no deseada, es decir, que no se obtuviera la mayoría absoluta 
ni los tres quintos de presentes, la Mesa proclamará el resulta- 
do de la votación. Entonces, cabrá la posibilidad, por la vía 
de cuestionar su pronunciamiento, de que la Asamblea Gene- 
ral decida sí es necesario que se interprete la cuestión en este 
instante, 


El procedimiento que estoy sugiriendo puede contribuir a 
agilizar el trámite de este debate y, eventualmente, a un pro- 
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nunciamiento si es que éste es necesario en lo inmediato; en 
caso contrario, a la posibilidad de que la Asamblea o las Cá- 
maras respectivas a través de sus Comisiones y de los distin- 
guidos juristas que las integran, puedan dirimir esta cuestión 
en una forma adecuada. De otra manera, tengo el temor de que 
nos extenderemos en una apasionante discusión jurídica en la 
que quedarán sentadas las distintas posiciones, pero no alcan- 
zaremos a tener un pronunciamiento expreso si fuera necesa- 
rio, y lo será cuando la Mesa proclame el resultado de la 
votación. 


Fue con un criterio meramente práctico -reservándome la 
opinión e intentando ver si podemos pasar a votar- que me 
atreví a solicitarle una interrupción al señor Presidente de la 
Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tínuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR SINGLET. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Sí, señor legislador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR SINGLET. - Señor Presidente: tampoco vamos a 
incursionar en la apasionante discusión constitucional, sino 
que deseamos formular una consulta en aras de llegar a una 
solución política para este problema, 


Creo que podemos estar de acuerdo en que el riesgo, si 
existe, lo crea el veto, y no su posible levantamiento. Además, 
si estamos de acuerdo en que el problema es irrelevante frente 
a la importancia de aprobar el Presupuesto, nos preguntamos 
-y ésa es la consulta que formulamos a la Mesa- cuál es el 
impedimento para que se realice la votación. Si no se obtienen 
los votos suficientes, se podrá solicitar la rectificación, y quie- 
nes deseen asegurar la aprobación del Presupuesto, tendrán los 
mecanismos para hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor legislador Aguirre Ramírez. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: pare- 
cería que el señor legislador Singlet hubiera leído mi pensa- 
miento, porque entiendo que no hay ningún obstáculo, ni re- 
glamentario ni constitucional, para proceder de esa manera. 
Creo que una votación que recaiga sobre una observación del 
Poder Ejecutivo a un proyecto de ley, es susceptible de rectifí- 
cación y de reconsideración, como cualquier decisión de los 
Órganos parlamentarios. De esa manera, obviaríamos el grave 
problema práctico que tenemos por delante. 


Antes de terminar mi intervención -que lamento que se 
haya hecho demasiado larga en función de las interesantes y 
convenientes interrupciones que se me han solicitado- quiero 
hacer un último argumento que, en el curso de la discusión, 
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estaba formulando “sotto voce” al señor legislador Alem Gar- 
cía y que considero muy importante. 


Quiero que los señores legisladores tengan la certidumbre 
de que yo no he planteado este problema por un prurito de 
respeto a la Constitución, si bien lo tengo; más aún, tengo el 
deber de actuar de acuerdo con ella, porque en forma solemne 
juré respetarla el lo. de marzo en este recinto. Pero, además 
de eso, considero que la otra tesis conduce a un menoscabo de 
las potestades del Parlamento y de la Asamblea General, que 
no podemos ni debemos admitir. Yo, como Presidente de este 
Cuerpo, antes que nadie tengo el deber de preservarlas. Por- 
que la consecuencia práctica de la otra tesls es que, aunque 
para dejar sin efecto una disposición sancionada por ambas 


Cámaras la Constitución exige una nueva votación en la cual 


una mayoría de legisladores -mayoría de presentes, pero ma- 
yoría al fin- rectifique la votación anterior que tuvo segura- 
mente más votos, tal designación queda igualmente sin efecto 
por el simple hecho de que, al no haberse obtenido mayoría en 
un sentido ni en otro, para que se promulguo la ley se remite 
el texto sin la disposición. 


Entonces, ¿para qué se exige la mayoría si, no habiéndose 
logrado ésta, el Poder Ejecutivo obtiene el efecto perseguido y 
la disposición queda fuera de la ley, contra la voluntad mayo- 
ritaria del Parlamento? Eso no es respetuoso de la Constitu- 
ción. 


Tenemos un artículo, pero pensemos -hipótesis no dispara- 
tada, porque algo de esto se dio en la Legislatura pasada, en 
las Rendiciones de Cuentas y en el Presupuesto- que el Poder 
Ejecutivo observa veinticinco o treinta artículos y que no hay 
votos para levantar las observaciones ni tampoco para apro- 
barlas. Entonces, el Poder Ejecutivo, sabedor de que no hay 
tres quintos para levantar las observaciones, aunque no tiene 
mayoría absoluta en favor de su criterio, manda las observa- 
ciones en el entendido de que, como hay necesidad de pro- 
mulgar la ley, igual se la van a remitir y va a excluir las 
disposiciones. Esto es violatorio del sistema constitucional; es 
crear un desequilibrio evidente entre las potestades del Poder 
Ejecutivo como colegislador y las potestades de la Asamblea 
General, 


El Poder Ejecutivo no tiene la facultad de promulgar un 
proyecto de ley excluyendo disposiciones que han sido san- 
cionadas por las Cámaras. Entonces, por una vía indirecta no 
podemos llegar a un resultado que no está autorizado por la 
Constitución, al hacer inútil, inoperante, el texto del artículo 
139 y colocar a la Asamblea General en situación casi de sub- 
ordinación en esta materia frente al Poder Ejecutivo, permi- 
tiendo que el instituto del veto -no voy a decir criticado ni 
censurado, porque por algo está en la Constitución- que es una 
prerrogativa muy importante del Ejecutivo frente al Parlamen- 
to -y no me interesa en absoluto que el Poder Ejecutivo actual 
sea el de mi partido; estoy hablando con carácter genérico, del 
Ejecutivo anterior, del actual y del que vendrá después de 
1995, porque aquí debemos preservar las facultades del Parla- 
mento, abstrayéndonos de la situación política en que nos 
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encontramos hoy- pueda ser usado con exceso por parte del 
Poder Ejecutivo, no éste en particular, sino refiriendo a este 
Órgano en abstracto. Y de esa manera se estaría forzando a la 
Asamblea General a excluir artículos dé un proyecto de ley, 
cuando su voluntad mayoritaria es que ellos se mantengan. 

Me parece que éste es un argumento -no diría decisivo, 
porque en problemas jurídicos discutibles y confusos nunca 
hay opiniones decisivas- que como legisladores, como inte- 
grantes de la Asamblea General, debemos tener bien presente 
antes de adoptar una decisión en uno o en otro sentido, aun- 
que en definitiva creo que la solución práctica del problema 
es la que ha expuesto, por vía de interrupción, el señor legisla- 
dor Singlet. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Aguirre Ramí- 
rez) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se pasará a tomar la votación nominal, Quienes estén por el 
mantenimiento de la disposición observada votarán por la 
afirmativa y quicnes estén por la aprobación de la observación 
del Poder Ejecutivo, votarán por la negativa. 

Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el siguiente orden:) 

SEÑOR ABREU. - Por la negativa. 

SEÑOR AMORIN LARRAÑAGA,. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ARANA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ARAUJO. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ASTORL - Por la afirmativa. 

SEÑOR BATALLA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR BELVISI. - Por la negativa. 

SEÑOR BLANCO. - Por la negativa. 

SEÑOR BOUZA. - Por la negativa. 

SEÑOR BRAUSE. - Por la negativa. 

SEÑOR CADENAS BOIX. - Por la negativa. 

SEÑOR CASSINA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CIGLIUTI. - Por la negativa. 

SEÑOR DE-POSADAS MONTERO. - Por la negativa. 

SEÑOR GARGANO. - Por la afirmativa. 


SEÑOR GONZALEZ. - Por la negativa. 
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SEÑOR IRURTIA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR JUDE. - Por la negativa. 

SEÑOR KORZENIAK. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR. - Por la afirmativa. 

SEÑOR PEREYRA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PEREZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR RAFFO. - Por la negativa. 

SEÑORA ROBALLO. - Por la afirmativa, 
SEÑOR RICALDON!. - Por la negativa. 
SEÑOR SANTORO. - Por la negativa. 

SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Por la negativa. 
SEÑOR SINGLET. - Por la afirmativa. 

SEÑOR URIOSTE. - Por la negativa. 

SEÑOR ZUMARAN. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Por la negativa. 
SEÑOR ALVAREZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ALVAREZ VIERA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR AMARO. - Por la negativa. 

SEÑOR AMORIN SUPPARO. - Por la negativa. 
SEÑOR ANDRADE. - Por la negativa. 

SEÑOR ANDRIOLO. - Por la negativa. 

SEÑOR ANTONACCIO. - Por la negativa. 
SEÑOR ARRILLAGA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR ATCHUGARRY. - Por la negativa. 
SEÑOR AYALA. - Por la negativa. 

SEÑOR BARRIOS ANZA. - Por la afirmativa, 
SEÑORA BASSO. - Por la negativa. 

SEÑOR BAYARDI. - Por la afirmativa. 
SEÑORA BERAMENDI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BERTACCHI. - Por la afirmativa. 


SEÑOR BERTOLINI. - Por la afirmativa. 
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SEÑOR BORGES. - Por la afirmativa. 
SEÑOR BOSCH. - Por la negativa. 
SEÑOR CANTON. - Por la negativa. 
SEÑOR CAPECHE. - Por la negativa. 
SEÑOR CAPUTI. - Por la afirmativa. 


SEÑOR CARAMBULA (Dn. Gonzalo). - Por la afirmati- 


SEÑOR CARAMBULA (Dn. Marcos). - Por la afirmativa. 
SEÑOR CONDE MONTES DE OCA. - Por la negativa. 
SEÑOR CORES. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CORONEL NIETO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR COURIEL. - Por la afirmativa. 

SEÑOR CURBELO. - Por la negativa. 

SEÑOR CHAPPER. - Por la negativa. 

SEÑOR CHIFFLET. - Por la afirmativa. 

SEÑOR DA ROSA VAZQUEZ. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DELGADO SICCO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR DIAZ. - Por la afirmativa. 

SEÑOR DIAZ MAYNARD, - Por la afirmativa. 
SEÑOR DUBRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR ETCHEVERRY. - Por la afirmativa. 
SEÑOR FAU, - Por la afirmativa. 

SEÑOR FERRARI. - Por la afirmativa. 

SEÑOR FERREIRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARAT, - Por la negativa. 

SEÑOR GARCIA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR GARCIA PINTOS. - Por la afirmativa. 
SEÑOR GIUPPON!. - Por la negativa. 

SEÑOR GUADALUPE. - Por la afirmativa. 


SEÑOR GUERRA CARABALLO. - Por la afirmativa. 


27 de Diciembre de 1990 
SEÑOR GUTIERREZ. - Por la negativa. 
SEÑOR HAEDO HARLEY. - Por la negativa. 
SEÑOR HEBER. - Por la negativa. 
SEÑOR HEBER FÚLLGRAPFF. - Por la negativa. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Por la negativa. 
SEÑOR IBARRA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LATEULADE. - Por la negativa. 
SEÑOR LEGNAN!L. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LENZI. - Por la negativa. 
SEÑOR LESCANO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LEV. - Por la afirmativa. 
SEÑOR LOSADA, - Por la negativa. 
SEÑOR MALLO. - Por la negativa. 
SEÑOR MARTINEZ HUELMO. - Por la negativa. 
SEÑOR MARTORELL LIBRAN. - Por la negativa. 
SEÑOR MICHELINI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR MOREIRA GRAÑA. - Por la negativa. 
SEÑOR MORELL. - Por la negativa, 
SEÑOR ORTIZ. - Por la negativa. 
SEÑORA OSORES DE LANZA. - Por la negativa. 
SEÑOR PALOMEQUE. - Por la negativa. 
SEÑOR PEREIRA PABEN. - Por la negativa. 
SEÑOR PINTO. - Por la negativa. 
SEÑORA PIÑEYRUA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR PITA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR POZZOLO. - Por la negativa, 
SEÑOR PRIETO. - Por la afirmativa. 
SEÑOR RECUERO. - Por la negativa. 
SEÑOR RIAÑO. - Por la negativa. 
SEÑOR RIESGO. - Por la afirmativa. 


SEÑOR RODRIGUEZ. - Por la negativa. 
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SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Por la afirmativa, 


SEÑORA RODRIGUEZ DE GUTIERREZ. - Por la afir- 
mativa. 


SEÑORA RUBIO DE VARACCHI. - Por la afirmativa. 
SEÑOR SANABRIA. - Por la negativa. 

SEÑOR SANCHEZ PADILLA. - Por la negativa. 
SEÑOR SANSEVIERO. - Por la afirmativa. 
SEÑORITA SARAVIA OLMOS. - Por la afirmativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SILVEIRA. - Por la afirmativa. 

SEÑOR SINGER. - Por la negativa. 

SEÑOR SOSA ACOSTA. - Por la afirmativa. 
SEÑOR STIRLING. - Por la negativa. 

SEÑOR STORACE MONTES. - Por la negativa. 
SEÑOR STURLA. - Por la negativa. 

SEÑOR SUAREZ LORENZO. - Por la negativa. 
SEÑOR TORIAN!L. - Por la afirmativa. 

SEÑOR TROBO. - Por la negativa. 

SEÑOR VAZQUEZ PLATERO. - Por la negativa. 


SEÑOR ZORRILLA DE SAN MARTIN. - Por la negati- 
va. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Han sufragado quince señores 
senadores y Cuarenta y siete señores diputados por la afirmati- 
va, y dieciséis señores senadores y cuarenta y ocho señores 
diputados por la negativa. El resultado de la votación fue, 
pues, sesenta y dos votos por la afirmativa y sesenta y cuatro 
por la negativa, esto es, la aceptación de la observación del 
Poder Ejecutivo. 


Habiéndose alcanzado la mayoría absoluta de presentes 
requerida por el artículo 139 de la Constitución, el Proyecto 
de Presupuesto ha quedado ratificado, ajustándose la Asam- 
blea General a las observaciones formuladas por el Poder Eje- 
cutivo. 


De acuerdo con el artículo 145 de la Constitución, se tiene 
esta decisión de la Asamblea General por su última sanción y 
el proyecto de ley presupuestal será comunicado al Poder Eje- 
cutivo para que lo haga promulgar enseguida, sin más reparos, 
como también lo establece la Constitución de la República, 
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(Texto del proyecto de ley sancionado:) 
“SECCION I 
Disposiciones generales 


Artículo 1%, - El Presupuesto Nacional para el actual pe- 
ríodo de gobierno, se regirá por las disposiciones contenidas 
en la presente ley y sus anexos que forman parte integrante de 
ésta. 


Art. 2%. - La presente ley entrará en vigencia el 1* de 
enero de 1991, excepto en aquellas disposiciones para las 
cuales, en forma expresa, se establezca otra fecha de entrada 
en vigencia. 


Art, 3%, - Los créditos establecidos para sueldos, gastos, 
inversiones, subsidios y subvenciones, son a valores del 1* de 
enero de 1990, y se ajustarán en la forma dispuesta por los 
artículos 6*, 68, 69, 70 y 82 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Art. 4%, - Las estructuras de cargos y funciones y los crédi- 
tos respectivos que figuran en los anexos de la presente ley, 
deberán ajustarse con las modificaciones producidas con pos- 
terioridad al 30 de julio de 1990, realizadas con sujeción a las 
normas legales habilitantes, 


Art. 5%. - Los créditos que figuran en los anexos de la pre- 
sente ley, salvo los ya referidos en el artículo anterior para las 
estructuras proyectadas, deberán ajustarse con las modifica- 
ciones producidas con posterioridad al 1% de enero de 1990 
realizadas con sujeción a las normas legales habilitantes. 


Art. 6%. - La Contaduría General de la Nación ordenará la 
numeración de los diferentes códigos ya existentes y realizará 
la apertura de los que sean necesarios, para la implementación 
de la presente ley. 


Art. 72, - El Poder Ejecutivo no podrá autorizar el pago de 
retribuciones personales correspondientes a un Ejercicio ven- 
cido, si en éste no hubieran existido economías en el renglón 
y derivado respectivo para cubrir la erogación, salvo que se 
trate de créditos estimativos autorizados por norma legal ex- 
presa. 


Art. 8%. - Los aportes a los organismos de la seguridad so- 
cial, cuando se efectúen retenciones sobre haberes por licen- 
cia sin goce de sueldo, sueldos en suspenso o faltas al servicio 
en número mayor a quince días, se realizarán por los días 
efectivamente liquidados. 


Art. 9%. - Derógase el artículo 16 del Decreto-Ley 
N? 14.985, de 28 de diciembre de 1979, 


Art. 10. - La suspensión total o parcial de la percepción de 
sus sucldos por los funcionarios, no enervará su derecho a 
continuar cobrando asignación familiar, hogar constituido y 
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contribución estatal para el pago de la cuota mensual de aten- 
ción de la salud, cuando estos beneficios correspondieren. 


Art. 11. - Los créditos presupuestales de los Incisos 02 al 
26, correspondientes a gastos de funcionamiento y suministros 
serán reducidos en el 2% (dos por ciento) anual, a partir del 
Ejercicio 1992 inclusive, 


Art. 12. - Sustitúyese el artículo 77 de la Ley N*” 15.809, 
de 8 de abril de 1986, con la redacción dada por el artículo 72 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 77. - El pago por intereses de mora, por 
deudas que se generen por Rentas Generales y que afecten a 
un organismo público comprendido en los Incisos 02 al 27, 
deberá ser autorizado por el Ministerio de Economía y Fina- 
zas, previo informe de la Contaduría General de la Nación, y 
se atenderá con cargo a una partida estimativa en cl Programa 
001 del Inciso 24 “Diversos Créditos””. 


SECCION Il 

Funcionarios 

CAPITULO I 
Retribuciones y Complementos 


Artículo 13. - Derógase el artículo 6* del Decreto-Ley 
N? 15.728, de 8 de febrero de 1985. 


Art. 14, - Sustitúyense los literales a) y b) del artículo 92 
de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, por los siguientes: 


“a) Ministro de Estado, Secretario de la Presidencia de la 
República y Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto: 115% (ciento quince por ciento). 


b) Subsecretario de Estado, Prosecretario de la Presiden- 
cia de la República, Subdirector de la Oficina de Pla- 
ncamiento y Presupuesto y Director de la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil: 100% (cien por ciento)”. 


Art. 15. - Fíjase la retribución correspondiente al cargo de 
Subsecretario de Estado a los efectos de lo dispuesto por el 
artículo 9% de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, sus 
modificativos y concordantes, en N$ 780,830 (nuevos pesos 
setecientos ochenta mil ochocientos treinta) mensuales. 


Art. L6. - Fíjase una retribución complementaria por dedi- 
cación permanente, de un 20% (veinte por ciento) de sus res- 
pectivas retribuciones sujetas a montepío excluida la prima 
por antigtiedad, para los cargos pertenecientes a los escalafo- 
nes P Personal Político y Q Personal de Particular Confianza. 


Fíjase una retribución complementaria por dedicación pcr- 
manente, de un 32% (treinta y dos por ciento) de sus respecti- 
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vas retribuciones sujetas a montepío, excluida la prima por 
antigUedad, para los cargos pertenecientes al anterior Escala- 
fón N Personal Judicial en los casos que exista incompatibili- 
dad con el ejercicio de la profesión. 


Quedan comprendidos en lo establecido en los incisos pre- 
cedentes, los funcionarios referidos en el artículo 326 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en los casos que 
exista incompatibilidad total o parcial para el ejercicio de la 
profesión. 


Art, 17, - Fíjanse como gastos de representación sobre las 
retribuciones básicas y complementarias sujetas a montepío 
excluida la prima por antigiledad y la permanencia en el gra- 
do, los siguientes porcentajes para los cargos que se detallan: 


A) Ministro de Estado, Secretario de la Presidencia de la 
República, y Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto: 25% (veinticinco por ciento). 


B) Ministros de la Suprema Corte de Justicia, Ministros 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Subse- 
cretario de Estado, Prosecretario de la Presidencia de la 
República, Director de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto, Presidentes de los Organismos del artículo 
220 de la Constitución de la República, Rector de la 
Universidad de la República y Comandantes en Jefe de 
las Fuerzas Armadas: 18% (dieciocho por ciento). 


C) Miembros de los Organismos del artículo 220 de la 
Constitución de la República, Fiscal de Corte y Procu- 
rador General de la Nación, Procurador del Estado en 
lo Contencioso Administrativo, Oficiales Generales de 
las Fuerzas Armadas y Decanos de las Facultades de la 
Universidad de la República: 10% (diez por ciento). 


Deróganse todas las normas que hubieren otorgado gastos 
de representación con anterioridad a la promulgación de la 
presente ley, 


Art. 18. - Interprétase que en ningún caso los gastos de re- 
presentación y la compensación por dedicación permanente 
creada por esta ley, integran la dotación ni la retribución del 
cargo, a los efectos de las equiparaciones o remuneraciones 
que se fijan en función de otras en base a porcentajes, 


Art. 19. - Los incentivos al rendimiento se otorgarán de 
acuerdo con la reglamentación que a tales efectos dicte el 
Poder Ejecutivo, la que deberá tomar en cuenta en lo pertinen- 
te, lo que para cada caso establezca la presente ley. 


Para percibir dichos incentivos, los funcionarios deberán 
satisfacer los siguientes requisitos: 


DD) Una asiduidad igual o superior a la media; 
2) Un rendimiento igual o superior al nivel medio; 


3) Una destacada dedicación a las tareas que se les hayan 
asignado. 
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A los efectos de verificar el cumplimiento de estos requsi- 
tos, los funcionarios serán calificados semestralmente. La re- 
glamentación dispondrá que dicha calificación será elaborada 
con el asesoramiento de los Tribunales previstos en el 
artículo 12 de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


No tendrán derecho a percibir los incentivos a que refiere 
el presente artículo aquellos funcionarios que se encuentren 
en uso de licencia sin goce de sueldo; con sueldos en suspenso 
o retenidos, o que no tengan una antigúedad mínima de un 
año en el Inciso en que presten funciones. Esta exigencia de 
antigiedad mínima no regirá para los funcionarios del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, durante el Ejercicio 1991. 


Art. 20). - Sustitúyese el inciso tercero del literal a) del ar- 
tículo 103 del Decreto-Ley Especial N* 7, de 23 de diciembre 
de 1983, por el siguiente: 


“El funcionario tendrá derecho a percibir semestralmente 
el 75% (setenta y cinco por ciento) de la referida prima, 
luego de deducidos los faltantes de fondos producidos en 
el período. El 25% (veinticinco por ciento) restante, se 
depositará en una cuenta individual en Unidades Reajusta- 
bles que será abierta en el Banco Hipotecario del Uruguay 
a nombre del funcionario, por la Contaduría Central del 
respectivo Inciso o quien haga sus veces, la que redituará 
el interés corriente para ese tipo de cuenta”. 


Art. 21. - Agrégase al inciso final del artículo 14 de la Ley 
N?* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, lo siguiente: 


"El Poder Ejecutivo podrá optar por reajustar dichos mon- 
tos en base a la variación registrada en las cuotas de las 
instituciones médicas de asistencia colectiva”. 


CAPITULO Il 
Escalafones y Racionalización Administrativa 


Artículo 22. - Deróganse todas las normas legales y regla- 
mentarias que establecen relaciones entre la Tabla de Sueldos 
de los Escalafones K Personal Militar y L Personal Policial 
con la Tabla de Sueldos de los Escalafones civiles. 


Art. 23. - Sustitíyense los coeficientes de la Tabla de 
Sueldos del Escalafón K Personal Militar, establecidos en los 
artículos 47 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y 71 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por los 
siguientes: 


Denominación del Grado 


Coeficiente 
Teniente General, Vicealmirante, 
Teniente General (Av) 12,5 
General, Contralmirante, Brigadier General (A v) 12,5 
Coronel, Capitán de Navío, Comandante Mayor 11.1 


Teniente Coronel, Capitán de Fragata, Comandante 10.0 
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Mayor, Capitán de Corbeta 9.3 2 73.642 48.08 

Capitán, Teniente de Navío 8.5 1 70.136 45.80 

Teniente 1ro., Alférez de Navío 7.3 

Teniente 2do., Alférez de Fragata 6.7 Los importes de la escala básica incluyen el 50% (cin- 
Alférez, Guardia Marina ] 4.9 cuenta por ciento) complementario al incorporado por el ar- 
Sub Oficial Mayor, Sub Oficial de Cargo 6.0 tículo 19 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 
Sargento 1ro., Sub Oficial de 1ra. 53 

Sargento, Sub Oficial de 2da. 43 Los actuales Grados 1 al 7 se transforman en Grado 1 de la 
Cabo lra. 3.6 presente Tabla. 

Cabo 2da. 3.0 

Soldado 1ra., Marinero de lra. 2.5 Deróganse los artículos 50 y 52 de la Ley N* 15.809, de 8 
Soldado 2da., Marinero de 2da. 1.8 de abril de 1986. 

Aprendiz 1.0 

Cadete, Aspirante 0.9 Art. 27. - Los Grados mínimos y máximos de los Escala- 


Art. 24. - Fíjase en N$ 48.459 (nuevos pesos cuarenta y 
ocho mil cuatrocientos cincuenta y nueve) la base de cálculo 
para la aplicación de los coeficientes de la Tabla de Sucidos 
del Escalafón L Personal Policial. 


Dicho importe no incluye el 50% (cincuenta por ciento) 
complementario al incorporado por el artículo 19 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 25 - Fíjase en N$ 44,700 (nuevos pesos cuarenta y 
cuatro mil setecientos) la base de cálculo para la aplicación de 
los coeficientes de la tabla de sueldos del escalafón K Perso- 
nal Militar y Prima Técnica. 


Dicho importe no incluye el 50% (cincuenta por ciento) 
complementario al incorporado por el artículo 19 de la Ley 
N? 15,903, de 10 de noviembre de 1987, 


Art. 26. - Establécese la tabla de sueldos para seis horas 
de labor, que regirá en los escalafones siguientes: A Personal 
Técnico Profesional; B Personal Técnico Profesional; C Per- 
sonal Administrativo; D Personal Especializado; E Personal 
de Oficios; F Personal de Servicios Auxiliaros; J Personal Do- 
cente de otros Organismos y R Personal no incluido en los 
escalafones anteriores. 


Grado Escala Compensación máxima al grado 
% 
16 202.693 84.51 
15 188.552 80.24 
14 175.397 76.44 
13 163.160 73.26 
12 151.777 70.87 
11 141.188 69.25 
10 131.338 66.78 
9 122.175 65.17 
8 113.652 64.48 
7 105.723 64.66 
6 98.347 sm 
5 91.485 53.72 
4 85.103 54.60 
3 79.166 56.63 


fones a que refiere la Tabla establecida en el artículo anterior, 
serán los siguientes: 


Escalafón Grado mínimo Grado máximo 
A 4 16 
B 3 15 
Cc 1 14 
D 1 14 
E 1 13 
F 1 10 
J 3 15 
R 1 16 


Deróganse los artículos 51 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, 6* de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 
1986 y 4* de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 


Art. 28. - Establécese la tabla de sueldos y denominacio- 
nes para seis horas diarias de labor que regirá para el Escala- 
fón M Personal de Servicio Exterior. 


Denominación Sueldo Básico 
N$ 
Embajador 243.218 
Ministro 230,844 
Ministro Consejero 203.127? 
Consejero 175.136 
Secretario de 1ra, 151.777 
Secretario de 2da. 141.188 
Secretario de 3ra. 128.711 


Los importes de la escala básica incluyen el 50% (cin- 
cuenta por ciento) complementario al incorporado por el ar- 
tículo 19 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 29. - Los descuentos que se practicaren a los funcio- 
narios por inasistencias, fuere cual fuere su naturaleza se con- 
siderarán definitivamente perdidos, sin perjuicio de las posi- 
bles devoluciones por errores de la Administración, y en todos 
los casos se verterán a Rentas Generales. Lo dicho alcanza' 
también a descuentos sobre remuneraciones que se financian 
con cargo a fondos extrapresupuestales, 
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Art. 30. - Exclúyense de lo dispuesto por el artículo ante- 
rior, los descuentos referidos en los artículos 455 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986 y 61 de la Ley N* 16,134, de 
24 de setiembre de 1990. 


Art. 31. - A partir de la promulgación de la presente ley 
queda sin efecto toda norma legal que habilite a cualquier 
título el uso de locomoción oficial y combustible de cargo del 
Tesoro Nacional, por parte de cualquier funcionario público, 
fuera de lo estrictamente necesario para el cumplimiento de 
sus responsabilidades públicas oficiales. 


En ningún caso el ejercicio de una función pública, en 
cualquier ámbito del Estado, podrá implicar la libre disponibi- 
lidad de un vehículo oficial fuera de los requerimientos del 
servicio en sentido estricto. 


La violación de lo preceptuado en el presente artículo con- 
figurará falta administrativa grave, 


Exonéranse de esta disposición al Presidente y al Vicepre- 
sidente de la República, a los Ministros de lu Suprema Corte 
de Justicia y del Poder Ejecutivo y al Presidente de la Cámara 
de Representantes, 


Art. 32. - Los funcionarios presupuestados o contratados 
que se encontraran prestando funciones “en comisión” en otro 
organismo público distinto al que revistan presupuestalmente 
podrán optar por su incorporación a éstos, de acuerdo a las 
siguientes bases: 


A) La opción deberá formularse dentro de los sesenta días 
de la publicación de la presente ley. 


B) Sólo podrán optar aquellos funcionarios que cuentan 
con más de seis meses de antigiiedad en la oficina de 
destino. 


La incorporación se realizará conforme a las normas perti- 
nentes del Capítulo HI de la Ley N* 16,127, de 7 de agosto de 
1990 y será dispuesta por el Poder Ejecutivo o por el organis- 
mo de destino, cuando corresponda, previa conformidad ex- 
presa del jerarca de la Oficina de origen, con informe favora- 
ble de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contadu- 
ría General de la Nación o de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, en su caso. 


No están comprendidos en esta disposición los funciona- 
rios que prestan funciones en el Poder Legislativo o en la 
secretaría de los señores legisladores. 


Art, 33, - Incorpóranse al Escalafón E Personal de Oficios, 
los cargos y funciones vacantes de la serie Chofer y Tractoris- 
ta, que figuran actualmente dentro del Escalafón F Personal 
de Servicios Auxiliares. La Contaduría General de la Nación 
realizará las adecuaciones pertinentes. 


Art. 34, - Sustitúyese el artículo 3 de la Ley N* 15.851, 
de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 
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“ARTICULO 3*. - El Escalafón A Personal Técnico Profe- 
sional, comprende los cargos y contratos de función pública a 
los que sólo pueden acceder los profesionales, liberales o no, 
que posean título universitario expedido, registrado o revali- 
dado por las autoridades competentes y que correspondan a 
planes de estudios de duración no inferior a cuatro años”. 


Art. 35. - Los cargos docentes que a la fecha de promulga- 
ción de la presente ley no estén incluidos en el Escalafón J 
Personal Docente de otros Organismos, y cuyas retribuciones 
no estén reguladas por la Tabla de Sueldos del artículo 26 de 
la presente ley, deberán ajustarse a dicha Tabla, dentro de un 
plazo de ciento veinte días. Dicha adecuación no podrá impli- 
car costo presupuestal, 


A medida que se produzca la incorporación en la referida 
Tabla, tendrán derecho a percibir el beneficio establecido en 
el artículo 12 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 
modificativos y concordantes, computando su antigiedad a 
partir de dicha incorporación. 


Art. 36. - Agréganse al artículo 4? de la Ley N* 16.127, de 
7 de agosto de 1990, los siguientes literales: 


“h) Las contrataciones de personal, asimiladas al escalafón 
E Personal de Oficios, que efectúe la Unidad Ejecutora 
072 “Comando Gencral de la Armada' del Ministerio 
de Defensa Nacional. 


i) Los cargos presupuestados O funciones contratadas de 
la Unidad Ejecutora 133 “Servicios de Sanidad de las 
Fuerzas Armadas" del Ministerio de Defensa Nacional, 


j) Las contrataciones de personal eventual del Ministerio 
de Turismo que se rigen por lo dispuesto en el artículo 
185 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


k) Las contrataciones de personal zafral que realice la 
Unidad Ejecutora 012 “Comisión Nacional de Educa- 
ción Física”, del Programa 001 *Administración Gene- 
ral? del Ministerio de Educación y Cultura, para la 
temporada estival. 


1) La contratación de personal por la vía de las excepcio- 
nes contenidas en el presente artículo, no habilita su 
posterior designación en carácter permanente al ampa- 
ro del artículo 1% de la Ley N* 16,127, de 7 de agosto 
de 1990”, 


Art. 37. - Sustitúyese el literal a) del artículo 4? de la Ley 
N? 16.127, de 7 de agosto de 1990, por el siguiente: 


“a) Los cargos presupuestados o funciones contratadas del 
Ministerio de Salud Pública, del Instituto Nacional del 
Menor, del Hospital de Clínicas, de la Universidad de 
la República y de la Central de Servicios Médicos del 
Banco de Seguros del Estado, salvo los correspondien- 
tes a los Escalafones C Administrativo) y F Servicios 
Auxiliares. 
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No regirá esta salvedad para el Escalafón F Servicios 
Auxiliares, dependiente de la Central de Servicios Mé- 
dicos del Banco de Seguros del Estado”, 


Art, 38, - Exceptúase de lo dispuesto por el artículo 1* de 
la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, al personal de 
servicio contratado del último Grado Escalafonario afectado a 
centros de enseñanza de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública (ANEP), teniendo en cuenta al personal actual- 
mente contratado por las Comisiones de Fomento Escolar. 


Art. 39. - Las vacantes de cargos presupuestados y funcio- 
nes contratadas generadas hasta el 31 de diciembre de 1990, 
serán suprimidas, salvo aquellas que deben ser provistas por la 
regla del ascenso. 


Las Unidades Ejecutoras dispondrán hasta el 31 de diciem- 
bre de 1991 para realizar los ascensos, suprimióndose las refe- 
ridas vacantes en sus respectivos grados, a esa fecha, 


El régimen de provisión de vacantes generadas a partir del 
12 de enero de 1991 será el siguiente: 


A) Cuando se trate de vacantes que no scan las correspon- 
dientes al último grado de los Escalafones en la respec- 
tiva Unidad Ejecutora, se efectuarán las promociones 
y, de cada dos vacantes que resulten en los niveles in- 
feriores del escalafón, una deberá suprimirse. 


B) Cuando se trate de vacantes del último grado de cada 
escalafón, de cada dos una se deberá suprimir, 


Los jerarcas de cada Unidad Ejecutora podrán optar entre 
solicitar la provisión del cargo o función contratada; ercar un 
nuevo cargo o función de acuerdo a las necesidades de racio- 
nalización de la oficina o transferir el crédito a una partida de 
contratación. Las transformaciones o transferencias scrán 
efectuadas previo informe de la Oficina Naclonal del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación y 10 implicarán 
aumento en los créditos presupuestales, 


Exceptúase de lo dispuesto en los incisos precedentes: 


1) Cargos de escalafones políticos, de particular confian- 
za, judicial, docente y de servicio exterior. 


2) Cargos y funciones de Directores y Subdirectores de 


Unidades Ejecutoras que no pertenezcan a los Escala- 
fones referidos en el numeral anterior, 


3) Cargos y funciones creados por la presente ley. 

4) Cargos y funciones pertenecientes a las Unidades Eje- 
cutoras del Programa 002 “Prestación Integral de los 
Servicios de Salud”, del Ministerio de Salud Pública. 


5) Excepciones previstas expresamente en la presente ley. 


Art. 40, - El Poder Ejecutivo podrá disponer, previo infor- 
me favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil, tas 
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modificaciones necesarias para racionalizar las denominacio- 
nes de series y de clases de cargos, tendiendo a establecer una 
nomenclatura uniforme en los Incisos 02 al 14, de los Escala- 
fones A,B,C,D,E,F yR. 


Art. 41. - Sustitúyese el artículo 20 de la Ley N* 15.903, 
de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 20. - Autorízase el traslado de funcionarios 
de organismos públicos estatales para desempeñar, en comi- 
sión, tareas de asistencia directa al Presidente de la República, 
Ministros de Estado y Legisladores Nacionales, a solicitud 
expresa de éstos. 


Los Legisladores Nacionales en ningún caso podrán tener 
más de cuatro funcionarios en comisión simultáneamente. 


El plazo del traslado en comisión se extenderá por todo el 
período de ejercicio del cargo por parte de quien formula la 
solicitud, salvo que éste resolviera dejar sin efecto dicho tras- 
lado. 


Los indicados traslados en comisión no tendrán otro efecto 
que la prestación de la actividad al servicio y a la orden de 
quien formula la solicitud, manteniendo el funcionario todos 
los derechos en la oficina de origen y en particular, los referi- 
dos a la remuneración, cualquiera sea su naturaleza, y al as- 
censo”. 


Art. 42. - Inclúyense en el Escalafón D Especializado, 
aquellos cargos presupuestados y funciones contratadas cuyos 
titulares desempeñen directamente tareas en la atención de las 
centrales telefónicas de las Unidades Ejecutoras. Las referidas 
transformaciones no podrán implicar aumento del crédito pre- 
supuestal, 


CAPITULO II 
Control de ingreso a la Administración 


Artículo 43, - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1* 
del Decreto-Ley N* 14.622, de 24 de diciembre de 1976, por 
el siguiente: 


“Los funcionarios que sean llamados a ocupar los cargos 
mencionados taxativamente en el inciso precedente, podrán 
optar por las remuneraciones que se establecieren para dichos 
cargos o las correspondientes a aquellos cuyo ejercicio queda- 
re suspendido, sin perjuicio de la eventual acumulación de 
sueldos por el ejercicio de cargos docentes, la que se regulará 
por las normas vigentes. 


Lo dispuesto precedentemente se aplicará asimismo a los 
jubilados de la Dirección de las Pasividades Civiles y Escola- 
res del Banco de Previsión Social que sean llamados a ocupar 


dichos cargos”. 


Art. 44, - El ingreso a la función pública en los Escalafo- 
nes A, B, C y D, al amparo de las excepciones previstas en los 
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artículos 1* y 4%, de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, 
sólo podrá realizarse mediante concurso de oposición y méri- 
tos, o de méritos y prueba de aptitud. 


Quedan exceptuadas de las exigencias establecidas en el 
inciso anterior las designaciones y contrataciones efectuadas 
de acuerdo al literal F) del artículo 4* de la Loy N* 16.127, de 
7 de agosto de 1990. 


Art. 45. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 16 de 


la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, en la redacción 


dada por el artículo 14 de la Ley N* 16.134, de 24 de setiem- 
bre de 1990, por el siguiente: 


“ARTICULO 16. - Las necesidades de personal de la Ad- 
ministración Pública serán cubiertas con funcionarios declara- 
dos excedentes del Poder Ejecutivo, Corte Electoral, Tribunal 
de Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y Gohlernos Departa- 
mentales, sean presupuestados o contratados con carácter per- 
manente, de los Escalafones civiles. No podrán ser declarados 
excedentes los funcionarios de los Escalafones docentes y del 
servicio exterior, como así tampoco aquellos que revistan en 
cargos políticos y de particular confianza”. 


Art. 46. - A efectos de acogerse a los beneficios previstos 
por el artículo 32 de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 
1990, se deberá contar con una antigiedad mínima ininte- 
rrumpida de cinco años como funcionario público, al momen- 
to de efectuar la opción respectiva. 


Art, 47. - Los beneficios establecidos por el artículo 32 de 
la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, serán de cargo de 
Rentas Generales exclusivamente en los casos en que los Po- 
deres del Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentraliza- 
dos y Gobiernos Departamentales den efectivo cumplimiento 
a las normas contenidas en la ley referida, 


SECCION II 
Ordenamiento Financiero 
CAPITULO [ 
Funcionamiento 


Artículo 48, - Las partidas otorgadas en moneda extranje- 
ra se ajustarán de acuerdo al procedimiento del artículo 53 de 
la presente ley. 


Art. 49. - La Contaduría General de la Nación dispondrá 
que la registración de la utilización de los fondos extrapresu- 
puestales, sea gradualmente incorporada al sistema computari- 
zado. 


El mecanismo que se instrumentará a tal efecto, deberá 
aplicar en lo pertinente, procedimientos análogos a los que se 
emplean para la registración de los fondos presupucstales. 
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En la medida en que se vaya aplicando el mecanismo 
referido, no podrá utilizarse ningún fondo extrapresupuestal 
que no se registre conforme a dichos procedimientos. 


Art. 50, - Autorízase al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, a cancelar las deudas contraídas hasta la promulgación de 
la presente ley, por los Incisos 02 al 14 con Primeras Líncas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), por concepto de 
pasajes de Misiones Oficiales al exterior. 


La imputación se efectuará con cargo a las reservas de 
crédito realizadas en los Incisos respectivos. En caso de no 
existir reserva o que resultare insuficiente, la Contaduría Ge- 
neral de la Nación queda facultada para habilitar el crédito 
respectivo. 


Art. 51. - El Ministerio de Economía y Finanzas imputará 
los gastos realizados por concepto de viáticos y partida espe- 
cial hasta la fecha de promulgación de la presente ley y libra- 
rá las órdenes de pago correspondientes para reponer el fondo 
permanente establecido por el artículo 1* del Decreto N* 283, 
de 23 de marzo de 1988. La imputación se efectuará con 
cargo a las reservas de crédito realizadas en los Incisos res- 
pectivos. En caso de no existir éstas o que resultaren insufi- 
cientes, la Contaduría General de la Nación queda facultada 
para habilitar el crédito necesario. 


Art. 52, - Sustitúyese el artículo 29 del Decreto-Ley 
N? 14,754, de 5 de enero de 1978, por el siguiente: 


“ARTICULO 29. - El Poder Ejecutivo podrá disponer del 
15% (quince por ciento) del total de los rubros de gastos 
incluidos en el Presupuesto Nacional, Rubros 2 a 7 y 9, ex- 
cluidos beneficios sociales, para reforzar los créditos asigna- 
dos para gastos de funcionamiento, Asimismo, podrá usarse 
para la habilitación de créditos en rubros que no estén previs- 
tos. 


En ningún caso podrán destinarse estas partidas al pago de 
retribuciones personales. 


Los refuerzos y habilitaciones que se autorizan por esta 
disposición, se efectuarán siempre con acuerdo del Ministerio 
de Economía y Finanzas, previo informe de la Contaduría 
General de la Nación”. 


Art. 53. - A partir de la promulgación de la presente ley 
las misiones oficiales al exterior no permanentes de los fun- 
cionarios públicos de los Incisos 02 a 14, serán autorizadas 
por Resolución de la Presidencia de la República en la que se 
dispondrá si el gasto se imputa con cargo a recursos presu- 
puestales o extrapresupuestales. Los créditos presupuestales, 
para atender las erogaciones que éstas demanden por concepto 
de viáticos, pasajes y partida especial, serán habilitados en 
cada Inciso con cargo a la partida dispuesta por el artículo 29 
del Decreto-Ley N* 14.754, de 5 de enero de 1978. Las Conta- 
durías Centrales, dispondrán de un término de treinta días, 
contados a partir de la fecha en que les sea comunicada la 
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autorización de la misión, para tramitar ante la Contaduría 
General de la Nación la habilitación del crédito en los renglo- 
nes correspondientes. 


Derógase el artículo 9% de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


Art. 54, - Autorízase al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, a otorgar a los Incisos 02 a 14, fondos permanentes para 
atender las erogaciones por concepto de viáticos, partidas es- 
peciales y pasajes, los que estarán comprendidos en el tope 
previsto por el artículo 535, de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


Art. 55. - La delegación uruguaya ante la Comisión Técni- 
ca Mixta de Salto Grande presentará al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores, antes del 30 de abril de cada Ejercicio, el pre- 
supuesto de su funcionamiento e inversiones a cargo de Ren- 
tas Generales, para el Ejercicio siguiente y un balance de 
ejecución por el Ejercicio anterior, acompañado de un infor- 
me de auditoría contable y de gestión. 


El Poder Ejecutivo los incluirá en la Rendición de Cuentas 
y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente al Ejer- 
cicio respectivo. 


CAPITULO U 
Inversiones 


Artículo 56. - La Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
la Contaduría General de la Nación, en forma conjunta, dentro 
de los sesenta días de publicada la presente ley, compilarán en 
un texto ordenado las normas que regulan las inversiones pú- 
blicas, 


Art. 57. - Los créditos que se asignen para inversiones que 
comprendan total o parcialmente egresos en moneda extranje- 
ra, así como los que sean financiados con endeudamiento en 
moneda extranjera, se ajustarán a la cotización de la moneda 
respectiva de acuerdo al tipo de cambio vendedor vigente al 
momento de la emisión del documento de pago correspon- 
diente. 


Si el pago se produce dentro del Ejercicio, se ajustará el 
crédito por la diferencia resultante entre el tipo de cambio del 
momento del pago y el de la-emisión del documento, excep- 
tuándose este caso de lo dispuesto en el literal c) del 
artículo 6* de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Derógase el artículo 81 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Art. 58. - Las modificaciones de fuentes de financiamien- 
to presupuestal dentro de un proyecto de inversiones o entre 
proyectos de un mismo Programa, serán autorizadas por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, previo informe de la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto. 
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Derógase el artículo 44 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


Art. 59. - Las modificaciones de fuente de financiamiento 
de las partidas otorgadas con carácter de transferencias desti- 
nadas a inversiones del organismo beneficiario, así como las 
trasposiciones y cambio de componente en moneda nacional y 
extranjera, se regularán por lo dispuesto para los créditos asig- 
nados para inversiones. 


Art. 60. - Las trasposiciones de asignaciones entre proyec- 
tos de un mismo Programa así como los cambios en la des- 
cripción de los proyectos o del componente en moneda nacio- 
nal y extranjera, gestionados por los organismos comprendi- 
dos en el Presupuesto Nacional, serán autorizados por los je- 
rarcas de cada Inciso. Para los Incisos comprendidos en la 
Administración Central se requerirá previamente, informe fa- 
vorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


El informe de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
deberá ser emitido dentro de los quince días siguientes a la 
solicitud, la cual deberá ser presentada, en forma fundada, 
antes del 31 de octubre del Ejercicio correspondiente. Trans- 
currido dicho plazo se entenderá opinión favorable. 


En todos los casos se dará cuenta a la Contaduría General 
de la Nación, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, al 
Tribunal de Cuentas y a la Asamblea General. 


Las trasposiciones entre proyectos de distintos Programas 
de un mismo Inciso así como la incorporación de nuevos 
proyectos de inversión, deberán ser aprobadas por ley, salvo 
en el caso de los Entes de Ensefianza, las que serán autoriza- 
das por el jerarca respectivo. 


Deróganse los artículos 39 y 43 de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987. 


Art. 61. - Las modificaciones. de las fuentes de financia- 
ción previstas por el artículo 58 de la presente ley se podrán 
autorizar si existe disponibilidad suficiente en la fuente con la 
cual se financia, 


Art. 62. - Los proyectos de inversión contenidos en el 
planillado anexo a la presente ley se podrán ejecutar hasta los 
montos y por los Ejercicios que se determinan seguidamente: 


Inciso Miles de N$ Ejercicio 


10 94:587.500 1994 


Los montos referidos están expresados a valores de enero 
de 1990 y se ajustarán en la misma forma y oportunidad que 
los créditos de inversiones. 


Dentro de los treinta días de promulgada la presente ley, 
se deberá aprobar, por decreto, la distribución por Programa y 
fuentes de financiamiento. 
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Art. 63. - Declárase de interés nacional el acceso ferrovía- 
rio al puerto de Nueva Palmira. 


Coadyuvantemente, constituye objetivo prioritario el ten- 
dido de un ramal que enlace en línea recta la Estación “Grito 
de Asencio” (al sur de la ciudad de Mercedes, departamento 
de Soriano) y el recinto portuario de Nueva Palmira (departa- 
mento de Colonia), conectándolo a la red nacional ferroviaria 
e internacional a través de los pasos de frontera Salto Grande, 
Rivera-Livramento y Yaguarón-Río Branco. 


Sin perjuicio de la explotación técnica del referido ramal, 
en el proyecto económico podrá participar el capital privado o 
municipal interesado, o entes públicos estatales o paraestata- 
les vinculados a la operativa portuaria de Nueva Palmira o a 
su desarrollo específico. 


Art. 64. - El Ministerio de Transporte y Obras Públicas no 
podrá ejecutar, de los créditos para inversiones que figuran en 
los anexos a la presente ley, los siguientes importes: 


Año U$S N$ 

1991 3:000.000 equivalentesa 2.415:000.000 
1992 15:300.000 equivalentesa  12.316:500.000 
1993 13:303.000 equivalentesa  10.708:915.000 
1994 5:000.000 equivalentesa  4.025:000.000 


Art. 65. - Transfiérese de los proyectos de inversión con- 
tenidos en el planillado anexo a la presente ley del Ministerio 
de Educación y Cultura, Unidad Ejecutora 016, proyecto 803 
Obras Civiles SODRE, la suma de N$ 10.000:000.000 (nue- 
vos pesos diez mil millones), discriminada de la siguiente 
manera: para el año 1991 N$ 1.000:000.000 (nuevos pesos mil 
millones); para el año 1992 N$ 3.000:000.000 (nuevos pesos 
tres mil millones); para el año 1993 N$ 3.000:000.000 
(nuevos pesos tres mil millones); para el año 1994 
N$ 3.000:000.000 (nuevos pesos tres mil millones) al Ministe- 
rio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
para sus proyectos de inversión en el Programa de vivienda. 


Art. 66. - Transfiérese de los proyectos de inversión con- 
tenidos en el planillado anexo a la presente ley del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, la suma de N$ 2.236:000.000 
(nuevos pesos dos mil doscientos treinta y seis millones) co- 
rrespondiente al Ejercicio 1994, al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para sus proyec- 
tos de inversión, en el Programa de vivienda. 


Art. 67. - Transfiérese de los proyectos de inversión con- 
tenidos en el planillado anexo a la presente ley, de la Unidad 
Ejecutora 016, proyecto 803, Obras Civiles SODRE, del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, a la Unidad Ejecutora 013, 
“Comisión Nacional de Educación Física”, la suma de 
N$ 690:000.000 (nuevos pesos seiscientos noventa millones) 
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la que será afectada al Plan de Inversiones correspondiente al 
año 1991; y la suma de N$ 10:000.000 (nuevos pesos diez 
millones), en el Ejercicio 1991, al proyecto 800 de la Unidad 
Ejecutora 015, “Biblioteca Nacional”, a fin de solucionar en 
forma definitiva las deficiencias de las instalaciones eléctri- 
cas, efectuar reparaciones urgentes del edificio sede y rehabi- 
litar todos sus servicios al usuario. 


Art. 68. - Los organismos públicos darán prioridad a con- 
sultoras públicas nacionales para la asignación de todos los 
estudios que exijan los proyectos de inversión a realizarse con 
recursos nacionales, La misma disposición regirá para los es- 
tudios relacionados con proyectos que se realicen con présta- 
mos internacionales, cuando su costo sea inferior al fijado por 
las entidades financiadoras para convocar a consultoras inter- 
nacionales. 


En ambos casos los organismos públicos deberán realizar 
una consulta con la Universidad de la República y el CO- 
NICYT a los efectos de que informen sobre la existencia de 
capacidad nacional en la materia, previo a la convocatoria de 
consultoras internacionales. Estas instituciones deberán expe- 
dirse en el plazo máximo de treinta días contados a partir de 
la solicitud de la consulta. Por razones debidamente fundadas, 
los organismos públicos podrán quedar eximidos del cumpli- 
miento de estas disposiciones, dando cuenta a la Asamblea 
General, 


Art. 69, - La Oficina de Planeamiento y Presupuesto coor- 
dinará con los jerarcas de las reparticiones correspondientes a 
los Incisos 02 a 14, el cálculo de un abatimiento del 50% 
(cincuenta por ciento) de los siguientes montos de inversiones 
proyectados en dichos Incisos: 


a) Inversiones destinadas a vehículos (excluidos los 
vehículos destinados a ambulancias, patrulleros, tareas 
agropecuarias a cargo del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y toda clase de automotores de tipo 
utilitario). 

b) Inversiones destinadas a equipamientos y mobiliarios, 
excluidas las destinadas al equipamiento en los progra- 
mas para la atención de la salud, laboratorios e instru- 
mental técnico-científico y aquellas que puedan lesio- 
nar las tareas imprescindibles para el cumplimiento de 
los cometidos de las reparticiones referidas en el inciso 
primero. 


nr 


Los recursos resultantes del mencionado abatimiento ten- 
drán los siguientes destinos: 


1. -Hospital de Quemados del Ministerio de Salud Pública 
por una sola vez: 


a) hasta U$S 700.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América setecientos mil) para la terminación de 
obras. 


b) hasta U$S 2:400.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América dos millones cuatrocientos mil) para los 
gastos inherentes para la puesta en marcha del hos- 
pital. 
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2. -El saldo, por partes iguales, para las obras civiles del 
SODRE y para las viviendas de interés social proyecta- 
das conforme a la Ley N* 16,112, de 30 de mayo de 
1990, y por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


SECCION IV 
Incisos de la Administración Central 
INCISO 02 
Presidencia de la República 


Artículo 70. - Créase en la Unidad Ejecutora 001 “Presi- 
dencia de la República y Oficinas Dependientes” del Progra- 
ma 001 “Determinación y Aplicación de la Política de Go- 
bierno” Subprograma 002 “Administración General” un cargo 
de Subjefe del Servicio Médico Escalafón A Personal Profe- 
sional Universitario Grado 19; que se proveerá de acuerdo con 
las normas vigentes, entre los actuales Técnico 1 Médico Es- 
calafón A Personal Profesional Universitario Grado 17, elimi- 
nándose posteriormente el cargo que resultase vacante. 


Art, 71, - Extiéndese el Proyecto de Funcionamiento “En- 
cuestas Sectoriales e Indicadores Económicos” creado por el 
artículo 19 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 
en el Programa 003 “Elaboración, Supervisión y Coordinación 
de las Estadísticas Nacionales” el cual deberá finalizar el 31 
de diciembre de 1992. 


A tales efectos, destínase una partida anual de nuevos pe- 
sos 225:150.000 (nuevos pesos doscientos veinticinco millo- 
nes ciento cincuenta mil) para atender las retribuciones perso- 
nales y prestaciones sociales del personal necesario para lle- 
var a cabo dicho proyecto. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a contratar con cargo a la 
partida mencionada, al personal que esté revistando al 31 de 
diciembre de 1990 en carácter de eventual, en este Proyecto, 


La Dirección General de Estadística y Censos efectuará las 
propuestas de contratación, teniendo en cuenta las necesida- 
des del servicio y los méritos y antecedentes del citado perso- 
nal en el desempeño de las funciones eventuales, 


Art. 72, - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 001 *“Pre- 


sidencia de la República y Oficinas Dependientes” Subprogra- . 


ma 002 “Administración General” un cargo de Subdirector 
especializado, y en el subprograma 001, “Administración Su- 
perior” un cargo de Secretario particular del Presidente de la 
República en dos cargos de Consultor Il que integrarán el 
subprograma 001 “Administración Superior” del programa 
001 “Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno”, 
y declaránselos comprendidos en el literal f) del artículo 9* de 
la Ley N* 15,809, de 3 de abril de 1986. 
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Art. 73. - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 001 “Pre- 
sidencia de la República y Oficinas Dependientes” Subprogra- 
ma 002 “Administración General”, un cargo de Sub Director 
especializado y en el Subprograma 001 “Administración Su- 
perior” un cargo de Secretario Particular del Presidente de la 
República, en dos cargos de Consultor II que integrarán el 
Subprograma 001 “Administración Superior” del Programa 
001 “Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno” 
y decláranselos comprendidos en el literal f) del artículo 9? de 


" la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 74. - Decláranse comprendidos en el literal d) del 
artículo 9? de la Ley N* 15.309, de 8 de abril de 1986, los 
cargos de Director de División de la Unidad Ejecutora 001 
“Presidencia de la República y Oficinas Dependientes” Sub- 
programa 002 “Administración General” del Programa 001 
“Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno”. 


Art. 75. - Los cargos de Consultor 1, Consultor II, Secreta- 
rio Particular del Presidente de la República y de Director de 
División citados en los artículos anteriores, serán de particular 
confianza. 


Art. 76. - Sustitúyese el artículo 111 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 111. - Otórgase a los funcionarios que pres- 
ten servicios efectivamente en la Presidencia de la República, 
Programa 001 “Determinación y Aplicación de la Política de 
Gobierno”, Subprograma 002 “Administración General”, una 
compensación mensual del 30% (treinta por ciento) de las 
remuneraciones de naturaleza salarial, por concepto de 
permanencia a la orden. A tal efecto, increméntase en 
N$ 26:000.000 (nuevos pesos veintiséis millones) el Renglón 
061 “Retribuciones Adicionales”, del Programa 001 “Deter- 
minación y Aplicación de la Política de Gobierno”. 


En caso de funcionarios en comisión en el Programa y 
Subprograma indicados, el 30% (treinta por ciento) se calcula- 
rá sobre el nivel de retribuciones correspondientes a las fun- 
ciones que desempeñan”. 


Art. 77. - Suprímense al vacar en la Unidad Ejecutora 002 
“Escribanía de Gobierno y Hacienda” del Subprograma 002 
“Administración General” Programa 001 “Determinación y 
Aplicación de la Política de Gobierno”, un cargo de Asesor I 
Escribano, Escalafón A, Grado 20 y un cargo de Asesor II 
Escribano, Escalafón A, Grado 17. 


La Contaduría General de la Nación transferirá el crédito 
de los cargos que se vayan suprimiendo al Subrubro 02 y al 
Renglón 061.303 por partes iguales. 


Art. 78. - Increméntasec en N$ 6:200.000 (nuevos pesos 
seis millones doscientos mil) la partida otorgada por el artícu- 
lo 25 del Decreto-Ley N” 14.985, de 28 de diciembre de 1979, 
en la redacción dada por los artículos 110 de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y S1 de la Ley N* 15.903, de 
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10 de noviembre de 1987, estableciéndose la siguiente escala: 
N$ 12.000 (nuevos pesos doce mil) mensuales para el perso- 
nal de custodia fija y N$ 30.000 (nuevos pesos treinta mil) 
mensuales para la custodia móvil, que se ajustará conforme 
con los aumentos salariales del sector público. 


Art. 79, - Suprímense al vacar, en la Unidad Ejecutora 
001 “Presidencia de la República y Oficinas Dependientes” 
Subprograma 002 “Administración General” del Programa 
001 “Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno”, 
los cargos correspondientes a las series Médico, Telctipista, 
Radiotelefonía, Radiotécnico, Electrotécnica, Mecánica, Man- 
tenimiento Automotriz, Pintor, Chapista, Peluquero, Electri- 
cista, Mecánico, Gomero, Carpintero, Calefaccionista, Dibu- 
jo, Fotografía, Técnico Agropecuario, Ayudante Arquitecto e 
Ingeniero y Servicios, desde el Grado 09 hasta el último grado 
del Escalafón. La supresión se realizará una vez efectuadas las 
promociones. 


La Contaduría General de la Nación transferirá el crédito 
de los cargos que se vayan suprimiendo al Subrubro 02 y al 
Renglón 061.303 por partes iguales. 


Art. 80. - Inclúyese en el literal d) del artículo 9* de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, el cargo de Dircctor 
General de Estadística y Censos. 


Art. 81. - Transfórmanse, en la Unidad Ejecutora 007 “Di- 
rección General de Estadística y Censos” del Programa 003 
“Elaboración, Supervisión y Coordinación de las Estadísticas 
" Nacionales”, los cargos que se mencionan en igual número de 
funciones contratadas en el mismo Escalafón y Grado de 
acuerdo al siguiente detalle: 


2 cargos Escalafón A Grado 18 
1 cargo Escalafón B Grado 19 
1 cargo Escalafón B Grado 18 


La transformación se operará al momento en que dichos 
cargos queden vacantes, 


Art.82. - Créase en la Unidad Ejecutora 001 “Presidencia 
de la República y Oficinas Dependientes” del Programa 001 
“Determinación y Aplicación de la Política de Gobierno”, un 
cargo de Jefe de Departamento Radiotécnico, Escalafón E, 
Grado 15, a efectos de atender una reparación funcional emer- 
gente de la aplicación de la Ley N* 15.783, de 28 de noviem- 
bre de 1985, suprimiéndose la función contratada y los crédi- 
tos respectivos. 


Art. 83, - Extiéndese al personal que presta servicios efec- 
tivamente en la Unidad Ejecutora 007 “Dirección General de 
Estadística y Censos”, el régimen establecido en el Art. 111 
de la Ley N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 84, - Suprímese la Unidad Ejecutora 006 “Delegación 
Uruguaya en la Comisión Mixta Laguna Merín” del Programa 
002 “Planificación del Desarrollo y Asesoramiento Presupues- 
tal para el Sector Público”. 
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Art. 85. - Los créditos presupuestales para gastos de fun- 
cionamiento e inversiones, muebles, útiles y documentación, 
de la Unidad Ejecutora que se suprime por el artículo anterior 
permanecerán en el Programa al que estaba asignada la Uni- 
dad hasta el presente. 


- Art. 86. - Los funcionarios excedentes a causa de la supre- 
sión de dicha Unidad Ejecutora se regirán por lo dispuesto en 
el Capítulo MI de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, 


INCISO 03 
Ministerio de Defensa Nacional 


Artículo 87. - Exceptúase al personal civil del Programa 
106 “Salud Militar” y al Escalafón K, Personal Militar, de lo 
dispuesto en el artículo 39 de la presente ley. 


Art. 88. - Créase una compensación mensual a la que 
tendrán derecho los Cabo de 2da., Soldado de tra., Soldado 
de 2da. y equivalentes, de N$ 2.100 (nuevos pesos dos mil 
cien), N$ 5.100 (nuevos pesos cinco mil cien) y N$ 2.000 
(nuevos pesos dos mil) respectivamente. El beneficio estable- 
cido en el presente artículo no será tenido en cuenta para el 
cálculo de la liquidación prevista por el artículo 65 de la Ley 
N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 89. - Suprímense los cargos vacantes de Personal 
Subalterno del Escalafón K Personal Militar, resultante de la 
aplicación del artículo 182 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986 y los artículos 72, 85 y 91 de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, que se detallan: 


Programa 102 Ejército Nacional 3.405 cargos. 
Programa 103 Armada Nacional 619 cargos. 
Programa 104 Fuerza Aérea Uruguaya 400 cargos. 


Art. 90, - Suprímense los cargos vacantes de Personal 
Subalterno del Escalafón K Personal Militar que se detallan: 


Programa 102 Ejército Nacional 1,300 cargos. 
Programa 103 Armada Nacional 460 cargos. 
Programa 104 Fuerza Aérea Uruguaya 221 cargos. 


Art. 91. - Del total de cargos del Personal Subalterno del 
Escalafón K Personal Militar (Combatiente y no Combaticn- 
te), resultante al 1* de enero de 1991, una vez practicadas las 
supresiones a que refieren los artículos precedentes, se supri- 
mirán al vacar hasta el 10% (diez por ciento) de éstos. Esta 
norma no alcanza a los cargos técnicos y semitécnicos. 


De las economías resultantes de estas supresiones, se desti- 
nará, el 50% (cincuenta por ciento) a la Unidad Ejecutora 135 
“Servicio de Retiros y Pensiones Militares”, para financiar 
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pasividades, y el 50% (cincuenta por ciento) restante para 
gastos de funcionamiento y atención de retribuciones de per- 
sonal en actividad en la forma que establezca el Poder Ejecu- 
tivo, 


Art. 92. - El Poder Ejecutivo podrá disponer, por decreto 
fundado en acuerdo del Ministerio de Economía y Finanzas y 
el Ministerio de Defensa Nacional, las modificaciones necesa- 
rias para racionalizar las estructuras de cargos del Escalafón A 
Técnico Profesional en las series de Abogado y Escribano y 
del Escalafón B Técnico Profesional en las series de Procura- 
dor y Doctor en Diplomacia de las Unidades Ejecutoras de 
acuerdo a las siguientes normas: 


A) Las modificaciones de cargos no podrán causar lesión 
de derechos y las regularizaciones deberán respetar las 
reglas del ascenso cuando correspondiera. 


B) La racionalización deberá propender a una estructura 
de cargos, cuyas denominaciones deberán uniformizar- 
se, la que deberá ser adecuada a los objetivos de cada 
Programa y requerirá el previo informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y la Contaduría General de 
la Nación. 


C) Para su cumplimiento se podrán suprimir los cargos del 
Escalafón K Personal Militar ocupado por los profesio- 
nales motivo de esta racionalización. 


D) El costo de la racionalización no podrá exceder el 
monto de N$ 64:400.000 (nuevos pesos sesenta y cua- 
tro millones cuatrocientos mil) previstos en el Progra- 
ma 101 “Administración Central del Ministerio de De- 
fensa Nacional”, Subprograma 001 “Administración 
Superior”, Unidad Ejecutora 101 “Dirección General 
de Secretaría de Estado”, el cual será distribuido entre 
las Unidades Ejecutoras que realicen la misma, 


E) Las racionalizaciones deberán ser aprobadas antes de 
los ciento ochenta días de promulgada la presente ley y 
tendrán vigencia desde el momento de su aprobación. 


F) De las racionalizaciones que se efectúen, se dará cuen- 
ta a la Asamblea General. 


Art. 93, - Exclúyese al Personal Militar perteneciente al 
Ministerio de Defensa Nacional de la obligación de asegurar 
dispuesta en el artículo 5* de la Ley N* 16.074, de 10 de 
octubre de 1989. 


Art. 94. - Sustitúyese el artículo 116 del Decreto-Ley 
N? 14,157, de 21 de febrero de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 116. - El Personal Superior de las Fuerzas 
Armadas se organizará para el Ejército Nacional, la Armada 
Nacional y la Fuerza Aérea Uruguaya en las siguientes for- 
mas: 


ASAMBLEA GENERAL 


27 de Diciembre de 1990 


A) Cuerpos de Comando, constituidos por los profesiona- 
les militares egresados de las Escuelas de Formación 
de Oficiales correspondientes. 


B) Cuerpos de Servicios Generales, constituidos por los 
Oficiales de los Servicios y los equiparados a Oficia- 
les”. 


Art. 95. - Transfórmase en la Unidad Ejecutora 101 “Di- 
rección General de Secretaría de Estado”, un cargo de Cabo 
de 2da. Escalafón K Personal Militar en un cargo de Jefe de 
Sección Serie Especialización Escalafón D Personal Especia- 
lizado, Grado 13. 


Art. 96. - Transfórmase en la Unidad Ejecutora 101 “Di- 
rección General de Secretaría de Estado” del Ministerio de 
Defensa Nacional, un cargo de Cabo de 2da., en un cargo de 
Asesor HI Abogado, Escalafón A, Grado 17. 


Art. 97. - Créase en la Unidad Ejecutora 104 “Comando 
General del Ejército” del Ministerio de Defensa Nacional un 
cargo de Teniente Coronel en el Escalafón del Cuerpo Admi- 
nistrativo, que regirá a partir del 1? de febrero de 1991. 


Art. 98, - Créase una tasa por concepto de asesoramiento 
técnico y visación de documentos cartográficos a particulares, 
que será percibida por el Servicio Geográfico Militar. Dicha 
tasa se establece en Unidades Reajustables de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968 y tendrá los siguientes valores: 


1) Por documentos cartográficos de dimensiones de hasta 
22 x 22,5 centímetros: 1 U.R, (una unidad reajustable). 


2) Por documentos de dimensión superior a 34 x 22,5 cen- 
tímetros y hasta 66 x 50 centímetros: 3 UR. (tres uni- 
dades reajustables). 


3) Para documentos de dimensiones de más de 66 x 50 
centímetros: 5 U.R. (cinco unidades reajustables). 


La recaudación que por este concepto se realice, se podrá 
aplicar a gastos de funcionamiento e inversión en materiales y 
equipos que requieran las mencionadas tarcas. 


Art. 99. - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 104 
“Comando General del Ejército” del Ministerio de Defensa 
Nacional, un cargo de Sargento y dos de Soldado de 1ra., en 
un cargo de Asesor IV Contador, Escalafón A Técnico Profe- 
sional, Grado 16. 


Art. 100. - Sustitúyese el artículo 19 de la Ley N* 10.808, 
de 16 de octubre de 1946 (Orgánica de la Armada Nacional), 
en la redacción dada por el artículo 1% del Decreto-Ley 
N? 14,956, de 13 de noviembre de 1979, por el siguiente: 


“ARTICULO 19. - En la Armada Nacional se designa 
como Ofictales Almirantes a las jerarquías que el Decreto-Ley 
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N* 14.157, de 21 de febrero de 1974, (Orgánica de las Fuerzas 
Armadas), califica de Oficiales Generales. 


Las Escalas Jerárquicas y Grados de los diferentes Cuerpos 
son: 


CUERPOS Y GRADOS 
Calificación 
CG CIME CAA CP. CE CA 
Oficiales 
Almirantes Vice almirantes 
Oficiales Contra Almirantes 
Superiores Capitán de Navío 
Jefes Capitán de Fragata 
Capitán de Corbeta 
Oficiales 
Subalternos Teniente de Navío 
Alférez de Navío 
Alférez de Fragata 
Guardia Marina”. 


Art. 101. - Regularízanse las fechas de ascenso a la jerar- 
quía de Teniente 2*, Teniente 1% y Capitán de los Oficiales 
Egresados según el artículo 52 de la Ley N* 14.106, de 14 de 
marzo de 1973, aplicándoseles el ascenso automático en los 
tiempos mínimos de antigiedad computable y cumpliendo 
con lo dispuesto por el artículo 137 del Decreto-Ley 
N* 14,157, de 21 de febrero de 1974. La presente regulariza- 
ción no generará reintegros por diferencia de haberes. 


Los Oficiales que deban ser ascendidos por lo dispuesto 
precedentemente y no hayan realizado los cursos correspon- 
dientes, cumplirán con esta exigencia dentro de los cuatro 
meses siguientes a la promulgación de la presente ley, siendo 
ascendidos al 19 de febrero de 1991. 


Art. 102. - Agrégase al artículo 83 de la Ley N* 14.106, de 
14 de marzo de 1973: Personal del Servicio de Electrónica de 
la Armada del Programa 103 “Armada Nacional”, cumpliendo 
tareas de instalación y mantenimiento del Sistema de Cadena 
de Radares, Micro-Ondas y Comunicaciones, por los días que 
permanezca fuera del departamento de Montevideo. 


Art. 103. - Sustitúyense en el artículo 22 los literales d) y 
e) los Cuadros D y E de la Ley N* 10.808, de 16 octubre de 
1946 (Orgánica de la Armada Nacional), en la redacción dada 
por el artículo 1* del Decreto-Ley N* 14,956, de 13 de no- 
viembre de 1979, por los siguientes: 


“d) Cuerpo de Prefectura: Direcciones, Comandos y Jefatu- 
ras de Unidades afines al Cuerpo y funciones propias 
del grado y Cuerpo dentro de la Armada Nacional, así 
como también las funciones especiales que se le asig- 
nen y Mando Militar. 
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e) Cuerpo Especialista: Funciones propias del grado den- 
tro de la Armada Nacional, así como también las fun- 
ciones especiales que se le asignen y Mando Militar”. 


“CUADRO D 
CUERPO DE PREFECTURA (CP) 
GRADOS EFECTIVOS — ESCALAFON 
A B 

Capitán de Navío 2 2 
Capitán de Fragata 6 5 1 
Capitán de Corbeta 12 10 2 
Teniente de Navío 20 16 4 

CUADRO E 


CUERPO DE ESPECIALISTA (CE) 


GRADOS EFECTIVOS 
Alférez de Navío 6 
Alférez de Fragata 10 
Guardia Marina 16" 


Art. 104. - Derógase el artículo 10 de la Ley N* 10.808, de 
16 de octubre de 1946 (Orgánica de la Armada Nacional). 


Art. 105. - Los Buzos militares que cumplen tareas con 
aire comprimido y los técnicos electricistas y electrónicos que 
realizan el mantenimiento de equipos que funcionan con alta 
tensión y emisión de micro-ondas en el ámbito del Ministerio 
de Defensa Nacional, computarán cuatro años por cada tres de 
servicios simples efectivamente prestados. 


En el mismo régimen de cómputo estará comprendido el 
Personal Subalterno de paracaidistas del Ejército y el Personal 
Subalterno especialmente afectado al manejo de explosivos 
del Servicio de Material y Armamento. 


Art. 106. - Fíjase en cincuenta y cinco años para los Ofi- 
ciales Jefes del Cuerpo de Prefectura Nacional Naval, la edad 
límite para el retiro obligatorio del Personal Superior egresado 
de la Escuela de Formación por aplicación del artículo 52 de 
la Ley N* 14.106, de 14 de marzo de 1973, 


Art. 107. - Sustitúyese el artículo 20 del Decreto-Ley 
N? 14.747, de 28 de diciembre de 1977, por el siguiente: 


“ARTICULO 20. - Dependerá directamente del Coman- 
dante en Jefe y tendrá las siguientes competencias: 


A) Subrogar.al Comandante en Jefe en caso de ausencia 
temporal. 


B) Asumir el Comando de la Fuerza Aérea en los casos de 
vacancia hasta que sea designado el nuevo Comandan- 
te en Jefe, 
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C) Ejercer las funciones que le delegue el Comandante en 
Jefe”. 


Art. 108, - Declárase comprendida la Fuerza Aérea Uru- 
guaya en lo dispuesto por el artículo 4? del Decreto-Ley 
N? 14.845, de 24 de noviembre de 1978, 


Art. 109. - Amplíase para el Programa 104, “Fuerza 
Aérea Uruguaya” lo establecido en el artículo 78 de la Ley 
N?* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, para atender el gasto 
que demande el aprovisionamiento de combustible de las ae- 
ronaves de dicha Fuerza, fuera del territorio nacional. 


Art. 110. - Los Oficiales comprendidos en el artículo 104 
del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre de 1977, pasa- 
rán a partir de la vigencia de la presente ley a integrar el 
Escalafón B del Cuerpo Aéreo de la Fuerza Aérea, con sus 
actuales jerarquías y antigiledades. 


Dichos Oficiales revistarán en dicho Escalafón en activi- 
dad fuera de cuadros, sin ocupar ni generar vacantes en cl 
mismo. 


Art. 111. - Los ascensos de los Oficiales a que refiere el 
artículo anterior, se regirán a partir de la vigencia de la pre- 
sente ley por las normas aplicables al Escalafón que pasan a 
integrar. El número de Oficiales a ascender anualmente en 
cada uno de los Grados será el tercio de los que hayan compu- 
tado el tiempo mínimo exigido para el ascenso y hayan sido 
calificados en el grado, sin perjuicio del cumplimiento de 
todas las condiciones establecidas para el ascenso de los inte- 
grantes del Cuerpo Aéreo. A los efectos del cálculo de dicho 
tercio, se tendrá en cuenta lo establecido por el artículo 69 del 
Decreto-Ley N* 14,747, de 28 de diciembre de 1977, en la 
redacción dada por el artículo 1* del Decreto-Ley N* 15.710, 
de 15 de enero de 1985. 


Art. 112, - A los efectos de lo dispuesto por el artículo 
110 de la presente ley, créanse los siguientes cargos fuera de 
cuadros: Mayor, 32 y Capitán, 28. 


Las creaciones precedentes se financiarán con la supresión 
de los siguientes cargos del artículo 65 del Decreto-Ley 
N* 14.747, de 23 de diciembre de 1977: Cuerpo Aéreo, Esca- 
lafón B, Teniente 22 14; Teniente 1? 5 y Capitán 2; Cuerpo de 
Seguridad Terrestre, Escalafón C, Teniente 2* 14; Cuerpo 
Técnico, Escalafón D, Teniente 2? 15, Escalafón E, Teniente 
2% 10 Escalafón F, Teniente 2* 10, Escalafón G, Teniente 2? 3, 
Escalafón H, Teniente 2* 2, Teniente 1? 2 y Capitán 3. 


Los cargos que se crean fuera de cuadros, por la presente 
disposición se irán eliminando al vacar transformándose en 
los siguientes cargos: Teniente 2”, 68; Teniente 1%, 7 y Capi- 
tán, 5, de conformidad con lo que determine el Poder Ejecuti- 
vo con el asesoramiento del Comando General de la Fuerza 
Aérca Uruguaya. 


Art. 113. - Reconócese a los Oficiales comprendidos en el 
artículo 104 del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de diciembre 
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de 1977, desde la vigencia del mismo y hasta la de la presente 
ley, la bonificación establecida por el numeral 3) del literal C) 
del artículo 194 del Decreto-Ley N* 14.157, de 21 de febrero 
de 1974 y el artículo 89 del Decreto-Ley N* 14.747, de 28 de 
diciembre de 1977, A tales efectos se realizarán las regulari- 
zaciones que correspondieren en los registros respectivos. 


Art. 114. - Las vacantes que hasta la aplicación del artícu- 
lo 110 de la presente ley, ocupaban los Oficiales respectivos, 
se mantendrán en los Escalafones de los Cuerpos de Seguri- 
dad Terrestre y Técnico. 


Art. 115. - A los efectos de la aplicación del artículo 110 
de la presente ley, los Oficiales deberán acreditar dentro del 
plazo que disponga el Poder Ejecutivo, que reúnen la aptitud 
sicofísica imprescindible para integrar el Escalafón B dcl 
Cuerpo Aérco y en caso de que ello no ocurriera permanece- 
rán en los Escalafones en los que se hallaban antes de la 
vigencia de la presente ley, sin perjuicio de reconocérscles lo 
establecido en el artículo 113 de la presente ley. 


Asimismo los Oficiales a que refiere el artículo 110 po- 
drán, dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de 
la presente ley en el Diario Oficial, solicitar ser excluidos de 
la aplicación de dicha norma para permanecer en las situacio- 
nes que poseían antes, sin perjuicio de la aplicación a los 
mismos de lo dispuesto por el artículo 113. 


Art. 116. - Los Oficiales que pasaren al Escalafón B del 
Cuerpo Aéreo deberán acreditar dentro del plazo de tres años 
a partir de la publicación de la presente ley en el Diario 
Oficial, que reúnen la correspondiente aptitud de vuelo, de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 81 del Decreto-Ley 
N? 14,747, de 28 de diciembre de 1977, A ese fin el Comando 
General de la Fuerza Aérea dispondrá la forma de entrena- 
miento para ello y mientras el Oficial no reciba el mismo, no 
se le tendrá en cuenta a ningún efecto la aptitud de vuelo. 


Art. 117. - Inclúyese en lo dispuesto en el literal B) del 
artículo 595 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, la Unidad Ejecutora 130 “Dirección Nacional de Avia- 
ción Civil e Infraestructura Aeronáutica” del Ministerio de 
Defensa Nacional. 


Art. 118. - La Unidad Ejecutora 131 “Dirección General 
de Aviación Civil” del Ministerio de Defensa Nacional, podrá 
utilizar, una partida anual de N$ 49:847,323 (nuevos pesos 
cuarenta y nueve millones ochocientos cuarenta y siete mil 
trescientos veintitrés) de sus fondos extrapresupuestales, para 
otorgar una compensación mensual del 30% (treinta por cien- 
to) de las remuneraciones de carácter salarial, por concepto de 
permanencia a la orden, a aquellos funcionarios que por razo- 
nes de servicio sean considerados necesarios, 


Art. 119. - Asígnase al Programa 105 “Administración y 
Control Aviatorio y Aeroportuario” Subprograma 002 “Admi- 
nistración y Control de los Aeropuertos Nacionales”, Unidad 
Ejecutora 132 “Dirccción General de Infraestructura Aeronáu- 
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tica” del Ministerio de Defensa Nacional, una partida anual de 
N$ 240:265.700 (nuevos pesos doscientos cuarenta millones 
doscientos sesenta y cinco mil setecientos) para otorgar una 
compensación del 30% (treinta por ciento) de las remunera- 
ciones de carácter salarial, por concepto de permanencia a la 
orden, a aquellos funcionarios que por razones de servicio 
scan considerados necesarios. 


El monto del planillado mensual más sus cargas sociales, 
será rembolsado a Rentas Generales por la Dirección General 
de Infraestructura Aeronáutica, con cargo a Rentas Afectadas 
a Aeropuertos, creada por el artículo 52 de la Ley N* 13.737, 
de 9 de enero de 1969. 


Art. 120. - Inclúyese el Programa 105 “Administración y 
Control Aviatorio y Aeroportuario”, Subprograma 002 “Ad- 
ministración y Control de los Aeropuertos Nacionales”, Uni- 
dad Ejecutora 132 “Dirección General de Infraestructura Ae- 
ronáutica” del Ministerio de Defensa Nacional en el literal B) 
del artículo 595 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
19837, dejándose sin efecto lo dispuesto por el inciso primero 
del artículo 596 de la norma citada. 


Art. 121. - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 133 
“Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas” del Ministerio 
de Defensa Nacional, los siguientes cargos del Subescalafón 
de Nurses; 12 S/O/M, 15 Sargento 1* y 45 Sargento en 12 
Teniente 1%, 15 Teniente 2? y 55 Alférez. 


Art, 122, - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 133 
“Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas” del Ministerio 
de Defensa Nacional, los siguientes cargos en el Subescalafón 
Administrativo: 2 Sargento 1* y 3 Sargento en 7 Cabo de 1ra., 
21 Cabo de 2da. y 39 Soldado de 1ra. 


Art. 123. - Transfórmanse en la Unidad Ejecutora 133 
“Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas” del Ministerio 
de Defensa Nacional los siguientes cargos del Subescalafón 
Especializado A: un Cabo de lra. y 13 Soldado de 1ra. en 3 
Sargento y 32 Cabo de 2a. 


Art. 124. - Suprímense en la Unidad Ejecutora 133 “Servi- 
cio de Sanidad de las Fuerzas Armadas” del Ministerio de 
Defensa Nacional, los siguientes cargos del Subescalafón de 
Servicio: 2 Sub-Oficial Mayor, 2 Sargento 1%, 4 Sargento y 2 
Cabo de ira, 


Art. 125. - Créanse en la Unidad Ejecutora 133 “Servicio 
de Sanidad de las Fuerzas Armadas” del Ministerio de Defen- 
sa Nacional, los siguientes cargos en el Subescalafón Técnico 
Especializado, 2 S/O/M, 5 Sargento 1* y 38 Sargento. 


Art. 126. - Autorízase al Programa 106 “Salud Militar” 
Unidad Ejecutora 133 “Servicio de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas” del Ministerio de Defensa Nacional, a contratar 
personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, a cambio 
de una labor docente, de investigación, técnica u otra obliga- 
ción de resultado a cumplir en un plazo determinado. 
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Art. 127. - Los beneficiarios de una pasividad militar resi- 
dentes en un país extranjero, podrán continuar en el goce y 
percepción de la misma debiendo acreditar trimestralmente su 
existencia por vía consular y designar en debida forma apode- 
rado ante el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas a efectos de la percepción de la pasividad. 


Eo dispuesto por este artículo no generará ningún derecho 
a retroactividad para situaciones existentes alcanzadas por la 
anterior legislación en la materia. 


Derógase la disposición contenida en el numeral 9) del 
artículo 24, de la Ley N* 13.033, de 7 de diciembre de 1961, 
en la redacción dada por el artículo 610 de la Ley N* 14.106, 
de 14 de marzo de 1973. 


Art. 128. - Derógase el numeral 4) del literal E) del artícu- 
lo 31 del Decreto-Ley N* 14,157, de 21 de febrero de 1974, 
(Orgánico de las Fuerzas Armadas), en la redacción dada por 
el artículo 1% del Decreto-Ley N* 14.513, de 6 de mayo de 
1976. 


Art. 129. - Créanse en la Unidad Ejecutora 135 “Servicio 
de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas” del Ministe- 
rio de Defensa Nacional un cargo de Capitán y dos cargos de 
Teniente 12, 


Los cargos creados no podrán ser ocupados hasta tanto no 
sea aprobada la reestructura escalafonaria del Servicio de Re- 
tiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas y el respectivo Re- 
glamento de Ascensos, a cuyas disposiciones deberá ceñirse la 
provisión de los mismos. 


Art. 130. - Son acumulables a los efectos de la fijación del 
haber de retiro militar, los servicios públicos o privados pres- 
tados con anterioridad al ingreso a las Fuerzas Armadas, así 
como los servicios docentes militares prestados en actividad o 
retiro a que refiere el artículo 204 del Decreto-Ley N* 14.157, 
de 21 de febrero de 1974. Cuando se computen servicios de 
esta naturaleza prestados con anterioridad al ingreso a las 
Fuerzas Armadas, el haber de retiro no podrá exceder por 
dicho cómputo el 100% (cien por ciento) del íntegro de las 
remuneraciones que correspondiera al titular en actividad. 


No se podrán acumular para el Servicio de Retiros y Pen- 
siones Militares los servicios públicos o privados prestados 
con posterioridad al retiro militar, La prohibición establecida 


, regirá para quienes generen haber de retiro a partir de la fecha 
- de vigencia de la presente ley. 


Art. 131, - Sustitúyese el literal A) del artículo 209 del 
Decreto-Ley N* 14,157, de 21 de febrero de 1974 (Orgáni- 
co de las Fuerzas Armadas) ampliado por el Decreto-Ley 
N?* 15.067, de 14 de octubre de 1980, por el siguiente: 


“A) Computándosec menos de treinta años de servicio, 
acrecerán tantas treintavas partes del 80% (ochenta por 
ciento) del aumento de las asignaciones de actividad 
como años se acrediten. 
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Computándose de treinta a treinta y dos años de servi- 
cio, aumentarán el 80% (ochenta por ciento) del referi- 
do aumento; si computasen de treinta y tres a treinta y 
cinco años de servicio el 90% (noventa por ciento) del 
aumento en las remuneraciones de actividad, y acredi- 
tando treinta y seis años o más de servicio, el íntegro 
del aumento en las remuneraciones de actividad, 


Los Oficiales Superiores que pasen a retiro y hayan 
computado ocho años en el grado, percibirán el 100% 
(cien por ciento) del aumento de todas las remunera- 
ciones del personal en actividad, 


Los Oficiales Generales y Superiores que pasen a retiro 
obligatorio por edad o por tiempo máximo de perma- 
nencia en el grado, recibirán el 100% (cien por ciento) 
del aumento de todas las remuneraciones del personal 
en actividad”. 


Art. 132. - Inclúyese en lo dispuesto por el artículo 11 de 
la Ley N* 12,802, de 30 de noviembre de 1960, y disposicio- 
nes complementarias y modificativas, a los funcionarios civi- 
les equiparados a militares dependientes del Ministerio de De- 
fensa Nacional, en actividad o retiro. 


Art. 133, - Asígnase al Programa 109 “Investigaciones y 
Estudios Meteorológicos” del Ministerio de Defensa Nacional 
una partida anual de N$ 3:510.000 (nuevos pesos tres millo- 
nes quinientos diez mil) para el Renglón 014,315 “Retribu- 
ción de Encargados Pluviométricos”. Fíjase la mencionada 
retribución en N$ 15.000 (nuevos pesos quince mil) mensua- 
les la que será incrementada con los aumentos que fije el 
Poder Ejecutivo a los funcionarios públicos. 


Art. 134. - Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer las 
modificaciones y transformaciones necesarias para racionali- 
zar la estructura de cargos de la Unidad Ejecutora 139 “Direc- 
ción Nacional de Meteorología” del Ministerio de Defensa 
Nacional de acuerdo a las siguientes normas: 


A) Las modificaciones de cargos o funciones no podrán 
causar lesión de derechos y las regularizaciones debe- 
rán respetar las reglas del ascenso cuando correspon- 
dicra, a la vez que procurarán igualar las remuneracio- 
nes que por todo concepto perciban en el futuro todos 
los funcionarios de esta Unidad Ejecutora. 


B) Para su cumplimiento se dispondrá de un crédito de 
NS 103:417.000 (nuevos pesos ciento tres millones 
cuatrocientos diecisiete mil) y se requerirá el previo 
informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
Contaduría General de la Nación para su aprobación. 


C) Las racionalizaciones deberán ser aprobadas dentro de 
los ciento ochenta días de promulgada la presente ley y 
tendrán vigencia desde el momento de su aprobación. 


D) El persorml del Escalafón K Personal Militar podrá op- 
tar dentro de un plazo de ciento ochenta días por su 
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pase al Escalafón civil. A tales efectos los cargos que 
ocupen quienes opten, serán transformados e incorpo- 
rados en el último cargo de la serie del Escalafón co- 
rrespondiente de acuerdo a su especialización. Quienes 
no opten, serán redistribuidos dentro del Inciso. 


E) El personal civil equiparado a un grado militar podrá 
optar dentro de un plazo de ciento ochenta días entre 
mantener dicha equiparación o perderla. En el primer 
caso, deberá pasar a retiro obligatoriamente al cumplir 
las condiciones establecidas en el artículo 191 del De- 
creto-Ley N* 14.157, de 21 de febrero de 1974. En cl 
segundo caso, percibirá en lugar de la equiparación la 
compensación al grado que corresponda, dentro de los 
límites previstos en el artículo 50 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. Para el caso de que la retribución 
percibida por el funcionario fuera superior a la resul- 
tante de la compensación máxima establecida en el 
citado artículo 50, se le habilitará el complemento en 
carácter de compensación permanente. 


F) El régimen establecido en la presente disposición no 
afectará los derechos adquiridos por los funcionarios a 
la fecha de la presente ley y, en especial, no implicará 
la pérdida de los beneficios que a esa fecha posean los 
funcionarios comprendidos en los literales D) y E), ta- 
les como el retiro militar, la asistencia sanitaria, el 
servicio fúncbre o similares, 


Art. 135. - Créanse en la Unidad Ejecutora 139 “Dirección 
Nacional de Meteorología” un cargo de Director Nacional, y 
un cargo de Subdirector Nacional que serán de particular con- 
fianza y estarán comprendidos en los literales d) y e) del 
artículo 9% de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, respec- 


tivamente. 


Art. 136. - Agrégase al artículo 201 del Decreto-Ley 
N* 14.157, de 21 de febrero de 1974, cl siguiente inciso: 


“Los Oficiales Superiores de todos los Cuerpos, que pasen 
a situación de retiro obligatorio por límite de edad, que com- 
puten el tiempo mínimo para el ascenso al grado inmediato 
superior y que fueren calificados “Aptos”, “Muy Aptos” o sus 
equivalentes, percibirán como asignación de retiro la corres- 
pondiente al Grado de General, Contralmirante y Brigadier 
General, acorde a la Fuerza a la que pertenezcan”. 


Art. 137. - Declárase que, a los efectos del artículo 193 
del Decreto-Ley N* 14,157, de 21 de febrero de 1974, previa 
liquidación y pago de los aportes respectivos, son computa- 
bles como años de servicio los cursados en el Liceo Militar o 
en el Preparatorio Naval, sin que sea viable distinguir en fun- 
ción del período en que ello tuvo lugar. 


Art. 138. - Los testimonios de las resoluciones firmes que 
dicten las dependencias del Ministerio de Defensa Nacional, 
en el ejercicio de sus atribuciones y competencias, relativos a 
adeudos por precios de los servicios que prestan o a la imposi- 
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ción de multas, constituirán título ejecutivo y traerán apareja- 
da ejocución sin ningún otro requisito, siendo aplicables los 
artículos 91, 92 y 94 del Decreto-Ley N* 14.306, de 29 de 
noviembre de 1974 (Código Tributario). 


Art. 139, - Créanse en la Unidad Ejecutora 140, “Direc- 
ción Nacional de Comunicaciones”, un cargo de Director Na- 
cional y un cargo de Subdirector Nacional que serán de parii- 
cular confíanza y estarán comprendidos en los literales d) y e) 
del artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, res- 
pectivamente. 


Art. 140. - El Poder Ejecutivo convendrá con la Adminis- 
tración Nacional de Telecomunicaciones' la forma en que se 
verificará la recaudación de los recursos correspondientes a la 
Dirección Nacional de Comunicaciones, que cobra actualmen- 
te la citada Administración. 


Dichos fondos se aplicarán al pago de las retribuciones 
personales de su personal, así como a la atención de los gastos 
de funcionamiento y de inversión de dicha Unidad Ejecutora, 
la cual dispondrá a tal efecto del 100% (cien por ciento) de 
los recursos extrapresupuestales correspondientes. 


Art. 141. - Créanse en la Unidad Ejecutora “Dirección Na- 
cional de Comunicaciones” del Programa 110 “Coordinación 
y Control de los Servicios de Radiocomunicaciones y Afines”, 
los siguientes cargos cuyo desempeño será en régimen de 
dedicación total: 


1 Asesor Abogado A 20 
1 Director División Contador A20 
2 Asesor Ingeniero A20 


Ciencias Económicas B 19 
Analista Programador  B17 


1 Sub-Director División 
1 Jefe Departamento 


1 Técnico Bibliotecólogo B15 
1 Técnico Traductor B 15 
1 Director División Administrativo C 19 
1 Sub-Director División Administrativo C 18 
7 Jefe Departamento Administrativo cr 
7 Sub-Jefe Departamento Administrativo C15 
6 Administrativo 1 Administrativo C13 
7 Administrativo HI Administrativo Cc11 
5 Administrativo V Administrativo C 9 
1 Director División Electrónica D19 
1 Sub-Director División Electrónica D 18 
3 Jefe Departamento Electrónica D17 
2 Jefe Departamento Op. Comunicaciones D17 
5 Especialista Electrónica D15S 
6 Especialista Op. Comunicaciones D15 
1 Especialista 1 Dibujante D 14 
1 Especialista 1 Programador D14 
1 Especialista 1 Operador D 14 
5 Especialista II Electrónica D 13 
8 Especialista H Op. Comunicaciones D13 
2 Especialista IM Operador D12 
6 Especialista IV Electrónica D11 


6 Especialista TV Op. Comunicaciones D11 
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6 Especialista IV Electrónica D 9 
4 Oficial II Chofer E 13 
1 Encargado Servicios F 14 
1 Auxiliar Servicios F 11 
3 Auxiliar II Servicios F 9 


El monto de las retribuciones correspondientes a dichos 
cargos, incluyendo la compensación máxima al grado y la 
compensación por dedicación total, así como las cargas socia- 
les y demás prestaciones de carácter salarial, scrá recmbolsa- 
do a Rentas Generales por la Dirección Nacional de Comuni- 
caciones con cargo a sus recursos ex trapresupuestales, 


Art. 142. - Para la provisión de los cargos a que se refiere 
el artículo anterior, se aplicarán las normas vigentes para la 
Administración Central, con las excepciones siguientes: 


a) Se dará prioridad a los funcionarios que actualmente 
cumplen tareas en la Dirección Nacional de Comunica- 
ciones, en caso de que éstos opten por incorporarse a la 
misma dentro de los sesenta días siguientes a la vigen- 
cia de la presente ley. 


b) Quienes no formulen tal opción, serán reintegrados a 
ANTEL, suprimiéndose sus cargos al vacar, 


c) Para quienes opten por su incorporación a la Dirección 
Nacional de Comunicaciones, la adecuación se efec- 
tuará conforme a las normas pertinentes de la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, 

d) El plazo para la adecuación, será de ciento ochenta 

días, contados a partir de la promulgación de la presen- 

tc ley, y tendrá vigencia desde el momento de su apro- 
bación, 


Nx 


e) El régimen establecido en la presente disposición no 
afectará los derechos adquiridos por los funcionarios a 
la fecha de la presente ley. 


INCISO 04 
Ministerio del Interior 


Artículo 143. - El cargo de Subdirector General de Secre- 
taría del Ministerio del Interior, deberá ser necesariamente 
ocupado por un Oficial Superior de la Policía en situación de 
actividad o retiro, sin perjuicio de lo cual seguirá mantenien- 
do la característica de particular confianza. 


A dicho cargo corresponden los cometidos de la Inspec- 
ción General de Policía, dependiendo directamente del Direc- 
tor General de Secretaría y éste a su vez del Ministro y Subsc- 
cretario en su calidad de superiores jerárquicos de los servi- 
cios policiales. 


Art. 144, - El Poder Ejecutivo podrá, hasta el 31 de di- 
ciembre de 1991, transformar los cargos presupuestales que 
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sean necesarios, a efectos de racionalizar el Instituto Policial, 
adecuando el número de efectivos y su estructuración jerár- 
quica a las necesidades del área y población de cada circuns- 
cripción territorial o a las de la función de la respectiva Uni- 
dad Ejecutora siempre que ello no signifique incremento de 
sus créditos presupuestales. A tales efectos, podrá suprimir los 
cargos imprescindibles para efectuar esas transformaciones. 


Art. 145, - Autorízase, por única vez, al Poder Ejecutivo 
para transformar en el cargo inmediato superior, a los cargos 
ocupados por policías del personal superior, del Subescalafón 
Ejecutivo, que al 1* de febrero de 1991, se encuentren perci- 
biendo las remuneraciones salariales del cargo superior por 
aplicación del beneficio “permanencia en el Grado”, 


Cuando vuelvan a ascender al Grado inmediato superior, 
aquellos que lo hicieron amparados en el beneficio de perma- 
nencía en el Grado, el cargo que dejan se transforma en el que 
tenían anteriormente, 


Art. 146. - Establécese una única circunscripción nacional 
para el ascenso a los Grados 11 al 14 del Subescalafón Ejecu- 
tivo así, como para la determinación del destino de los titula- 
res de dichos Grados. 


El Poder Ejecutivo determinará el momento de entrada en 
vigencia de lo dispuesto en el inciso anterior, su aplicación 
progresiva por grados y Unidades Ejecutoras, Programas y 
Subprogramas, así como podrá fijar circunscripciones regio- 
nales para los ascensos y destinos, transitoriamente, y hasta 
tanto considere que se dan las condiciones del caso para poner 
en práctica la única circunscripción nacional. 


El Oficial que se encuentre en condiciones de ascender al 
grado inmediato superior, ingresando por ese ascenso a la 
circunscripción nacional, podrá renunciar en cada oportunidad 
al ascenso, permaneciendo en su Unidad Ejecutora. 


Art, 147. - Agrégase al artículo 49 de la Ley Orgánica 
Policial, el siguiente inciso: 


“Los ascensos al Grado de Inspector General se dispon- 
drán de la siguiente forma: un primer tercio de las vacantes de 
cada Subescalafón se llenará por concurso, un segundo tercio 
por antigiiedad calificada, y el tercio restante por selección 
directa del Poder Ejecutivo entre aquellos Oficiales Superio- 
res que cumplan con todos los requisitos para el ascenso. Lo 
dispuesto en este inciso se aplicará para los ascensos que se 
produzcan a partir del 1? de febrero de 1991”, 


Art. 148. - Créase una compensación equivalente a un 
porcentaje del sueldo básico de Inspector General, a la que 
tendrán derecho los policías integrantes del Personal Superior, 
que se encuentran en los cargos que a continuación se deta- 
llan: 


% 
- Subjefe de Policía de Montevideo 20 


- Subjefe de Policía del Interior, Di- 
rector de Coordinación Ejecutiva de 
la Jefatura de Policía de Montevideo 15 
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- Director Nacional 15 


- Subdirector Nacional, Director de 
Seguridad, Director de Investigacio- 
nes, Director del Grupo de Apoyo y 
Jefe del Regimiento Guardia Repu- 
blicana de la Jefatura de Policía de 
Montevidco, Inspector de las Jefatu- 
ras del interior del país y aquellos 
cargos que el Ministerio del Interior 
estime conveniente hasta un máximo 
de diez 10 
Art. 149. - El Ministerio del Interior podrá incrementar el 
monto de las tasas que percibe, en la misma ocasión y propor- 
ción en que se aumente la retribución sujeta a montepío, del 
Agente de 2da. del Subescalafón Ejecutivo. 


Art. 150, - Créase el Registro Nacional de Empresas Pres- 
tadoras de Servicios de Seguridad, Vigilancia y Afines, que 
dependerá del Ministerio del Interior. 


Prohíbesc el ejercicio de las tareas anteriormente mencio- 
nadas, sin la autorización de dicho Ministerio. 


El Poder Ejecutivo reglamentará todo lo relacionado con 
las referidas empresas, las condiciones de su personal, equi- 
pos, sanciones a aplicar, revocaciones de permisos y condicio- 
nes de funcionamiento. 


Art. 151. - El Ministerio del Interior percibirá de las Em- 
presas Prestadoras de Servicios de Seguridad, Vigilancia y 
Afines las tasas siguientes: 


N$ 

A) Permiso de Habilitación 450.000 
B) Renovación Anual de Permisos 250.000 
C) Solicitud de Habilitación por 

funcionario, concedida 20.000 
D) Solicitud de Habilitación por 

funcionario, no concedida 8.000 
E) Habilitación de Vehículo Blindado 50.000 
F) Inspección Anual de Vehículo 

Blindado 25.000 
G) Inscripción de modificación de 

Estatuto Social, Cambio de Deno- 

minación 15.000 


Las empresas actualmente inscriptas en el Registro que 
lleva el Ministerio del Interior, dispondrán de un plazo de 
ciento ochenta días para tramitar la nueva autorización y las 
correspondientes habilitaciones de personal y vehículos, 
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Art. 152, - Facúltase al Ministerio del Interior a aplicar a 
quienes incumplieren las normas que rigen la actividad de las 
Empresas Prestadoras de Servicios de Seguridad, Vigilancia y 
Afines, las siguientes multas: 


A) Por prestar estos servicios sin la autorización corres- 
pondiente, de tres a cinco veces el importe impago. 


B) Por tener funcionarios o vehículos no habilitados, de 
tres a cinco veces el importe impago. 


C) Por poseer armas no autorizadas, de N$ 70.000 (nuevos 
pesos setenta mil) a N$ 500.000 (nuevos pesos quinien- 
tos mil), sin perjuicio de su incautación. 


D) Por incumplir el reglamento de seguridad relativo a la 
custodia o transporte de valores, de N$ 500.000 (nue- 
vos pesos quinientos mil) a N$ 5:000.000 (nuevos pe- 
sos cinco millones). 


ES E) Por incumplir las demás condiciones previstas en el 
reglamento de funcionamiento, las que éste establezca, 
hasta un máximo de N$ 1:000.000 (nuevos pesos un 
millón). 


El monto de las multas se determinará según la gravedad 
de la transgresión y los antecedentes del infractor, 


Estas sanciones sólo podrán aplicarse previa vista al inte- 
resado para que pueda presentar sus descargos y articular su 
defensa. 


En caso de faltas graves y sin perjuicio de la aplicación de 
las multas precedentes, podrá disponerse la suspensión y aún 
la clausura de la empresa infractora, 


El monto de las multas se aumentará en la misma ocasión 
y proporción en que se incremente la retribución sujeta a 
montepío del cargo de Agente de 2da. del Subescalafón Eje- 
cutivo. 


Art. 153. - El producido de las tasas y multas establecidas 
en los artículos precedentes, será destinado al funcionamiento 
y equipamiento de los servicios. 


Art. 154. - Créase una compensación a la que tendrán de- 
recho los integrantes del Personal Subalterno del Subescalafón 
Ejecutivo, que será equivalente al 15% (quince por ciento) del 
sueldo básico. 


El beneficio establecido en el presente artículo no se com- 
putará para el cálculo del Hogar Constituido. 


Art. 155, - Incorpórase al Personal Médico y Paramédico 
del Programa 013 “Dirección Nacional de Sanidad Policial”, 
al régimen de acumulación de cargos establecido en el artícu- 
lo 107 del Decreto-Ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 
1979, 
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Art. 156. - Autorízase al Ministerio del Interior a disponer 
de una partida de N$ 600:000.000 (nuevos pesos seiscientos 
millones) con destino al Programa 003 “Adquisiciones y Su- 
ministros”, Unidad Ejecutora 003 “Intendencia General de Po- 
licías”, para atender la compra de uniformes para la Policía 
Nacional. 


Art. 157, - Sustitúyese el literal J del artículo 9%, de la Ley 
Orgánica Policial (Texto Ordenado por Decreto N? 75/972, de 
1* de febrero de 1972) por el siguiente: 


“J) Estado Mayor Policial”. 


Art. 158. - Créase el Grupo E cn el Subescalafón Especia- 
lizado del Programa 013 “Dirección Nacional de Sanidad Po- 
licial” el que estará integrado por los cargos presupuestados 
de Auxiliar de Enfermería, con el Grado mínimo de Cabo. 


Quienes actualmente ocupen un Grado inferior, transfor- 
marán su cargo en Cabo. 


Art. 159. - Créase la Fiscalía Letrada de Policía como 
Órgano de asesoramiento legal del Ministerio del Interior y de 
contralor de la gestión funcional. 


Art. 160. - Fíjase el valor de la Cédula de Identidad en 
N$ 3.000 (nuevos pesos tres mil), el trámite común, y en 
N$ 6.000 (nuevos pesos seis mil) el trámite urgente. 


Art. 161. - Créase un partida de N$ 522:000.000 (nuevos 
pesos quinientos veintidós millones) que será destinada a ni- 
velar las retribuciones de todos los funcionarios de los Subes- 
calafones Técnico Profesional, Administrativo, Especializado 
y de Servicio, mediante el otorgamiento de compensaciones 
de carácter general dentro de cada Subescalafón que serán de- 
terminadas por el Poder Ejecutivo a propuesta del Ministerio 
del Interior. 


Art. 162. - El Poder Ejecutivo podrá acordar, a través del 
Ministerio del Interior, con las compañías aseguradoras públi- 
cas o privadas, el pago al Estado con destino a esa Secretaría, 
de un porcentaje del valor de los bienes recuperados por la 
policía y que se encontraren cubiertos por una póliza de segu- 
ros, en ocasión que la Justicia Penal hubiere dispuesto el pro- 
cesamiento de los autores, cómplices o encubridores de los 
delitos contra la propiedad. 


El Poder Ejecutivo determinará el importe que correspon- 
derá del monto cobrado, al personal policial interviniente en 
el procedimiento respectivo. 

Art. 163. - Créase una compensación a la que tendrán 
derecho los integrantes del Subescalafón Ejecutivo compren- 
didos entre los Grados 7 a 14 inclusive, equivalente al 14,3% 
(catorce con tres por ciento) de su sueldo básico. 


La compensación establecida por el artículo 79 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, para el Grado 6 del 
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Subescalafón Ejecutivo, será del 15% (quince por ciento) de 
su sueldo básico. E 


Art. 164, - El beneficio creado por el artículo 29 de la Ley 
N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, para los Grados de 
Suboficial Mayor, Sargento 1*, Sargento y Cabo del Subesca- 
lafón Ejecutivo, se calculará aplicando el coeficiente 0,42 so- 
bre la retribución a que refiere el artículo 13 de dicha ley. 


Para los Grados Agente de 1ra. y Agente de 2da. del mis- 
mo Subescalafón que cumplan con los requisitos previstos en 
la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, el coeficiente 
a aplicar será 0,2175 sobre idéntica retribución. 


Art. 165, - Créase la Defensoría Policial en lo Penal, con 
el comctido de defender en la faz penal a todo funcionario 
policial en actividad, cuando sea acusado de delito por proce- 
dimientos en acto de servicio. 


Art. 166. - Sustitúyese el primer parágrafo del artículo 51 
de la Ley Orgánica Policial (texto establecido por el artículo 
12 del Decreto-Ley N* 15,098, de 23 de diciembre de 1980, 
con la modificación dispuesta por el Decreto-Ley N* 15.240, 
de 28 de diciembre de 1981) por el siguiente: 


“Antigtiedad computable en el Instituto Policial la que se 
cuenta desde el ingreso hasta la fecha de la calificación”. 


Art. 167. - En las calificaciones correspondientes al perío- 
do 1* de diciembre de 1989 a 30 de noviembre de 1990 se 
aplicará el cómputo de la antigiiedad en el Instituto Policial en 
la forma establecida por el artículo anterior. 


Art. 168. - Exccptúase al Escalafón L Personal Policial de 
lo dispuesto en el artículo 39 de la presente ley. 


INCISO 05 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Artículo 169, - Créase un fondo que se integrará con el 
5% (cinco por ciento) de los ingresos extrapresupuestales de 
libre disponibilidad de todas las Unidades Ejecutoras que con- 
forman el Ministerio de Economía y Finanzas. 


El porcentaje se aplicará sobre los ingresos por todo con- 
cepto, con las siguientes excepciones: 


Unidad Ejecutora 007 Dirección Nacional de Aduanas. En 
los ingresos referidos en los artículos 253 y 254 de la Ley 
N?* 15.809, de 8 de abril de 1986, el porcentaje se aplicará 
sobre los incrementos de recaudación a valores constantes 
producidos anualmente a partir del Ejercicio 1990 respecto a 
1989, 


Unidad Ejecutora 008 Dirección de Loterías y Quinielas, 
en los ingresos referidos en el Decreto-Ley N? 15.716, de 6 de 
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febrero de 1985, que correspondan a retribuciones personales, 
el porcentaje se aplicará para todo tipo de juegos, suertes, 
rifas y similares, puestos en funcionamiento antes del 1% de 
agosto de 1990, sobre los incrementos de recaurlación a valo- 
res constantes producidos mensualmente a partir del mes si- 
guiente al de la publicación de la presente ley. 


Unidad Ejecutora 010 Dirección Nacional de Comercio y 
Abastecimiento. El porcentaje no se aplicará sobre los ingre- 
sos que integran la Caja Comercial. 


Unidad Ejecutora 013 Dirección General de Casinos. El 
porcentaje se aplicará sobre el monto de las utilidades que 
resulten una vez deducidos de los ingresos, todos los egresos 
que deban realizarse, de acuerdo a las normas vigentes, para 
el desarrollo de las actividades de la Dirección General de 
Casinos y sin perjuicio de lo que corresponda a Rentas Gene- 
rales y a las Intendencias Municipales. 


El fondo creado por el inciso primero de la presente nor- 
ma, será destinado a aumentar los ingresos personales meno- 
res respecto a los promediales por Escalafón y Grado, consi- 
derándose lo percibido con carácter permanente por todo con- 
cepto y financiación por los funcionarios del Inciso salvo las 
excepciones que establezca la reglamentación. A esos efectos 
se concederá una compensación especial, que no será conside- 
rada en los porcentajes máximos de la tabla del artículo 26 de 
la presente ley. 


El Poder Ejecutivo reglamentará lo dispuesto precedente- 
mente en un plazo de noventa días, 


Art. 170. - Inclúyese en el literal d) del artículo 9* de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, el cargo de Subcontador 
General de la Nación. 


Art. 171. - El crédito asignado al Rubro 3.00 Servicios no 
Personales del Programa 002 “Auditoría Interna y Contabili- 
dad General de la Gestión Estatal”, incluye una partida equi- 
valente a U$S 1:298.085 (dólares de los Estados Unidos de 
América un millón doscientos noventa y ocho mil ochenta y 
cinco) destinada a la contratación de servicios informáticos no 
personales. 


Art. 172. - Fíjase en 2 UR (dos Unidades Reajustables) el 
valor de los certificados que expida el Registro Gencral de 
Proveedores del Estado, radicado en la Contaduría General de 
la Nación. 


Dicho producido será destinado por la referida Oficina a 
equipamiento y gastos de funcionamiento, excluidas las retri- 
buciones personales. 


Art, 173, - Sustitúyese el literal A) del artículo 59 de la 
Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


“A) 50% (cincuenta por ciento) al funcionamiento y equi- 
pamiento de la Contaduría Gencral de la Nación, pudiendo 
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utilizarse hasta el 80% (ochenta por ciento) de este porcentaje 
al pago del incentivo por rendimiento. : 


Dicho incentivo no podrá exceder el 40% (cuarenta por 
ciento) de las retribuciones mensuales permanentes sujetas a 
montepío y podrá alcanzar hasta un 40% (cuarenta por ciento) 
de sus funcionarios”. 


Art. 174. - Los fondos extrapresupuestales de la Unidad 
Ejecutora 003, “Inspección General de Hacienda” a que refie- 
ren los artículos 6% del Decreto-Ley N* 15.552, de 21 de mayo 
de 1984 y 60 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 
1986, se destinarán : 


A) 50% (cincuenta por ciento) a Rentas Gencrales. 


B) 50% (cincuenta por ciento) a la promoción social y 
bienestar de los recursos humanos de la unidad ejecuto- 
ra. 


Art. 175. - Amplíase en el Programa 04 “Servicio de Pa- 
gaduría de la Administración Central”, la partida para inver- 
siones prevista en el Proyecto N* 712 para el año 1991 en el 
equivalente a U$S 4.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América cuatro mil) con destino a la adquisición de máquinas 
y equipos de oficina. 


Art. 176. - Increméntase en el Programa 04 “Servicio de 
Pagaduría de la Administración Central”, el Rubro 3.00 “Ser- 
vicios no Personales” en N$ 17:800.000 (nuevos pesos dieci- 
siete millones ochocientos mil). 


Art. 177. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo la actualiza- 
ción en forma permanente, del Texto Ordenado dc Leyes vi- 
gentes, relacionado con los tributos de competencia de la Di- 
rección General Impositiva. 


Art. 178. - Modifícanse los porcentajes establecidos en el 
literal a) del inciso 2? y en el inciso 3* del artículo 234 de la 
Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986, que quedarán estableci- 
dos en 50% (cincuenta por ciento) y 90% (noventa por ciento) 
respectivamente. Esta suma será distribuida en la relación de: 
50% (cincuenta por ciento) respecto a la dotación presupues- 
tal y 40% (cuarenta por ciento) sujeto a calificación. 


Art. 179. - Facúltase al Poder Ejecutivo a contratar en el 
Programa 05 “Recaudación de Impuestos” hasta: 


asimilados al Esc. A Gdo. 13 
asimilados al Esc. A Gdo. 13 
asimilados al Esc. B Gdo. 12 


15 Contadores 
$ Ingenieros de Sistemas 
10 Analistas Programador 
10 Estudiantes Universitarios 
de Ciencias Económicas asimilados al Esc. B Gdo. 12 
25 Estudiantes Universitarios 
de Ciencias Económicas asimilados al Esc. D Gdo. 09 


Las designaciones no podrán realizarse sin un llamado en 
primer término a quienes, cumpliendo con los requisitos esta- 
blecidos para acceder a las referidas funciones sean funciona- 
rios de la Unidad Ejecutora. Cumplida esa etapa, si no fueran 
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provistas esas funciones, se hará un HNamado entre quienes 
tienen calidad de funcionario público. 


Las funciones que no puedan ser provistas por los procedi- 
mientos previstos en el inciso precedente, podrán serlo por 
quienes no tengan la calidad de funcionarios públicos. 


El Poder Ejecutivo reglamentará dentro de los ciento vein- 
te días de promulgada la presente ley el régimen y oportuni- 
dad de las contrataciones autorizadas. 


Art. 180. - Los funcionarios presupuestados o contratados 
de la Unidad Ejecutora 005 “Dirección Gencral Impositiva” 
afectados al cumplimiento de funciones de cormputación po- 
drán optar por percibir retribuciones equivalentes a las fijadas 
para idénticas funciones, a los funcionarios del Centro de 
Computación de la Contaduría General de la Nación. 


Una vez incorporados al régimen previsto por esta norma, 
sólo podrán percibir por concepto de sueldo y demás retribu- 
ciones sujetas a montepío, excepto los renglones 077 “Que- 
brantos de Caja” y 061.301 “Por Trabajo en Horas Extras”, 
hasta una suma equivalente a la de los funcionarios de la 
Dirección General Impositiva que revistan en el mismo Grado 
al que estos funcionarios hayan sido asimilados por aplicación 
del inciso primero, con igual calificación. 


La reglamentación establecerá los títulos habilitantes y 
demás requisitos que deberán acreditarse para la incorpora- 
ción al régimen de referencia. 


Deróganse los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y 
sexto del artículo 107 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviem- 
bre de 1987. 


Art. 181. - La actual Unidad Ejecutora 006 “Dirección de 
Zonas Francas” pasará a denominarse “Dirección Nacional de 
Zonas Francas”. 


Art. 182. - Establécese una compensación de hasta el 30% 
(treinta por ciento) de las retribuciones permanentes sujetas a 
montepío excluida la prima por antigiiedad, por concepto de 
dedicación especial y eficiencia en el cumplimiento de sus 
tareas, a los funcionarios de la Unidad Ejecutora 006 “Direc- 
ción Nacional de Zonas Francas” que revistan en los cargos de 
los Escalafones A, C, y D, dentro de los Grados 17 a 22 
inclusive. Dichos funcionarios no podrán percibir remunera- 
ción alguna por trabajo en horas extras. A tales efectos incre- 
méntase el Rubro 0 de dicho Programa en N$ 5:000.000 (nue- 
vos pesos cinco millones). 


El Ministerio de Economía y Finanzas a propuesta de la 
Dirección Nacional de Zonas Francas reglamentará, en el tér- 
mino de noventa días de publicada la presente ley, el régimen 
que se establece. 


Art. 183. - Incorpórase en calidad de funcionarios contra- 
tados permanentes, a la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Na- 
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cional de Aduanas” a los funcionarios de la Contaduría Gene- 
ral de la Nación que al 30 de julio de 1990 prestan funciones 
en el Centro de Cómputos de dicha Dirección con igual Esca- 
lafón y Grado que los que revistan en los padrones de la Con- 
taduría General de la Nación. 


Art, 184, - Créase una partida de N$ 112:700.000 (nuevos 
pesos ciento doce millones setecientos mil) en el Programa 
“Recaudación de Renta Aduanera y Contralor de Tránsito 
Aduanero de Bienes” del Ministerio de Economía y Finanzas, 
que se destinará a contratación del personal idóneo necesario 
para el mejor funcionamiento del Centro de Cómputos y a las 
necesidades fundadas del Instituto de Capacitación Aduanera, 
para el cual regirán las siguientes prioridades: 


A) Pruebas de ingreso y Cursos de Iniciación destinados al 
personal contratado para la prevención y represión de 
la evasión fiscal en el interior y en la capital, 


B) Capacitación del personal de las Receptorías y la Capi- 
tal atendiendo a los aspectos técnico-administrativos de 
prevenir, contener y reprimir la evasión fiscal. 


C) Formación integral y específica con carácter determi- 
nante para acceder a todos los Grados del Escalafón 
aduanero, 


D) Los gastos de funcionamiento y traslado, así como las 
retribuciones docentes serán atendidos debiendo ajus- 
tarse a los siguientes parámetros: 


1) Los docentes especializados que revistan en el Es- 
calafón de la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Na- 
cional de Aduanas”, percibirán por sus clases teóri- 
co-prácticas prestadas fuera del horario de servicio, 
un máximo del 20% (veinte por ciento) de su remu- 
neración, salvo resolución fundada de la Unidad 
Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas” 
avalada por el Ministerio de Economía y Finanzas, 

2) El personal que cumpla funciones docentes, externo 

a la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de 

Aduanas”, contratado zafral a estos efectos, no su- 

perará en los emolumentos el monto correspondien- 

te al Grado 17 y los contratos serán de hasta noven- 
ta días. 


pa 


Las designaciones zafrales serán realizadas por el Director 
Nacional de Aduanas, previa conformidad del Ministerio de 
Economía y Finanzas. La partida creada financiará el sueldo 
anual complementario y cargas legales, así como las corres- 
pondientes prestaciones sociales, en su caso. 


La Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Adua- 
nas” presentará a la Contaduría General de la Nación, la aper- 
tura anual en proyectos, rubros, subrubros o renglones deriva- 
dos según corresponda, de la referida partida. 


Art. 185. - La Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional 
de Aduanas”, efectuará la venta directa al Estado, Gobiernos 


ASAMBLEA GENERAL 


27 de Diciembre de 1990 


Departamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentraliza- 
dos y personas públicas no estatales, al contado, de las merca- 
derías incautadas en presunta infracción aduanera de contra- 
bando, una vez que la autoridad jurisdiccional interviniente 
haya decretado el inicio del proceso contencioso aduanero, 


Art. 186. - La Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional 
de Aduanas”, queda facultada para disponer la venta directa al 
Estado, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos, Servi- 
cios Descentralizados y personas públicas no estatales, de los 
bicnes incautados, si la autoridad jurisdiccional competente 
no se expidiere dentro de los cinco días hábiles de recibida el 
acta a que reficre el numeral 1* del artículo 268 de la Ley 
N?* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, 


Art. 187. - La autoridad jurisdiccional interviniente no 
podrá disponer el destino de los bienes incautados, en todos 
aquellos casos en que no se hubiera pronunciado en el plazo 
establecido en el artículo 186, hasta recibir la información de 
la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas” 
sobre la realización o no de su venta. 


Art. 188. - La Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional 
de Aduanas” dispondrá de un plazo de sesenta días para efec- 
tivizar la venta de las mercaderías incautadas en presunta in- 
fracción aduanera de contrabando al Estado, Gobiernos De- 
partamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados 
y personas públicas no estatales. 


Dentro de los primeros cinco días hábiles de cada mes, 
posteriores al vencimiento del plazo establecido en el inciso 
anterior, la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de 
Aduanas” comunicará a la autoridad jurisdiccional intervi- 
niente el detalle de las mercaderías vendidas. 


Si vencido dicho plazo la Unidad Ejecutora 007 “Direc- 
ción Nacional de Aduanas”, no hubiere comunicado la venta 
total o parcial de la mercadería disponible, la autoridad juris- 
diccional decretará el remate de la misma. 


Art. 189. - Los rematadores intervinientes en los remates 
dispuestos en la presente ley, deberán presentar ante la Uni- 
dad Ejecutora 005 “Dirección General Impositiva” y la Uni- 
dad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas”, un lista- 
do, por cada remate realizado, de las mercaderías subastadas y 
de sus respectivos adquirentes. La reglamentación establecerá 
las condiciones y requisitos de información mínima a presen- 
tar, a los efectos de posibilitar el control estatal sobre la dis- 
posición final de las mercaderías adquiridas en el remate. 


Art. 190. - Los organismos incluidos en el Presupuesto 
Nacional, podrán imputar las adquisiciones que hicieran con- 
forme a la presente ley a sus créditos actuales, y en caso de 
ser insuficientes, deberán solicitar el refuerzo de rubro corres- 
pondiente. 


El Ministerio de Economía y Finanzas, podrá adelantar los 
recursos así comprometidos en el plazo de sesenta días a par- 
tir de la comunicación del organismo adquirente. 


27 de Diciembre de 1990 


Los créditos que otorgue el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay, a la Unidad Ejecutora 010 “Dirección Nacio- 
nal de Comercio y Abastecimiento”, con el mismo destino, 
tendrán la garantía del Ministerio de Economía y Finanzas 
hasta un máximo cquivalente en nuevos pesos a 2:000.000 UR 
(dos millones de Unidades Reajustables). 


Los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos, Servi- 
cios Descentralizados y personas públicas no estatales imputa- 
rán tales adquisiciones conforme a las normas presupuestales 
respectivas, 


Art. 191. - Cuando existan dudas sobre la aptitud para el 
consumo o sobre la peligrosidad de la conservación de las 
mercaderías a que refiere este régimen, la Unidad Ejecutora 
007 “Dirección Nacional de Aduanas”, ordenará su destruc- 
ción. 


Todo esto se entenderá sin perjuicio de los controles y/o 
destinos que en relación a algunos tipos de mercaderías estén 
previstos en leyes especiales. 


Art. 192. - El precio de venta será fijado de la siguiente 
manera: 


A) El valor base serán los 2/3 (dos tercios) del valor nor- 
mal en Aduana que determine la Unidad Ejecutora 007 
“Dirección Nacional de Aduanas”, conforme a las nor- 
mas aplicables. 


B) Dicho valor base se incrementará en los tributos a la 
importación o los pagados en ocasión de la misma que 
correspondan. 


C) Al total así obtenido se le agregarán aquellos tributos 
que correspondan a su comercialización. 


Art. 193, - En los casos de venta directa a los organismos 
referidos en el artículo 185, el valor base a que refiere el 
literal A) del artículo anterior de las mercaderías enajenadas 
será depositado en el Banco Hipotecario del Uruguay en Obli- 
gaciones Hipotecarias Reajustables, a la orden de la autoridad 
jurisdiccional interviniente, 


Art. 194. - Del monto obtenido por venta o remate de 
mercaderías u otros bienes de cualquier naturaleza en infrac- 
ción aduanera se descontarán todos los impuestos que hubiera 
correspondido aplicar si dichas mercaderías o bienes se hubie- 
ren importado y se verterán a la Unidad Ejecutora que corres- 
ponda. 


Art. 195. - Agrégase al artículo 268 de la Ley N* 13.318, 
de 28 de diciembre de 1964, en la redacción dada por el ar- 
tículo 495 de la Ley N* 14,106, de 14 de marzo de 1973 el 
siguiente inciso: 


“Las mercaderías o efectos detenidos quedarán a la orden 
de la Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas”, 
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la que instrumentará los mecanismos necesarios para su alma- 
cenamiento y controles”, 


Art. 196. - Deróganse del artículo 283 de la Ley núme- 
ro 13.318, de 28 de diciembre de 1964, en la redacción dada 
por el artículo 495 de la Ley N* 14.106, de 14 de marzo de 
1973, todas las previsiones que facultan a la autoridad judicial 
interviniente, a disponer la venta o la entrega anticipada de las 
mercaderías incautadas en presunta infracción aduanera. 


Art. 197. - El remate se realizará de acuerdo a las siguien- 
tes normas: 


A) El valor base mínimo se determinará por el monto de 
los tributos calculados de conformidad a los literales 
B) y C) y el 50% (cincuenta por ciento) del literal A) 
del artículo 192 de la presente ley. 


B) Se deberá publicitar el remate por lo menos, en un pe- 
riódico de circulación nacional y en otro de circulación 
local. 


Art. 198. - Se entenderá que el precio resultante del rema- 
te incluye los tributos a que hace referencia el artículo ante- 
rior, los que serán calculados sobre el precio obtenido y se 
descontarán del mismo. En ningún caso las cantidades con 
destino a pago de tributos serán inferiores al valor base míni- 
mo del remate previsto en el artículo anterior. 


El remanente, luego de pagados los tributos, será deposita- 
do en Obligaciones Hipotecarias Reajustables en el Banco Hi- 
potecario del Uruguay, a la orden de la autoridad jurisdiccio- 
nal correspondiente. 


Art. 199. - En caso que por sentencia definitiva se decreta- 
se el comiso y adjudicación de las mercaderías incautadas, los 
aprehensores recibirán de inmediato las Obligaciones Hipote- 
carias Reajustables depositadas, más Jos intereses por ellas 
devengados, sin perjuicio de los demás dercchos que le co- 
rrespondan. 


Si el Juez competente fallara absolviendo al imputado, se 
le entregarán al mismo las Obligaciones Hipotecarias Reajus- 
tables depositadas, más los intereses devengados por ellas. 


Art. 200. - A partir de la vigencia de la presente ley, las 
boletas de adquisición de mercaderías emitidas en la subasta 
de comisos de Aduanas tendrán una validez de treinta días, a 
contar desde la fecha de su emisión y contendrán las especifi- 
caciones que permitan individualizar perfectamente las mer- 
caderías subastadas. 


Art. 201. - Deróganse los artículos 88 de la Ley núme- 
ro 13.420, de 2 de diciembre de 1965, 498 de la Ley núme- 
ro 14.106, de 14 de marzo de 1973, la Ley N* 15.898, de 18 
de setiembre de 1987, y toda norma que se oponga a lo dis- 
puesto por los artículos 185 a 200 de la presente ley. 


Art. 202. - Practicado cl descuento de los impuestos a que 
hacen referencia el artículo 194, los literales B) y C) del ar- 
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tículo 192 y el artículo 198, del remanente, el 20% (veinte por 
ciento) se verterá en la cuenta que a tales efectos abrirá en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, la Unidad Eje- 
cutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas”. 


La Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Adua- 
nas”, podrá disponer de hasta N$ 1.800:000.000 (nuevos pesos 
mil ochocientos millones) anuales, vertiéndose el remanente a 
Rentas Generales. 


Dichos fondos extrapresupuestales serán de libre disponi- 
bilidad. 


Con cargo a estos fondos sólo podrá girarse para los gastos 
establecidos en los apartados A) y B) del inciso tercero del 
artículo 204 de la presente ley. 


El Poder Ejecutivo actualizará anualmente este monto, con 
vigencia al 1% de enero de cada año, de acuerdo al Indice 
General de los Precios al Consumo determinado por la Direc- 
ción General de Estadística y Censos, en el período compren- 
dido entre el 1% de diciembre y el 30 de noviembre del año 
anterior. 


Hasta el 40% (cuarenta por ciento) de las sumas obtenidas 
en procedimientos de oficio, que por este artículo percibe la 
Unidad Ejecutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas”, será 
destinado a distribuir entre todo el personal, 


Art. 203. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 254 
de la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre de 1964, en la 
redacción dada por el artículo 243 de la Ley N* 15.809, de 8 
de abril de 1986, por el siguiente: 


“En todos los casos de contrabando se impondrá el comiso 
(comiso principal) de las mercaderías o efectos, el pago de los 
tributos correspondientes, las costas y costos del juicio, el 
pago del doble de los recargos de importación aplicables de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 2% de la Ley 
N* 12.670, de 17 de diciembre de 1959, los que serán liquida- 
dos y percibidos por el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, y una multa del 20% (veinte por ciento) del valor 
comercial de las mercaderías o efectos, la que será liquidada y 
percibida por la Dirección Nacional de Aduanas. El pago de 
la citada multa le será exigible sólo a él o a los infractores 
identificados o condenados como tales por sentencia definiti- 
va pasada en autoridad de cosa juzgada. Podrá para ello, ini- 
ciar las acciones que correspondan, en vía de ejecución de 
sentencia”. 


Art. 204. - Créase una partida de N$ 1.006:250.000 (nue- 
vos pesos mil seis millones doscientos cincuenta mil) para el 
Ejercicio 1991, en la Dirección Nacional de Aduanas Progra- 
ma 007, “Recaudación Aduanera y Contralor del Tránsito 
Aduanero de Bienes” destinada a la prevención y a la repre- 
sión de las infracciones aduaneras y la evasión fiscal. 


Con cargo a dichas partidas, solo podrá girarse para: 
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A) Adquirir medios materiales, 


B) Gastos extraordinarios para solventar traslados, esta- 
días y gastos de manutención del persona! afectado a la 
represión de la evasión fiscal, 


La Dirección Nacional de Aduanas presentará a la Conta- 
duría General de la Nación la apertura anual, en proyectos, 
rubros, subrubros, renglones y derivados según corresponda 
de la partida referida. 


Art. 205. - Autorízase a la Dirección Nacional de Aduanas 
a cobrar los formularios de permisos de importación, exporta- 
ción, tránsito, reembarco, aprovisionamiento de naves, trasla- 
do, ingresos a depósito y “free shops” así como la realización 
de análisis químicos. 


El precio será fijado por el Poder Ejecutivo no pudiendo 
superar el costo de los mismos, y su producido se destinará en 
su totalidad a reforzar el fondo creado por el artículo 246 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 206. - El Poder Ejecutivo podrá disponer las modifi- 
caciones necesarias para racionalizar la estructura de cargos y 
contratos de función pública en la Unidad Ejecutora 007 “Di- 
rección Nacional de Aduanas”. 


Las modificaciones de cargos y funciones, no podrán cau- 
sar lesión de derechos y las regularizaciones deberán respetar 
las reglas del ascenso cuando correspondiere. 


La racionalización deberá propender a una estructura de 
cargos y funciones adecuada a los objetivos del Programa, y 
requerirá cl informe previo conjunto de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


La racionalización será elaborada dentro de los ciento 
ochenta días de la publicación de la presente ley y de ella se 
dará cuenta a la Asamblea General. 


La reestructura no implicará costo presupuestal, ni de caja 
excepto por los créditos presupuestales correspondientes a va- 
cantes generadas a partir del 1* de enero de 1990. 


Art. 207. - Créase una tasa que recaudará la Unidad Eje- 
cutora 009 “Dirección General del Catastro Nacional y Admi- 
nistración de Inmuebles del Estado" por cotejo y registro de 
planos de mensura. 


El importe del gravamen será fijado por el Poder Ejecutivo 
teniendo en cuenta el costo del servicio y se destinará: 


1) El 50% (cincuenta por ciento) a Rentas Generales, 
2) El 25% (veinticinco por ciento) al funcionamiento y 
equipamiento de la Dirección General del Catastro Na- 


cional y Administración de Inmuebles del Estado. 


3) El 25% (veinticinco por ciento) a la capacitación y 
promoción social de sus funcionarios. 
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Art. 208. - Fíjase una partida de N$ 24:000.000 (nuevos 
pesos veinticuatro millones) al Programa 010, “Regulación de 
precios y subsidios de los artículos de primera necesidad”, 
Unidad Ejecutora 010 “Dirección Nacional de Comercio y 
Abastecimiento” destinada a compensar a los funcionarios por 
dedicación especial y rendimiento en el cumplimiento de las 
tareas. 


La inclusión de los funcionarios en este régimen será por 
resolución fundada del Director Nacional de Comercio y 
Abastecimiento. 


Los montos que se fijen no podrán superar el 40% (cuaren- 
ta por ciento) de las retribuciones permanentes sujetas a mon- 
tepío, excluida la prima por antigiiedad del funcionario y ce- 
sarán por resolución fundada de la Dirección. 


Art. 209. - Créase en la Unidad Ejecutora 010 “Dirección 
Nacional de Comercio y Abastecimiento”, un cargo de parti- 
cular confianza que se denominará “Subdirector Nacional” y 
que estará retribuido de acuerdo a lo dispuesto por el literal f) 
del artículo 9? de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 210, - El Poder Ejecutivo podrá disponer en acuerdo 
con el Ministerio de Economía y Finanzas, las modificaciones 
necesarias para racionalizar la estructura de cargos y contratos 
de función pública de la Unidad Ejecutora 010 “Dirección 
Nacional de Comercio y Abastecimiento”. 


Las modificaciones de cargos y funciones no podrán cau- 
sar lesión de derechos y las regularizaciones deberán respetar 
las reglas del ascenso cuando correspondiere. 


La racionalización deberá propender a una estructura de 
cargos y funciones adecuada a los objetivos del Programa y 
requerirá el informe previo de la Oficina Nacional del Servi- 
cio Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


El proyecto será elaborado dentro de los ciento ochenta 
días de la publicación de la presente ley y se dará cuenta a la 
Asamblea General. 


La reestructura no implicará costo presupuestal ni de caja. 


Art. 211. - La Unidad Ejecutora 010 “Dirección Nacional 
de Comercio y Abastecimiento” podrá, dando cucnta al Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, disponer del importe de 
sanciones que aplique a fin de solventar los gastos de locomo- 
ción, viáticos y compensaciones que demande la ejecución de 
las funciones establecidas por la Ley N* 10.940, de 19 de 
setiembre de 1947, modificativas y concordantes. 


Las compensaciones no podrán superar el 50% (cincuenta 
por ciento) de las recaudaciones citadas. 


Art. 212. - Autorízase a la Unidad Ejecutora 012 “Direc- 
ción General de Comercio Exterior” a efectuar pagos por ade- 
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lantado, previa autorización del Ministerio de Economía y 
Finanzas en cada caso, a fin de permitir la participación de la 
República en Ferias y Exposiciones Internacionales, contrata- 
ción de técnicos extranjeros, publicaciones en revistas e im- 
presión de folletería en el exterior. 


Dichos gastos serán atendidos con cargo a la partida crea- 
da por el artículo 99 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, 


Art. 213. - Sustitúyese el artículo 98 de la Ley N* 15,903, 
de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 98. - Fíjase en U$S 255.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América doscientos cincuenta y cinco mil) 
equivalente a N$ 205:275.000 (nuevos pesos doscientos cinco 
millones doscientos setenta y cinco mil) la partida correspon- 
diente al Programa 012 “Coordinación del Comercio Exterior 
y Asistencia al Exportador” para atender los gastos de oficina 
de las Asesorías y Departamentos Económico-Comerciales ra- 
dicados en el exterior. El Ministerio de Economía y Finanzas 
fijará la partida correspondiente a cada una de las Asesorías y 
Departamentos”. 


e 


Art. 214. - Inclúyese en el literal c) del artículo 9% de la 


Ley N?* 15.809, de 8 de abril de 1986, el cargo de Director de 
Comercio Exterior. 


Art, 215. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 246 
de la Ley N* 15.809, de 3 de abril de 1986, por los siguientes: 


“El monto anual a distribuir no podrá exceder el 80% 
(ochenta por ciento) de la suma de las dotaciones presupuesta- 
les, pudiendo recurrirse a las recaudaciones provenientes de 
los artículos 253 y 254 a fin de alcanzar el porcentaje referido 
en caso de insuficiencia de lo previsto por los artículos 242 y 
243. Los excedentes se verterán a Rentas Generales. El bene- 
ficio mencionado se liquidará descontando la compensación 
establecida por el artículo 24 de la presente ley. La referida 
adecuación implica la obligación del funcionario de cumplir 
con los servicios permanentes. 


El referido porcentaje podrá elevarse hasta un 90% (no- 
venta por ciento) cuando exista una mayor recaudación consi- 
derada a precios constantes que represente un mayor nivel de 
actividad, sin afectar el crecimiento porcentual que en igual 
orden debe volcarse a Rentas Generales. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposición en 
un plazo de treinta días”. 5 


Art. 216. - Suprimese cl Cuerpo Especial de Prevención 
de Delitos Económicos, creado por el artículo 16 de la Ley 
N?* 14.095, de 17 de noviembre de 1972, 


Art. 217. - A partir de la promulgación de la presente ley 
los fondos referidos en el Decreto-Ley N* 15.716, de 6 de 
febrero de 1985, en cuanto a todo tipo de juegos, suertes, rifas 
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y Similares puestos en funcionamiento a partir del 1% de agosto 
de 1990, quedarán excluidos de lo dispuesto por el literal d) 
del artículo 595 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987 y pasarán a regirse por lo establecido en el artículo 594 
de la misma ley. 


Las retribuciones personales presupuestales y extrapresu- 
puestales, no podrán superar el promedio de las erogaciones 
mensuales por tal concepto en los cuatro meses previos a la 
vigencia de la presente ley. 


El máximo que se indica no alcanzará a los pagos por 
horas extras y confronte de sorteos y sólo podrá modificarse 


por: 


a) los aumentos que determine el Poder Ejecutivo para el 
Sector Público; 


b) los ingresos y egresos de funcionarios; 
c) los ascensos cuando correspondiere. 


Art, 218. - Establécese una compensación de hasta el 30% 
(treinta por ciento) de las retribuciones permanentes sujetas a 
montepío excluida la prima por antigiiedad, por concepto de 
dedicación especial y eficiencia en el cumplimiento de sus 
tareas a los funcionarios de la Unidad Ejecutora 012 “Direc- 
ción General de Comercio Exterior” que revistan en los car- 
gos de los Escalafones A, B, C y D, dentro de los Grados 8 a 
22 inclusive. Dichos funcionarios no podrán percibir remune- 
ración alguna por trabajo en horas extras. A tales efectos in- 
creméntase el Rubro O de dicho Programa en N$ 5:000.000 
(nuevos pesos cinco millones). 


El Ministerio de Economía y Finanzas a propuesta de la 
Dirección General de Comercio Exterior reglamentará, en el 
término de noventa días el régimen que se establece. 


Art. 219. - El cargo de Director General de la Unidad 
Ejecutora 009 “Dirección General del Catastro Nacional y 
Administración de Inmuebles del Estado”, será ejercido por 
un ingeniero agrimensor. 


Art. 220, - Extiéndese al año 1991 el beneficio creado por 
la Ley N* 16.085, de 10 de octubre de 1989, el cual se distri- 
buirá de la misma forma que dispuso la citada norma. 


Art. 221. - Inclúyese en las excepciones del artículo 71 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, al Ministerio de 
Economía y Finanzas, con destino a las Unidades Ejecutoras 
007 “Dirección Nacional de Aduanas” y 005 “Dirección Ge- 
neral Impositiva”. 


Art. 222, - El cargo de Subdirector Administrativo, Esca- 
lafón C, Grado 18 de la Dirección de Loterías y Quiniclas, 
pasará a ser Subdirector General que será de particular con- 
fianza incluyéndoselo en el literal f) del artículo 9% de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


ASAMBLEA GENERAL 


27 de Diciembre de 1990 


Art. 223, - Declárase que los cargos de Director General y 
Subdirector General de la Dirección General de Casinos, son 
de particular confianza, encontrándose comprendidos en lo 
dispuesto en los literales g) y h) respectivamente, del artículo 
9* de la Ley N?* 15.809, de 8 de abril de 1986, sin perjuicio de 
la aplicación del artículo 2% de la Ley N* 13,797, de 28 de 
noviembre de 1969, en la redacción dada por el artículo 5% de 
la Ley N* 13,921, de 30 de noviembre de 1970. 


INCISO 06 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Artículo 224. - La contabilidad, la administración finan- 
ciera, las responsabilidades inherentes y el contralor corres- 
pondiente de los fondos que gire al exterior el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, se regulará por la reglamentación en la 
materia vigente a la promulgación de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987. Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar 
por vía reglamentaria, las modificaciones que estime pertinen- 
tes, dando cuenta a la Asamblea General. 


Art. 225, - Establécese una compensación de hasta el 25% 
(veinticinco por ciento) de las retribuciones permanentes suje- 
tas a montepío, excluida la prima por antigiiedad, en concepto 
de incentivo por rendimiento a los funcionarios del Inciso y 
podrá alcanzar hasta un 50% (cincuenta por ciento) de éstos. 


No tendrán derecho al cobro de este incentivo los funcio- 
narios pertenccientes al Escalafón M Servicio Exterior y R 
Personal no incluido en otros Escalafones. Se liquidará con 
cargo a sus recursos propios, 


Art. 226. - Los funcionarios del Servicio Exterior que se 
encuentren prestando funciones permanentes en el exterior en 
destinos que, de acuerdo a lo determinado por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, presentan condiciones de vida especia- 
les, cuando vengan al país en uso de licencia, tendrán dere- 
cho, por una sola vez y luego de transcurridos tres años desde 
su toma de posesión en dicho destino, al pago de los pasajes 
para ellos y para los integrantes de su núcleo familiar, inclui- 
dos en su situación de familia, 


Art. 227. - Sustitúyese el artículo 85 de la Ley N* 12.802, 
de 30 de noviembre de 1960, por el siguiente: 


“ARTICULO 85. - A los efectos de esta ley se considera- 
rán miembros de la familia del funcionario: a su cónyuge, a 
sus hijos menores y a los hijos menores de su cónyuge, a los 
incapaces a cargo del funcionario o de su cónyuge y a sus 
ascendientes y ascendientes de su cónyuge, siempre que estu- 
vicran a Su cargo y se trasladaran con el mismo en el cumpli- 
miento de sus funciones en el exterior”. 


Art. 228. - Sustitúyense los literales A y B, del artículo 71 
del Decreto-Ley N* 14.985, de 28 de diciembre de 1979, por 
los siguientes: 
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“A) De etiqueta: Para Jefes de Misión o para quienes los 
subroguen en caso de acefalía; para Cónsules Genera- 
les; para quienes desempeñen funciones de jerarquía 
inmediata inferior a la de Jefe de Misión y para los 
que desempeñen funciones de Encargado de un Con- 
sulado General en caso de acefalía, entre N$ 2,25 
(nuevos pesos dos con veinticinco) y N$ 0,10 (nuevos 
pesos cero diez) mensuales, hasta un monto anual de 
N$ 1.200 (nuevos pesos mil doscientos). 


B) Las partidas de etiqueta que perciban los funcionarios 
comprendidos en el literal A) des serán descontadas 
durante los períodos que se encuentren en uso de li- 
cencia, a excepción de aquellos que se encuentren en 
destinos que de acuerdo a lo determinado por el Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores, presentan condicio- 
nes de vida especiales”, 


Art. 229. - Sustitúyese el inciso tercero del artículo 49 del 
Decreto-Ley N* 15,167, de 6 de agosto de 1981, por los si- 
guientes: 


“Los funcionarios así destinados percibirán, por trimestre 
adelantado y como única remuneración, el importe del equi- 
valente al 90% (noventa por ciento) del sueldo que correspon- 
da a un Secretario de Tercera en el mismo destino, con cargo 
a los Renglones 021 y 089 del Programa 002 “Ejecución de la 
Política Internacional?, no percibiendo gastos de representa- 
ción. 


Los beneficios a que refiere el artículo 44 de la Ley 
N* 12.801, de 30 de noviembre de 1960, estarán comprendi- 
dos en lo que establece el artículo 63 de la referida ley”. 


Art. 230. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 286 
de la Ley N* 15,809, de 8.de abril de 1986 por el siguiente: 


“El crédito del Rubro 3 “Servicios no personales” del Pro- 
grama 02 “Ejecución de la Política Internacional” podrá ser 
ajustado, dentro de cada Ejercicio, de acuerdo a los gastos 
debidamente documentados originados por las designaciones 
para cumplir funciones permanentes en el exterior que el Po- 
der Ejecutivo disponga, así como los que se deriven del regre- 
so a la República”. 


Art. 231. - El Ministerio de Relaciones Exteriores desig- 
nará a los docentes temporarios a que refiere el artículo 42 de 
la Ley N? 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


Habilítase en el Programa 03 “Formación, Perfecciona- 
miento, Difusión e Investigación”, el Renglón 016 “Retribu- 
ciones Docentes” con un crédito anual de N$ 6:795.000 (nue- 
vos pesos seis millones setecientos noventa y cinco mil). 


Art. 232. - El Ministerio de Relaciones Exteriores podrá 
vender las publicaciones que edite. El producido de las mis- 
mas será recaudado por el Instituto Artigas del Servicio Exte- 
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rior y se destinará a financiar el costo de dichas publicaciones. 
El precio de venta será determinado por dicha Secretaría de 
Estado en Unidades Reajustables. 

Art. 233. - A partir del 1* de julio de 1991, las Oficinas 
Consulares de la República percibirán entre 1 (uno) y 30 
(treinta) pesos consulares, por las actuaciones relacionadas 
con los siguientes actos: 

A) Actos relativos a la navegación: 


N?*1 - Visación del juego de manifiesto de carga de un bu- 
que. 


N2- Visación de declaración de salida en lastre o de 
tránsito de un buque. 


N93 - Visación del juego de manifiesto suplementario. 


N%4 - Visación de cada copia del manifiesto de carga ade- 
más de las correspondientes al juego. 


N*S - Toda actuación no mencionada y relacionada con 
esta Sección. 


B) Actos relativos al tráfico terrestre: 


N'6 - Visación del juego de manifiesto de carga por vía 
terrestre, 


N?7 - Visación del juego de manifiesto de introducción de 
animales por vía terrestre. 


N*8 - Toda actuación no mencionada y relacionada con 
esta Sección. 


C) Actos relativos al Comercio: 
N*9 - Visación del juego de conocimiento de embarque, 
N*10 - Visación del juego de conocimiento consolidado, 


N?*11 - Visación de cada copia de conocimiento que se so- 
licite además de las correspondientes al juego. 


N*12 - Visación del juego de facturas comerciales, 


N*13 - Visación de recibo o declaración de pequeños bul- 
tos sin valor comercial por bulto. 


N?2]4 - Visación de cada copia de factura comercial ade- 
más de las correspondientes al juego. 


N*15 - Visación de carta de corrección de las declaracio- 
nes de la factura comercial, manifiesto de embar- 
que o conocimiento de embarque. 


N*16 - Toda actuación no mencionada y relacionada con 
esta Sección. 
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D) Actos relativos a buques y aeronaves: 


N*17 - Legalización del título de propiedad de un buque, 
del certificado del cese de bandera y de todo otro 
documento, certificación o declaración exigible 
para su abanderamiento. 


N*18 - Expedición de Pasavantes o carta provisoria de na- 
vegación. 


N?*19 - Intervención en las diligencias para el cambio de 
bandera nacional por extranjera de un buque. 


N?20 - Prórroga de patente de navegación de un buque o su 
renovación. 


N“21 - Legalización de patente de navegación de un bu- 
que. 


N?22 - Intervención en diligencias para el cambio de nom- 
bre o de forma de un buque. 


N?23 - Inspección de buques. 


N%4 - Resolución del Agente Consular prestando su apro- 
bación a la distribución de averías o decisión que 
expida en vista del informe de peritos, declarando 
que debe tomarse préstamo a la gruesa, desembar- 
carse o embarcarse la carga o abandonarse el bu- 
que. 


N?25 - Intervención, en el acto de levantar un préstamo a 
la gruesa. 


N*26 - Intervención en la venta de mercaderías averiadas o 
que no puedan conservarse hasta la reparación. 


N*27 - Depósito de mercaderías o restos salvados de una 
nave, que el Agente Consular constituya de oficio, 
o a requerimiento de parte interesada, además de 
los gastos de almacenaje y vigilancia. 

N*28 - Legalización de todo documento necesario para ins- 
cribir en el Registro Nacional, una aeronave de ma- 
trícula extranjera. 


N?229 - Toda actuación no mencionada y relacionada con 
esta Sección. 


E) Actos relativos a la documentación de viaje de las 
personas: 


N*30 - Expedir pasaporte o sustitutivo del mismo. 
N*31 - Renovar pasaporte o Título de Identidad y de Viaje. 
N?*32 - Visar pasaporte o pasaporte colectivo. 


N933 - Expedir visa de carácter permanente. 
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N?34 - Expedición o legalización de permiso de menor, 


N*35 -Por toda actuación no mencionada y relacionada 
con esta Sección. 


F) Actos administrativos y de Cancillería: 


N*36 - Inscripción en el Registro de Nacionalidad y Ciuda- 
danía y expedición de certificado respectivo. 


N*37 - Segunda y posteriores certificaciones de nacionali- 
dad o de ciudadanía de los ya inscriptos. 


N'38 - Legalización de certificado, o partida de estado ci- 
vil, defunción o certificado de embalsamamiento. 


N?39 - Obtención y legalización de certificado o partida de 
estado civil. 


N*40 - Legalización de título profesional. 


N*41 - Legalización de certificado de estudios, de existen- 
cia o residencia, de constancias o declaración de ac- 
tuaciones, de habilitación policial o socio político, 
o de cualquier tipo de documento de identificación 
emitido por la autooridad pública correspondiente, 


N“42 - Legalización de testimonio de actuaciones o senten- 
cias judiciales relativas a divorcio, separación de 
cuerpos, tenencia, guarda, protocolarización de tes- 
tamento, embargos, interdicciones, o declaratoria 
de herederos. 


N*43 - Legalización de títulos de marcas de Comercio o 
Industria, así como de testimonio de Título de Pa- 
tente de invención o carta de representación de fir- 
ma extranjera en la República. 


N?44 - Legalización de exhorto o de contestación a un ex- 
horto. 


N?45 - Legalización, cotejo o reconocimiento de firma en 
documento de especie no mencionada y relacionada 
con esta Sección, 


G) Actos relativos al estado civil: 


N*46 - Inscripción en el Registro de Actos de Estado Civil, 
de nacimiento, defunciones, reconocimiento o legi- 
timaciones y expedición del respectivo testimonio o 
certificado relativo a los actos mencionados. 


N*47 - Toda actuación no mencionada y relacionada con 


esta Sección. 
H) Actos Notariales: 


N*48 - Otorgamiento de Poder General y expedición de 
primera copia. 
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N?49 - Otorgamiento de testamento ya sea abierto o cerra- 
do y expedición de primera copia. 


N?950 - Otorgamiento de escritura pública no mencionada 
precedentemente y expedición de primera copia. 


N*51 - Otorgamiento o autorización de cualquier acto no- 
tarial que no tenga legalmente el carácter de escri- 
tura pública o de actos o documentos no especifica- 
dos y expedición de primer testimonio, 


N*52 - Toda actuación cuyo concepto no se mencione y 
relacionada con esta Sección. 


ID) Actos de carácter judicial: 


N?53 - Reconocimiento y examen de cualquier acta, copia 
u otro documento. 


N*54 - Prestación de diligencia o recepción de declaración. 
N?95S - Interrogatorio de testigo. 


N*56 - Recepción de dinero o depósito de valores por 
cuenta de particulares. 


N*57 - Intervención en diligencias de carácter judicial, 
para notificar un fallo o resolución, practicar cita- 
ciones, notificar una consignación o la renuncia o la 
aceptación de un derecho, la oposición a algún acto 
o convenio, la aceptación o rechazo de la operación 
de peritos, de árbitros o intérpretes, o del nombra- 
miento de los mismos, u otros actos de la misma 
clase, 


N?58 - Administración judicial por mandato de autoridad 
competente o designación de las partes, de bienes 
de ausentes o intestados o intervención en la reali- 
zación y venta de los mismos. 


N*59 - Administración de bienes de ciudadanos que hubie- 
sen desaparecido de su domicilio, sin saberse su pa- 
radero y sin dejar apoderado, o cuando se hubiese 
extinguido el mandato conferido por el ausente, 
siempre que en dichos casos se le confiera la admi- 
nistración por la autoridad competente o en virtud 
de tratados. 


N*60 - Toda actuación cuyo concepto no se mencione y 
relacionada con esta Sección. 


J) Actos de índole diversa: 


N*61 - Certificación de certificado de sanidad animal, ve- 
getal o similar. 


N%62 - Visación de certificado o declaración relativa a en- 
seres y mobiliarios usados que ingresarán a la Re- 
pública. 
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N*63 - Legalización de relación de explosivos o inflama- 
bles, 


N*64 - Traducción de cualquier tipo de documento. 


N*65 - Toda actuación no prevista ni relacionada con las 
Secciones anteriores. 


Art. 234. - Serán gratuitas y no sujetas a la aplicación de 
la tasa consular, las siguientes actuaciones consulares: 


1) Los certificados de existencia y de residencia expedi- 
dos a los jubilados y pensionistas integrados en-el siste- 
ma nacional de pasividades. 


2) Las actas, certificados y demás documentos exigibles 
como prueba del ausentismo, en ocasión de votaciones 
nacionales. 


3) Los documentos de toda índole que integran la solici- 
tud y trámite de residencia permanente, iniciados en las 
Oficinas Consulares, los que únicamente, luego de ve- 
rificada su autenticidad, serán sellados y rubricados. 


4 


Nr 


Por percibir en depósito y por la entrega de la docu- 
mentación de un buque de bandera nacional, así como 
la certificación de apertura, de cierre o de cualquier 
otra índole de los referidos libros. 


Art. 235. - Cuando sea necesaria la presencia del Agente 
Consular fuera de la Oficina Consular, para realizar cualquier 
tipo de intervención, dentro de sus cometidos, o que por impe- 
dimento fundado, se requiera su presencia a los mismos efec- 
tos, además de los derechos de arancel, así como también 
gastos, traslados, alojamiento y todo otro que correspondiere, 
se aplicarán derechos extraordinarios. 


Art. 236. - Cuando scan requeridos los servicios consula- 
res fuera de las horas reglamentarias de oficina, o cuando la 
terminación urgente de asuntos o documentos iniciados en 
horas hábiles exija la presencia del Agente Consular en su 
despacho, se percibirán independientemente de los derechos 
de arancel, derechos extraordinarios, 


Art. 237. - El Poder Ejecutivo reglamentará lo preceptua- 
do en los artículos 233, 235 y 236 de la presente ley y estable- 
cerá, dentro de los límites fijados en las disposiciones prece- 
dentes, las alícuotas correspondientes a la actuación consular, 
atendiendo la naturaleza del documento a intervenir o del 
hecho o acto motivo de la-actuación, sin perjuicio de lo esta- 
blecido en el artículo 524 del Decreto-Ley N* 14,189, de 30 
de abril de 1974, 


Art. 238. - Sustitúyese el literal E) del artículo 21 de la 
Ley N* 11.924, de 27 de marzo de 1953, por el siguiente: 


“E) En los actos requeridos por ciudadanos indigentes o 
pobres de solemnidad”. 
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Art. 239. - Sustitúyese el literal A) del artículo 23 de la 
Ley N* 11.924, de 27 de marzo de 1953, por el siguiente: 


“A) En los actos relativos a la autorización de viajes de 
inmigrantes y ciudadanos uruguayos que regresen a la 
República, cuya venida se considere de especial con- 
veniencia para el país”. 


Art. 240, - El Ministerio de Relaciones Exteriores percibi- 
rá, por los servicios cuya prestación le corresponde los si- 
guientes derechos fijados en pesos consulares: 


A) Por toda solicitud de intervención 
de las Oficinas Consulares, además 
de los derechos de arancel correspondientes 1.00 
B) Por expedir un Título de 
Identidad y de Viaje 12.00 
CO) Por renovar un 
Título de Identidad y de Viaje 6.00 
D) Por cada certificación de firma 
de funcionarios diplomáticos y 
consulares de la República en 
el Exterior, o de otras autoridades 
nacionales 1.50 
E) Por expedir pasaportes diplomáticos 
y especiales 


F) Por expedir un certificado o una 
constancia 1.50 
Art. 241. - Los Agentes Consulares serán responsables pe- 

cuniarilamente por la aplicación del Arancel Consular, sin per- 
juicio de las responsabilidades legales en que hubiesen incu- 
rrido en su errónea aplicación. Sin embargo, no dará lugar al 
reintegro pecuniario por estos actos cuando el Agente Consu- 
lar pruebe fehacientemente errores involuntarios, 


Art. 242. - Los funcionarios diplomáticos percibirán los 
derechos consulares correspondientes de acuerdo con las dis- 
posiciones vigentes, siempre que actúen en el desempeño de 
las funciones consulares en los Consulados de Distrito. Sin 
embargo, en los casos de actuaciones consulares efectuadas 
por funcionarios diplomáticos concurrentes en otros países, 
respecto de documentos emitidos u otorgados en el país de 
concurrencia, no percibirán los derechos de Arancel Consular, 
los que estarán sujetos a su reintegro en el Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores. 


Art. 243, - Deróganse a partir del 1? de julio de 1991, los 
artículos 15, 26, 35, 36, 37, 43 y 44 de la Ley N* 11.924, de 
27 de marzo de 1953. 


Art. 244, - El Ministerio de Relaciones Exteriores podrá 
utilizar las economías de las vacantes que se produzcan a 
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partir del 1% de enero de 1991, para la creación de cargos 
dentro del mismo Escalafón a que correspondan las vacantes y 
en grados superiores al vigente. 


Dicha transformación no implicará incremento del crédito 
presupuestal y requerirá el informe previo de la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil y de la Contaduría Gencral de la 
Nación. 


Art, 245. - Declárase que la denominación y número de 
cargos del Escalafón M, Personal de Servicio Exterior del Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores, es la establecida en la racio- 
nalización presupuestal vigente aprobada en aplicación de lo 
dispuesto cn el artículo 53 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986, con las modificaciones introducidas por el artículo 
17, de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 


Art. 246. - Sustitúyese el artículo 20 del Decreto-Ley 
N* 14.206, de 6 de junio de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 20. - Establécense las siguientes edades má- 
ximas para el desempeño de tareas en el Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores: Embajador, Ministro, Ministro Consejero, 
Consejero y Técnico Profesional Escalafón A, setenta años. 


Secretario de Primera, Secretario de Segunda y Secretario 
de Tercera, sesenta años”. 


Art. 247. - Dispónese que aquellos funcionarios afectados 
por la aplicación del Decreto-Ley N* 14.206, de 6 de junio de 
1974 y que a la fecha revistan como Especialista en el Escala- 
fón R del presupuesto del Ministerio de Relaciones Exterio- 
res, serán reincorporados automáticamente al Escalafón del 
Servicio Exterior en calidad de funcionarios de carrera a todos 
sus efectos. 


INCISO 07 
Ministerio de (Ganadería, Agricultura y Pesca 


Artículo 248. - Habilítase en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca una partida de N$ 330:000.000 (nuevos 
pesos trescientos treinta millones) con destino a la realización 
del Censo General Agropecuario 1990. 


Art. 249, - Autorízase a la Unidad Ejecutora 105 “Direc- 
ción de Investigaciones Económicas Agropecuarias”, a dispo- 
ner de una partida por única vez de N$ 161:000.000 (nuevos 
pesos ciento sesenta y un millones) equivalentes a 
U$S 200.000 (dólares de los Estados Unidos de América dos- 
cientos mil) en el Ejercicio 1994, a efectos de llevar a cabo el 
Censo Agropecuario por muestreo. 


Art. 250. - Asígnase una partida anual de N$ 96:600,000 
(nuevos pesos noventa y seis millones seiscientos mil), equi- 
valente a U$S 120.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América ciento veinte mil) como contribución al Convenio 
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entre el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agri- 
cultura y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con 
destino a las actividades desarrolladas por la Junta Nacional 
de la Granja, 


Art. 251. - Increméntase en N$ 1.000:000.000 (nuevos pe- 
sos un mil millones) la partida dispuesta por el artículo 45 de 
la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, con destino al 
Fondo Forestal creado por el artículo 52 de la Ley 
N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987. Con cargo a dicha 
partida, el Fondo Forestal podrá atender además de los benefi- 
cios y erogaciones previstos en la Ley N* 15.939, la presta- 
ción de un subsidio de hasta el 50% (cincuenta por ciento) del 
costo ficto de plantación fijado por el artículo 42 de dicha ley. 


La prestación del subsidio se regirá por lo establecido en 
el Decreto N* 931, de 30 de diciembre de 1988, o la regla- 
mentación que dicte el Poder Ejecutivo a tales efectos. 


Art, 252, - Sustitúyese el artículo 309 de la Ley nú- 
mero 15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 309. - El 10% (diez por ciento) de los recur- 
sos extrapresupuestales de que dispongan las Unidades Ejecu- 
toras del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, será 
destinado al Programa 101 “Administración Superior”. El 50% 
(cincuenta por ciento) de dicho porcentaje será aplicado al 
aporte del Ministerio para la financiación de convenios de 
cooperación técnica con organismos nacionales e internacio- 
nales. El 50% (cincuenta por ciento) restante se aplicará a 
gastos de funcionamiento con exclusión de retribuciones per- 
sonales”, 


Art. 253, - Créase la tasa de servicios prestados por la 
Unidad Ejecutora 110 “Dirección de Servicio de Protección 
Agrícola” que gravará las certificaciones de sanidad y calidad 
de productos de origen vegetal para importación, exportación, 
reexportación, admisión temporaria, ingreso a zona franca o 
tránsito; extracción de muestras de fertilizantes específicos y 
demás productos de uso agrícola; servicios de información, 
diagnóstico y pronóstico sanitarios, inspecciones de cultivos y 
praderas; gestiones relacionadas con operaciones de importa- 
ción, exportación, reexportación, admisión temporaria, ingre- 
so a zona franca o tránsito, admisión en régimen cuarentena- 
rio, habilitación de depósito o parcela fiscal o cuarentenario, 
inspección o certificación sanitaria o de calidad o de extrac- 
ción de muestras; registro de plaguicidas, empresas comercia- 
lizadoras y aplicadoras de las mismas, empresas de control de 
plagas, de control de calidad y de análisis de plaguicidas y sus 
residuos o cualquier otra actividad o servicio de similar natu- 
raleza. 


Dicha tasa será recaudada por la Unidad Ejecutora 110 
“Dirección de Servicio de Protección Agrícola”. 


El monto de la alícuota será fijado por el Poder Ejecutivo 
entre un 1% (uno por ciento) y un 20% (veinte por ciento) en 
función del costo del servicio prestado, actualizándose semes- 
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tralmente de acuerdo al Indice de los Precios al Consumo 
(IPC) confeccionado por la Dirección Gencral de Estadística y 
Censos. 


El producto se utilizará en su totalidad para mejorar el 
servicio, no pudiendo abonarse retribuciones personales y 
quedando exceptuado de lo dispuesto en el artículo 595 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 254, - Créase el Fondo Nacional de Protección Agrí- 
cola, que será provisto por: 


A) Las recaudaciones provenientes de las sanciones por 
infracciones a las normas legales y reglamentarias en 
materia fitosanitaria. 


B) Las sumas que se abonen por concepto de servicios 
prestados por la Unidad Ejecutora 110, “Dirección de 
Servicio de Protección Agrícola”, directamente o por 
medio de terceros. 


C) El importe de las tasas o tarifas cobradas por concep- 
to de inscripciones, registros, renovaciones, certifica- 
ciones, inspecciones, diagnósticos, acreditaciones y 
gestiones, extracciones de muestras, evaluaciones de 
plaguicidas, habilitación de depósitos, de parcelas 
cuarentenarias e inspecciones solicitadas por los ad- 
ministrados. 


D) Eos ingresos que se le asignen por vía legal o regla- 
mentaría. 


La titularidad y administración del Fondo corresponderá al 
Ministerio de Ganadcría, Agricultura y Pesca, a través de la 
Unidad Ejecutora 110, “Dirección de Servicio de Protección 
Agrícola”. 


Art. 255. - La Unidad Ejecutora 110, “Dirección de Servi- 
cio de Protección Agrícola”, para el cumplimiento de sus co- 
metidos y funciones, podrá contratar empresas unipersonales 
o pluripersonales con idoneidad suficiente en la materia, que 
se encuentren registradas ante la misma, a los efectos de pres- 
tar aquellos servicios que dentro de su competencia y sin 
perjuicio de ella, pueda encomendar su ejecución a terceros, 


Art. 256. - Autorízase a la Unidad Ejecutora 116, “Comi- 
sión Honoraria del Plan Agropecuario” a percibir el precio de 
los servicios de asistencia técnica a proyectos prediales espe- 
cíficos de desarrollo agropecuario, sin perjuicio de la tarea 
habitual de asesoramiento gratuito que prestan los técnicos de 
dicha Comisión. 


El producto se destinará al mejoramiento del servicio y no 
podrá aplicarse a retribuciones personales, 


Art. 257. - Sustitúyense las denominaciones que figuran 
en el literal f) del artículo 9% de la Ley N* 15,809, de 83 de 
abril de 1986, por las siguientes: 
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1) Director General de Generación y Transferencia de 
Tecnología por el de Director Técnico de la Junta Na- 
cional de la Granja. 


2) Director General de Política Agraria por el de Director 
de la Oficina de Programación y Política Agraria. 


3) Coordinador General de Fomento y Desarrollo Regio- 
nal por el de Director Técnico del Plan Agropecuario. 


4) Director General de Servicios de Contralor Agropecua- 
rio por el de Director Técnico de la Dirección General 
de Servicios Veterinarios. Esta Dirección Técnica será 
ejercida por un profesional con título habilitante expe- 
dido por la Facultad de Veterinaria así como la Direc- 
ción General de Servicios Veterinarios. 


Art, 258, - Las Direcciones que se crean conforme a la 
nueva estructura presupuestal del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, sustituirán, en lo pertinente, a las que se 
transformen o supriman, de acuerdo al siguiente detalle: 


A) La Unidad Ejecutora 104 “Dirección de Servicios Jurí- 
dicos”, a la Dirección de Asesoramiento Legal, Direc- 
ción de Contralor Legal y Dirección General de Servi- 
cios de Contralor Agropecuario, 


B) La Unidad Ejecutora 108 “Dirección de Suelos y 
Aguas”, a la Dirección de Suclos, División Aguas de la 
Dirección General de Recursos Naturales Renovables y 
lo relativo a fertilizantes de la Dirección de Insumos 
Agropecuarios. 


C) La Unidad Ejecutora 110 “Dirección de Servicios de 
Protección Agrícola”, a la Dirección de Sanidad Vege- 
tal, a la Dirección de Laboratorio de Análisis en mate- 
ria de plaguicidas y a las restantes competencias de la 
Dirección de Insumos Agropecuarios. 


D) La Unidad Ejecutora 113 “Dirección de Laboratorios 
Veterinarios “Miguel C, Rubino” a la Dirección de In- 
vestigaciones Veterinarias “Miguel C. Rubino” y Di- 
rección de Lucha contra la Fiebre Aftosa. 


E) La Unidad Ejecutora 120 “Dirección de Promoción y 
Desarrollo Local”, a la Dirección de Extensión y Di- 
rección de Fomento Cooperativo. 


F) La Unidad Ejecutora 111 “Dirección de Granos” reali- 
zará las restantes actividades de la Dirección de Labo- 
ratorio de Análisis. 


La asignación de cometidos, atribuciones, bienes, ingresos 
presupuestales y extrapresupuestales, que las disposiciones 
vigentes prevén respecto de las reparticiones que por la pre- 
sente ley se transforman o suprimen, se reputarán hechas a las 
respectivas Unidades Ejecutoras que se crean. 


Art. 259. - Facúltase al Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca para que antes del 30 de junio de 1991, previo 
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dictamen de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación, proceda a adecuar las deno- 
minaciones de cargos y funciones a la reorganización de los 
servicios, así como realizar transformaciones de cargos o dis- 
poner la perduración de aquellos que está previsto caduquen 
al vacar, de las Unidades Ejecutoras que figuran en el plani- 
llado anexo a la presente ley. 


Art. 260. - Facúltase al Poder Ejecutivo para que, en las 
Unidades Ejecutoras del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca que lo requieran, por haber sido reorganizadas, asigne 
las funciones de dirección superior entre los funcionarios titu- 
lares de cargos del grado superior del respectivo Escalafón y 
serie de cargos. Dicha asignación de funciones, se efectuará 
previa selección de los funcionarios, mediante concurso de 
méritos y antecedentes o concurso de oposición y méritos, a 
cuyos efectos se constituirán tribunales integrados con tres 
miembros de reconocida idoneidad en la materia. 


Art. 261. - Autorízase al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca a otorgar un incentivo por rendimiento sobre 
las retribuciones de sus funcionarios, cuando éstos realicen 
tareas de alta especialización, de campo y de apoyo a éstas, en 
las árcas prioritarias que establezca el Ministerio. Dicho in- 
centivo no podrá exceder del 50% (cincuenta por ciento) de 
las retribuciones permanentes sujetas a montepío. 


Art. 262. - A efectos de nivelar las retribuciones de los 
funcionarios de todas las Unidades Ejecutoras del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, se podrá disponer de hasta 
el 10% (diez por ciento) de los recursos extrapresupuestales 
de libre disponibilidad del Inciso. A tal fin se concederá una 
compensación cspeci¿l que se abonará en forma mensual y 
será considerada a los efectos de los porcentajes máximos de 
la tabla del artículo 25 de la presente ley. 


Art. 263. - Autorízase al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca a otorgar premios estímulos a los funcionarios 
que resulten adjudicatarios de los premios que se estipulen en 
los concursos que se organicen para la recepción de ideas y 
proyectos cuya finalidad sea el mejoramiento de los servicios 
del Ministerio, ya seca por medidas de desburocratización, des- 
regulación, racionalización de procedimientos y trámites, im- 
plementación de nuevos medios técnicos o similares dispo- 
niendo de una partida por única vez al equivalente de 500 UR 
(quinientas unidades reajustables), la que será financiada con 
cargo al Rubro 9.2 “Otros Gastos Extraordinarios” del Progra- 
ma 101, “Administración Superior”. 


Dicha partida será distribuida a los adjudicatarios, por re- 
solución fundada del Ministerio, de acuerdo con el reglamento 
que se establezca a esos efectos, 


Art. 264. - Autorízase al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca a constituir fondos permanentes equivalentes a 
un duodécimo de las respectivas contrapartidas nacionales de 
los siguientes Proyectos de Inversión: 854 “Desarrollo Fores- 
tal”, 855 “Desarrollo Ganadero”, 856 “Desarrollo Granjero” y 
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734 “Construcción, Equipamiento y Operación B/I y Labora- 
torio”. 


Art. 265. - Derógase el artículo 139 de la Ley N* 15,903, 
de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 266. - La determinación e imposición de las sancio- 
nes previstas en la legislación vigente por violaciones a las 
normas que regulan la actuación de la Unidad Ejecutora 106 
“Dirección de Contralor de Semovientes”, competcrán a la 
misma. 


Art. 267. - Sustitúyese la denominación de la Unidad Eje- 
cutora 119 “Dirección Forestal”, por la de “Dirección General 
de Recursos Naturales Renovables” en el texto de las siguien- 
tes disposiciones: inciso primero del artículo 18; artículo 19; 
literal B) del artículo 24; inciso segundo del artículo 25, y 
artículo 36 de la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987. 


Art. 268. - A todos los efectos, se considerarán ingresos 
extrapresupuestales de la Unidad Ejecutora 107 “Dirección 
General de Recursos Naturales Renovables”, aquellos estable- 
cidos en el artículo 20, inciso final del artículo 36, inciso 
segundo del artículo 37 y literales C) y D) del artículo 52 
de la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, no corres- 
pondiendo ingresarlos al Fondo Forestal. 


Art. 269. - Sustitúyese el numeral 2* del artículo 55 de la 
Ley N? 15.939, de 28 de diciembre de 1987, por el siguiente: 


29) El 5% (cinco por ciento) restante para atender gastos 
de contratación de personal, contratación de servicios y gastos 
de la Unidad Ejecutora 107 “Dirección General de Recursos 
Naturales Renovables” y de la Unidad Ejecutora 119 "Direc- 
ción Forestal”. 


Art. 270. - Asígnase a la Unidad Ejecutora 107 “Dirección 
General de Recursos Naturales Renovables”, los cometidos 
previstos en el literal F) del artículo 7* de la Ley N* 15,939, 
de 28 de diciembre de 1987. 


Art, 271. - Sustitúyese el inciso primero del artículo 69 de 
la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, por el siguien- 
te: 


“Las violaciones o infracciones a las disposiciones legales 
y reglamentarias en materia forestal serán sancionadas con 
multas que se graduarán, atendiendo a la importancia de la 
infracción, entre un décimo y cincuenta veces el monto ficto 
de forestación por hectárea, vigente al momento de consumar- 
se la infracción, sin perjuicio de las acciones civiles y penales 
a que el hecho dé lugar. La Dirección Forestal y la Dirección 
General de Recursos Naturales Renovables tendrán a su cargo 
la comprobación de las infracciones”. 


Art. 272. - Facúltase a los funcionarios policiales y a los 
funcionarios de la Unidad Ejecutora 107, “Dirección General 
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de Recursos Naturales Renovables”, para que en el ejercicio 
de las funciones de control a las infracciones de las disposi- 
ciones de la Ley N* 15,939, de 28 de diciembre de 1987, 
dispongan medidas cautelares de intervención sobre los pro- 
ductos forestales provenientes de monte indígena en infrac- 
ción o presunta infracción, y para proceder a la incautación de 
los mismos si así lo consideran necesario, cuando la infrac- 
ción pueda dar lugar a comiso o confiscación. 


Art. 273. - Las violaciones o infracciones a las disposicio- 
nes legales y reglamentarias en maicria forestal, además de 
las multas previstas en el artículo 69 de la Ley N* 15,939, de 
28 de diciembre de 1987, podrán ser sancionadas con el comi- 
so de los productos forestales en infracción y los vehículos, 
maquinarias, herramientas y demás efectos utilizados para su 
corta, extracción o tránsito. 


Los productos forestales decomisados, podrán ser vendidos 
en forma directa sobre la base de precio mínimo que fijará 
anualmente el Poder Ejecutivo. 


Cuando no resulte posible concretar la venta en las condi- 
ciones expresadas o en casos debidamente fundamentados, la 
Unidad Ejecutora 107, “Dirección General de Recursos Natu- 
rales Renovables”, podrá donar los productos forestales deco- 
misados a hospitales, comedores públicos, hogares de ancia- 
nos o dependencias policiales. 


El producto por las referidas ventas, se distribuirá de la 
siguiente forma: 


A) 30% (treinta por ciento) entre los funcionarios inspecti- 
vos actuantes; 


B) 10% (diez por ciento) para el Ministerio del Interior; 


C) 10% (diez por ciento) para el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca; 


D) 50% (cincuenta por ciento) para Rentas Generales, 


Art. 274. - El producto de las multas aplicadas por viola- 
ciones o infracciones a las disposiciones legales y reglamenta- 
rias en materia de fauna indígena; como el producto por la 
venta de pieles, cueros, plumas, vehículos, implementos y 
efectos decomisados por dichas infracciones, se distribuirá en 
la siguiente forma: 


A) 30% (treinta por ciento) entre los funcionarios inspecti- 
vos O policiales actuantes. 


B) 10% (diez por ciento) para el Ministerio del Interior; 


C) 10% (diez por ciento) para el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca; y 


D) 50% (cincuenta por ciento) para Rentas Generales. 
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Art. 275, - La Unidad Ejecutora 110 “Dirección de Servi- 
cios de Protección Agrícola”, podrá prohibir, por resolución 
fundada del Poder Ejecutivo, la utilización, venta y exporta- 
ción de vegetales, productos o subproductos de origen vegetal 
que estuviesen contaminados con residuos de plaguicidas en 
niveles superiores a los establecidos en el Codex Alimenta- 
rius, O por los requerimientos en la materia del país de desti- 
no. 


Art. 276 - El Fondo Nacional de Protección Agrícola se 
destinará a atender los servicios, gastos de inversión y contra- 
tación de bienes que realice la Unidad Ejecutora 110 “Direc- 
ción de Servicios de Protección Agrícola”, en cumplimiento 
de sus cometidos, tanto en forma directa como a través de la 
contratación de terceros. 


Art. 277. - El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, a través de la Unidad Ejecutora 111 “Dirección de Gra- 
nos” será competente para: 


1) Administrar directamente o mediante otra forma de ex- 
plotación ajustada a derecho las plantas de almacenaje 
(elevadores zonales, plantas de silos o depósitos), cons- 
truidos o a construirse, con fondos provenientes del 
Plan Nacional de Silos, propios del Ministerio de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca, con donaciones rcaliza- 
das con esos fines a dicha Secretaría de Estado, o con 
cualquier otro recurso que se establezca, y ubicadas en 
cualquier punto del territorio nacional, incluidas las 
zonas francas. 


En la adjudicación de silos el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca dará prioridad a las asociaciones 
de productores. 
2) Administrar directamente las plantas de silos de termi- 
nales portuarias ubicadas en cualquier punto de la Re- 
pública, construidas con cualquiera de los medios refe- 
ridos en el numeral anterior. 


Nr 


3) Prestar los servicios de almacenaje, carga y descarga, 
secado, pesaje, procesamiento de granos y semillas con 
las instalaciones y equipos por ella administrados. 

4) Regular la actividad de los agentes privados en la co- 

mercialización de granos, llevando el Registro de Co- 

merciantes de Granos y el Registro de Operaciones de 

Primera Venta de Granos, realizando el contralor y la 

fiscalización de las normas sobre comercialización de 

granos. 


NY 


A estos efectos la referida Dirección estará facultada 
para inspeccionar, extracr muestras y realizar sus análi- 
sis, solicitar declaraciones juradas y requerir el auxilio 
de la fuerza pública en los casos en que sea necesario. 


De comprobar una infracción y cumplido el debido 
procedimiento administrativo informará al respecto. 
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Art. 278. - El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca fijará a propuesta de la Unidad Ejecutora 111 “Dirección 
de Granos” las tarifas correspondientes a los servicios que ésta 
proporcione. 


Art. 279, - Las infracciones a las normas establecidas so- 
bre comercialización de granos, Registro de Comerciantes de 
Granos y Registro de Operaciones de Primera Venta de Gra- 
nos serán sancionadas por el Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca de acuerdo a lo previsto en la Ley N* 10.940, 
de 19 de setiembre de 1947 y normas legales modificativas y 
concordantes. 


En el caso de incumplimiento a disposiciones formales y 
tratándose de un infractor primario, podrá aplicarse la sanción 
de amonestación, si las circunstancias constatadas en las ac- 
tuaciones administrativas no aconsejan una sanción más gra- 
ve, 


Art. 280. - Asígnase al Instituto Nacional de Investigacio- 
nes Agropecuarias, los cometidos que en materia de investi- 
gación forestal, fueran atribuidos a la Unidad Ejecutora 119 
“Dirección Forestal” por los literales A) e I) del artículo 72 de 
la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987. 


Los funcionarios públicos, presupuestados o contratados 
que a la fecha de la presente ley, revistaran en la División 
Investigación de la Unidad Ejecutora 119 “Dirección Fores- 
tal”, podrán pasar a desempeñar tareas en el Instituto Nacional 
de Investigaciones Agropecuarias o ser redistribuidos confor- 
me a lo establecido en el artículo 30 de la Ley N* 16.065, de 6 
de octubre de 1989, contándose los plazos previstos en dicha 
norma a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. 


Los bienes afectados al uso de la División Investigación 
referida, quedarán afectados de pleno derecho al uso del refe- 
rido Instituto. . 


Art. 281, - Los traslados de los funcionarios a que refiere 
el artículo 2? de la Ley N* 16.098, de 24 de octubre de 1989 
se realizarán dentro de los ciento veinte días siguientes a la 
fecha de vigencia de la presente ley. 


Art. 282. - La tasa creada por el artículo 149 de la Ley 
N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada 
por el artículo 48 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 
1988, gravará también el control de la producción de uva y 
sus productos. 


Art. 283, - Destínase el producto de la liquidación de los 
bicnes inmuebles pertenecientes al ex Frigorífico Nacional 
(Ley N* 8.282, de 6 de setiembre de 1928) a la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP), a los efectos de 
su aplicación en la adquisición, construcción, o refacción de 
bienes inmucbles. 


Los fondos provenientes de la liquidación de los bienes 
muebles serán vertidos al Tesoro Nacional para contribuir a la 
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financiación de las indemnizaciones otorgadas a los ex fun- 
cionarios del Frigorífico Nacional por la Ley N* 16,102, de 10 
de noviembre de 1989. 


El 5% (cinco por ciento) de los recursos a que se refiere el 
inciso anterior se destinará a la Universidad de la República 
con el mismo destino que los previstos para la Administración 
Nacional de Enseñanza Pública (ANEP). 


Art. 284. - La Dirección del Servicio Aéreo será Unidad 
Ejecutora del Programa 4 del Ministerio de Ganadcría, Agri- 
cultura y Pesca, transfiriéndose a tales efectos los créditos 
respectivos del Programa 1. La misma fijará los precios de los 
servicios aéreos de pulverización, fertilización, siembra, 
transporte y los demás que realice, Determinará, asimismo, 
las modalidades contractuales para la prestación de esos servi- 
cios y la forma de recaudación y pago. 


Los proventos recaudados serán destinados a atender los 
gastos de funcionamiento, inversiones y compensaciones por 
dedicación que demande el servicio, con el objetivo de alcan- 
zar el autofuncionamiento. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca reestruc- 
turará el Servicio Aéreo de conformidad con ese objetivo. 


Incorpórase al literal E) del artículo 595 de la Ley núme- 
ro 15.903, de 10 de noviembre de 1987, la Unidad Ejecutora 
“Dirección del Servicio Aéreo”. 


Art. 285, - Autorízase al Poder Ejecutivo, sin perjuicio de 
las facultades que corresponden al Poder Legislativo de acuer- 
do a lo establecido en la Seccion Y de la Constitución, a 
celebrar contratos con organismos internacionales, para el me- 
jor aprovechamiento del buque de investigación afectado a los 
cometidos del Instituto Nacional de Pesca (INAPE), así como 
a los efectos de que dicho buque, efectúe captura cuya comer- 
cialización concurra a solventar en parte los gastos de funcio- 
namiento, La totalidad de los ingresos obtenidos por la comer- 
cialización de las capturas será destinada a pagar los costos de 
operación de la nave. Los ingresos así obtenidos serán verti- 
dos al Instituto Nacional de Pesca en su totalidad para ese 
propósito, sin admitirse deducciones ni afectaciones de espe- 
cie alguna, 


Las compensaciones por embarque que perciba la tripula- 
ción de los buques del Instituto Nacional de Pesca no estarán 
Sujetas a los topes legales vigentes. 


Art. 286. - El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca acordará con la Intendencia Municipal de Rocha, la forma 
de integrar el área del Parque Andresito del Balneario La 
Paloma, a la urbanización del citado balneario. Se faculta al 
Ministerio mencionado a ceder a la Intendencia de Rocha, las 
áreas que fuere necesario para el cometido establecido en este 
artículo, 


Art. 287. - Autorízase al Banco de la República Oriental 
del Uruguay a otorgar un crédito al Ministerio de Ganadería, 
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Agricultura y Pesca por hasta U$S 4:410.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América cuatro millones cuatrocientos 
diez mil), con destino a financiar las erogaciones que se gene- 
ren con cargo al “Fondo de Compensación del Trigo”. 


Dicho crédito scrá cancelado con las recaudaciones del 
aporte que corresponde efectuar a los productores con destino 
a dicho Fondo. 


INCISO 08 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 


Artículo 288. - Sustitúyese la denominación Ministerio de 
Industria y Energía por la de Ministerio de Industria, Energía 
y Minería. 


Art. 289. - El Poder Ejecutivo podrá disponer una raciona- 
lización de la estructura de cargos presupuestados de las dis- 
tintas Unidades Ejecutoras del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería, a cuyos efectos se unificarán en el programa 
001, “Administración Superior”, para su redistribución, las 
dotaciones disponibles de todo el Inciso. 


Las modificaciones de cargos no podrán causar lesión de 
derechos y las regularizaciones deberán respetar las reglas del 
ascenso cuando correspondiera. 


La racionalización deberá propender a una estructura de 
cargos adecuada a los objetivos de los programas, uniformi- 
zando grados y compensación prevista en cl artículo 26 de la 
presente ley a nivel del Inciso, y requerirá el informe previo 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría 
General de la Nación. 


El proyecto será elaborado dentro de los ciento ochenta 
días de la publicación de la presente ley dando cuenta a la 
Asamblea General. 


La reestructura no implicará costo presupuestal, excepto 
por los créditos correspondientes a vacantes generadas hasta 
el 31 de diciembre de 1990. 


Art. 290, - El Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
podrá disponer de sus recursos extrapresupuestales de libre 
disponibilidad en la siguiente forma: 


A) 50% (cincuenta por ciento) para gastos de funciona- 
miento. 


B) 50% (cincuenta por ciento) para el pago de incentivos 
por rendimiento. Dicho beneficio podrá alcanzar hasta 
un 50% (cincuenta por ciento) de los funcionarios que 
revistan en los padrones presupuestales del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y que prestan servicios 
efectivamente en el mismo, y no podrá superar por fun- 
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cionario el 25% (veinticinco por ciento) de sus retribu- 
ciones permanentes sujetas a montepío excluida la pri- 
ma por antigiiedad. 


Art. 291. - Asígnase un crédito de N$ 10:500.000 (nuevos 
pesos diez millones quinientos mil) al Programa 001, “Admi- 
nistración Superior”, Unidad Ejecutora 001, “Dirección Gene- 
ral de Secretaría”, para ser utilizado como contrapartida de 
gastos nacionales de los proyectos bilaterales y multinaciona- 
les de cooperación y asistencia técnica, suscritos por el Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería con países u Organismos 
internacionales. 


Art, 292, - Declárase cargo de particular confianza el de 
Director Nacional de Tecnología Nuclear, incluyéndoselo en 
el literal d) del artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Art, 293. - Desígnase a la Unidad Ejecutora 101 del Pro- 
grama 101 “Formulación, Implementación y Contralor de la 
Política Nacional de Industrias”, con el nombre de Dirección 
Nacional de Industrias. 


Art. 294, - Créase el Fondo Nacional de Desarrollo Tec- 
nológico, el que se integrará con los aportes que realicen 
empresas industriales o instituciones que las agrupen, así 
como instituciones u organismos internacionales o extranje- 
TOS. 


El Fondo estará destinado a cubrir por el Centro Nacional 
de Tecnología y Productividad Industrial, todos los costos de 
los programas de desarrollo tecnológico, calidad y productivi- 
dad que realice en apoyo a los sectores y ramas prioritarias, 
no pudiéndose utilizar para retribuciones personales. 


Art, 295. - Transfórmase el Centro Nacional de la Propie- 
dad Industrial en Dirección Nacional de la Propiedad Indus- 
trial, Unidad Ejecutora 004, Programa 103 “Administración y 
elaboración del registro de la propiedad industrial”. 


Art. 296. - Facúltase a la Unidad Ejecutora 004 “Direc- 
ción Nacional de la Propiedad Industrial”, a percibir una tasa 
en concepto de expedición de listados informativos del trámi- 
te de solicitudes de derechos ingresados al organismo para 
mejorar los servicios, no pudiéndose destinar 'al pago de retri- 
buciones personales. La misma será fijada por el Poder Ejecu- 
tivo, en función del costo del servicio prestado. 


Este tributo regirá a partir de los diez días siguientes a la 
publicación de la presente ley y se ajustará de acuerdo a lo 
establecido en los incisos segundo y tercero: del artículo 168 
de la Ley N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 297, - Los funcionarios del Subprograma 002 “Inven- 
tario Minero” del Programa 007 “Dirección y Ejecución de 
los Trabajos de Investigación Geológica”, Unidad Ejecutora 
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011, “Dirección Nacional de Minería y Geología”, y sus res- 
pectivas funciones contratadas y créditos, serán incorporados 
al Programa 104 “Administración de la Investigación y Con- 
tralor Geológico y Minero”, Unidad Ejecutor; 011, “Direc- 
ción Nacional de Minería y Geología”. 


En el proyecto de inversión con que se atendían las remu- 
neraciones respectivas, se disminuirán dichos importes y los 
que correspondan a funciones vacantes. 


Art. 298. - Los precios de las planillas de producción, 
certificados guías, planillas de declaraciones juradas, guías de 
transporte, cartas geológicas, códigos de minería y demás pu- 
blicaciones, formularios y servicios prestados por la Unidad 
Ejecutora 011 “Dirección Nacional de Minería y Geología”, 
incluidas las instrucciones que refiere el artículo 104 del Có- 
digo de Minería, serán fijados de acuerdo a lo establecido por 
el artículo 80 de la Ley N* 15,851, de 17 de diciembre de 
1986. 


Art. 299. - Establécese que las canteras cuyos materiales 
fueran necesarios para la ejecución de obras públicas estable- 
cidas en el Presupuesto Nacional, que se encuentren ubicadas 
a una distancia inferior a 25 kilómetros del perímetro urbano 
de ciudades cuya población supere los 25.000 habitantes, esta- 
rán sujetas al pago del canon de producción establecido en el 
artículo 45, II del Código de Minería. A efectos del contralor 
pertinente, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas co- 
municará al Ministerio de Industria, Energía y Minería la au- 
torización otorgada para la apertura de las mencionadas cante- 
ras. 


Al pago del mismo canon deberán ajustarse las explotacio-- 
nes temporarias a que hace referencia el artículo 116, literal a) 
del Código de Minería, en la redacción dada por el artículo 
620 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, reali- 
zándose en ambos casos la liquidación por trimestre vencido o 
al final del plazo si éste fuera menor. 


Art. 300. - La apertura de canteras, cualquiera sca el desti- 
no de los materiales a extraer, ubicadas a una distancia infe- 
rior a veinticinco kilómetros del perímetro urbano de ciudades 
de más de veinte mil habitantes, requerirá previamente la opi- 
nión del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, el cual deberá expedirse preccptivamente 
dentro del término de sesenta días de recibido el expediente 
respectivo. De no expedirse. en dicho término, se la tendrá por 
emitida favorablemente, 


Art. 301. - Sustitúyese el artículo 32 del Código de Mine- 
ría por el siguiente: 


“ARTICULO 32. - La imposición de las servidumbres mi- 
neras será declarada, por el Poder Ejecutivo con arreglo a las 
condiciones que se establecen en los artículos siguientes, sal- 
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vo en el caso de las servidumbres de estudio, las que serán 
declaradas por la Dirección Nacional de Minería y Geología”. 


Art. 302. - Sustitúyese el artículo 33 del Código de Mine- 
ría por el siguiente: 


“ARTICULO 33. - La declaración de la servidumbre mi- 
nera, con excepción de la de estudio, se efectuará previo ex- 
pediente instruido por la Administración, en el cual deberá 
constar: 


1) Petición del titular de un derecho mincro, aportando 
los datos e informaciones necesarios. 


2) Notificación al o a los propietarios de los inmuebles 
que gravará la servidumbre, otorgándole vista del ex- 
pediente. 


La notificación será personal en el domicilio denuncia- 
do por el gestionante. No hallándose en el mismo la 
persona a quien deba hacerse la notificación, se dejará 
un cedulón que contenga la providencia, su fecha y la 
de la notificación y se pondrá constancia de la persona 
que lo recibicre. 


Si la notificación no pudiera hacerse de la manera indi- 
cada, se dejará el cedulón en la puerta del domicilio 
del interesado, dejándose constancia en autos. 


Si se ignora el domicilio, la notificación se hará por 
edictos publicados por tres días en un diario de circula- 
ción nacional y en uno del lugar del inmueble. A los 
efectos de autorizar la publicación por edictos, que se- 
rán de cargo del solicitante la Dirección Nacional de 
Minería y Geología (DINAMIGE) podrá exigir del 
mismo la prueba que considere conveniente respecto a 
su diligencia para conocer el domicilio del o de los su- 
perficiarios. 


La vista se otorgará por un plazo improrrogable de 
treinta días hábiles, a cuyo efecto el expediente será 
puesto de manifiesto por dicho término. 


El propietario, al evacuar la vista, deberá denunciar a 
los cotitulares del derecho de propiedad, si es el caso, y 
a todo titular de un derecho real o personal relativo al 
predio que pueda ser afectado por la servidumbre. En 
este caso, se conferirá también vista, a los menciona- 
dos por el propietario, por el mismo plazo. 


En el caso de existir constituido usufructo sobre el in- 
mueble que será gravado por la servidumbre, también 
será notificado el usufructuario. 


Al evacuar la vista, los interesados podrán formular ob- 
servaciones y estimar el monto de resarcimiento que, a 
su juicio, correspondiere por el no uso y goce del in- 
mueble, o parte de él o de las mejoras”. 


Art. 303. - Sustitúyese el artículo 34 del Código de Mine- 
ría, por el siguiente: 
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“ARTICULO 34, - Sustanciado el expediente y evacuadas 
todas las vistas conferidas o transcurridos los términos corres- 
pondientes, el Poder Ejecutivo dictará resolución declarando 
la servidumbre de ocupación, paso u ocupación y paso. 


El acto de otorgamiento del permiso de prospección será 
suficiente para la adquisición de la servidumbre minera de 
estudio. 


La resolución será notificada en forma personal o por edic- 
tos, como en la situación prevista por el artículo precedente”. 


Art. 304 - Sustitúyense en el artículo 123 del Código de 
Mincría, el numeral 5) del apartado 1 y el numeral 2) del 
apartado IH, por los siguientes: 


“S) Declarar las servidumbres mineras de ocupación, 
paso u ocupación y paso”, 


“2) Otorgar los permisos de prospección, su correspon- 
diente servidumbre minera de estudio, permisos de 
exploración que regula el Código y autorizar las ce- 
siones de los mismos. 


Esta facultad podrá ser ejercida, siempre que medie 
una previa resolución delegatoría adoptada en forma 
por el Poder Ejecutivo o por el Ministerio de Industria 
y Energía en su caso”. 


Art. 305, - Créase la Unidad Ejecutora 102, “Dirección 
Nacional de Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas”, la 
que tendrá a su cargo la ejecución del Programa 105, “Formu- 
lación e Implementación de Políticas para el Desarrollo y Fo- 
mento de Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas”, cuyo 
cometido será planificar, coordinar y realizar actividades de 
promoción y fomento a nivel nacional e internacional de la 
producción resultante del desarrollo de las artesanías y de las 
pequeñas y medianas empresas nacionales. 


Art. 306. - Las funciones de Dirección de la Unidad Eje- 
cutora 102, “Dirección Nacional de Artesanías y Pequeñas y 
Medianas Empresas”, del Programa 105 “Formulación e Im- 
plementación de Políticas para el Desarrollo y Fomento de las 
Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas”, serán contrata- 
das de acuerdo con el régimen establecido por el artículo 22 
del Decreto-Ley N* 14,189, de 30 de abril de 1974. 


La retribución correspondiente al cargo de Director Nacio- 
nal será equivalente a la estipulada para los cargos enumera- 
dos en el literal c) del artículo 9% de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986. 


En caso de que se designara en las funciones a personas 
que fueran funcionarios públicos, les será aplicable lo dis- 
puesto por el Decreto-Ley N* 14.622, de 24 de diciembre de 
1976, modificativas y concordantes. 
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Art. 307, - Créanse en la Unidad Ejecutora 102 “Dirección 
Nacional de Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas” 
Programa 105 “Formulación e Implementación de la Política 
para el Desarrollo y Fomento de las Artesanías y Pequeñas y 
Medianas Empresas”, los siguientes cargos: 


Cant, Denominación Escalafón Gdo. 
2 Asesor - Economista o Contador A 19 
1 Asesor - Abogado A 19 
I Técnico - Analista Computación B 18 
4 Técnico B 16 
1 Especialista Operador D 15 
1 Especialista RR. PP. D 15 
3 Administrativo - Secretaria 0 14 
6 Administrativos - Administración Cc 13 
2 Auxiliar Chofer F 10 
1 Auxiliar Portero F 10 


Las designaciones no podrán realizarse sin un llamado a 
quienes, cumpliendo con los requisitos establecidos para acce- 
der a las referidas funciones, tengan la calidad de funcionarios 
públicos. En caso de que en sus oficinas de origen las retribu- 
ciones permanentes, sujetas a montepío, sean superiores a las 
de destino, las diferencias serán percibidas como compensa- 
ciones a los funcionarios. 


Simultáneamente con la designación, se suprimirán los 
cargos o funciones de origen y sus créditos respectivos. 


Art. 308. - Asígnanse al Programa 105, “Formulación e 
Implementación de Políticas para el Desarrollo y Fomento de 
las Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas”, los siguien- 
tes créditos: 


Rubro 2 Materiales y Suministros  N$  9:800.000 


Rubro 3 Servicios No personales N$  13:000.000 

Art. 309. - Asígnase al Programa 105, “Formulación e Im- 
plementación de Políticas para el Desarrollo y Fomento de las 
Artesanías y Pequeñas y Medianas Empresas”; Unidad Ejecu- 
_ tora 102, “Dirección Nacional de Artesanías y Pequeñas y 
- Medianas Empresas”, una partida por única vez de 
N$ 16:500.000 (nuevos pesos dieciséis millones quinientos 
mil) para atender los costos de equipamiento, 


INCISO 09 
Ministerio de Turismo 


Artículo 310. - Asígnase una partida de N$ 17:000.000 
(nuevos pesos diccisicte millones) que será distribuida entre 
los distintos programas del Ministerio de Turismo, con la fina- 
lidad de retribuir a aquellos funcionarios que demuestren en el 
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cumplimiento de sus tarcas específicas, un rendimiento supe- 
rior a los parámetros exigibles normalmente. 


Dicha compensación podrá ser otorgada ha. ta un máximo 
del 12% (doce por ciento) de los funcionarios que cumplan 
tareas en el Ministerio, sin que el monto de cada una de ellas 
pueda ser superior al 30% (treinta por ciento) de las respecti- 
vas retribuciones permanentes sujetas a montepío. 


La concesión de tales compensaciones se hará por perío- 
dos no mayores a los seis meses, renovables si así correspon- 
diere, pudiendo ser revocadas en cualquier momento por el 
jerarca de la Unidad Ejecutora, sin expresión de causa. 


Art, 311. - Sustitúyese el literal G) del artículo 19 del De- 
creto-Ley N* 14.335, de 23 de diciembre de 1974, por el 
siguiente: 


“G) Con los importes que el Ministerio de Turismo obten- 
ga por concepto de la venta, gravámenes, concesiones 
o arrendamientos de bienes muebles o inmuebles de 
propiedad del Estado, afectados al uso turístico, con 
excepción de los previstos en el artículo 20”. 


Art. 312. - Asígnase al Programa 001, “Administración 
Superior”, una partida de nuevos pesos 2:000,000 (nuevos pe- 
sos dos millones) en el Subrubro “Honorarios” a efectos de 
retribuir tareas técnicas prestadas por profesionales que no 
revistan en los cuadros funcionales del Ministerio. 


Art. 313. - Asígnase al Programa 001, “Administración 
Superior”, en el Rubro O una partida de N$ 3:000.000 (nuevos 
pesos tres millones) a efectos de compensar a los funcionarios 
que presten sus tareas en horario nocturno, entendiéndose por 
tales aquellas comprendidas dentro de la hora 20:00 y la hora 
8:00. 


Art. 314. - Declárase zona de especial interés para la ex- 
pansión turística, al pueblo “Palmar” en el departamento de 
Soriano. 


En el marco del acuerdo elaborado por la Administración 
Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas, con la Inten- 
dencia Municipal de Soriano, en colaboración con ésta, el 
Ministerio de Turismo procederá en el menor tiempo posible, 
con cargo a sus rubros de promoción, a formular un programa 
quinquenal de aprovechamiento de la infraestructura existen- 
te, su expansión y promoción, 


INCISO 10 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Artículo 315. - Exonérase a las empresas extranjeras de 
transporte carretero del impuesto creado por el artículo 15 de 
la Ley N* 12.950, de 23 de noviembre de 1961, a condición de 
que las empresas uruguayas del mismo ramo no paguen un 
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impuesto igual o similar en el país a que pertenecieren las 
empresas exoneradas. 


El Poder Ejecutivo dispondrá, en cada caso y previa verili- 
cación del cumplimiento de la condición precedente, que la 
exoneración se haga efectiva. 


Art. 316. - Dentro del Programa 007, Unidad Ejecutora 
007 “Dirección Nacional de Transporte”, la Dirección Gene- 
ral de Transporte Carretero pasará a denominarse Dirección 
General de Transporte por Carretera y la Dirección General de 
Marina Mercante pasará a denominarse Dirección General de 
Transporte Fluvial y Marítimo. 


Art. 317. - Sustitúyese el artículo 19 del Decreto-Ley 
N? 14.650, de 12 de mayo de 1977, por el siguiente: 


“ARTICULO 19, - El Fondo de Fomento de la Marina 
Mercante, creado por el artículo 183 de la Ley N* 14.100, de 
29 de diciembre de 1972, será administrado por la Comisión 
Administradora Honoraria del Fondo de Fomento de la Mari- 
na Mercante integrada por el Director General de Transporte 
Fluvial y Marítimo de la Dirección Nacional de Transporte 
que la presidirá, un delegado del Ministerio de Economía y 
Finanzas, un delegado de la Cámara de la Marina Mercante 
Nacional, un delegado del Ministerio de Defensa Nacional y 
un delegado de la Cámara de Industrias Navales, todos los 
cuales tendrán sus respectivos suplentes. La Comisión Admi- 
nistradora Honoraria dependerá directamente del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y adoptará sus decisiones y 
recomendaciones por mayoría de sus integrantes. 


Dicha Comisión podrá disponer para gastos de administra- 
ción y funcionamiento de hasta el 1% (uno por ciento) de los 
fondos a que hacen referencia los literales A), B) y C) del 
artículo siguiente”. 


Art. 318. - Increméntase en N$ 755:000.000 (nuevos pe- 
sos setecientos cincuenta y cinco millones) el crédito previsto 
por el artículo 366 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, 
para financiar gastos de traslado de docentes. Dicho aumento 
será financiado por el Fondo de Inversiones del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


Art. 320. - Las acciones de las sociedades anónimas y en 
comandita por acciones que sean empresas concesionarias O 
permisionarias de la explotación de líneas de transporte inter- 
departamental o internacional, deberán ser nominativas. 


Todo cambio en la titularidad de dichas acciones deberá 
comunicarse, mediante declaración jurada y dentro de los cin- 
co días hábiles siguientes al mismo, al Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas. El incumplimiento de las condiciones 
fijadas en el otorgamiento de las concesiones y permisos, fa- 
culta a dejar sin efecto unas y otros. 


Cuando el cambio en la titularidad de las acciones nomi- 
nativas se hubiere operado en empresas que fueren concesio- 
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narias o permisionarias a la fecha de promulgación de esta 
ley, regirá lo dispuesto precedentemente pero el plazo será de 
veinte días hábiles siguientes a su publicación, así como la 
facultad otorgada al Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas en el inciso anterior. 


Para el caso de que las sociedades anónimas o en coman- 
dita por acciones, concesionarias o permisionarias actuales de 
líneas de transporte de pasajeros, tengan su capital total o par- 
cialmente representado por acciones al portador, éstas dispon- 
drán del plazo de dos años a partir de la fecha de publicación 
de la presente ley en el Diario Oficial para transformarlas en 
nominativas. Las modificaciones del estatuto o contrato social 
que sea necesario hacer a esos efectos no darán derecho a 
receso. 


Art. 320, - En caso de expropiaciones realizadas por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, si después de eje- 
cutada la obra que dio origen a la expropiación, quedaren 
áreas no aptas para el destino fijado en la declaración de 
utilidad pública, el Ministerio podrá enajenar o permutar a los 
particulares las mismas, teniendo en cuenta su valor sobre la 
base de la tasación de las oficinas técnicas del Ministerio o 
del precio establecido en remate público. 


Podrá procederse en igual forma cuando cambien las cir- 
cunstancias de hecho que determinaron su destino y dichas 
tierras se tornen innecesarias para el Estado. 


Art. 321. - Sustilúyese el artículo 4? de la Ley N* 13,899, 
de 6 de noviembre de 1970, en la redacción dada por el artícn- 
lo 707 de la Ley N* 14,106, de 14 de marzo de 1973, por el 
siguiente: 


“ARTICULO 4”. - En todas las expropiaciones se deberá 
entregar a los interesados, libre de todo gasto, un plano de la 
fracción remanente, una vez deducida la parte expropiada de 
la totalidad, según plano inscripto que a tales efectos, deberán 
presentar aquéllos y que cumpla con las exigencias del Decre- 
to N* 422, de 29 de noviembre de 1940 y sus reglamentacio- 
nes. 


Dicho plano será confeccionado por composición gráfica y 
para su inscripción no regirá la obligación de verificar la con- 
cordancia de límites impuesta por el artículo 286 de la Ley 
N* 12,804 de 30 de noviembre de 1960". 


Art. 322. - Sustitúyese el artículo 91 de la Ley N* 15.851 
de 24 de diciembre de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 91. - Es obligatoria la contratación del segu- 
ro por responsabilidad contractual y extracontractual, emer- 
gente del transporte colectivo terrestre de personas en servi- 
cios nacionales, departamentales, internacionales y de turis- 
mo. 


Su incumplimiento será pasible de multas de hasta 50 UR 
(cincuenta Unidades Reajustables) por servicio y de las sus- 
pensiones previstas en el artículo anterior, 
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En todos los casos, el damnificado podrá accionar directa- 
mente, contra el asegurador. El Poder Ejecutivo reglamentará 
esta disposición y establecerá los montos mínimos y riesgos a 
asegurar en cada tipo de transporte”. 


Art. 323, - Decláranse comprendidos en lo dispuesto por 
el artículo 361 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, a 
los estudiantes de la Universidad de la República de cualquier 
disciplina y de la Unidad Ejecutora 004 “Consejo de Educa- 
ción Técnico Profesional” de la Administración Nacional de 
Educación Pública. 


Art. 324. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 92 de 
la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986, por el siguien- 
te: 


“No están gravados por el citado impuesto aquellos ve- 
hículos matriculados en el país, respecto de los cuales se acre- 
dite en forma fehaciente: 


A) Que se ha hecho entrega de las chapas-matrícula a los 
organismos municipales correspondientes, y ello por el 
período en que no estuvicron matriculados, 


B) Que los vehículos estuvieron detenidos por orden de 
autoridad competente y ello por el período de deien- 
ción”. 


Art. 325. - Autorízase al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, a liquidar y adelantar el pago a los contratistas, con 
cargo al crédito de la obra, de los intereses de mora por atraso 
en el pago de los certificados o situaciones de obra que corres- 
pondan a contratos de obra pública o de consultoría derivados 
de proyectos cuyos créditos administre dicho Ministerio. 


Una vez cumplido el informe de la Contaduría General de 
la Nación y la intervención del Ministerio de Economía y 
Finanzas, autorizando definitivamente el pago de los intereses 
de mora, de conformidad con lo establecido por el artículo 77 
de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, en la redacción 
dada por el artículo 7? de la Ley N* 15.903, de 10 de noviem- 
bre de 1987, la Contaduría Central del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas reintegrará los importes adelantados a 
los créditos respectivos. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuando hu- 
biere abonado intereses de mora en exceso descontará de los 
certificados subsiguientes o de otros créditos que pudiere te- 
ner contra el contratista, los montos correspondientes, 


Art. 326. - El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
designará una Comisión Asesora, con el cometido de estudiar 
la situación de los trabajadores contratados y eventuales de su 
Dirección de Arquitectura y de proponer solúciones adminis- 
trativas y legislativas, relativas a la situación funcional de 
dichos trabajadores. 


La referida Comisión se integrará con un representante del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas que la presidirá, un 
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representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
uno del Ministerio de Economía y Finanzas y uno de los 
trabajadores a que refiere este artículo. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas adoptará las 
medidas necesarias para que la Comisión se instale dentro de 
los sesenta días de la fecha de promulgación de esta ley y la 
dotará de los recursos humanos y materiales necesarios para 
su funcionamiento. 


INCISO 11 
Ministerio de Educación y Cultura 


Artículo 327, - Sustitúyese el artículo 57 de la Ley núme- 
ro 9.739, de 17 de diciembre de 1937, por el siguiente: 


“ARTICULO 57, - Estará integrado por cinco miembros 
honorarios designados por el Ministerio de Educación y Cul- 
tura, quien determinará cuál de ellos lo presidirá. Durarán 
cinco años en sus funciones debiendo desempeñarlas hasta la 
designación de los nuevos integrantes”. 


Derógase cl artículo 58 de la ley referida. 


Art. 328, - Sustitúyese el artículo 47 de la Ley N* 9,739, 
de 17 de diciembre de 1937, por el siguiente: 


“ARTICULO 47. - Los ejemplares reproducidos ilícita- 
mente y el material empleado para la reproducción, comuni- 
cación o ejecución pública, serán decomisados. 


El interesado podrá solicitar, como diligencia preparatoria, 
el secuestro de aquéllos, quedando el Juez facultado para exi- 
mirle de contracautela cuando existan motivos fundados para 
ello. 


La sentencia condenatoria deberá ordenar en todo caso la 
destrucción o inutilización de los ejemplares y material deco- 
misado cuando ellos sean susceptibles de utilización y en la 
medida necesaria para impedir la explotación ilícita. No se 
destruirán aquellos ejemplares que hallan sido adquiridos por 
terceros de buena fe, para su uso personal”. 


Art. 329. - Autorízase al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra a transformar los cargos del Escalafón F Personal de Servi- 
cios Auxiliares, y del Escalafón E Personal de Oficios ocupa- 
dos por personal redistribuido de Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados o Gobiernos Departamentales, en cargos co- 
rrespondientes al último grado ocupado del Escalafón C Per- 
sonal Administrativo de la Unidad Ejecutora respectiva, cuan- 
do a juicio del jerarca de la misma, sus ocupantes reúnan las 
condiciones necesarias para desempeñar tareas administrati- 
vas, previo informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Cuando la retribución del funcionario sea superior a la del 
cargo que se le adjudique, la diferencia será considerada como 
compensación a la persona. 
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Art. 330. - Los cargos vacantes o que vaquen en el futuro, 
pertenecientes al último grado de cada Escalafón en las distin- 
tas Unidades Ejecutoras, donde presten funciones becarios 
provenientes de la Comisión Nacional de Repatriación y de la 
Unidad Ejecutora 004 “Consejo de Educación Técnico Profe- 
sional” de la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP) serán provistos con dichos becarios. 


Igual procedimiento se seguirá en relación a los becarios 
que prestan funciones en el Centro de Capacitación y Produc- 
ción (CECAP). 


Para estas designaciones no regirán los requisitos de ingre- 
so a la función pública dispuestos por el Capítulo I de la Ley 
N* 16,127, de 7 de agosto de 1990. 


Al realizarse las designaciones, se irán abatiendo simultá- 
neamente los créditos con que se atendían las retribuciones de 
los becarios. 


Art. 331. - Créase en el Programa 001 “Administración 
General”, el “Instituto Nacional de la Juventud”, que tendrá 
como cometidos: 


A) Formular, ejecutar y evaluar las políticas nacionales 
relativas a la juventud, en coordinación con otros organismos 
estatales, 


B) Promover, planificar y coordinar las actividades del 
Centro de Información a la Juventud, que dependerá del refe- 
rido Instituto, asesorando y capacitando el personal de las 
unidades locales de información. 


Créase el cargo de Director del Instituto Nacional de la 
Juventud, que tendrá carácter de particular confianza y cuya 
retribución será la establecida en el literal g) del artículo 9% de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 332. - Los tributos y precios que perciben las Unida- 
des Ejecutoras del Ministerio de Educación y Cultura, podrán 
ser ajustados, en forma cuatrimestral en un porcentaje no ma- 
yor a la variación del Indice General de Precios al Consumo 
en el cuatrimestre correspondiente, salvo aquellas tarifas cuya 
fijación esté regulada por convenios internacionales suscriptos 
por el país, en cuyo caso la frecuencia y cuantía de las mismas 
serán las determinadas por los Convenios. 


Dentro de los noventa días de la promulgación de la pre- 
sente ley, el Poder Ejecutivo previo informe del Ministerio de 
Educación y Cultura, establecerá, de acuerdo con las bases 
legalmente previstas en cada caso, el monto de dichos tributos 
y precios sobre el que operarán los ajustes de modo que todos 
ellos se realicen en la misma oportunidad. 


Facúltase a la Unidad Ejecutora 018 “Dirección General 
de Registros”, a percibir del usuario el costo de las copias 
fotostáticas de los asientos, fichas registrales, oficios o cual- 
quier otro documento protocolizado o archivado que se le 
requiriera. 
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Art. 333. - Increméntase el crédito anual del Rubro O “Re- 
tribuciones de Servicios Personales” en un 11% (once por 
ciento), con excepción del correspondiente a cargos políticos 
y de particular confianza, a cargos técnicos y especializados 
de la Unidad Ejecutora 012 “Instituto de Investigaciones Bio- 
lógicas Clemente Estable” y a la totalidad de cargos de los 
Programas 008 “Asesoramiento Letrado a la Administración 
Pública”; 009 “Inscripción y Certificación de Actos y Contra- 
tos”; 010 “Ministerio Público y Fiscal” y 011 “Inscripciones y 
Certificaciones relativas al Estado Civil de las personas”. 


Dicho incremento se destinará a nivelar las retribuciones 
de los funcionarios del Ministerio de Educación y Cultura, 
con excepción de los funcionarios que revistan en las Unida- 
des Ejecutoras de los Programas citados en cl inciso anterior, 
de funcionarios técnicos y especializados de la Unidad Ejecu- 
tora 012 “Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente 
Estable” y de funcionarios que ocupan cargos políticos y de 
particular confianza. 


El Ministerio de Educación y Cultura en un plazo de cien- 
to veinte días efectuará la distribución de cesta partida entre 
sus Unidades Ejecutoras teniendo en cuenta la suma total de 
retribuciones, sean éstas presupuestales o extrapresupuestales 
de cada cargo o función, y fijará los montos y porcentajes de 
nivelación que correspondan en cada caso, previo informe de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría Ge- 
neral de la Nación. 


Art. 334. - Increméntase el monto del impuesto denomina- 
do “Servicios Registrales” que percibe la Unidad Ejecutora 
018 “Dirección General de Registros”, en un equivalente a un 
40% (cuarenta por ciento) del valor de la Unidad Reajustable 
por cada certificado o solicitud de información presentada 
ante los Registros de Montevideo o Secciones de los Registros 
Departamentales, o Local de Pando; y en un 75% (setenta y 
cinco por ciento) del valor de la Unidad Reajustable por cada 
documento que se presente a inscribir ante aquéllos. 


Dicho incremento será recaudado en la forma establecida 
en el artículo 437 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, 
y su monto variará en forma cuatrimestral de acuerdo a la 
modificación operada en la Unidad Reajustable, 


La recaudación por concepto del incremento se verterá 
íntegramente al Tesoro Nacional, una vez deducido el costo 
de la impresión de los timbres. 


Art. 335. - Créase en el Programa 001 “Administración 
General”, Unidad Ejecutora 001 “Secretaría”, la Oficina de la 
Comisión Nacional de Becas, que servirá de apoyo a la tarea 
que desarrolla la Comisión Nacional. 


Art. 336. - La Comisión Nacional de Becas labrará acta de 
todas sus sesiones en las que se dejará constancia de los mon- 
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tos que se adjudiquen discriminados por Rubro y por Departa- 
mento, listados de becas y aspirantes que no fueran contem- 
plados especificando las razones. 


Dentro de los ciento veinte días de entregados los importes 
respectivos por parte de la Comisión Nacional de Becas, cada 
una de las Intendencias Municipales hará llegar a la Comi- 
sión, las Rendiciones de Cuentas con los comprobantes co- 
rrespondientes. La no presentación de la documentación en el 
término fijado obligará a la Comisión a suspender los pagos 
hasta que se cumpla el requisito referido. 


Art. 337. - De las utilidades líquidas que el Estado obten- 
ga por la explotación, directa o indirecta, de todo tipo de 
juegos, suertes, rifas, apuestas y similares, que entraren en 
funcionamiento a partir del 1* de agosto de 1990, el 5% (cinco 
por ciento) corresponderá al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra, y deberá ser depositado en forma trimestral en la cuenta 
que a tales efectos la referida Secretaría de Estado abrirá en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay. Dichos recursos 
serán administrados por el Ministerio de Educación y Cultura 
quien los afectará al desarrollo de las ciencias, las letras, las 
artes, la educación, incluyendo la física y la cultura. 


De los recursos referidos en el inciso anterior, el Ministe- 
rio de Educación y Cultura destinará el 20% (veinte por cien- 
to) de los mismos al Fondo de Promoción de Desarrollo de la 
Biblioteca Nacional, previsto en el artículo 389 de la presente 
ley. 


Art. 338. - Increméntase en hasta un 100% (cien por cien- 
to) la tasa del Registro del Estado Civil, creada por el artículo 
143 de la Ley N* 14.100, de 29 de diciembre de 1972, 


Las sumas recaudadas por concepto de dicho incremento 
serán administradas por el Ministerio de Educación y Cultura 
y se destinarán integramente al fomento y desarrollo de los 
servicios culturales del mismo. 


El Poder Ejecutivo dictará la correspondiente reglamenta- 
ción. 


Art. 339. - Increméntanse hasta un 40% (cuarenta por 
ciento) las tasas que percibe la Unidad Ejecutora 022 “Direc- 
ción Nacional de Correos”. 


Las sumas recaudadas por concepto de dicho incremento 
serán administradas por el Ministerio de Educación y Cultura 
y se destinarán ai fomento y desarrollo de los servicios cultu- 
rales de esa Secretaría de Estado sin perjuicio de lo dispuesto 
por el artículo 232 de la Ley N* 15,903, de 10 de noviembre 
de 1987. 


Art. 340. - A partir de la promulgación de la presente ley, 
las publicaciones de edictos por rectificaciones de partidas en 
el Diario Oficial serán gratuitas. 
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Art, 341. - Sustitúyese la denominación de la Unidad Eje- 
cutora 010 “Dirección Nacional de Artes Visuales”, por la de 
“Museo Nacional de Artes Visuales”. 


Transfórmase el cargo de Director Nacional «¿e Artes Vi- 
suales en Director del Museo Nacional de Artes Visuales. 


Dicho cargo conservará el carácter de particular confianza 
y su retribución será la indicada en el literal g) del artículo 92 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el artículo 368 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Art. 342, - El Ministerio de Educación y Cultura a pro- 
puesta de la Unidad Ejecutora 011 “Instituto de Investigacio- 
nes Biológicas Clemente Estable”, podrá crear con las econo- 
mías de vacantes de cargos y funciones generadas a partir del 
12 de encro de 1991 y sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 35 de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, los 
cargos siguientes: dos cargos de Técnico HI Preparador, Esca- 
lafón B, Grado 13; ocho cargos de Investigador Asistente, 
Escalafón D, Grado 19 y diez cargos de Investigador Ayudan- 
te, Escalafón D, Grado 17. 


Art. 343. - Será de aplicación a los proycctos de investiga- 
ción científica y tecnológica que deriven de acuerdos concer- 
tados con países, instituciones y organismos internacionales o 
extranjeros, públicos o privados, lo establecido en el artículo 
21 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 344. - Habilítase en el Ministerio de Educación y 
Cultura una partida de N$ 420:000.000 (nuevos pesos cuatro- 
cientos veinte millones) a efectos que la Unidad Ejecutora 
013 “Comisión Nacional de Educación Física”, adecue las 
remuneraciones de sus funcionarios docentes a la tabla de 
sueldos establecida en el artículo 26 de la presente ley, equi- 
parándolas a las de sus similares de Educación Primaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública) previo informe 
de la Contaduría General de la Nación. 


Los referidos docentes tendrán derecho a percibir el bene- 
ficio establecido en el artículo 12 de la Ley N* 15,809, de 8 de 
abril de 1986, modificativas y concordantes, computando su 
antigúedad una vez efectuada la adecuación. 


Art. 345. - Sustitúyese el artículo 67 de la Ley N* 16,002, 
de 25 de noviembre de 1988, por el siguiente: 


“ARTICULO 67. - Autorízase a la Unidad Ejecutora 015 
“Dirección General de la Biblioteca Nacional?, a hacer efecti- 
vo el cobro del servicio de información que brinda a nivel 
internacional. 


La institución dispondrá de la totalidad de lo recaudado, a 
fin de atender los gastos particulares y generales generados 
por el mencionado servicio. 
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El Ministerio de Educación y Cultura fijará las tarifas del 


servicio en moneda extranjera (dólares de los Estados Unidos 
de América) y reglamentará la forma de percepción de las 
mismas”. 


Art. 346. - Transfórmase, al vacar, la denominación del 
cargo de particular confianza Director del Canal 8 de Melo, 
por la de Inspector del Sistema Nacional de Televisión. 


Art. 347. - La Unidad Ejecutora 018 “Dirección General 
de Registros”, podrá efectuar los convenios que estime conve- 
nientes, para la prestación de sus servicios a otros Organismos 
públicos y privados. 


El Ministerio de Educación y Cultura determinará el pre- 
cio de los mismos a efectos de cubrir los costos. Los fondos 
serán recaudados y administrados por la mencionada Direc- 
ción y se destinarán a mejorar el servicio, no pudiendo utili- 
zarse para el pago de retribuciones personales. 


Art. 348. - El Ministerio de Educación y Cultura a pro- 
puesta de la Unidad Ejecutora 018 “Dirección Gencral de Re- 
gistros”, podrá crear con las economías de vacantes de cargos 
y funciones generadas a partir del 1* de encro de 1991, y sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley 
N* 16.127, de 7 de agosto de 1990, siete cargos de Especialis- 
ta IV, Escalafón D, Grado 12, en los que serán designados 
funcionarios de la Unidad Ejecutora referida, actualmente 
afectados a la tarea de digitadores. 


Art. 349, - Derógase el inciso segundo del artículo 251 de 
la Ley N? 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 


Art. 350. - Créanse las Fiscalías Letradas en lo Civil de 92 
a 20* Turno, las que actuarán con los cometidos asignados a 
sus similares existentes de 1% a 8* Tumo. 


Créanse doce cargos de Fiscal Letrado en lo Civil; doce 
cargos de Fiscal Letrado Adjunto; doce cargos de Secretario 
Letrado, Escalafón A, Grado 19 y doce cargos de Administra- 
tivo IV, Escalafón C, Grado 08, destinados a las Fiscalías 
Letradas en lo Civil referidas en el inciso anterior. 


Art. 351. - Créanse las Fiscalías Letradas Departamentales 
de Maldonado, de Paysandú y de Salto de 3er. Tumo, que 
funcionarán con las oficinas de las actuales, y actuarán con 
los cometidos asignados a los Fiscales Letrados Departamen- 
tales en la jurisdicción de los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia de Maldonado, de Paysandú y de Salto, respectiva- 
mente. 


Art. 352, - Créanse las Fiscalías Letradas Departamentales 
de Cerro Largo, Las Piedras, Pando, Rivera y Rocha de 2* 
Turno, que funcionarán con las oficinas de las actuales, que 
pasarán a denominarse de ler. Turno, y actuarán con los co- 
metidos asignados a los Fiscales Letrados Departamentales en 
la jurisdicción de los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
de Cerro Largo, Las Piedras, Pando, Rivera y Rocha, respecti- 
vamente. 
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Art. 353, - Créanse ocho cargos de Fiscal Letrado Depar- 
tamental destinados a Jas Fiscalías Letradas Departamentales 
de 3er. Turno de Maldonado, Paysandú y Salto y a las de 22 
Turno de Cerro Largo, Las Piedras, Pando, Rivera y Rocha. 


Créanse seis cargos de Asesor 1, Abogado, Escalafón A, 
Grado 19, adscriptos, tres a las Fiscalías Letradas Departa- 
mentales de Maldonado y los restantes a las Fiscalías Letradas 
Departamentales de Las Piedras, Pando y Rocha. 


Créanse ocho cargos de Administrativo 1V, Escalafón C, 
Grado 8, con destino a las Fiscalías referidas en el primer 
inciso. 


Art. 354, - Créanse trece cargos de Asesor I Abogado Es- 
calafón A, Grado 19 adscriptos a las Fiscalías Letradas Depar- 
tamentales de Artigas, Canelones, Carmelo, Colonia, Duraz- 
no, Florida, Fray Bentos, Lavalleja, Mercedes, Rosario, San 
José, Tacuarembó y Treinta y Tres. 


Créanse trece cargos de Administrativo IV, Escalafón C, 
Grado 8, con destino a las mencionadas Fiscalías. 


Art. 355, - La Fiscalía de Corte y Procuraduría General de 
la Nación, determinará la fecha de instalación de las nuevas 
Fiscalías Letradas Nacionales y Departamentales creadas por 
la presente ley y provisoriamente fijará los nuevos turnos, así 
como el régimen de distribución de expedientes en trámite, si 
fuere menester, todo sin perjuicio de su homologación por el 
Poder Ejecutivo. 


Art. 356. - Los funcionarios técnicos profesionales con 
cargo de Contador o Abogado de la Dirección de Servicios 
Administrativos Generales de la Unidad Ejecutora 019 “Fisca- 
lía de Corte y Procuraduría General de la Nación”, podrán 
optar por quedar excluidos de la incompatibilidad establecida 
por el artículo 27 del Decreto-Ley N* 15,365, de 30 de di- 
ciembre de 1982. Efectuada la opción la misma tendrá carác- 
ter de definitiva, y la remuneración mensual será el 62,50% 
(sesenta y dos con cincuenta por ciento) o el 83,125% (ochen- 
ta y tres con ciento veinticinco por ciento) del sueldo percibi- 
do con incompatibilidad, según se encuentren cn régimen de 
seis u ocho horas diarias de labor. 


Art. 357 - Mantiénense las vacantes generadas hasta el 31 
de diciembre de 1989, aunque no hubieran sido provistas a la 
fecha de promulgación de la presente ley, en las Unidades 
Ejecutoras 018 “Dirección General de Registros” y 019 “Fis- 
calía de Corte y Procuraduría General de la Nación”. 


Art. 358. - Transfórmanse las actuales Fiscalías Letradas 
de Aduanas de 3er. y 4? Turno, en Fiscalías Letradas de Me- 
nores de ler. y 2? Turno, con competencia en todos los proce- 
dimientos preventivos, educativos y correctivos a que den lu- 
gar los hechos antisociales cometidos por menores, y las situa- 
ciones de abandono en las que entienden los Juzgados Letra- 
dos de Menores. 
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Ejercerán las funciones propias del Ministerio Público en 
Primera y Segunda Instancia y, eventualmente, en los procedi- 
mientos de casación, representando y defendiendo la causa 
pública en los asuntos en que pueda estar comprometida y 
actuarán en todo lo relativo a menores imputados de la comi- 
sión de hechos antisociales o en estado de abandono, incum- 
biéndole en ese concepto los deberes que la ley señale y, 
expresamente, de aquellos que derivan de la condición de 
protector oficial de los menores, que se consagra. 


Art. 359. - Transfórmanse los cargos de Fiscales Letrados 
de Aduana de 3er, y 4* Turno, en Fiscales Letrados de Meno- 
res de ler, y 2* Turno. 


Art. 360. - Dispónese que la Unidad Ejecutora 019 “Fisca- 
lía de Corte y Procuraduría General de la Nación”, determine 
provisoriamente y de inmediato, los nuevos turnos de las Fis- 
calías Letradas de Aduana y las de Menores y el régimen de 
redistribución de expedientes en trámite, todo sin perjuicio de 
la homologación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 361. - La transformación dispuesta por la presente 
ley, se perfeccionará de pleno derecho una vez que se provean 
los cargos de Fiscales Letrados de Menores de ler. y 2* Tur- 
no. 


Mientras no sean provistos los cargos referidos en el inciso 
anterior, las Fiscalías transformadas continuarán actuando en 
las mismas materias y con la misma competencia de las Fisca- 
lías Letradas de Aduana de 3er. y 4% Turno. 


Art. 362. - Los demás cargos asignados actualmente a las 
Fiscalías Letradas de Aduana de 3er. y 4% Turno, pasarán a 
revistar en las Fiscalías Letradas de Menores de ler. y 2* 
Turno, respectivamente, quedando ocupados por sus actuales 
titulares, sin perjuicio de que los mismos puedan ser redistri- 
buidos con arreglo a las normas legales pertinentes. 


Art. 363. - Deróganse el numeral 2* del artículo 15 y el 
numeral 1* del artículo 16 del Decreto-Ley N* 15,365, de 30 
de diciembre de 1982, en cuanto establecen la preceptividad 
de la actuación del Fiscal Adjunto de Corte y del Fiscal Letra- 
do Suplente, como Fiscal Nacional de Feria y Fiscal Departa- 
mental de Feria, respectivamente. 


Art. 364, - Sustitúyense en el artículo 1; en los numerales 
8) y 10) del artículo 7*; en el inciso segundo del artículo 20; 
en el inciso segundo del artículo 27; y en el inciso tercero del 
artículo 30 del Decreto-Ley N* 15,365, de 30 de diciembre de 
1982, las referencias al Ministerio de Justicia, por las de Mi- 
nisterio de Educación y Cultura. 


Art. 365. - Asígnase al Ministerio de Educación y Cultura 
una partida de N$ 100:000.000 (nuevos pesos cien millones) 
para la instalación de las nuevas Fiscalías y Servicios que se 
crean por los artículos anteriores. Dicho egreso será financia- 
do con las economías resultantes de la supresión de vacantes 
del Inciso. 
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Art. 366, - Transfórmase el cargo de Subdirector de Divi- 
sión Abogado del Escalafón A, Grado 19, de la Unidad Ejecu- 
tora 020 “Procuraduría del Estado en lo Contencioso Admi- 
nistrativo”, en un cargo de Abogado-Adjunto di ! Escalafón N 
Judicial con la misma jerarquía y dotación que la de los actua- 
les Abogados-Adjuntos de dicha Unidad Ejecutora. 


Art. 367. - Sustitúyese el artículo 222 de la Ley 
N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 222. - La Unidad Ejecutora 021 del Progra- 
ma 011 “Inscripciones y Certificaciones Relativas al Estado 
Civil de las Personas”, podrá expedir en forma gratuita, los 
recaudos y actuaciones de Estado Civil, en aquellos casos en 
que tales solicitudes le fueren formuladas por personas noto- 
riamente pobres; por correspondencia del interior o exterior 
del país; a través de Embajadas, Consulados u Organismos 
Internacionales y por las dependencias del Poder Judicial, 
siempre que a juicio de la Dirección o Subdirección se en- 
cuentren acreditados dichos extremos. 


Fuera de los casos mencionados precedentemente la expe- 
dición gratuita deberá ser autorizada por el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura”. 


Art. 368, - Autorízase a la Unidad Ejecutora 021 “Direc- 
ción General del Registro de Estado Civil”, a realizar las 
inscripciones de actos y hechos relativos al Estado Civil a 
través de sistemas de computación. 


Asimismo, se faculta a dicha Dirección General a ingresar 
al sistema las inscripciones realizadas anteriormente, 


Los documentos que se expidan por este medio, tendrán la 
misma validez que la de los testimonios que se expiden ac- 
tualmente. 


Lo dispuesto por este artículo entrará en vigencia después 
de su reglamentación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 369. - Elévase el porcentaje establecido por el artícu- 
lo 418 de la Ley N* 15.809, de $ de abril de 1986, al 25% 
(veinticinco por ciento). 


Art. 370. - Sustitúycse el literal k) del artículo 197 de la 
Ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967, por el siguiente: 


“k) Los Gobiernos Departamentales siempre que conven- 
gan con la Dirección Nacional de Correos la forma de com- 
pensar los costos derivados”. 


Art. 371. - Exceptúase de la supresión de vacantes dis- 
puesta por el artículo 39 de la presente ley, el cargo de Asesor 
I Abogado, Escalafón A, Grado 19 y dos cargos de Asesor II 
Abogado, Escalafón A, Grado 18, del Programa 012, “Servi- 
cios Postales”. 
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Los mencionados cargos deberán ser provistos en el térmi- 
no de ciento ochenta días a partir de la vigencia de la presente 
ley, por medio de concurso de oposición y méritos entre los 
profesionales abogados de la Unidad Ejecutora, el que será 
supervisado por la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Art. 372, - Exceptúase de lo dispuesto en el artículo 140 
de la Ley N* 11.923, de 27 de marzo de 1953, la impresión de 
las estampillas de Correos. 


Art. 373, - A partir del 1? de mayo de 1991 el Registro de 
Poderes, dependiente de la Unidad Ejecutora 018 “Dirección 
General de Registros”, funcionará en forma centralizada. Des- 
de ese día todos los actos indicados en el artículo 2* del 
Decreto 188, de 4 de abril de 1978, se inscribirán única y 
obligatoriamente en el Registro General de Poderes con sede 
en Montevideo, cualquiera sea la data del instrumento que se 
presente a registrar. La misma oficina informará sobre la vi- 
gencia de los poderes cualquiera sea el período de consulta. 


Art. 374, - Las disposiciones del Decreto-Ley N* 14.978, 
de 14 de diciembre de 1979, no serán aplicables a aquellos 
procesos en los que sean parte las personas jurídicas de dere- 
cho público. 


Art. 375. - La Unidad Ejecutora 016 “Servicio Oficial de 
Difusión Radiotelevisión y Espectáculos”, podrá transferir a 
rubros de gastos, los créditos de una de cada dos vacantes de 
cargos o funciones, generadas a partir del 1* de enero de 1991, 
sin perjuicio de las que deban suprimirse por aplicación del 
artículo 35 de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


Art. 376. - Créase en el Programa 012 “Servicios Posta- 
les”, un cargo de Asesor III, Abogado, Escalafón A, Grado 17. 


Art. 377, - Autorízase a la Unidad Ejecutora 022 “Dircc- 
ción Nacional de Correos”, a disponer transitoriamente de la 
totalidad de los recursos provenientes de la venta de sellos 
postales correspondientes a los tres primeros días de todas las 
emisiones que se pongan en circulación, con la finalidad de 
cubrir los costos de impresión de los mismos, sin perjuicio de 
lo dispuesto por el artículo 594 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987. 


Art. 378. - Sustitúyese el artículo 5% de la Ley N* 16.090, 
de 26 de octubre de 1989, por el siguiente: 


“ARTICULO 5%*. - De resultar fondos excedentes, una vez 
atendidas las erogaciones a que hace referencia el artículo 3*, 


constituirán una disponibilidad que el Ministerio de Educa- * 


ción y Cultura destinará íntegramente al fomento y desarrollo 
de sus servicios culturales”. 


Art. 379. - La Unidad Ejecutora 022 “Dirección Nacional 
de Correos”, dispondrá de las facultades establecidas en el 
artículo 68 del Código Tributario (Decreto-Ley N* 14,306, de 
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29 de noviembre de 1974) para controlar el cumplimiento de 
la reglamentación que se dicte al amparo del numeral 72 del 
artículo 3% de la Ley N* 5,356, de 16 de diciembre de 1915, y 
la percepción de la Renta Postal. : 


Las empresas permisarias deberán cumplir las obligacio- 
nes establecidas en el artículo 70 del citado Código Tributa- 
rio. 


Art. 380. - Facúltase al Poder Ejecutivo a reestructurar la 
organización de la Unidad Ejecutora 022 “Dirección Nacional 
de Correos” del Programa 012 “Servicios Postales”, de modo 
de establecer los mecanismos de control necesarios, para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior. 


Art. 381. - El que realizando servicio de Mensajerías en 
uso de un permiso al amparo de la Ley N* 5,356, de 16 de di- 
ciembre de 1915, evada el pago de la Renta Postal, incurrirá 
en el delito previsto en el artículo 110 del Código Tributario. 


Constituirá circunstancia agravante, el que el sujeto activo, 
realice la actividad sin la autorización de la Autoridad Postal. 


Art. 382. - Créase un tributo equivalente al doble de lo 
que percibe por comisión de sus servicios el Banco de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, en oportunidad de exportar, que 
gravará la expedición de guías de exportación de objetos, 
obras o colecciones mencionadas en el artículo 15 de la Ley 
N? 14.040, de 20 de octubre de 1971, así como de vehículos 
que se distingan por su singularidad, antigiedad o rareza. La 
misma será percibida por el Ministerio de Educación y Cultu- 
ra en ocasión de la respectiva expedición y se verterá en una 
cuenta especial que abrirá en el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay. 


Su producido será administrado por la referida Secretaría 
de Estado y será afectado al fomento y desarrollo de los servi- 
cios culturales a su cargo. 


Art. 383, - Suspéndese la aplicación del artículo 11 de la 
Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, hasta que el Poder 
Ejecutivo proceda a su reglamentación, la cual deberá dictarse 
cuando a su juicio se disponga de los medios técnicos apropia- 
dos para la formación del legajo o soporte de información 
equivalente. 


Art. 384. - Exceptúase de lo dispuesto por el artículo 39 
de la presente ley a las vacantes de los cuerpos estables (or- 


- questa, coro y cuerpo de baile) y del personal técnico de radio 


y televisión, de la Unidad Ejecutora 016 “Servicio Oficial de 
Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos”. 


Art. 385. - Autorízase a la Unidad Ejecutora 018 “Direc- 
ción General de Registros”, a realizar una reestructura escala- 
fonaria con el fin de adaptar sus cargos a las necesidades que 
le impondrá la entrada en vigencia del Decreto-Ley 
N* 15.514, de 29 de diciembre de 1983. 
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La reestructura no podrá implicar incremento del crédito 
presupuestal respectivo, deberá ser aprobada por el Poder Eje- 
Ccutivo, comunicada a la Asamblea General y entrará en vigen- 
cia junto con el Decreto-Ley N* 15.514, de 29 de diciembre 
de 1983. 


Art. 386. - El aporte patronal correspondiente al comple- 
mento de retribuciones que perciben los funcionarios de la 
Unidad Ejecutora 022 “Dirección Nacional de Correos”, se- 
gún lo dispuesto por el artículo 232 de la Ley N* 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, no se imputará al porcentaje previs- 
to en la referida norma. 


Art. 387. - El Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevi- 
sión y Espectáculos (SODRE), equiparará las remuneraciones 
de los integrantes del Cuerpo de Baile con las de los integran- 
tes de la Orquesta Sinfónica, con cargo a Rentas Generales. 


Art. 388. - Autorízase a la Unidad Ejecutora 022 “Dircc- 
ción Nacional de Correos”, a destinar la cantidad de emisio- 
nes especiales que convenga con las Organizaciones Postales 
Internacionales, para que éstas las comercialicen con fines fi- 
latélicos con las administraciones postales que forman parte 
de ellas. 


La referida Unidad Ejecutora quedará autorizada a entre- 
gar a las Organizaciones Postales Internacionales con quienes 
celebre dichos Convenios, los porcentajes de recaudación que 
se convenga y a disponer de las que los Convenios afecten a 
fines especiales, 


Art. 389. - Créase el Fondo de “Promoción y Desarrollo 
de la Biblioteca Nacional” que se integrará con: 


A) El 100% (cien por ciento) de los proventos generados 
por la Unidad Ejecutora. 


B) Las economías del Rubro O de la Unidad Ejecutora, al 
31 de diciembre de cada Ejercicio Presupucstal. 


Art. 390. - El fondo a que refiere el artículo anterior se 
destinará a: 


A) El 50% (ciencuenta por ciento) a funcionamiento e in- 
versiones de la Biblioteca Nacional. 


B) El 50% (cincuenta por ciento) a la promoción social y 
bienestar de los recursos humanos de la Unidad Ejecu- 
tora. 


No será de aplicación en este caso, lo dispuesto por el 
artículo 595 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987. 
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Art. 391. - Fusiónanse las Unidades Ejecutoras 002 “Dia- 
rio Oficial” y 003 “Imprenta Nacional”, correspondientes al 
Programa 002 “Publicaciones e Impresiones Oficiales” . 


La nueva Unidad Ejecutora pasará a denominarse “Direc- 
ción Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficiales”. 


Suprímense los dos cargos de Director de las ex Unidades 
Ejecutoras, habilitándose en su lugar el cargo de particular 
confianza de Director Nacional de Impresiones y Publicacio- 
nes Oficiales, cuya retribución será la dispuesta por el literal 
g) del artículo 9* de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


El Ministerio de Educación y Cultura, en un plazo no 
mayor de ciento ochenta días, someterá a la aprobación del 
Poder Ejecutivo una reestructura presupuestal y racionaliza- 
ción administrativa que permita la integración de los cargos 
en la nueva planilla unificada, sin que ello implique costo 
presupuestal, previo informe de la Oficina Nacional del Servi- 
cio Civil y de la Contaduría General de la Nación. 


Art. 392. - Serán cometidos de la nueva Unidad Ejecutora: 


A) Administración e impresión del Diario Oficial y del 
Registro Nacional de Leyes y Decretos y publicación 
de reglamentos, edictos, separatas y recopilación de 
normas jurídicas. 


B) Confección y realización de todo documento o especie 
valorada y formularios respecto a los cuales se extien- 
de recibo de pago (Decreto N* 125/80). 


C) Apoyo a las funciones administrativas de todas las re- 
particiones públicas que soliciten sus servicios, con la 
confección de formularios que utilicen en sus labores 
normales como ser liquidación de sueldos, rendiciones . 
de cuentas, liquidación de gastos y papel numerado. 


D) Apoyo a las recaudaciones fiscales mediante la confec- 
ción de formularios valorados como ser para la recau- 
dación de impuestos, tasas, contribuciones y sellos de 
COITEO, 


E) Impresión de textos de enseñanza primaria, media y 
superior. 


F) Discusión de la cultura en general, a través de publica- 
ciones varias tales como libros de arte, afiches, planos 
y folletos de turismo. 


Art. 393. - La Unidad Ejecutora “Dirección Nacional de 
Impresiones y Publicaciones Oficiales” podrá disponer de sus 
recursos extrapresupuestales de libre disponibilidad en la si- 
guiente forma: 


A) 50% (cincuenta por ciento) para gastos de funciona- 
miento. 
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B) 50% (cincuenta por ciento) restante para el pago de 
incentivos por rendimiento. 


Art, 395, - Increméntase en N$ 2:108.562 (nuevos pesos 
dos millones ciento ocho mil quinientos sesenta y dos), el 
Renglón 011.414 “Compensación Máxima al Grado” del Pro- 
grama 002 “Publicaciones e Impresiones Oficiales”, a efectos 
de adecuar las retribuciones de los funcionarios del Diario 
Oficial. 


Art, 395, - Los gastos del Centro de Discito Industrial, 
para el Ejercicio 1991, se financiarán con cargo a los recursos 
extrapresupuestales del Ministerio de Educación y Cultura, 
hasta una suma de N$ 241:500.000 (nuevos pesos doscientos 
cuarenta y un millones quinientos mil). 


Art. 396. - Las resoluciones de la Dirección Nacional de 
Correos que impongan sanciones de carácter pecuniario a las 
empresas infractoras del Permiso de Mensajería o al Monopo- 
lio Postal, constituirán título ejecutivo en los términos dis- 
puestos por los artículos 91 y siguientes del Código Tributa- 
rio. 


Art. 397. - Sustitúyense los incisos quinto y sexto del 
artículo $9 de la Ley N* 10.793, de 25 de setiembre de 1946, 
en la redacción dada por el Decreto-Ley N* 14.862, de 8 de 
enero de 1979, por el siguiente texto: 


“Transcurrido el plazo de noventa días, sí no se hubieren 
subsanado las deficiencias observadas o deducido oposición, 
caducarán de pleno derecho la inscripción provisoria y los 
efectos de la presentación del documento al Registro, salvo 
que la parte, o el escribano interveniente, comparezcan a solí- 
citar prórroga del plazo, la que se concederá automáticamente 
y por el plazo de sesenta días improrrogables”. 


Art, 398. - Derógase el artículo 10 de la Ley N* 9.099, de 
20 de setiembre de 1933, Ú 


Art, 399, - Declárase de utilidad pública la expropiación 
parcial del inmueble empadronado con el N* 4.308 de la 3ra. 
Sección Judicial del departamento de Montevideo. El Poder 
Ejecutivo determinará el área concreta y su deslinde, al for- 
mular los trámites expropiatorios. 


Art. 400. - Dispónese que cuando se presente a inscribir la 
incorporación de un bien al régimen de Propiedad Horizontal 
se debe presentar al Registro de Traslaciones de Dominio el 
primer testimonio del reglamento de copropiedad, acompaña- 
do de la ficha registral correspondiente, la que se protocoliza- 
rá. 


Toda vez que se presente a inscribir una modificación que 
afecte al plano original, se deberá adjuntar el mismo y el 
modificativo protocolizándose en todos los casos únicamente 
las fichas registrales. 


Art. 401. - Derógase el apartado final del literal F) del ar- 
tículo 59 de la Ley N* 12.367, de 8 de enero de 1957. 
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INCISO 12 
Ministerio de Salud Pública 


Artículo 402, - Cométese al Ministerio de Salud Pública 
la implantación de un sistema único de información para todo 
el sector salud. 


Art. 403. - La Comisión Técnica de Residencias Médicas 
Hospitalarias creada por el artículo 3* del Decreto-Ley núme- 
ro 15.372, de 4 de abril de 1983, estará integrada con tres re- 
presentantes del Ministerio de Salud Pública, uno de los cua- 
les la presidirá y tres representantes médicos de la Facultad de 
Medicina de la Universidad de la República. 


El Presidente de la Comisión tendrá doble voto en caso de 
igualdad. 


Art. 404. - Exccptúase a las Unidades Ejecutoras del Mi- 
nisterio de Salud Pública de lo dispuesto en el artículo 97 de 
la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 405. - Los funcionarios que ocupan cargos de los Es- 
calafones D Personal Especializado y F Personal de Servicios 
Auxiliares, que al momento de la promulgación de la presente 
ley cuenten con más de dos años en la realización permanente 
de tareas administrativas, podrán solicitar la incorporación al 
Escalafón C Personal Administrativo dentro de los noventa 
días de su publicación. 


La incorporación, se realizará en el último Grado del Es- 
calafón C, previa prueba de suficiencia. 


En caso de no existir la vacante necesaria, se podrá trans- 
formar el cargo de origen, sin que ello implique incremento 
del crédito presupuestal. 


Art. 406. - Suprímese el cargo de particular confianza 
“Director de Dirección de Servicios de Salud”, Créase el car- 
go de “Director de Dirección Planificación”, que tendrá carác- 
ter de particular confianza y cuya remuneración será equiva- 
lente a la del que se suprime, 


Art. 407. - Suprímese un cargo de particular confianza de 
“Director Regional de Salud”, Créase un cargo de “Director 
de Dirección Epidemiología, Prevención y Control de Enfer- 
medades”, que tendrá carácter de particular confianza y cuya 
remuneración será equivalente a la del que se suprime, 


Art. 408. - Todas las prestaciones de salud que brinden los 
establecimientos asistenciales dependientes de la Administra- 
ción de los Servicios de Salud del Estado (ASSE) a cualquier 
tipo de institución pública o privada, estarán sujetas a los 
aranceles que fije la reglamentación. 


Art. 409. - Los funcionarios designados para ocupar car- 
gos en las Unidades Ejecutoras del Programa 002 “Prestación 
Integral de Servicios de Salud” dependientes de la Adminis- 
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tración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE) dispon- 
drán de un plazo de quince días, contados a partir del siguien- 
te al de la notificación, para efectuar la correspondiente toma 
de posesión. La no presentación del interesado en el plazo 
previsto, determinará la revocación del acto originario, la que 
será comunicada a la Oficina Nacional del Servicio Civil para 
constancia, a tener en cuenta como antecedente, 


Art. 410. - Los Directores de las Unidades Ejecutoras del 
Programa 002 “Prestación Integral de Servicios de Salud” de- 
pendientes de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE), cuando se produzca una vacancia temporaria 
o permanente que afecte la normalidad del servicio podrán 
contratar, por un plazo máximo de ciento ochenta días, direc- 
tamente, en forma interina y transitora, personal para cubrir el 
mismo hasta que la vacancia haya sido subsanada o no se vea 
afectada la normalidad de dicho servicio. 


Para usar de la facultad a que refiere este artículo deberán 
darse las siguientes condiciones: 


A) Que exista una partida presupuestal identificada por la 
Unidad Ejecutora en su Escalafón, Grado y número co- 
rrelativo, cuya economía financie suficientemente la 
contratación. 


B) Sólo podrá contratarse personal que reúna las. condicio- 
nes técnicas que requiere el cargo y el Escalafón, con 
excepción de personal administrativo (Escalafón C). 


C) La retribución se pagará con cargo al renglón especifi- 
co que abrirá la Contaduría General de la Nación y se 
financiará con la economía producida por la vacante 
temporaria o permanente. 


D) La contratación sólo podrá efectuarse con el nivel de 
retribución del cargo vacante de cada Escalafón y hasta 
por el plazo máximo establecido en el inciso primero a 
cuyo vencimiento el contratado no podrá percibir, bajo 
responsabilidad funcional grave de los jerarcas intervi- 
nientes, retribución alguna, 


El Director de la Unidad Ejecutora podrá, por motivos 
fundados, declarar finalizado el contrato cuando lo considere 
oportuno. 


Art. 411. - El 5% (cinco por ciento) de comisión estableci- 
do por el inciso segundo del artículo 3% de la Ley N* 9,892, de 
1* de diciembre de 1939, será distribuido entre todos los fun- 
cionarios que presten efectivamente funciones cn las Oficinas 
Recaudadoras de las respectivas Unidades Ejecutoras, aplica- 
do sobre los pagos efectuados directamente por los usuarios 
de los servicios de la Administración de los Servicios de Sa- 
lud del Estado (ASSE). No devengarán comisión alguna las 
recaudaciones por prestaciones al amparo de convenios con 
instituciones públicas o privadas.” 


Art. 412. - Incorpóranse al Programa 001 “Política de 
Salud”, las Unidades Ejecutoras 065 “Comisión Honoraria de 
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Lucha contra la Hidatidosis”; 066 “Servicio Nacional de San- 


gre” y 067 “Escuela de Sanidad doctor José Scosería”, con sus 
correspondientes créditos. 


Art. 413. - Las vacantes existentes al 31 de diciembre de 
1990 en las Unidades Ejecutoras 001 “Administración Supe- 
rior”, 065 “Comisión Honoraria de Lucha contra la Hidatido- 
sis”, 066 “Servicio Nacional de Sangre” y 067 “Escuela de 
Sanidad doctor José Scosería”, del Programa 001 “Política de 
Salud”, se destinarán a la presupuestación de los funcionarios 
contratados eventuales de esa Unidad a la fecha indicada, 


A tales efectos y previo informe de la Contaduría General 
de la Nación, el Poder Ejecutivo podrá realizar las transforma- 
ciones, fusiones o escisiones de cargos necesarias con la única 
limitación de que ello no implique incremento del gasto, 


Art. 414. - Cumplido lo dispuesto por el artículo anterior 
las economías derivadas de vacantes existentes al 31 de di- 
ciembre de 1990 en el Programa 001 “Política de Salud”, se 
destinarán al pago de incentivos por rendimiento que alcanza- 
rán como máximo al 20% (veinte por ciento) de los funciona- 
rios de las Unidades Ejecutoras de los Programas 001 “Políti- 
ca de Salud” y 004 “Administración de los Servicios de Salud 
del Estado (ASSE)”. 


El monto máximo que perciba cada funcionario por este 
concepto no podrá superar el 60% (sesenta por ciento) de las 
retribuciones mensuales permanentes del funcionario. 


A los efectos de lo dispuesto por este artículo el Ministerio 
de Salud Pública distribuirá el crédito entre los dos Programas 
referidos. 


Art. 415. - La Contaduría General de la Nación procederá 
a la apertura de un Renglón dentro del Rubro O Retribuciones 
Personales del Programa 002 “Prestación Integral de Servicios 
de Salud”, destinado al pago de incentivos por rendimiento, el 
que será distribuido entre los funcionarios dependientes de la 
Unidad Ejecutora 068 “Administración de los Servicios de Sa- 
lud del Estado (ASSE)”, según la reglamentación que este 
órgano dicte, tomando como base los siguientes parámetros: 


1) Evaluación del desempeño personal del funcionario en 
el semestre inmediato anterior. 


2) Asiduidad en la concurrencia al servicio en el trimestre 
anterior a la adjudicación de la compensación. 


3) Las direcciones de las Unidades Ejecutoras serán las 
únicas responsables de la identificación de los funcio- 
narios que sean incluidos en esta compensación, por 
períodos trimestrales y con el carácter de esencialmen- 
te revocables. A tal efecto las direcciones consultarán a 
los jefes de los respectivos servicios y al personal de 
los mismos, 
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4) El monto máximo a abonar por este concepto no podrá 
superar los siguientes porcentajes promedio por Escala- 
fón, aplicados sobre los renglones de sueldo básico, 
compensación máxima al grado, aumento especial y 
extensión horaria (treinta y seis horas semanales): 


Escalafón % 
B 16 
Cc 9 
D 15 
E 9 
F 9 
5) Para el Ejercicio 1991 comprenderá como máximo al 


66% (sesenta y seis por ciento) de los funcionarios de 
los Escalafones B Técnico y D Especializado que re- 
vistan y que prestan funciones efectivamente en cada 
Unidad Ejecutora del Programa 002, 


A partir del Ejercicio 1992 se extenderá como máximo al 
66% (sesenta y seis por ciento) de los funcionarios de los 
Escalafones C Administrativo, E Oficio y F Servicio en las 
mismas condiciones de los Escalafones B y D. 


Habilítase una partida de N$ 925:000.000 (nuevos pesos 
novecientos veinticinco millones) para el Ejercicio 1991, a 
efectos de financiar lo dispuesto en el presente artículo. Esta 
partida se incrementará a N$ 1.850:000.000 (nuevos pesos un 
mil ochocientos cincuenta millones) anuales a partir de 1992, 


A partir del Ejercicio 1992 no se aplicará a los funciona- 
rios de los Escalafones mencionados la compensación por asi- 
duidad creada por el artículo 78 de la Ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988. El crédito presupuestal correspondiente 
será incorporado entonces a la partida habilitada por el pre- 
sente artículo y los porcentajes máximos de compensación por 
Escalafón pasarán a ser los siguientes: 


Escalafón % 
B 21,5 
Cc 14 
D 20 
E 14 
F 14 


Art, 416. - Asígnase una partida de N$ 925:000.000 (nue- 
vos pesos novecientos veinticinco millones), con destino a 
incrementar el Renglón “Compensación Máxima al Grado” de 
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los funcionarios del Programa 002 “Prestación Integral de los 
Servicios de Salud”. 


Esta partida se incrementará a N$ 1.850:000.000 (nuevos 
pesos un mil ochocientos cincuenta millones) a partir del 12 
de enero de 1992, 


Art. 417, - Transfiérense al Programa 002 “Prestación In- 
tegral de los Servicios de Salud” los créditos presupuestales 
correspondientes a las retribuciones personales y a los gastos 
de funcionamiento de la Unidad Ejecutora 064 “Laboratorio 
Químico Industrial Francisco Dorrego”. 


Art. 418. - La Unidad Ejecutora 002 “Servicio de Asisten- 
cia Externa” del Programa 002 “Prestación Integral de los 
Servicios de Salud”, pasará a denominarse “Unidad de Aten- 
ción Ambulatoria Extrahospitalaria”. 


Art. 419. - Fíjase en hasta un 50% (cincuenta por ciento) 
de los Rubros 2 y 3 del Programa 002 “Prestación Integral de 
los Servicios de Salud”, el porcentaje establecido por el ar- 
tículo 82 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, 


Art. 420, - Las economías provenientes de las vacantes 
existentes en las Unidades Ejecutoras integrantes del Progra- 
ma 002 “Prestación Integral de los Servicios de Salud”, al 31 
de diciembre de 1990, se destinarán a financiar la incorpora- 
ción a los padrones presupuestales de los funcionarios contra- 
tados eventuales a esa fecha, 


El Ministerio de Salud Pública podrá realizar las transfor- 
maciones necesarias sin que ello signifique incremento del 
crédito presupuestal. 


Derógase el régimen establecido por el artículo 451 de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 421. - El Ministerio de Salud Pública, cumplido lo 
dispuesto en el artículo anterior, podrá disponer de las vacan- 
tes existentes al 31 de diciembre de 1990, en las Unidades 
Ejecutoras del Programa 002, “Prestación Integral de los Ser- 
vicios de Salud” y de las que se produzcan a partir de esa 
fecha, de la siguiente forma: 


A) Transformarlas, sin que ello signifique incremento en 
los créditos presupuestales. 


B) Redistribuirlas entre las Unidades Ejecutoras del citado 
Programa. 


C) Eliminarlas cuando se trate de vacantes en los grados 
de ingreso y no sea necesaria su provisión para el cum- 
plimiento de los servicios respectivos, reasignando el 
crédito dentro del Rubro 0 del referido Programa. 
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Art. 422, - Las Unidades Ejecutoras 008 “Instituto de On- 
cología”, y 009 “Instituto de Ortopedia y Traumatología”, del 
Programa 002 “Prestación Integral de los Servicios de Salud”, 
pasarán a denominarse respectivamente “Instituto Nacional de 
Oncología” e “Instituto Nacional de Ortopedia y Traumatolo- 
gía”. 


Art. 423, - Créase dentro del Programa 002 “Prestación 
Integral de los Servicios de Salud”, la Unidad Ejecutora “Co- 
lonia de Asistencia Psiquiátrica Dr. Santín Carlos Rossi”. La 
actual Unidad Ejecutora 013 pasará a denominarse “Colonia 
de Asistencia Psiquiátrica Dr. Bernardo Etchepare”. 


Art. 424. - Los cargos de particular confianza de la Uni- 
dad Ejecutora 001 “Administración Superior” del Programa 
001 “Administración Superior”, Director Nacional de Recur- 
sos Humanos, Director de Recursos Materiales, Inspector Ge- 
neral y seis Directores Regionales del Ministerio de Salud 
Pública, pasarán a revistar en la Unidad Ejecutora 068 “Admi- 
nistración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE)" del 
Programa 004 “Administración de los Servicios de Salud”. 


Art. 425, - Créase dentro de la Unidad Ejecutora 001 “Ad- 
ministración Superior” del Programa 001 “Administración 
Superior”, el cargo de Director de Coordinación de Planea- 
miento y Desarrollo, con carácter de particular confianza. Su 
retribución será la establecida por el literal F) del artículo 9* 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 426. - Créase el cargo de Inspector Gencral de Psicó- 
patas dentro del Escalafón A Profesional Grado 21, en la 
Unidad Ejecutora 001 “Administración Superior” del Progra- 
ma 001 “Administración Superior”, a que hace referencia la 
Ley N* 9.581, de 4 de agosto de 1936. 


Art. 427. - El Ministerio de Salud Pública podrá disponer, 
a los efectos de su mejor funcionamiento, de las vacantes en 
las Unidades Ejecutoras de los Programas 001 “Política de 
Salud” y 004 “Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE)”, que se generen a partir del 31 de diciembre 
de 1990 de la siguiente forma: 


A) Transformarlas sin que ello signifique incremento en 
los créditos presupuestales. 


B) Redistribuírlas entre las Unidades Ejecutoras de los ci- 
tados Programas. 


C) Eliminar las de los Grados de ingreso al cierre de cada 
Ejercicio y reasignar el crédito respectivo dentro del 
Rubro 0 de los referidos Programas. 


Art. 428. - Transfiérense al Programa 002 “Prestación In- 
tegral de los Servicios de Salud”, los créditos correspondien- 
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tes a trescientos dieciséis cargos de Médico Residente contra- 
tados y a dóscientos cincuenta y nueve cargos de Practicante 
Interno de Medicina presupuestados que actualmente figuran 
dentro del Programa 001 “Administración Superior”, Dichos 
cargos pasarán a integrar la Unidad Ejecutora 065 “Adminis- 
tración de los Servicios de Salud del Estado” (ASSE) del Pro- 
grama 004 “Administración de los Servicios de Salud del Es- 
tado” (ASSE). 


Art. 429. - Los cargos de Jefe Residente, Médico Residen- 
te y Practicante Interno, que se proveen por concurso de 
acuerdo con la reglamentación vigente, serán designados para 
actuar durante los plazos establecidos por las disposiciones 
legales, directamente por el Poder Ejecutivo, sin intervención 
previa de la Dirección Nacional dei Servicio Civil y de la 
Contaduría General de la Nación, a quienes se dará cuenta de 
lo actuado. 


Art. 430. - El Ministerio de Salud Pública determinará el 
plazo de vigencia de los carnés de asistencia que expide. 


Los camés de asistencia categorizados gratis, serán de ca- 
rácter vitalicio a partir de los setenta años de edad de los 
usuarios. 


Art. 431. - Declárase de utilidad pública la expropiación 
del inmueble N* 138897 (Padrones individuales 138897/001/ 
002/003) ubicado cn la 10a. Sección Judicial del departamen- 
to de Montevideo, el que se destinará a un Centro de Atención 
de Salud, 


Art. 432. - Sustitúyese el artículo 388 del Decreto-Ley 
N? 14,189, de 26 de abril de 1974, por el siguiente: 


“ARTICULO 388. - Establécense en las cifras que se indi- 
can las partidas a transferir a las instituciones que se mencio- 
nan, con cargo al Rubro 700 del Programa 001 *Administra- 
ción Superior”: 


N$ 
Asociación Uruguaya de Protección 
a la Infancia 624.500 
Instituto de Ciegos 624.500 
Escuela Franklin D, Roosevelt 624.500 


Liga Nacional de lucha contra el Alcoholismo 624.500 


Asociación de Diabéticos del Uruguay 624.500 
Asociación Pro Recuperación 

del Lisiado (Colonia) 624,500 
Asociación Uruguaya de Lucha 

contra el Cáncer 1.379.679 
Hogar Infantil General Artigas-Dolores 624.500 
Centro de Rehabilitación Tiburcio Cachón 624.500 
Escuela Horizonte 624.500 
Asociación Pro-Recuperación de 

Invalidos (A.P.R.I.) 624.500 
Total N$ 7.624.679". 


Art. 433, - Extiéndese el régimen establecido por los ar- 
tículos 1%, 22 y 3? de la Ley N* 12.818, de 15 de diciembre de 
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1960, a todos los ancianos asilados, pacientes crónicos y psi- 
cópatas internados en dependencias de ta Unidad Ejecutora 
068 “Administración de los Servicios de Salud del Estado” 
(ASSB), del Programa 004 “Administración de los Servicios 
de Salud del Estado” (ASSB). 


El Ministerio de Salud Pública podrá, por resolución fun- 
dada, destinar el producto de estos proventos a la Comisión 
Honoraria del Patronato del Psicópata y a las Comisiones de 
apoyo de las respectivas Unidades Ejecutoras. 


Art. 434. - Asígnase una partida de N$ 700:000.000 (nue- 
vos pesos setecientos millones) a partir del 1% de encro de 
1992, con destino a incrementar el Renglón “Compensación 
máxima al grado” de los funcionarios de los Programas 001 
“Política de Salud” y 004 “Administración de los Servicios de 
Salud del Estado” (ASSB). 


Art. 435, - Autorízase a la Comisión Administradora del 
Fondo Nacional de Recursos de los Institutos de Medicina 
Altamente Especializada, creada por el Decreto-Ley núme- 
ro 14.897, de 23 de mayo de 1979, a efectuar compras de in- 
sumos médicos que guarden relación con los actos cuya co- 
bertura se encuentra a cargo de la misma, en la forma y condi- 
ciones que corresponden en razón de su calidad jurídica de 
persona pública no estatal. 


Art. 436. - El Poder Ejecutivo podrá constituir Comisiones 
Honorarias con el único cometido de administrar y ejecutar 
proyectos previstos en el Plan de Inversiones Públicas. 


En el manejo de estos fondos se deberá dar cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 589 de la Ley N* 15.903, de 10 de 


noviembre de 1987, 


El Poder Ejecutivo designará los integrantes de las men- 
cionadas comisiones, los que deberán ser ciudadanos de reco- 
nocida solvencia moral y cívica, atendiendo en lo posible las 
sugerencias de las organizaciones sociales que, teniendo per- 
sonalidad jurídica, sean representativas de las fuerzas vivas de 
la zona. 


Art. 437. - Las obras que se proyectan, al amparo del con- 
venio con el Gobierno de Japón a través del Banco Interame- 
ricano de Desarrollo (BID), en el Hospital Pasteur, han de 
preservar la condición de Monumento Histórico Nacional del 
citado edificio. 


Las obras deberán respetar las líneas arquitectónicas, los 
portales, el aljibe, el mirador y otros elementos arquitectóni- 
cos de indudable valor histórico y cultural. 

INCISO 13 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


Artículo 438. - Decláranse obligatorios la inscripción y el 
registro de los convenios colectivos de trabajo celebrados con- 
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forme a lo dispuesto por el artículo 1* de la Ley N* 13.556, de 
26 de octubre de 1966. 


La inscripción y el registro de los convenios colectivos de 
trabajo se realizarán en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social en la Unidad Ejecutora 002 “Dirección Nacional de 
Trabajo”. 


La falta de inscripción y registro de los convenios colecti- 
vos de trabajo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
hará pasible a los empleadores de las sanciones dispuestas en 
el artículo 2% del Decreto-Ley N* 14.911, de 23 de julio de 
1979, en la redacción dada por el artículo 84 de la Ley núme- 
ro 16.002, de 25 de noviembre de 1988. 


La reglamentación establecerá las formalidades a que se 
sujetarán la inscripción y el registro previstos en la presente 
norma, así como también la graduación de las sanciones a 
aplicarse. 


Art. 439. - Autorízase a abonar una “Prima por rendimien- 
to” al personal que cumple funciones en el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. 


Dicha prima no podrá otorgarse a más de un 15% (quince 
por ciento) del total de funcionarios, ni podrá exceder el 30% 
(treinta por ciento) de sus respectivas remuneraciones. 


Art. 440, - Los funcionarios que ocupen cargos del Esca- 
lafón F Personal de Servicios Auxiliares, que al momento de 
la promulgación de la presente ley cuenten con más de dos 
años en la realización permanente de tareas correspondientes 
a las Escalafones C Personal Administrativo, D Personal Es- 
pecializado o E Personal de Oficios, podrán solicitar su incor- 
poración al Escalafón que corresponda dentro de los noventa 
días de su publicación. 


La incorporación se realizará en el último grado ocupado 
del Escalafón respectivo, siempre que no supere el grado de 
origen, previa prueba de suficiencia y decisión favorable de la 
Administración. 


En caso de no existir la vacante necesaria, se podrá trans- 
formar el cargo de origen, sin que ello implique incremento 
del crédito presupuestal. 


Art. 441. - Los funcionarios contratados con más de tres 
años de antigiiedad en tal calidad, a la fecha de la sanción de 
la presente ley, podrán optar por su presupuestación en cargos 
del mismo Escalafón. 


La incorporación se realizará en cargos del último grado 
ocupado del Escalafón que corresponda. No obstante, podrá 
accederse a cargos superiores, siempre que no se supere el 
grado de origen, en los casos en que ello no signifique lesión 
de derechos funcionales, previo informe favorable de la Ofici- 
na Nacional del Servicio Civil. 


A esos efectos se habilitarán los cargos correspondientes, 


suprimiéndose en lo pertinente, las partidas con que se atien- * 


den sus remuneraciones. 
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Art, 442, - Derógase el artículo 498 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


Transfiérense estas retribuciones al renglón de compensa- 
ciones establecido por el artículo 50 de la Ley N* 15,809, de 8 
de abril de 1986, y el excedente, si lo hubiere, a un renglón de 
compensaciones personales que recibirá los mismos aumentos 
que las anteriores, por un total de N$ 616:289.1830 (nuevos 
pesos seiscientos dieciséis millones doscientos ochenta y nue- 
ve mil ciento ochenta), equivalente al importe de lo que se 
cobraría por el régimen que se deroga. 


La Contaduría General de la Nación habilitará el crédito 
correspondiente en cada uno de los programas del Inciso, 
transfiriéndose a Rentas Generales la recaudación correspon- 
diente. 


INCISO 14 


Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente 


Artículo. 443, - El Poder Ejecutivo, podrá proveer directa- 
mente los cargos y las funciones contratadas establecidas en el 
planillado del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente anexo a la presente ley con funciona- 
rios públicos, suprimiéndose esos cargos y funciones en las 
oficinas de origen y sus respectivos créditos. 


Art. 444, - Los funcionarios públicos que hayan sido 
transferidos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, de conformidad con lo previsto por el 
artículo 13 de la Ley N* 16.112, de 30 de mayo de 1990, serán 
incorporados en la estructura de cargos establecida en el pla- 
nillado anexo a la presente ley, suprimiéndose los cargos o 
funciones con que hubieren sido redistribuidos. 


Art. 445. - En las designaciones previstas por los artículos 
precedentes, cuando las remuneraciones que perciban en las 
oficinas de origen fueren mayores a las de los cargos en que 
se designen, las diferencias serán percibidas como compcensa- 
ción a la persona. 


Art. 446. - El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente, podrá contratar mediante llamado 
público, prueba de suficiencia o contratación dirccta, el perso- 
nal eventual especializado no administrativo, mínimo impres- 
cindible, necesario para la ejecución de estudios, proyectos y 
obras incluidas en el Plan de Inversiones. Este personal cesará 
automáticamente una vez finalizada la ejecución de los servi- 
cios u obras para los cuales se les contrató. 


Dicho Ministerio podrá abonar horas extra o trabajos ex- 
traordinarios a sus funcionarios. Las erogaciones resultantes 
de la aplicación de lo dispuesto por el presente artículo se 
atenderán con cargo al crédito asignado al proyecto corres- 
pondiente. 


Art. 447, - El cargo de Director de División A 16, Serie 
Contador, tendrá un régimen de cuarenta y ocho horas sema- 
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nales, siendo ia compensación establecida por el artículo 50 
de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, proporcional al 
régimen horario. 


Art. 448. - Asígnase al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, una partida de nuevos 
pesos 15:000.000 (nuevos pesos quince millones) para el pago 
de incentivos a la productividad. 


La compensación otorgada no podrá exceder el 40% (cua- 
renta por ciento) de las retribuciones permanentes sujetas a 
montepío y sólo podrá comprender hasta un 20% (veinte por 
ciento) de los funcionarios. La distribución de la partida crea- 
da en el presente artículo entre los Programas y Unidades 
Ejecutoras, será realizada por dicha Secretaría de Estado. 


Art. 449. - Exceptúase al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, de lo dispuesto por el 
artículo 35 de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


En la provisión de los cargos y funciones contratadas del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente no regirá lo dispuesto por el artículo 2? de la Ley 
N* 16,127, de 7 de agosto de 1990, por el Ejercicio 1991. 


Art. 450, - El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente podrá trasponer los proyectos in- 
cluidos en el Plan de Inversiones, con sus respectivos créditos, 
al Ejercicio siguiente, cuando se dificra la licitación, adjudi- 
cación o contratación de la obra de que se trate, 


Art. 451. - La estructura de cargos presupuestados estará 
integrada por los establecidos en el planillado anexo a la pre- 
sente ley, más los creados por la Ley N* 16.112, de 30 de 
mayo de 1990 y los cargos de particular confianza, creados en 
la Ley N? 16.134, de 24 de setiembre de 1990, 


Art. 452, - El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente, de acuerdo a las necesidades del 
servicio, podrá conceder becas para estudiantes universitarios 
que realicen la práctica de conformidad con las respectivas 
disposiciones curriculares de la Universidad de la República, 
cuando éstas tengan relación con materias de competencia de 
esta Secretaría de Estado y de acuerdo a lo que se establezca 
mediante convenio entre dicho centro docente y el citado Mi- 
nisterio. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposi- 
ción. 


Autorízase una partida de N$ 70:000.000 (nuevos pesos 
setenta millones) anuales, para atender las erogaciones emer- 
gentes de dicho convenio, becas, traslados y otros gastos, la 
que se ajustará en la misma oportunidad y en igual porcentaje 
que el fijado por el Poder Ejecutivo para los sueldos de los 
funcionarios públicos. 


Facúltase al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente a distribuir entre sus Programas, la 
partida asignada por el presente artículo. 
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Art. 453, - El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Te- 
rritorial y Medio Ambiente, sin perjuicio de la imposición de 
multas, podrá adoptar medidas tendientes a suspender o hacer 
cesar los actos que afectan el medio ambiente, tanto sea de 
contaminación del aire, como de las aguas o similares, Á esos 
efectos podrá requerir del Ministerio del Interior y de la Pre- 
fectura Nacional Naval en su caso, el auxilio necesario para 
hacerlas cumplir. 


En caso de infracciones graves o reiteradas por parte de un 
establecimiento industrial o comercial, el Poder Ejecutivo po- 
drá disponer su clausura temporaria o definitiva, según los 
casos, previo informe del Ministerio competente. 


Art. 454. - Créase el Fondo Nacional del Medio Ambiente 
(FONAMA), destinado al cumplimiento de los fines estableci- 
dos en el numeral 7) del artículo 3*, de la Ley N* 16.112, de 
30 de mayo de 1990. Este Fondo será administrado por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el que tendrá su titularidad y disponibilidad, y se 
integrará con los siguientes recursos: 


A) Los establecidos en el artículo 4%? de la Ley N* 16.112, 
de 30 de mayo de 1990, que tengan relación con la 
protección del medio ambiente. 


B) Las multas establecidas por el artículo 6* de la Ley 
N?* 16,112, de 30 de mayo de 1990, y los artículos 192 
y 194 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, y las multas que sean impuestas por violaciones 
a normas referentes a la protección del medio ambiente 
cuyo producto sea vertido hasta la vigencia de la pre- 
sente ley a Rentas Generales, o provengan de compe- 
tencias asignadas al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente. 


C) El producto por la prestación de servicios y ventas de 
publicaciones y material de divulgación de carác: 
ambiental. 


D) Las herencias, legados o donaciones recibidos con un 
fin específico, o que tengan como contenido, la preser- 
vación o defensa del medio ambiente. 


E) El producto de las inversiones que se efectúen con este 
Fondo. 


Art. 455, - Deciáranse aplicables al Ministerio de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, las disposi- 
ciones del Código Tributario en cuanto corresponda, para la 
aplicación de las multas que en el ámbito de sus competencias 
deba imponer, 


Art. 456. - En todos los casos en que el Ministerio compe- 
tente designado por el Decreto-Ley N* 14,859, de 15 de di- 
ciembre de 1978, no fuere el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, aquél deberá recabar su 
opinión en la misma forma dispuesta por el artículo 161 de la 
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disposición legal citada, cuando la materia a considerar esté 
relacionada con la protección del medio ambiente, o pudiere 
provocar efectos en relación al mismo. 


Art. 457. - Transfiérese al Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente, las siguientes atribu- 
ciones que fueran asignadas al “Ministerio competente” según 
resulta del Código de Aguas: 


1) Aquellas referentes a la protección de las aguas contra 
los efectos nocivos, incluso las que puedan alterar el 
equilibrio ecológico de la fauna y la flora, y dañar el 
medio ambiente, reguladas en el artículo 4* del referido 
Código. 


2) Las establecidas en los artículos 6%, 144, 145, 146 y 
148 del mismo. 


3) Aquellas previstas en los artículos 147 y 154 del Códi- 
go de Aguas, en las redacciones dadas por los artículos 
194 y 192 respectivamente de la Ley N* 15.903, de 10 


de noviembre de 1987, 


Nr 


4) Las establecidas en el artículo 153 del mismo Código 
en la redacción dada por el artículo 193 de la Ley 
N? 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con las si- 
guientes excepciones que se mantendrán dentro de la 
competencia del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas: 


A) Las acciones referentes a extracciones de materia- 
les, en cuyo caso el Ministerio competente sólo po- 
drá otorgar autorizaciones previo informe favorable 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente. 


B) La determinación del límite exterior de la faja de 
defensa en la ribera del río Uruguay. 


Art. 458. - Encomiéndase al Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente, de acuerdo con la 
Comisión que se crea en este mismo artículo, el estudio y 
definición precisa de las áreas de protección y reserva ecoló- 
gica así como la reglamentación de su uso y manejo, particu- 
larmente dentro de las zonas determinadas por: 


A) El Decreto 266, de 2 de junio de 1966, que declaró de 
interés nacional la preservación de las regiones de 
Cabo Polonio, Aguas Dulces y Laguna de Castillos. 


B) El Decreto 260, de 11 de mayo de 1977, por el que se 
declara Parque Nacional Lacustre la zona integrada por 
las Lagunas José Ignacio, Garzón y Rocha, 


C) El área natural de los Bañados de Santa Teresa inclu- 
yendo el ecosistema de Laguna Negra y el palmeral y 
monte indígena ubicado en la margen noroccidental de 
la misma. 
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D) El sistema de los bañados de India Mucrta. 
E) Los bañados costeros de la Laguna Merín. 


En las zonas mencionadas, toda acción u obra que pueda 
alterar el régimen de escurrimiento natural de las aguas super- 
ficiales o introducir modificaciones permanentes a su ecosis- 
tema deberá contar con informe favorable del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pre- 
vio a su autorización por los organismos competentes. 


Antes del 30 de noviembre de 1992, el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente deberá 
definir las acciones a ser tomadas por el Estado para asegurar 
que las áreas que se determinen puedan ser efectivamente 
protegidas y mantenidas dentro del régimen en que se las defi- 
ne. 


Créase una Comisión para el estudio y seguimiento de la 
recuperación, protección y desarrollo del Cabo Polonio y su 
área circundante, la que estará integrada por un representante 
de cada uno de jos siguientes organismos: Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas, Ministerio de Defensa Nacional, Ministe- 
rio de Turismo y la Intendencia Municipal de Rocha. 


SECCION V 


Organismos del artículo 220 de la Constitución 
de la República 


INCISO 16 
Poder Judicial 


Artículo 459, - Créase el Escalafón del Poder Judicial, el 
que se dividirá de la siguiente forma: 


Escalafón I: cargos de Magistrados, Secretarios y Prose- 
cretario de la Suprema Corte de Justicia 
Escalafón II: Profesional 

Escalafón 111: Semi-técnico 

Escalafón IV: Especializado 

Escalafón V: Administrativo 


Escalafón VI: Auxiliar 

El Escalafón Profesional comprende los cargos y contratos 
de función pública a los que sólo pueden acceder los profesio- 
nales que posean título universitario de: 

Arquitecto 

Contador Público 

Economista 


Licenciado en Economía 


Licenciado en Administración 
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Abogado 

Doctor en Derecho y Ciencias Sociales 

Escribano Público 

Licenciado en la Facultad de Humanidades y Ciencias 
Ingenicro Civil 

Ingeniero Químico 

Doctor en Medicina 

Doctor en Odontología 

Químico 

Químico Farmacéutico 


Los títulos deberán haber sido expedidos, reconocidos o 
revalidados por las autoridades competentes, así como los tí- 
tulos legalmente equivalentes a los profesionales citados pre- 
cedentemente. 


El Escalafón Semi-técnico comprende los cargos y contra- 
tos de función pública de quienes hayan obtenido una especia- 
lización de nivel universitario o similar, que corresponda a 
planes de estudio cuya duración deberá ser equivalente a dos 
años, como mínimo, de carrera universitaria liberal y en vir- 
tud de los cuales hayan obtenido título habilitante, diploma o 
certificado. 


El Escalafón Especializado comprende los cargos que sólo 
pueden ser desempeñados por personas que se encuentren cur- 
sando la enseñanza Universitaria Superior, o por quienes acre- 
diten su idoneidad para el desempeño de determinado oficio o 
versación en algún arte o ciencia. 


El Escalafón Administrativo comprende los cargos y con- 
tratos de función pública que tienen asignadas tareas relacio- 
nadas con el registro, clasificación, manejo y archivo de datos 
y documentos y el desarrollo de actividades, como la planifi- 
cación, coordinación, organización, dirección y control, ten- 
dientes al logro de los objetivos del servicio en el que se 
realizan, así como toda otra actividad no incluida en los de- 
más Escalafones. 


El Escalafón Auxiliar comprende los cargos y contratos de 
función pública que tienen asignadas tareas de limpieza, por- 
tería, conducción, transporte de materiales o expedientes, vi- 
gilancia, conservación y otras tareas similares. 


Art. 460. - Establécense las siguientes asignaciones presu- 
puestales para el Poder Judicial. 


N$ 
Retribuciones de Servicios Personales  13.097:629.000 
Cargas Legales s/Servicios Personales  2.243:442,000 
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Beneficios Sociales 683:978.000 A) Inversiones, excluida partida para computarización del 
Suministros 994:843.000 Poder Judicial y construcción del Palacio de Justicia: 
Otros gastos de funcionamiento 1.049:781.000 U$S 1:600.00 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 


Art. 461. - Las partidas de gastos de inversiones y funcio- 
namiento del Poder Judicial, excepto lo correspondiente a su- 
ministros que se paguen por retenciones, serán entregadas por 
duodécimos a la Suprema Corte de Justicia. 


Art. 462. - La retribución del Director General de los Ser- 
vicios Administrativos será equivalente a la de los Jueces Le- 
trados de Primera Instancia de la Capital. 


Art. 463. - La retribución del Subdirector General de los 
Servicios Administrativos será el 90% (noventa por ciento) de 
la del Director General de los Servicios Administrativos, en 
caso de que el titular se encuentre en régimen de dedicación 
total. Si no fuere así, será el 75% (setenta y cinco por ciento) 
de la del Director General de los Servicios Administrativos, 
debiendo cumplir un horario mínimo de cuarenta horas sema- 
nales y estando en régimen de permanencia a la orden, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 510 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986 y concordantes. 


Art. 464, - Los funcionarios que efectivamente cumplan 
tarcas de receptores en materia penal y de menores, y los 
adscriptos a la Dirección General de los Servicios Administra- 
tivos y a la Dirección del Instituto Técnico Forense, percibi- 
rán una compensación, por permanecer a la orden, del 30% 
(treinta por ciento) sobre sus remuneraciones de naturaleza 
salarial, Quienes se encuentren en esta situación no podrán 
percibir compensación alguna por concepto de horas extras. 


La Suprema Corte de Justicia, reglamentará esta disposi- 
ción la que podrá alcanzar como máximo, hasta tres funciona- 
rios por cada Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal, tres por cada Juzgado Letrado de Menores, dos por 
cada Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior con 
competencia en materia penal, tres por cada Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal y de Menores de Maldonado, 
Paysandú y Salto, dos por la Dirección General de los Servi- 
cios Administrativos y cinco por la Dirección del Instituto 
Técnico Forense. 


La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos 
presupuestales correspondientes. 


Art. 465, - Los funcionarios que desempeñan tareas en los 
Departamentos de Medicina Forense y Anatomía Patológica y 
en el Laboratorio Químico Toxicológico del Instituto Técnico 
Forense, los que se declaran trabajos insalubres, no podrán 
realizar una jornada máxima de labor que supere las seís ho- 
ras, salvo situaciones de estricta necesidad para el servicio y 
sin carácter de permanente dispuestas por la Dirección de ese 
Instituto por resolución fundada. 


Ello no obstante, su retribución será la equivalente a la de 
los restantes funcionarios de iguales categorías que cumplan 
jornadas de ocho horas. 


Art. 466. - Fíjanse para el Poder Judicial las siguientes 
partidas: 


rica un millón seiscientos mil) 


B) Computarización: US$ 300.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América trescientos mil) anuales. 


Art. 467. - Suprímense cinco cargos de Juez Letrado de 
Primera Instancia del Interior creados por la Ley N* 16.002, 
de 25 de noviembre de 1988 cuyas vacantes no hayan sido 
provistas al 31 de agosto de 1990, aumentándose la partida 
para “Retribuciones Básicas de Personal Contratado para Fun- 
ciones Permanentes” en un monto equivalente a la economía 
producida. 


Art. 468. - Créase dentro de los Servicios Administrativos, 
la División Planeamiento y Presupuesto. 


Art. 469. - Créanse los siguientes cargos: 


. 1 Director de División Planeamiento y 
Presupuesto (Contador Público o 


ECONOMISTA ..oocononconconocnncnnonnoniocicnicorcara. ESC. MH Gdo. 12 
1 Secretario 1 Abogado .....coomonaminicaicarro ESC. 11 Gdo. 11 
15 Actuario Juzgado Letrado de 
Primera Instancia ....oocomonnmsmrmmmpsr. Esc. IT Gdo. 10 
2 Director Departamento Profesional ........ Esc. II Gdo. 9 
7 Médico Forense coconceninnnnononererarrirnicnaross ESC. 1 Goo. 8 
12 Actuario Adjunto Juzgado Letrado 
de Primera Instancia ......ooonmmocnonoieresmc». Esc. II Gdo. 8 
6 Actuario Juzgado de PAZ ..oooonanocicinccinnncas Esc. 11 Gdo. 8 
1 Asesor Contador o.oconcccrconanncnonnrarnanennonason Esc. 1 Gdo. 8 


Los presentes cargos, o las vacantes que se generen al ser 
provistos éstos por vía de ascenso, sólo podrán ser llenados 
con personal declarado excedente de otros organismos del 
Estado. 


La Suprema Corte de Justicia dispondrá el destino de cada 
uno de los cargos creados. 


Art. 470, - Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a 
efectuar las transformaciones de cargos que se indican, toda 
vez que las necesidades del servicio así lo requieran, sin que 
ello implique incremento del crédito presupuestal: 


1 Director Dpto. 


Contador en Tesorero Contador 
Hasta 54 Secretario HI 
Abogado en Act. Adj. Jdo. Ldo. 


la. Inst. o Actuario 
Jdo. Paz 
cn Oficial Alguacil 
en Jefe de Sección 
en Administrativo 1 


Hasta 28 Jefe de Sección 
Hasta 28 Administrativo I 
Hasta 195 Administrativo II 
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Art. 471. - Las partidas asignadas en forma global, la Su- 
prema Corte de Justicia las distribuirá entre los distintos Ru- 
bros y Programas que componen su presupuesto lo que comu- 
nicará a la Contaduría General de la Nación y al Tribunal de 
Cuentas. 


Art. 472. - La Suprema Corte de Justicia podrá disponer 
las trasposiciones de rubros requeridas para la mejor presta- 
ción del servicio, con la sola limitación de que no podrá tras- 
poner partidas para gasto de funcionamiento o de inversiones 
a retribuciones personales (Rubro 0). 


Art. 473. - La Suprema Corte de Justicia podrá disponer 
las transformaciones de cargos que requiera el servicio, siern- 
pre que ello no signifique aumento del crédito presupuestal, lo 
que comunicará en cada caso a la Contaduría General de la 
Nación, dándose cuenta a la Asamblea General y al Tribunal 
de Cuentas. 


Art. 474. - Los funcionarios contratados con una antigile- 
dad mayor de dos años al 1* de enero de 1991, que se encon- 
traren prestando servicios en el Poder Judicial en los Escalafo- 
nes Administrativo y Auxiliar serán presupuestados en el últi- 
mo Grado del Escalafón respectivo, habilitándose los cargos 
necesarios, y suprimiéndose la partida de contrataciones co- 
rrespondiente. En caso que el cargo contratado tuviere un 
grado mayor, el titular del mismo podrá optar por mantener la 
situación de contratado. 


Art. 475, - Establécese que podrán acceder al cargo de 
Director de Jurisprudencia quienes, legalmente habilitados, 
hayan ocupado el cargo de Secretario TII, Abogado (Secretario 
de Juez) durante un período no inferior a diez años, aun care- 
ciendo del título de Abogado. 


Art. 476. - La Suprema Corte de Justicia podrá enajenar 
los padrones destinados a la construcción del Palacio de Justi- 
cia y utilizar los recursos resultantes en la ejecución de inver- 
siones para mejorar sus servicios. 


Art. 477. - Fíjase una retribución complementaria por alta 
especialización, equivalente a un 20% (veinte por ciento) de 
sus respectivas retribuciones permanentes sujetas a montepío, 
excluida la prima por antigiledad, para los cargos del Escala- 
fón Técnico Profesional A del Poder Judicial. 


Art. 478. - Establécese una partida de N$ 822:000.000 
(nuevos pesos ochocientos veintidós millones), a los efectos 
de abonar una retribución complementaria por rendimiento, 
de hasta un 15% (quince por ciento) de sus respectivas retri- 
buciones permanentes sujetas a montepío, excluida la prima 
por antigijedad, para el personal del Poder Judicial. 


Estra retribución se otorgará de acuerdo con la reglamen- 
tación que a tales efectos dicte la Suprema Corte de Justicia. 


No tendrán derecho al cobro de esta partida los funciona- 
rios pertenecientes a los anteriores escalafones N, Judicial, y 
A, Profesional Universitario, (artículo 41 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986, y modificativas). 
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Art. 479. - Será aplicable a las retribuciones fijadas por 
los artículos 477 y 478 lo dispuesto en el artículo 18 de la pre- 
sente ley. 


Art, 480. - Grávase toda demanda que promueva ejecu- 
ción judicial por créditos documentarios comunes, prendarios 
o hipotecarios, con un impuesto del 1% (uno por ciento) sobre 
el monto del capital e intereses objeto de la ejecución. 


Art. 481. - El gravamen referido en el artículo precedente 
también regirá para el primer escrito que presente el ejecuta- 
do. 


Art. 482, - El impuesto se pagará con Timbre de Ejecu- 
ción Judicial sin el cual no se recibirá el escrito gravado, sin 
excepción alguna. 


Art. 483. - Para determinar el monto de la ejecución se 
considerarán los intereses hasta una fecha anterior en no más 
de quince días a la presentación del escrito. 


Si el crédito fuere establecido en moneda extranjera, se 
estará a la cotización vendedora del Banco de la República 
Oriental del Uruguay, con anterioridad no mayor a la prevista 
en el inciso precedente. 


El monto del impuesto se redondeará a la centena superior. 


Art. 484. - Salvo acuerdo de partes, no se restituirá al eje- 
cutado suma alguna sin que acredite haber reintegrado al actor 
el monto del impuesto que éste hubiera pagado, actualizado 
según las normas del Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo 
de 1976. 


Art. 485. - El Timbre de Ejecución Judicial será emitido y 
recaudado por la Suprema Corte de Justicia, que verterá el 
resultado líquido en la cuenta Tesoro Nacional. 


Cuando se justificare satisfactoriamente la imposibilidad 
de adquirir el Timbre de Ejecución Judicial, se podrá acreditar 
el pago del impuesto acompañando una boleta de depósito de 
la suma pertinente, en la cuenta Tesoro Nacional, en cualquier 
dependencia del Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Art. 486. - Sólo estarán exonerados del pago de este im- 
puesto el Estado, los Gobiernos Departamentales y los Orga- 
nismos comprendidos en el Artículo 220 de la Constitución. 


Art. 487. - Este impuesto regirá a partir de la fecha de 
promulgación de la presente ley, 


Art. 488. - La Suprema Corte de Justicia podrá disponer 
las modificaciones necesarias para racionalizar la estructura 
de cargos y contratos de función pública de todos los Escata- 
fones, excepto el N Judicial y el A Técnico Profesional de sus 
Unidades Ejecutoras. 


Las modificaciones de cargos y funciones, no podrán cau- 
sar lesión de derechos y las regularizaciones deberán respetar 
las reglas del ascenso cuando correspondiere. 


El proyecto será elaborado dentro de los ciento ochenta 
días de la publicación de la presente ley, dándose cuenta a la 


27 de Diciembre de 1990 


Asamblea General y comunicándolo a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y a la Contaduría General de la Nación. 


A estos efectos se podrá utilizar un 5% (cinco por ciento) 
del crédito presupuestal del Rubro 0 “Retribuciones de Servi- 
cios Personales” correspondiente a los cargos y contratos de 
función pública que se racionalizan. 


INCISO 17 
Tribunal de Cuentas 


Artículo 489, - Establécense las siguientes asignaciones 
presupuestales para el Tribunal de Cuentas: 


RUBRO DENOMINACION IMPORTE 
NS 

() Retribución de Servicios Personales 1.886:417.029 
1 Cargas Legales s/Servicios Personales 321:218.677 
2 Materiales y Suministros 

200.801 U.T.E. 5:870.080 

200.802 A.N.C.A.P. 24:690.116 

200.843 Cía. del Gas 451.219 

200.000 Resto R2 40:382,239  71:393,654 
3 Servicios no Personales 

300.809 O.S.E, 534.715 

300.819 A.N.T.E.L. 13:216,649 

300.321 Prensa 1:953.609 

300.000 Resto R3 58:327,602  74:032.575 
7 Subsidios y Otras Transferencias 111:623.260 
9 Asignaciones Globales 33:752,618 


Art. 490. - El Tribunal de Cuentas podrá realizar trasposi- 
ciones entre los Subrubros y Renglones de un mismo Rubro 
de Sueldos o Gastos, y entre los disiintos Rubros, con excep- 
ción del O y del 1, dando cuenta en todos los casos a la 
Contaduría General de la Nación. 


Art. 491. - Créase una partida anual de N$ 183:291.500 
(nuevos pesos ciento ochenta y tres millones doscientos no- 
venta y un mil quinientos) para el pago del incentivo al rendi- 
miento, en el Tribunal de Cuentas. 


Podrán percibir dicho incentivo hasta un 30% (treinta por 
ciento) del total de los funcionarios del Organismo y por un 
importe no superior ai 30% (treinta por ciento) de sus retribu- 
ciones, 


Art. 492, - Autorízase al Tribunal de Cuentas a realizar las 
siguientes transformaciones de cargos: 


- 1 cargo de Procurador B12 y 3 cargos de Administrativo 
V CIO en 1 cargo de Director del Servicio de Apoyo y 
Capacitación A20 Contador, 1 cargo de Subdirector del 
Servicio de Apoyo y Capacitación A19 Contador y 2 
cargos de Subdirector de Departamento Abogado A19, 


-1 cargo de Analista B16 en 1 cargo de Ingeniero de 
Sistemas B19. 
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- 1 cargo de Especialista en Organización y Métodos B14 
en 1 cargo de Especialista en Organización y Métodos 
B17. 


- 1 cargo de Jefe de Biblioteca B14 en 1 cargo de Jefe de 
Biblioteca B16. 


- 3 cargos de Analista B14 en 3 cargos de Analista B16. 


- 28 cargos de Administrativo 11 C13 en 28 cargos de Ad- 
ministrativo 1 C14. 


-20 cargos de Administrativo IV C11 en 20 cargos de 
Administrativo 111 C12, 


Art. 493. - Fíjase el crédito anual del Tribunal de Cuentas 
para inversiones en N$ 60:000.000 (nuevos pesos sesenta mi- 
llones) para los Ejercicios 1991 y siguientes. 


Art. 494. - Otórgase a los funcionarios una compensación 
mensual por concepto de régimen de permanencia a la orden, 
a cuyos efectos se habilita una partida de nuevos pesos 
222:000.000 (doscientos veintidós miilones). 


Dicho personal no podrá percibir compensación alguna por 
trabajo en horas extras, 


Derógase el artículo 565 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril 
de 1986. 


Art. 495. - Las auditorías y actuaciones solicitadas por los 
Entes Autónomos comerciales e industriales, y Servicios Des- 
centralizados, Gobiernos Departamentales y Organismos Pú- 
blicos que dispongan de fondos no provenientes de Rentas 
Generales, serán abonadas por éstos. 


El precio no podrá exceder al monto de las retribuciones 
de los funcionarios afectados al cumplimiento de la tarea soli- 
citada, por el tiempo que fueran destinados a ella. 


Art. 496. - El Tribunal de Cuentas, tendrá la libre disponi- 
bilidad del 100% (cien por ciento) de los fondos creados por 
el artículo anterior, y destinará su producto a la capacitación 
de su personal y de los Contadores Delegados que actúan en 
el Sector Público. 


INCISO 18 
Corte Electoral 


Artículo 497. - Establécense las siguientes asignaciones 
presupuestales para la Corte Electoral: 


RUBRO DENOMINACION IMPORTE 
NS 
O Retribución de Servicios Personales 3.732:241,394 
1 Cargas Legales sobre Servicios Personales  634:141.635 


2 Materiales y Suministros 
200.801 U.T.E. 
200.802 A.N.C.A.P. 


47:677.680 
13:461.252 
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200.000 Resto R2 
3 Servicios no Personales 


104:993,49] 171:132.423 


300.806 - A.F.E. 932.176 

300.809 O.S.E. 11:816.535 

300.819 A.N.T.E.L. 98:319.796 

300.890 Alquileres 46:207.417 

336.001 Viáticos 35:722.485 

300.000 Resto R3 235:260.208 428:258.617 
4 470 Motores y partes de reemplazo 7:258.312 
7 Subsidios y Otras Transferencias 343:426.518 


Art. 498. - La Corte Electoral podrá realizar trasposicio- 
nes entre los Subrubros y Renglones de un mismo Rubro de 
sueldos o gastos y entre los distintos Rubros, con excepción 
de los Rubros O y 1 comunicándolo en todos los casos al 
Tribunal de Cuentas y a la Contaduría General de la Nación. 


Art. 499. - La Corte Electoral procederá, antes del 30 de 
junio de 1992, a determinar los cargos pertenecientes a las 
Oficinas Centrales y a las Oficinas Electorales Departamenta- 
les, pudiendo disponer las transformaciones de cargos y parti- 
das de gastos que requicra el servicio sin que ello apareje 
aumento de crédito presupuestal o lesión de derechos funcio- 
nales. A tales efectos no será de aplicación lo dispuesto por el 
artículo 39 de la presente ley. 


Art. 500. - Increméntase el crédito asignado al Ru- 
bro 3 “Servicios no Personales” de la Corte Electoral en 
N$ 6:440.000 (nuevos pesos seis millones cuatrocientos cua- 
renta mil) equivalentes a U$S 8.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América ocho mil) para el Ejercicio 1991 y si- 
guientes para cubrir los gastos que demande la participación 
en eventos internacionales relativos a la materia electoral con 
otros organismos de su especialidad. 


Art. 501. - Increméntase el crédito asignado al Ru- 
bro 3 “Servicios no Personales” de la Corte Electoral en 
N$ 3:220.000 (nuevos pesos tres millones doscientos veinte 
mil) equivalentes a U$S 4.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América cuatro mil) para el Ejercicio 1991 y siguientes 
para cubrir los contratos de arrendamientos de obra necesarios 
para el funcionamiento de los equipos de computación y los 
estudios sobre evaluación de proyectos tendientes a modemi- 
zar el organismo. 


Art. 502. - Fíjase el crédito para inversiones en nuevos 
pesos 90:818.000 (nuevos pesos noventa millones ochocientos 
dieciocho mil) para el Ejercicio 1991. Esta partida incluye 
U$S 39.000 (dólares de los Estados Unidos de América treinta 
y nueve mil); N$ 190:709.000 (nuevos pesos ciento noventa 
millones setecientos nueve mil) para el Ejercicio 1992. Esta 
partida incluye U$S 190.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América ciento noventa mil); N$ 131:005.000 (nuevos pe- 
sos ciento treinta y un millones cinco mil) para el Ejercicio 
1993. Esta partida incluye U$S 141.000 (dólares de los Esta- 
dos Unidos de América ciento cuarenta y un mil); nuevos 
pesos 7:000.000 (nuevos pesos siete millones) para el Ejerci- 
cio 1994, 
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Art. 503, - Créase una partida de N$ 170:000.000 (nuevos 
pesos ciento setenta millones) para el Ejercicio 1991 para 
atender los gastos que demande la inscripción cívica. - 


Art. 504. - Otórgase a todos los funcionarios una compen- 
sación mensual por concepto de régimen de permanencia a la 
orden, a cuyos efectos se habilita una partida de 
N$ 186:000.000 (nuevos pesos ciento ochenta y seis millo- 
nes), 


Dicho personal no podrá percibir compensación alguna por 
trabajo en horas extras. 


Art. 505. - Autorízase el pasaje de grado en la escala vi- 
gente del artículo 50 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986, de 169 C 6 Administrativo VI, a C 8 Administrativo 
VI. 


La Contaduría General de la Nación habilitará el crédito 
correspondiente. 


INCISO 19 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
Artículo 506. - Establécense las siguientes asignaciones 


presupuestales para el Tribunal de lo Contencioso Administra- 
tivo: 


N$ 
Retribuciones de Servicios Personales 398:422.000 
Cargas Legales s/Servicios Personales 81:617.000 
Beneficios Sociales 19:710.000 
Suministros 21:500.000 
Otros gastos de funcionamiento 66:500.000 
Inversiones 5:000.000 


Art. 507. - Establécese que la retribución del Director de 
Departamento (Médico), será equivalente a la de Director de 
Departamento (Contador). 


Art. 508. - Dociáranse de particular confianza los cargos 
de Secretarios Letrados y Prosecretario Letrado del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. 


Art. 509. - Créase un cargo de Secretario del Departamen- 
to Jurídico (Abogado), cuya retribución será equivalente al 
80% (ochenta por ciento) de la correspondiente a la del Direc- 
tor de Departamento (Abogado). 


Art. 510. - Transfórmanse los cargos de Auxiliar ll en Au- 
xiliar 1 y de Auxiliares IM y IV en Auxiliar IL 


Art. 511. - El Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
podrá disponer las transformaciones de cargos y partidas de 
gastos que requiera el servicio, sin que ello signifique aumen- 
to del crédito presupuestal, lo que comunicará a la Contaduría 
General de la Nación, dando cuenta a la Asamblea Gencral y 
al Tribunal de Cuentas. 
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Art. 512. - Créase en el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo cl Programa de Informática de Gestión en régimen 
de arrendamiento de obra, el que será atendido con una parti- 
da de N$ 17:000.000 (nuevos pesos diecisiete millones). 


Art. 513. - Modifícase la denominación de la partida per- 
manente, creada por el artículo 597 de la Ley N* 15,809, de 8 
de abril de 1986 (Rubro 389.001) “Contrataciones técnicas no 
jurídicas” por la de “Contrataciones Técnicas”, 


Art. 514. - Fíjase una retribución complementaria por alta 
especialización equivalente a un 20% (veinte por ciento) de 
sus respectivas retribuciones permanentes sujetas a montepío, 
excluida la prima por antigiiedad, para los cargos del Escala- 
fón Técnico Profesional A del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Art. 515. - Establécese una partida de N$ 22:000.000 
(nuevos pesos veintidós millones), a los efectos de abonar una 
retribución complementaria por rendimiento, de hasta un 
15 % (quince por ciento) de sus respectivas retribuciones per- 
manentes sujetas a montepío, excluida la prima por antigile- 
dad, para el personal del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo. 


Esta retribución se otorgará de acuerdo con la reglamenta- 
ción que a tales efectos dicte el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


No tendrán derecho al cobro de esta partida los funciona- 
rios pertenecientes a los escalafones N, Judicial, y A, Profe- 
sional Universitario. 


Art. 516. - El Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
podrá disponer las modificaciones necesarias para racionalizar 
la estructura de cargos y contratos de función pública de todos 
los Escalafones, excepto el A Técnico Profesional del organis- 
mo. 


Las modificaciones de cargos y funciones, no podrán cau- 
sar lesión de derechos y las regularizaciones deberán respetar 
las reglas del ascenso cuando correspondiera. 


El proyecto será elaborado dentro de los ciento ochenta 
días de la publicación de la presente ley dándose cuenta a la 
Asamblea General y comunicándolo a la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y a la Contaduría General de la Nación. 


A estos efectos se podrá utilizar un 5% (cinco por ciento) 
del crédito presupuestal del Rubro O Retribuciones de Servi- 
cios Personales, correspondiente a los cargos y contratos de 
función pública que se racionalizan. 


Art. 517. - Facúltase al Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo, a contratar directamente en la forma que él deter- 
mine, cinco Abogados para prestar asistencia técnica a los 
Ministros. 


La erogación será atendida con una partida anual de nue- 
vos pesos 30:000.000 (treinta millones). 
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INCISO 25 
Administración Nacional de Educación Pública 
Artículo 518, - Fíjanse las siguientes asignaciones presu- 


puestales para la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP): 


N$ 
Retribuciones de Servicios 

Personales 105.600:894.000 
Cargos Legales sobre Servicios 

Personales 21.648:183.000 
Transferencias a Unidades Familiares 

por personal en actividad 9.181:228.000 
Suministros 2.937:867.000 
Gastos de Funcionamiento 10.941:602.000 
Inversiones 11.625:333.000 


Art. 519, - El Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP) podrá disponer 
las trasposiciones de rubros requeridas para el mejor funciona- 
miento de sus servicios de la manera siguiente: 


A) Dentro del Rubro 0 Retribuciones de Servicios Perso- 
nales. 


B) Dentro de los créditos asignados a inversiones. 


C) Dentro dc las dotaciones fijadas para los rubros de gas- 
los corrientes. 


D) Para reforzar las asignaciones de inversiones con crédi- 
tos destinados a gastos corrientes. 


E) Para reforzar los créditos de los Rubros 2 Materiales y 
Suministros y 3 Servicios no Personales y 5.4 Semo- 
vientes, se podrá utilizar hasta un 10% (diez por cien- 
to) de los créditos asignados a inversiones. 


F) No podrán servir como partidas de refuerzo las de ca- 
rácter estimativo de los Rubros 8 Servicios de Deuda y 
Anticipos y 7 Subsidios y Transferencias. 


Las trasposiciones realizadas regirán hasta el 31 de di- 
ciembre del Ejercicio en el cual se autorizan, dando cuenta a 
la Asamblea General e informando a la Contaduría General de 
la Nación. 


Art. 520. - El monto total asignado a inversiones de la 
Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) in- 
cluye una partida de N$ 2,415:000.000 (nuevos pesos dos mil 
cuatrocientos quince millones) equivalente a U$S 3:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América tres millones) que 
se financiará con cargo al Fondo de Inversiones Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas (FIMTOP). 


Art. 521. - El Poder Ejecutivo, en acuerdo con la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (ANEP) en un pla- 
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zo de noventa días, instrumentará el cobro del impuesto de 
Enseñanza Primaria, establecido por los artículos 367 y si- 
guientes de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


INCISO 26 
Universidad de la República 


Artículo 522. - Apruébase el Presupuesto 1990-1994 
Universidad de la República por un monto anual de 
nuevos pesos 49.765:000.000 (nuevos pesos cuarenta y nueve 
mil setecientos sesenta y cinco millones), a precios del 1* de 
enero de 1990, en los términos remitidos por dicho Ente al 
Poder Ejecutivo en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 220 de la Constitución de la República. 


Art. 523. - La Universidad de la República distribuirá los 
montos otorgados entre sus Programas y Rubros y determinará 
los gastos y asignaciones de sus Escalafones, todo lo cual 
comunicará al Tribunal de Cuentas, al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y a la Asamblea General dentro de los noventa 
días del inicio de cada Ejercicio. 


Art. 524. - Establécense los siguientes Programas de la 
Universidad de la República: 


Programa 1 Funcionamiento 
Programa 2 Inversiones 
Programa 3 Bienestar Universitario 


Art. 525. - Asígnase a la Universidad de la República una 
partida anual de N$ 4.017:000.000 (nuevos pesos cuatro mil 
diecisiete millones), adicional a la establecida en el artículo 
522 de la presente ley, para la puesta en funcionamiento de 
las nuevas Facultades creadas por la Universidad de la Repú- 
blica -Facultad de Ciencias Sociales y Facultad de Ciencias 
Exactas y Naturales- que se consolidará en el presupuesto 
universitario global, realizando la distribución entre sus pro- 
gramas y rubros y la determinación de los gastos y asignacio- 
nes entre sus escalafones, conforme a lo establecido en el 
artículo 523 de la presente ley. 


Art. 526. - El pago de las primas correspondientes al segu- 
ro sobre accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
de todos los funcionarios de la Universidad de la República, 
establecidos por la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 1989 y 
concordantes, será de cargo de Rentas Generales. 


Art. 527. - Agrégase al artículo 4% de la Ley N* 16.127, de 
7 de agosto de 1990, el siguiente inciso: 


“n) Las designaciones de personal en cargos de la Univer- 
sidad de la República que requieren renovación per- 
manente de conocimientos técnicos”. 


Art. 528. - Autorízase a la Universidad de la República, a 
realizar inversiones en obras y equipos con destino a sus pro- 
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gramas de salud, agropecuarios, tecnológicos y de ciencias 
básicas y sociales, con financiamiento externo, por la suma de 
U$S 10:000.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
diez millones), cuyo servicio será de cargo de Rentas Genera- 
les, con la garantía del Banco de la República Oriental del 
Uruguay. 


Los contratos de préstamo serán suscritos por el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay a través de los Ministe- 
rios de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura. 


Art. 529. - Autorízase a la Universidad de la República a 
reforzar las asignaciones de inversiones o gastos de sus pro- 
gramas 1, Funcionamicnto, y 2, Inversiones, con los créditos 
presupuestales de los rubros 0, 1 y 7 o equivalentes, que re- 
presenten las vacantes que se supriman en aplicación del ar- 
tículo 39 de la presente ley, y el artículo 35 de la Ley 
N? 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


INCISO 27 
Instituto Nacional del Menor 


Artículo 530. - Agrégase al literal b) del artículo 9* de la 
Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, Presidente del INAME, 
al literal c), Director del INAME, al literal d) Director Gene- 
ral. 


Suprímese del literal c) del artículo 9% de la Ley 
número 15.809, de 8 de abril de 1986, Presidente del Consejo 
del Niño y del literal d) Consejero Consejo del Niño. 


Art. 531. - Las tasas de “Espectáculos Públicos” creadas 
por el artículo 393 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 
serán fijadas por el Poder Ejecutivo en Unidades Reajustables, 


Art. 532, - Agréganse a las tasas de “Espectáculos Públi- 
cos” creadas por el artículo 393 de la Ley N* 15.809, de 8 de 
abril de 1986, las siguientes: 


- Por permiso anual de actuación de menores en activida- 
des deportivas de riesgo físico a criterio del Instituto Na- 
cional del Menor (INAMB), con el asesoramiento de la 
Comisión Nacional de Educación Física, 


- Por solicitud de calificación de espectáculos teatrales, 
circos, conjuntos de carnaval y otros que requieran califi- 
cación por parte del Instituto Nacional del Menor (INA- 
MB). 


- Por expedición de planilla anual de control de los locales 
que ofrezcan espectáculos públicos, entretenimientos o 
similares. 


Art. 533, - El Instituto Nacional del Menor (INAME) po- 
drá disponer las modificaciones necesarias para racionalizar 
las estructuras de cargos y funciones, contratadas, adecuándo- 
las a los objetivos de cada Programa, de acuerdo a lo siguicn- 
te: 
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A) La racionalización y regularización deberán respetar 
los derechos adquiridos por los funcionarios y las re- 
glas del ascenso. 


B) Se requerirá el asesoramiento de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y de la Contaduría General de la 
Nación. 


C) Para el cumplimiento de esta reestructura no podrá in- 
crementarse el crédito presupuestal del Rubro 0. 


D) La racionalización deberá ser aprobada antes del 30 de 
junio de 1991 y tendrá vigencia a partir del 1* de julio 
de 1991. 


Art. 534. - Sustitúyese el artículo 102 del Decreto-Ley 
N? 14,985, de 28 de diciembre de 1979, por el siguiente: 


“ARTICULO 102. - Los Cuidadores del Instituto Nacional 
del Menor (INAME) que tengan a su cargo menores con pro- 
blemas especiales percibirán de acuerdo con la reglamenta- 
ción que establezca dicho organismo, una retribución adicio- 
nal que será de un 25% (veinticinco por ciento) cuando se 
trate de menores en situación de riesgo y de un 45% (cuarenta 
y cinco por ciento) en el caso de discapacitados. En ambos 
casos el cálculo se realizará sobre la base fijada en el artículo 
anterior”. 


Art. 535. - Sustitúyese el artículo 391 de la Ley número 
15.809, de 8 de abril de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 391. - Fíjanse las retribuciones básicas men- 
suales de los Cuidadores del Instituto Nacional del Menor 
(INAME) en el 120% (ciento veínte por ciento) del Salario 
Minimo Nacional por el cuidado y manutención de cada me- 
nor a su cargo”. 


Art. 536. - Fíjase una partida de N$ 350:000.000 (nuevos 
pesos trescientos cincuenta millones) para el Rubro O Renglón 
062.414 del Instituto Nacional del Menor (INAME) para el 
pago de una compensación por concepto de productividad a 
los funcionarios del organismo, que reúnan los requisitos que 
establezca la reglamentación que a tales efectos dicte el Insti- 
tuto Nacional del Menor (INAMEB). 


Art. 537, - Autorízase al Instituto Nacional del Menor 
(INAMB), previo informe de la Contaduría General de la Na- 
ción a transferir del Renglón 034 al Renglón 021 del Rubro 0, 
el crédito que remunera a los funcionarios contratados que 
cumplen actualmente tareas de Instructor de Hogar, autorizan- 
do la racionalización de la estructura de funciones contratadas 
resultante, de acuerdo con lo establecido por los artículos 8*, 
9* y 10 del Decreto-Ley N* 14,985, de 28 de diciembre de 
1979, 


Art. 538. - La compensación establecida en el artículo 72 
de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 1988, compren- 
derá a todo el personal del Instituto Nacional del Menor 
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(INAME) que cumple funciones de asistencia directa al me- 
nor, en todo el organismo. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará en un plazo 
de noventa días a qué funcionarios les alcanzará el beneficio 
establecido en la presente disposición. 


Art. 539. - Establécese una compensación con carácter ge- 
neral al personal del Instituto Nacional del Menor (INAME) 
del 15% (quince por ciento) sobre sus retribuciones básicas. 


Art. 540, - Declárase por vía interpretativa que los cargos 
de Médico Pediatra del Instituto Nacional del Menor 
(INAME) equivalen a los de Médico de Escuelas Maternales a 
que refiere el artículo 3% de la Ley N* 10,107, de 26 de di- 
ciembre de 1941. 


Art. 541. - Los cargos de Director de Programa que atien- 
den regímenes de internación y Director del Centro de Estudio 
y Admisión y Secretario del Interior, serán de dedicación to- 
tal. 


Los titulares de los cargos o de los interinatos que los 
cumplen podrán renunciar al régimen a que refiere este artícu- 
lo dentro de los noventa días a partir de la publicación de la 
presente ley o en su defecto a partir de su designación, 


Art. 542, - Establécense las siguientes asignaciones presu- 
puestales del Ejercicio 1991 en los siguientes valores: 
IMPORTE 


RUBRO DENOMINACION 


N$ 


O Retribuciones de Servicios Personales 10.012:108.857 
1 Cargas Sociales sobre Servicios Personales 1,825:392,810 


2 y 3 Suministros 1.311:064.000 
2,3,4, 
7 y 9 Otros Gastos de Funcionamiento 4.367:800.000 


Prestaciones Sociales 1.150:954.679 

Art, 543, - Establécese la asignación presupuestal para in- 
versiones del Ejercicio 1991 en N$ 1.853:000.000 (nuevos 
pesos mil ochocientos cincuenta y tres millones). 


Art. 544. - Créase una partida en el Renglón 051 del Pro- 
grama 1.01 Administración General del Instituto Nacional del 
Menor (INAME) de N$ 78:300.000 (nuevos pesos setenta y 
ocho millones trescientos mil) para los cursos de Capacitación 
de la Escuela de Funcionarios. 


Art. 545. - Los docentes de los Cursos de Capacitación de 
la Escuela de Funcionarios serán remunerados de acuerdo con 
la escala de los docentes de la Universidad de la República y 
de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), 
según corresponda. No regirán en este caso las limitaciones 
por topes horarios establecidos por el inciso 3% del artículo 
115, de la Ley N* 12.803, de 30 de noviembre de 1960, en la 
redacción dada por el artículo 1* del Decreto-Ley N* 14.263, 
de 5 de setiembre de 1974, 
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INCISO 28 
Banco de Previsión Social 


Artículo 546. - Derógase el artículo 6% de la Ley 
N* 15.800, de 17 de enero de 1986. 


Art. 547. - Sustitúyese el artículo 8* de la Ley N* 15.800, 
de 17 de enero de 1986 por el siguiente: 


“ARTICULO 8%. (Administradores Generales). - La admi- 
nistración de los Servicios de Prestaciones de Pasividades y 
Ancianidad, Prestaciones de Actividad, de Asesoría Tributaria 
y Recaudación, de Administración y Servicios Generales y del 
Area de la Salud estará a cargo de Administradores Generales 
que serán designados por el Directorio del Banco de Previsión 
Social contando para ello con el voto conforme de los cuatro 
miembros designados por el Poder Ejecutivo, en la forma 
prevista en el artículo 187 de la Constitución de la Repúbli- 


” 


ca. 


Las designaciones serán fundadas y deberán tener en cuen- 
ta reconocida solvencia y acreditados méritos en los asuntos 
de previsión y seguridad social. 


Estos cargos ticnen la calidad de particular confianza. 


Art. 548. - Sustitúyense los numerales 1), 3), 4) y 13) del 
artículo 9? de la Ley N* 15,800, de 17 de enero de 1986, por 
los siguientes: 


1) Designar y cesar a los Administradores Generales, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 8%”. 


3) Aprobar o rechazar las prestaciones a cargo del Orga- 
nismo”. 


“4) Aplicar sanciones disciplinarias, de conformidad con 
los reglamentos y destituir a sus empleados por inepti- 
tud, omisión o delito, por resolución fundada y previo 
sumario administrativo. Para la destitución se requeri- 
rán cuatro votos conformes”. 


13) El Directorio del Banco de Previsión Social ejercerá 
sobre los Administradores Generales, a fin de asegurar 
la coordinación de los respectivos servicios a su cargo, 
la superintendencia, directiva, correctiva y funcional”. 


Agrégase al artículo 9% de la Ley N* 15.800, de 17 de 
enero de 1986, el siguiente numeral: 


“14) Delegar en los Administradores Generales del árca 
respectiva, las atribuciones establecidas en los numera- 
les 3), 4), 5) y 8) de este artículo, 

La facultad de destituir no podrá ser delegada”. 


Art. 549. - Sustitúyese el artículo 10 de la Ley N* 15.300, 
de 17 de enero de 1986, por el siguiente: 
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“ARTICULO 10 . - Atribuciones de los Administradores 
Generales: 


A) Administrar y reglamentar la organización y el funcio- 
namiento de los servicios y dependencias a su cargo, 
adoptando las medidas requeridas, sin perjuicio de las 
potestades jerárquicas del Directorio del Banco de Pre- 
visión Social. 


B) Ejercer las demás atribuciones que le delegare espe- 
cialmente el Directorio del Banco de Previsión Social”. 


Art. 550. - Sustitúyese el artículo 11 de la Ley N* 15.800, 
de 17 de enero de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 11. - Distribución de competencias: 


A) Compete a la Administración General de Prestaciones 
de Pasividad y Ancianidad lo atinente a las prestacio- 
nes que cubren los riesgos relativos a la vejez, muerte 
y determinadas formas de incapacidad, 


B) Compete a la Administración General de Prestaciones 
de Actividad lo atinente a las prestaciones que cubren 
los riesgos relativos a la maternidad, infancia, familia, 
desocupación forzosa y a la pérdida de la integridad 
sicosomática del trabajador. 


C) Compete a la Administración General de la Asesoría 
Tributaria y Recaudación lo atinente a la determina- 
ción, percepción y control de los recursos que deben 
ser aportados por los afiliados. 


D) Compete a la Administración General de Administra- 
ción y Servicios Generales lo atinente a los servicios 
comunes al Banco de Previsión Social. 


E) Compete a la Administración Gencral del Area de la 
Salud lo atinente a los servicios médicos y asistenciales 
a cargo del organismo”. 


Art. 551. - Sustitúyesc el artículo 15 de la Ley N* 15.800, 
de 17 de enero de 1986, por el siguiente: 


“ARTICULO 15. (Competencia del Presidente del Direc- 
torio del Banco de Previsión Social). - Al Presidente corres- 


ponde representar al Organo. 


Además le compete: 

A) Presidir las sesiones del Cuerpo. 

B) Ejecutar y hacer ejecutar las decisiones del Organo. 

C) Adoptar medidas urgentes, cuando así lo requieran las 
circunstancias, dando cuenta en la primera sesión del 


Directorio y estando a lo que éste resuelva”. 


Art. 552. - Sustitúyese el artículo 16 de la Ley N* 15.800, 
de 17 de encro de 1986, por el siguiente: 
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“ARTICULO 16. (Vicepresidente).- El Directorio del Ban- 
co de Previsión Social tendrá un Vicepresidente quicn ejerce- 
rá las funciones de Presidente en casos de ausencia, renuncia 
o impedimento de éste. Si tales situaciones afectasen a ambos, 
ejercerá la Presidencia el titular que les siga en el orden del 
decreto de designación”. 


Art. 553, - Sustitúyese en los artículos 17, 18, 19 y 20 de 
la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986, la expresión “los 
Órganos del Banco de Previsión Social” por “el Directorio del 
Banco de Previsión Social”, 


Art. 554. - Sustitúyese el artículo 386 de la Ley 
número 15,903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 386. - La escala general de remuneraciones 
con valores al 1? de enero de 1990, es la siguiente: 


Grado N$ 
1 89.549 
2 90.789 
3 93.704 
4 95.649 
5 98.052 
6 102.606 
1 107.367 
8 117.567 
9 128.736 
10 140.966 
11 155.062 
12 167.267 
13 178.321 
14 185.760 
15 205.070 
16 235.830 
17 271.205 
18 290.835 
19 311.885 
20 374.263 
21 449.115 
22 $38.939 


Esta escala comprende los importes de remuneración al 
cargo, por todo concepto, en régimen de seis horas diarias de 
labor (treinta horas semanales). A los montos establecidos en 
dicha escala, se adicionará la suma de N$ 5.689 (nuevos pesos 
cinco mil seiscientos ochenta y nueve) que corresponde al 
50% (cincuenta por ciento) del aumento dispuesto a partir del 
12 de abril de 1985, a valores del 1% de enero de 1990. En 
ningún caso la retribución que por todo concepto perciban los 
funcionarios del Banco de Previsión Social, podrá exceder del 
90% (noventa por ciento) de la que corresponda a los Directo- 
res”, 


Art. 555. - A los sueldos establecidos en el artículo ante- 
rior, así como a la compensación prevista en el artículo 566 
de la presente ley, se les aplicarán los aumentos dispuestos 
para los funcionarios de la Administración Central, con poste- 
rioridad al 1* de enero de 1990. 
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Art. 556. - Sustitúyese el artículo 397 de la Ley 
número 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 397. - Los funcionarios del organismo que 
permanezcan cinco años en un mismo cargo presupuestal o en 
un mismo Grado presupuestal, en caso de cambio de Escala- 
fón o cambio de denominación percibirán una compensación 
mensual equivalente al importe de la diferencia de remunera- 
ción entre su cargo y el inmediato superior del respectivo 
Escalafón. Dicha compensación será acrecentada por cada pe- 
ríodo sucesivo de cinco años de permanencia en el cargo, en 
cuyo caso se tomará en cuenta la remuneración correspon- 
diente a los cargos superiores subsiguientes de su Escalafón. 


No obstante por cada año que transcurra de cada quinque- 
nio se percibirá un 20% (veinte por ciento) de la compensa- 
ción que corresponda a la totalidad de aquel período. 


La compensación total a abonar por este concepto no po- 
drá exceder de tres Grados o dos cargos, según lo que resulte 
más beneficioso para el funcionario, 


Cuando el funcionario acceda al sueldo del cargo más alto 
de su Escalafón, la compensación se fijará en el monto de la 
diferencia con el cargo inmediato inferior y así sucesivamen- 
te, aplicándose las reglas anteriormente establecidas. 


En caso de ascenso se mantendrá al funcionario el cómpu- 
to de la antigiiedad a los efectos de generar el derecho a la 
compensación por permanencia en el cargo, deduciéndole cin- 
co años por cada cargo al que sea promovido. 


En el caso de desempeño de funciones por subrogación de 
aquellas a que alude el artículo 402 de la Ley N* 15,903, de 
10 de noviembre de 1987 o de las previstas en el artículo 518 
de la presente ley, la antigiiedad a los efectos de la compensa- 
ción por permanencia se computará en el cargo presupuestal 
del funcionario. Sin perjuicio de cllo, sólo podrá percibir de 
dichas compensaciones la que le resulte más favorable. 


El tiempo de permanencia se computará a partir del 1* de 
setiembre de 1980". 


Art. 557. - Los funcionarios que cumplan tareas específi- 
cas de computación quedan excluidos de la posibilidad de re- 
ducción horaria establecida por el artículo 8? del presupuesto 
del organismo, contenido en el artículo 504 de la Ley 
N? 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 558. - Los funcionarios del Grado 17 y superiores de 
los Escalafones B y D que cumplan tareas de computación, 
quedarán comprendidos en lo dispuesto por el artículo 401 de 
la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Art. 559. - Suprímense al vacar 2 cargos Grado 20, Abo- 
gado, 1 cargo Grado 20, Contador y 1 cargo Grado 20, Médi- 
co, del Escalafón A; 7 cargos Grado 20, 25 cargos Grado 19, 
9 cargos Grado 17, 53 cargos Grado 16, 95 cargos Grado 15 y 
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149 cargos Grado 13 del Escalafón C; y 1 cargo Grado 9, 
Especialista IV de Computación del Escalafón D, 


Art, 560, - Transfórmanse al vacar 1 cargo del Grado 20, 
Gerente de División Computación del Escalafón B en 1 cargo 
del Grado 20, Gerente de Computación del Escalafón D y 1 
cargo del Grado 17, Analista Programador del Escalafón B en 
1 cargo del Grado 17, Gerente de Proyecto del Escalafón D. 


Art. 561. - Transfórmanse los siguientes cargos: 


A) 1 cargo Grado 14 del Escalafón D Especialista Compu- 
tación I, en 1 cargo Grado 16 del mismo Escalafón Jefe 
de Operaciones. 


B) 8 cargos Grado 10 y 4 cargos Grado 9 del Escalafón D, 
Especialista III y Especialista FV Computación, en 12 
cargos Grado 12 del mismo Escalafón, Operador de 
Sistema I. 


C) 5 cargos Grado 9 del Escalafón D Especialista TV 
Computación, en 5 cargos Grado 16 del mismo Escala- 
fón, 2 Jefe de Operaciones y 3 Analista Programador, 
suprimiéndose 6 cargos Grado 7, 3 cargos Grado 6, 1 
cargo Grado 5 y 1 cargo Grado 1 del Escalafón F. 


Los cargos que se transforman en los literales A) y B) son 
los ocupados por los funcionarios que venían cumpliendo las 
tareas de Jefe de Operaciones y de Operadores de Sistema 1 al 
31 de diciembre de 1989. 


Art. 562. - Transfórmanse 1 cargo Grado 7 del Escalafón 
C Administrativo V y 1 cargo Grado 5 del mismo Escalafón 
Administrativo VI, en 2 cargos Grado 12 del Escalafón B 
Asistente Social. 


Art. 563. - Los funcionarios del Banco de Previsión Social 
que perciban compensaciones de acuerdo con el régimen tran- 
sitorio previsto por el artículo 61 de la Ley N* 15.809, de 3 de 
abril de 1986, podrán optar por la extensión horaria a 48 horas 
semanales, en cuyo caso percibirán una compensación com- 
plementaria del 17% (diecisiete por ciento) de la asignación 
presupuestal, incluida la extensión horaria. Este beneficio im- 
pone a dichos funcionarios la obligación de cumplir los hora- 
rios que determine la Administración de acuerdo con la nece- 
sidades del servicio y será incompatible con la percepción de 
remuneración por concepto de horas extras. 


Los funcionarios comprendidos en esta norma cuyos car- 
gos sean de dedicación especial, sólo tendrán derecho a perci- 
bir la compensación complementaria que se les sirve por el 
régimen transitorio aludido. 


Suprímese el crédito presupuestal asignado al Banco de 
Previsión Social por el artículo 61 de la Ley N* 15,809, de 8 
de abril de 1986, 


Art. 564. - Asígnase al Maestro-Director de la guardería, 
una compensación equivalente a la diferencia entre el sueldo 
de su cargo presupuestal y el que corresponde al Grado 17 de 
la escala. 
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Los funcionarios que cumplan funciones en la guardería y 
tengan el título de maestro, tendrán una compensación igual a 
la diferencia entre el sueldo del cargo que ostentan y el Grado 
12 de la escala. Los que realicen enseñanza de expresión 
corporal, música y plástica tendrán una compensación al Gra- 
do 10 de la escala. 


Art. 565. - Derógase el artículo:160 de la Ley N* 16.002, 
de 25 de noviembre de 1988, 


Art. 566. - Los funcionarios del Banco de Previsión Social 
hasta el Grado 15 inclusive, que durante el mes no registren 
ninguna inasistencia, percibirán una compensación a la asidui- 
dad de N$ 14.314 (nuevos pesos catorce mil trescientos cator- 
ce) mensuales a valores del 1% de enero de 1990. 


Se exceptúan las inasistencias por concepto del goce de la 
licencia anual ordinaria y las demás que determine la regla- 
mentación que dictará el Directorio. 


Art. 567. - Créase un fondo de participación que se inte- 
grará con el 30% (treinta por ciento) de las obligaciones tribu- 
tarías, excepto las multas por defraudación, percibidas en más 
por el Banco de Previsión Social, como consecuencia de las 
auditorías y avalúos de deudas, inspecciones y actuaciones 
realizadas por sus funcionarios. 


El fondo de participación, se distribuirá entre los funciona- 
rios presupuestados y contratados que presten efectivamente 
funciones en el Banco de Previsión Social, cada cuatro meses 
y de acuerdo con la reglamentación que dicte el Directorio. 


Los recursos del fondo no podrán exceder del 0,5% (medio 
por ciento) de la recaudación total anual del Banco de Previ- 
sión Social. 


Dicho fondo tendrá carácter transitorio, debiendo el Orga- 
nismo presentar una evaluación del resultado de su aplicación 
en la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal correspondiente al Ejercicio 1991. 


Art. 568. - Las retribuciones mensuales de los Directores 
del Banco de Previsión Social serán iguales a las que perciban 
los Ministros de Estado, ajustándose simultáneamente con és- 
tas. Á dichas remuneraciones sólo podrán acumularse el sucl- 
do anual complementario, los beneficios sociales y la Prima 
por Antigiiedad. 


Art. 569, - Sustitúyese el artículo 396 de la Ley 
número 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 396. - Las retribuciones mensuales de los 
Administradores Generales y del Secretario General del Ban- 
co de Previsión Social, serán el 90% (noventa por ciento) de 
la correspondiente a los Directores del Banco de Previsión 
Social". 


Art. 570. - Sustitúyese el artículo 399 de la Ley 
número 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 399, - Autorízase al Banco de Previsión So- 
cial a disponer de hasta N$ 651:252.150 (nuevos pesos seis- 
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cientos cincuenta y un millones doscientos cincuenta y dos 
mil ciento cincuenta) para el desarrollo de los cometidos esta- 
blecidos en los numerales 9), 10), 11) y 12) del artículo 4* de 
la Ley N* 15.800, de 17 de enero de 1986. 


Esta partida se ajustará en función de lo establecido por el 
artículo 69 de la Ley N* 15,809, de 3 de abril de 1986", 


Art. 571. - Facúltase al Banco de Previsión Social a esta- 
blecer un régimen especial de contratación de los servicios 
médico-asistenciales y de diagnóstico y tratamiento necesa- 
rios para el funcionamiento del Programa de Prestaciones del 
Area de la Salud. El Banco de Previsión Social reglamentará 
el procedimiento de contratación de precios y demás condi- 
ciones técnicas requeridas para la adecuada prestación de los 
servicios, debiéndose observar tos principios de publicidad e 
igualdad de jos interesados. Cuando se ejercite la referida 
facultad, se dará cuenta al Tribunal de Cuentas, a los efectos 
dispuestos por los artículos 211 y siguientes de la Constitu- 
ción de la República. 


Art. 572, - La determinación de las obligaciones tributa- 
rias de las que sea sujeto activo el Banco de Previsión Social, 
compete al jerarca superior de la Asesoría Tributaria y Recau- 
dación o al funcionario que corresponda subrogarlo. 


Los testimonios de las resoluciones adoptadas en el ejerci- 
cio de dicha competencia, que reúnan los requisitos estableci- 
dos por el artículo 92 del Código Tributario, constituyen título 
ejecutivo. 


Art. 573. - Inclúyese entre las dependencias públicas mecn- 
cionadas en el literal a) del artículo 4* de la Ley N* 16,127, de 
7 de agosto de 1990, el Area de la Salud del Banco de Previ- 
sión Social. 


Art. 574, - Fíjase en los siguientes montos el presupuesto 
total del Banco de Previsión Social a valores del 1* de enero 
de 1990. 


Año 1991, N$ 752.022:107.794 (nuevos pesos setecientos 
cincuenta y dos mil veintidós millones ciento siete mil sete- 
cientos noventa y cuatro). 


Año 1992, N$ 751.096:293,794 (nuevos pesos setecientos 
cincuenta y un mil noventa y seis millones doscientos noventa 
y tres mil setecientos noventa y cuatro). 


Año 1993, N$ 750,935:397,899 (nuevos pesos setecientos 
cincuenta mil novecientos treinta y cinco millones trescientos 
noventa y siete mil ochocientos noventa y nueve). 


Año 1994, N$ 750.855:395.794 (nuevos pesos setecientos 
cincuenta mil ochocientos cincuenta y cinco millones tres- 
cientos noventa y cinco mil setecientos noventa y cuatro). 


La distribución por Programas se detalla en las planillas 
adjuntas, que se consideran parte integrante de la presente ley. 


Art. 575, - Desaféctase del dominio patrimonial del Banco 
de Previsión Social el padrón N* 782 de la ciudad de Tacua- 
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rembó, en favor del Instituto Nacional del Menor, con el obje- 
to de instalar un hogar femenino. 


Art. 576. - Los funcionarios contratados con más de tres 
años de antigiiedad en el Banco de Previsión Social o en la 
Administración Pública (en caso de ser funcionarios redistri- 
buidos), a la fecha de la sanción de la presente ley, podrán 
optar por su presupuestación en cargos del mismo Escalafón. 


La incorporación se realizará en los mismos cargos y Gra- 
dos que actualmente revistan los funcionarios que opten, no 
pudiendo en ningún caso realizarse presupuestaciones en car- 
gos superiores a aquellos en que se hallen contratados. 


A esos efectos se habilitarán los cargos correspondientes, 
suprimiéndose en lo pertinente las partidas con que se atien- 
dan sus remuneraciones. 


Art. 577. - El Banco de Previsión Social concederá con- 
forme al régimen de la presente ley, facilidades de pago a los 
contribuyentes deudores de los tributos que recauda, devenga- 
dos hasta el 31 de julio de 1990, los que serán actualizados de 
conformidad con la variación operada en el Indice de Precios 
al Consumo (IPC) entre el mes en que se hizo exigible la 
obligación tributaria y el mes anterior al de la fecha suscrip- 
ción del convenio. 


A los adeudos incluidos en el presente régimen, se les apli- 
cará un recargo del 1% (uno por ciento) anual capitalizable, el 
que regirá hasta el momento de suscripción del convenio, no 
siendo aplicables las multas y recargos previstos en el artículo 
94 del Código Tributario. 


Quienes tengan convenios celebrados, en curso de pago, 
podrán optar por mantenerlos o acogerse al presente régimen, 
en la forma y condiciones que establezca la reglamentación. 


Art. 578. - Los contribuyentes tendrán un plazo de noven- 
ta días a partir de la publicación de la presente ley y de 
acuerdo con las condiciones que establezca la reglamentación 
para ampararse al régimen de la misma. 


A esos efectos, deberán efectuar declaración jurada de sus 
adeudos al 31 de julio de 1990. 


Art. 579. - La Administración liquidará lo adeudado en 
base a la declaración jurada efectuada por el contribuyente, 
sin perjuicio de las fiscalizaciones y reliquidaciones que se 


dispongan. 


El Banco de Previsión Social podrá exigir la constitución 
previa de garantías suficientes, así como la firma solidaria de 
los Socios o Directores en el caso de personas jurídicas. 


Art. 580. - Los adeudos determinados conforme a los ar- 
tículos precedentes podrán ser abonados en hasta ciento veinte 
cuotas mensuales y consecutivas, cuyo monto no podrá ser 
inferior al que determine la reglamentación, con un interés del 
1% (uno por ciento) anual, capitalizable anualmente. 


Los saldos deudores serán rcajustables al 30 de junio y 31 
de diciembre de cada año, de conformidad con la variación 
operada en el Indice de Precios al Consumo en cada período. 
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El índice se aplicará sobre el saldo total adeudado a la 
fecha del ajuste, adecuándose las cuotas pendientes de pago. 


Los contribuyentes por actividad rural tendrán la opción 
de abonar las cuotas en forma trimestral. 


Art. 581. - Para dar trámite a las solicitudes de convenios, 
el Banco de Previsión Social exigirá a los gestionantes la pre- 
sentación de los recaudos que justifiquen el pago de sus obli- 
gaciones por el período transcurrido entre el 1* de agosto de 
1990 y la fecha de suscripción del respectivo documento de 
adeudo, 


Art. 582, - El no pago de tres cuotas consecutivas del con- 
venio, o de un trimestre en el caso previsto en el inciso final 
del artículo 580, o de las obligaciones corrientes por el mismo 
lapso, determinará que el convenio quede sin efecto de pleno 
derecho y se haga exigible la totalidad de lo adeudado origi- 
nariamente, con las multas y recargos correspondientes. 


En estos casos, la Administración podrá rehabilitar el con- 
venio incumplido por única vez, siempre que se salden con 
carácter previo, las cuotas vencidas a la fecha de la rehabilita- 
ción, acrecidas con la multas y recargos respectivos, y previo 
otorgamiento de garantía real suficiente a juicio de la Admi- 
nistración, 


Art. 583. - Una vez suscrito el convenio, si la diferencia 
entre el monto de los tributos declarados por el deudor y el 
determinado por la Administración supera el 25% (veinticinco 
por ciento) de aquél, dicha diferencia, más los recargos y 
multas correspondientes, deberá ser regularizada dentro de los 
treinta días de notificado el deudor. 


La referida regularización se efectuará en la siguiente for- 
ma: a) pagando al contado, o b) en la forma dispuesta por el 
artículo 32 del Código Tributario. 


Si el contribuyente no regulariza dicha diferencia en las 
formas indicadas precedentemente, quedarán sin efecto de 
pleno derecho las facilidades otorgadas al amparo de esta ley. 


Si la diferencia entre el monto declarado y el determinado 
por la Administración no supera el 25% (veinticinco por cien- 
to) referido anteriormente, la misma se incluirá cn el monto 
adeudado y se procederá a reliquidar el convenio suscrito. 


Art. 584, - Las acciones judiciales iniciadas para el cobro 
de los tributos, multas y recargos, recaudados por el Banco de 
Previsión Social contra los contribuyentes acogidos al régi- 
men de facilidades de pago de la presente ley, quedarán en 
suspenso mientras continúa vigente el convenio celebrado, 
manteniéndose mientras tanto las medidas cautelares en ellas 
decretadas, sin perjuicio de las reinscripciones que correspon- 
dan. 


La Administración estará facultada para disponer la clau- 
sura de los procedimientos, solicitándolo así al Juzgado, en 
aquellos casos en que los contribuyentes ofrezcan y constitu- 
yan garantías reales suficientes para la seguridad del crédito 
reclamado, previo pago de los tributos y costo judiciales de- 
vengados. 
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SECCION VI 
INCISO 21 
Subsidios y Subvenciones 


Artículo 585. - Increméntanse las partidas previstas en el 
artículo 618 de la Ley N* 15,809, de 8 de abril de 1986, para 
el Ejercicio 1990 en los siguientes importes: 


N$ 
Comisión Honoraria del Plan Citrícola 21:698.000 
Comisión Honoraria del Plan Agropecuario 282:077.000 


Art. 586, - Increméntase la partida prevista en el artículo 
616 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 para el 
Ejercicio 1990 a favor de la Administración de Ferrocarriles 
del Estado (AFE) en N$ 1.549:984.000 (nuevos pesos mil 
quinientos cuarenta y nueve millones novecientos ochenta y 
cuatro mil). 


Art. 587. - Fíjanse para la Administración de Ferrocarriles 
del Estado (AFB), las siguientes partidas para atender el pago 
de servicio de deuda: 


1) Año 1991 N$ 2.272:917.500 (nuevos pesos dos mil 
doscientos setenta y dos milliones novecientos diecisie- 
te mil quinientos) equivalente a U$S 2:823.500 (dóla- 
res de los Estados Unidos de América dos millones 
ochocientos veintitrés mil quinientos). 

2) Año 1992 N$ 2.012:500.000 (nuevos pesos dos mil 

doce millones quinientos mil) equivalente a dólares 

2:500.000 (dólares de los Estados Unidos de América 

dos millones quinientos mil). 


xr 


3) Año 1993 N$ 1:891.750 (nuevos pesos un millón ocho- 
cientos noventa y un mil setecientos cincuenta) equiva- 
lente a U$S 2:350.000 (dólares de los Estados Unidos 


de América dos millones trescientos cincuenta mil). 


dl 


4) Año 1994 N$ 2.052:750.000 (nuevos pesos dos mil 
cincuenta y dos millones setecientos cincuenta mil) 
equivalente a U$S 2:550,000 (dólares de los Estados 
Unidos de América dos millones quinientos cincuenta 


mil). 


pa 


Derógase a partir del 19 de enero de 1991, el literal a) del 
artículo 616 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Art. 588. - Derógase el subsidio previsto en el literal c) 
del artículo 615 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, 
con la modificación dada por el artículo 85 de la Ley núme- 
ro 16.002, de 25 de noviembre de 1988, a favor de Industria 
Lobera y Pesquera del Estado (ILPE). 


Deróganse las partidas previstas en los literales b) de los 
artículos 615 y 616 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986, a favor de Primeras Líneas Uruguayas de Navegación 
Aérea (PLUNA). 
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Art. 589. - Fíjanse para la Administración de Ferrocarriles 
del Estado (AFB), los siguientes subsidios: 


1) Año 1991 N$ 8.541:855.000 (nuevos pesos ocho mil 
quinientos cuarenta y un millones ochocientos cincuen- 
ta y cinco mil) equivalente a U$S 10:611.000 (dólares 
de los Estados Unidos de América diez millones seis- 
cientos once mil). 

2) Año 1992 N$ 6.359:500.000 (nuevos pesos seis mil 

trescientos cincuenta y nueve millones quinientos mil) 

equivalente a U$S 7:900.000 (dólares de los Estados 

Unidos de América siete millones novecientos mil). 


ur 


3) Añío 1993 N$ 4.508:000.000 (nuevos pesos cuatro 
_ mil quinientos ocho millones) equivalente a dólares 
5:600.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
cinco millones seiscientos mil). 
4) Año 1994 N$ 3.381:000.000 (nuevos pesos tres mil 
trescientos ochenta y un millones) equivalente a dóla- 
res 4:200.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica cuatro millones doscientos mil). 


dl 


Derógase el literal a) del artículo 615 de la Ley N* 15.809, 
de 8 de abril de 1986. 


Art. 590. - Asígnanse al Banco Hipotecario del Uruguay, 
como únicas transferencias del Gobierno Central, las siguien- 
tes partidas anuales: 


a) N$ 4.226:250.000 (nuevos pesos cuatro mil doscientos 
veintiséis millones doscientos cincuenta mil) equiva- 
lente a U$S 5:250.000 (dólares de los Estados Unidos 
de América cinco millones doscientos cincuenta mil) 
con destino al fomento de la vivienda de interés social, 


Hasta N$ 12.678:750.000 (nuevos pesos doce mil seis- 
cientos setenta y ocho millones setecientos cincuenta 
mil) equivalente a USS 15:750.000 (dólares de los Es- 
tados Unidos de América quince millones setecientos 
cincuenta mil) para atender el pago del servicio de la 
deuda con el Banco Central. Derógase toda otra partida 
por subsidios concedida al Banco Hipotecario del Uru- 
guay hasta la entrada en vigencia de la presente ley. 


b 
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Art. 591. - Fíjanse las partidas establecidas en el artículo 
618 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y sus modifi- 
cativas en los siguientes montos: 


N$ 
Comisión Nacional de Estudio 
Agroeconómico de la Tierra 88:000.000 
Comisión Honoraria del 
Plan Citrícola 248:000.000 
Comisión Honoraría 
del Plan Agropecuario 1.250:000.000 
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Movimiento de la Juventud 
Agraria 56:000.000 
Escuela Horizonte 35:000.000 
Asociación Uruguaya de 
Protección a la Infancia 17:000.000 
Junta Nacional de la Granja 280:000.000 
Comité Olímpico Uruguayo 14:000.000 
Asociación Pro Recuperación del 
Inválido 1:000.000 
Pequeño Cotolengo Don Orione 4:000.000 
Cruz Roja Uruguaya 12:000.000 
Patronato del Psicópata 64:000.000 


Art, 592, - Inclúyese en el artículo 591 a la Asociación 
Uruguaya de Enfermedades Musculares con una partida anual 
de N$ 5:000.000 (nuevos pesos cinco millones) para atender 
el pago de los tratamientos de fisioterapia que requieren los 
pacientes de miopatías. 


Art. 593. - Inclúyese en el artículo 591 a la Asociación 
Down del Uruguay con una partida anual de N$ 3:500.000 
(nuevos pesos tres millones quinientos mil) para el cumpli- 
miento de sus objetivos de dar apoyo en las áreas educativa, 
social, deportiva, laboral y de salud a las familias que tienen 
un integrante con Síndrome de Down, 


Art. 594. - Fíjase la partida establecida en el artículo 409 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, para la 
Escuela para Adultos Federico Ozanam en N$ 9:000.000 
(nuevos pesos nueve millones). 


Art. 595. - Increméntasc en N$ 2:000.000 (nuevos pesos 
dos millones) para el Ejercicio 1991, la partida anual fijada 
por el artículo 409 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, con destino al Plenario Nacional del Impedido 
(PLENADI). A partir del Ejercicio 1992 dicha partida tendrá 
un incremento acumulativo de N$ 3:000.000 (nuevos «pesos 
tres millones) anuales hasta el Ejercicio 1994 inclusive, con 
destino a ampliación y equipamiento de sus talleres. 


Art. 596. - Increméntanse en N$ 2:000.000 (nuevos pesos 
dos millones) las partidas anuales establecidas eñ el artículo 
409 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con 
destino al Movimiento Nacional “Gustavo Volpe” y Escucla 
“Franklin Delano Roosevelt”. 


Art. 597, - Los aportes al Banco de Previsión Social pen- 
dientes de pago, que correspondan a obras realizadas en cum- 
plimiento del “Proyecto de Saneamiento Urbano de la ciudad 
de Montevideo - Primera Parte”, al que refiere cl contrato de 
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préstamo suscrito con el Banco Interamericano de Desarrollo, 
aprobado por el Decreto-Ley N* 15.246, de 5 de marzo de 
1982, conforme a la cláusula 6.04 del citado contrato de prés- 
tamo, podrán ser atendidos con fondos de Rentas Generales, 
por resolución del Poder Ejecutivo. Tales aportes no genera- 
rán recargos. 


INCISO 24 
Diversos créditos 


Artículo 598. - Derógase el literal C), del artículo 99 del 
Decreto-Ley N* 15.167, de 6 de agosto de 1981. 


Art. 599, - Derógase el artículo 154 de la Ley N* 15.851, 
de 24 de diciembre de 1986. 


Art. 600. - Autorízase al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca a disponer de una partida de N$ 48:145.440 
(nuevos pesos cuarenta y ocho millones ciento cuarenta y 
cinco mil cuatrocientos cuarenta) equivalente a U$S 59.808 
(dólares de los Estados Unidos de América cincuenta y nueve 
mil ochocientos ocho) para atender el pago de la contribución 
al Convenio de Cooperación Técnica en materia agropecuaria 
por el Ejercicio 1990, 


Art. 601, - Apruébase el Presupuesto para el Ejercicio 
1990 de la Delegación Uruguaya en la Comisión Técnica 
Mixta de Salto Grande, por un monto de N$ 221:000.000 
(nuevos pesos doscientos veintiún millones). Dicho monto se 
desglosa de la siguiente manera: N$ 1:000.000 (nuevos pesos 
un millón) para Gastos de Funcionamiento; N$ 10:000.000 
(nuevos pesos diez millones) para Expropiaciones y Servi- 
dumbres; N$ 30:000.000 (nuevos pesos treinta millones) para 
Centro de Frontera y Zona de Lago y N$ 180:000.000 (nuevos 
pesos ciento ochenta millones) para Forestación. Dicho presu- 
puesto será de cargo de Rentas Generales. 


Art. 602. - Increméntase la partida anual prevista por el 
inciso primero del artículo 89 de la Ley N* 16.002, de 25 de 
noviembre de 1988 en la cantidad de N$ 48:145,440 (nuevos 
pesos cuarenta y ocho millones ciento cuarenta y cinco mil 
cuatrocientos cuarenta) equivalente a U$S 59.808 (dólares de 
los Estados Unidos de América cincuenta y nueve mil ocho- 
cientos ocho), como contribución al Convenio de Cooperación 
Técnica en materia de investigación agropecuaria (PROCI- 
SUR) celebrado entre los países del Cono Sur, el Instituto 
Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), y 
el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 


Art. 603. - Increméntase la partida anual prevista en el 
inciso segundo del artículo 89 de la Ley N* 16,002, de 25 de 
noviembre de 1988, en la cantidad de N$ 72:450.000 (nuevos 
pesos setenta y dos millones cuatrocientos cincuenta mil) 
equivalente a U$S 90.000 (dólares de los Estados Unidos de 
América noventa mil). 


Art. 604. - Asígnase a la Administración Nacional de 
Puertos las siguientes partidas para financiar inversiones: 
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1) Año 1991 N$ 1.207:500.000 (nuevos pesos mil dos- 
cientos siete millones quinientos mil) equivalente a 
U$S 1:500.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica un millón quinientos mil). 


2) Año 1992 N$ 1.610:000.000 (nuevos pesos mil seis- 
cientos diez millones) equivalente a U$S 2:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América dos millo- 
nes). 


Art. 605, - Asígnanse a la Administración de Ferrocarriles 
del Estado (AFE), para financiar inversiones, las siguientes 
partidas: 


1) Año 1991 N$ 2.656:661.000 (nuevos pesos dos mil 
seiscientos cincuenta y seis millones seiscientos sesen- 
ta y un mil) equivalente a U$S 3:300.200 (dólares de 
los Estados Unidos de América tres millones trescien- 
tos mil doscientos). 


Año 1992 N$ 3.924:503.800 (nuevos pesos tres mil 
novecientos veinticuatro millones quinientos tres mil 
ochocientos) equivalente a USS 4:875.160 (dólares de 
los Estados Unidos de América cuatro millones ocho- 
cientos setenta y cinco mil ciento sesenta). 


2 


a 


Año 1993 N$ 5.296:900.000 (nuevos pesos cinco mil 
doscientos noventa y seis millones novecientos mil) 
equivalente a U$S 6:580.000 (dólares de los Estados 
Unidos de América seis millones quinientos ochenta 
mil). 


3 
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4) Año 1994 N$ 2.857:750.000 (nuevos pesos dos mil 
ochocientos cincuenta y siete millones setecientos cin- 
cuenta mil) equivalente a U$S 3:550.000 (dólares de 
los Estados Unidos de América tres millones quinien- 


tos cincuenta mil). 


Ne 


Derógase la partida prevista en el inciso segundo del ar- 
tículo 152 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


Art. 606. - Fíjase una partida de N$ 1.610:000.000 (nue- 
vos pesos mil seiscientos diez millones) equivalente a dóla- 
res 2:000.000 (dólares de los Estados Unidos de América dos 
millones) para el segundo Proyecto de Asistencia Técnica en 
materia de administración de las finanzas de la seguridad so- 
cial, administración impositiva y planificación de la inversión 
pública, financiado con el Préstamo Externo N* 3082-UR con- 
tratado con el Banco Internacional de Reconstrucción y Fo- 


mento (BIRF). 


Asimismo se autoriza la contrapartida nacional correspon- 
diente de hasta el 20% (veinte por ciento) de los gastos en 
moneda nacional por servicio de consultores que residan en el 
país. 


Art. 607. - Habilítanse para el proyecto de Generación y 
Transferencia de Tecnología, las partidas que se establecen a 
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continuación en carácter de contrapartida nacional (contrato 
de préstamo N* 524 OC/UR celebrado entre la República 
Oriental del Uruguay y el Banco Interamericano de Desarro- 
llo): 


1) Año 1991 N$ 1.610:000.000 (nuevos pesos mil seis- 
cientos diez millones) equivalente a U$S 2:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América dos millo- 
nes). 

2) Año 1992 N$ 1.449:000.000 (nuevos pesos mil cuatro- 

cientos cuarenta y nueve millones) equivalente a dóla- 

res 1:800.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 

rica un millón ochocientos mil). 


nu 


Año 1993 N$ 1.610:000.000 (nuevos pesos mil seis- 
cientos diez millones) equivalente a U$S 2:000.000 
(dólares de los Estados Unidos de América dos millo- 
nes). 
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4) Año 1994 N$ 2.254:000.000 (nuevos pesos dos mil 
doscientos cincuenta y cuatro millones) equivalente a 
USS 2:800.000 (dólares de los Estados Unidos de Norte 
América dos millones ochocientos mil). 


Habilítase asimismo un crédito a favor del Instituto Nacio- 
nal de Investigaciones Agropecuarias (INIA) por los montos 
del Impuesto al Valor Agregado (IVA) y del Impuesto Especí- 
fico Interno (IMESTD), incluidos en las adquisiciones de bienes 
de servicios realizadas para la ejecución del referido Proyecto. 


Art. 608, - Asígnanse las siguientes partidas al Plan Na- 
cional de Obras Municipales: 


A) Con cargo a Rentas Generales la cantidad de nuevos 
pesos 402:500.000 (nuevos pesos cuatrocientos dos mi- 
llones quinientos mil) equivalente a U$S 500.000 (dó- 
lares de los Estados Unidos de América quinientos mil) 
para el Ejercicio 1991; la cantidad de nuevos 
pesos 2.138:402.000 (nuevos pesos dos mil ciento 
treinta y ocho millones cuatrocientos dos mil) equiva- 
lente a U$S 2:656.400 (dólares de los Estados Unidos 
de América dos millones seiscientos cincuenta y seis 
mil cuatrocientos) para el Ejercicio 1992 y la cantidad 
de N$ 1.626:100.000 (nuevos pesos mil seiscientos 
veintiséis millones cien mil) equivalente a dóla- 
res 2:020.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica dos millones veinte mil) para el Ejercicio 1993, 


B) Con cargo a Endeudamiento Externo, la cantidad de 
N$ 1.207:500.000 (nuevos pesos mil doscientos siete 
millones quinientos mil) equivalente a U$S 1:500.000 
(dólares de los Estados Unidos de América un millón 
quinientos mil) para el Ejercicio 1991; la cantidad de 
N$ 6.153:098.000 (nuevos pesos seis mil ciento cin- 
cuenta y tres millones noventa y ocho mil) equivalente 
a U$S 7:643.600 (dólares de los Estados Unidos de 
América siete millones seiscientos cuarenta y tres mil 
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seiscientos) para el Ejercicio 1992 y la cantidad de 
N$ 5.057:815.000 (nuevos pesos cinco mil cincuenta y 
siete millones ochocientos quince mil) equivalente a 
U$S 6:283.000 (dólares de los Estados Unidos de Amé- 
rica seis millones doscientos ochenta y tres mil) para el 
Ejercicio 1993, 


Dichas partidas serán administradas por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. 


Para el caso de cambio de la fuente de financiamiento será 
de aplicación lo dispuesto por los artículos 58 y 59 de la pre- 
sente ley. 


Art. 609. - Asígnase al Programa de Interconexión Vial, 
destinado a la caminería rural de Jos Incisos 80 a 97 (Inten- 
dencias Municipales del interior del país), para los Ejercicios 
1992, 1993 y 1994 una partida anual de N$ 4,025:000.000 
(nuevos pesos cuatro mil veinticinco millones) equivalente a 
U$S 5:000.000 (dólares de los Estados Unidos de América 
cinco millones). 


Dichas partidas serán administradas por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y se financiarán con Rentas Ge- 
nerales en un 30% (treinta por ciento) y el saldo con el Fondo 
de Inversiones de ese Ministerio. 


Art. 610. - Fíjase una partida por una sola vez de nuevos 
pesos 2.415:000.000 (nuevos pesos dos mil cuatrocientos 
quince millones) equivalente a USS 3:000.000 (dólares de los 
Estados Unidos de América tres millones) con cargo a Rentas 
Generales, como contrapartida nacional para el Proyecto de 
Saneamiento Urbano de la ciudad de Montevideo, Segunda 
Etapa, a ser financiado con un préstamo externo. 


Art. 611. - Las partidas otorgadas con carácter de transfe- 
rencias destinadas a inversiones de los organismos beneficia- 
rios, se regularán en lo pertinente, por las disposiciones vigen- 
tes en materia de inversiones. 


Art. 612. - Asígnanse las partidas que se detallan a conti- 
nuación para el cumplimiento de un programa cuya finalidad 
es la de incorporar la enseñanza de conocimientos básicos de 
computación e idioma inglés a nivel de educación primaria: 


AÑO U$S N$ 

1992 5:000.000 equivalente a —4.025:000.000 
1993 9:000.000 equivalente a  7.245:000.000 
1994 10:000.000 equivalente a  8.050:000.000 


Durante el Ejercicio 1991, se realizarán los estudios de 
preinversión, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de 
Preinversión (FONADEP) u otras financiaciones de organis- 
mos internacionales. 


La ejecución del programa referido estará a cargo de la 
Unidad Ejecutora 001 “Consejo Directivo Central” 
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(CODICEN) de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP). 


Art. 613, - Asígnanse las partidas que se detallan a conti- 
nuación para el cumplimiento de un programa cuya finalidad 
es el desarrollo de la enseñanza técnico profesional. 


AÑO U$s N$ 

1992 1:000.000 equivalente a 805:000.000 
1993 4:000.000 equivalente a — 3,220:000.000 
1994  7:000.000 equivalente a  5.635:000.000 


Dichas partidas se financiarán 50% (cincuenta por ciento) 
con cargo a Rentas Generales y 50% (cincuenta por ciento) 
con cargo a Endeudamiento Externo. 


Durante el Ejercicio 1991, se realizarán los estudios de 
preinversión con cargo a los recursos del Fondo Nacional de 
Preinversión (FONADEP) u otras financiaciones de organi- 
mos internacionales, 


La ejecución del programa referido estará a cargo de la 
Unidad Ejecutora 001 “Consejo Directivo Central” 
(CODICEN) de la “Administración Nacional de Educación 
Pública” (ANEP). 


Art. 614, - Asígnanse las partidas para el cumplimiento de 
un programa cuya finalidad es la de realizar convenios con 
instituciones públicas o privadas para la instalación y desarro- 
llo de centros de medicina altamente especializada y la aten- 
ción y recuperación del minusválido. 


AÑO U$S N$ 

1992 1:000.000 equivalente a 805:000.000 
1993 1:500.000 equivalentea  1.207:500.000 
1994 2:000.000 equivalentea  1.610:000,000 


La ejecución del programa referido estará a cargo del Mi- 
nisterio de Salud Pública. 


Art. 615. - Asígnanse las partidas que se detallan a conti- 
nuación para el cumplimiento de los siguientes programas: 


A) Con destino a mejoras del funcionamiento del Hospital 
de Clínicas “Doctor Manuel Quintela”, a través de la 
adquisición de materiales y equipos y obras de mante- 
nimiento y recuperación de la planta física. 


AÑO  USS N$ 

1991 1:750.000 equivalentea — 3.408:750.000 
1992 1:750.000 equivalente a  1,408:750.000 
1993 1:750.000 equivalente a  1.408:750.000 
1994  1:750.000 equivalente a — 1.408:750.000 
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B) Con destino a programas de desarrollo de descentrali- 
zación territorial en el interior del país, en el área de la 
salud, agropecuaria, veterinaria, social y tecnológica, 


AÑO U$S N$ 

1992 1:200.000 equivalente a 966:000.000 
1993 1:200.000 equivalente a 966:000.000 
1994  1:800.000 equivalente a — 1.449:000.000 


C) Con destino a la instrumentación de programas de for- 
mación de investigadores, de investigación y de inno- 
vación tecnológica. 


AÑO U$S N$ 

1992 800.000 equivalente a 644:000.000 
1993 1:000.000 equivalente a 805:000.000 
1994 —1:000.000 equivalente a 805:000.000 


La ejecución de los programas referidos estará a cargo de 
la Universidad de la República. 


Art. 616. - La financiación con cargo a Rentas Generales 
dispuesta en los artículos 612, 613, 614 y 615 de la presente 
ley se obtendrá de los resultados que aporten los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados del dominio comercial e 
industrial del Estado, así como de las empresas de propiedad 
estatal, cualquiera sea su naturaleza jurídica, deducido el Im- 
puesto a las Rentas de la Industria y Comercio (IRIC) del 
Ejercicio correspondiente, 


SECCION VII 
Recursos 


Artículo 617, - Decláranse incluidas en las exoneraciones 
del artículo 1%? del Título 3 del Texto Ordenado 1987 a las 
radioemisoras AM y FM con exclusión de las instaladas en el 
departamento de Montevideo. 


Impuesto a los Sueldos 


Art. 618, - Las tasas establecidas en el artículo 14 de la 
Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 1990, quedarán fijadas cn: 


1) Para las personas que perciban retribuciones a partir del 
19 de enero de 1991, serán: 


A) 2.5% (dos y medio por ciento), quienes perciban 
hasta tres salarios mínimos nacionales mensuales. 


B) 5% (cinco por ciento) quienes perciban más de tres 
y hasta seis salarios mínimos nacionales mensuales. 


O) 7.5% (siete y medio por ciento) quienes perciban 
más de seis salarios mínimos nacionales mensuales, 
con excepción de los funcionarios públicos que no 
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ocupen cargos electivos, políticos y de particular 
confianza, los que pagarán el 5,5% (cinco y medio 
por ciento), 


Los titulares de estos últimos cargos pagarán, cl 7,5% (sie- 
te y medio por ciento). 


II) Para las personas que perciban retribuciones, jubilados 
y pensionistas, a partir del 1* de julio de 1991, serán: 


A) 2% (dos por ciento) quienes perciban hasta tres sa- 
larios mínimos nacionales mensuales. 


B) 4.5% (cuatro y medio por ciento) quienes perciban 
más de tres y hasta seis salarios mínimos nacionales 
mensuales. 


II) Para quienes perciban retribuciones, jubilados y pen- 
sionistas a partir del 12 de enero de 1992, serán: 


A) 1.5% (uno y medio por ciento) quienes perciban 
hasta tres salarios mínimos nacionales mensuales. 


B) 4% (cuatro por ciento) quienes perciban más de tres 
salarios mínimos nacionales mensuales. 


IV)Quienes perciban más de seis salarios mínimos nacio- 
nales mensuales, abonarán el 7% (siete por ciento) a 
partir del 1* de julio de 1991, con excepción de los 
funcionarios públicos que no ocupen cargos electivos, 
políticos y de particular confianza los que abonarán las 
tasas establecidas en el apartado 1) B) y III) B) para 
los períodos respectivos. 


V) En el transcurso del año 1992, las tasas del impuesto 
quedarán establecidas en el 1% (uno por ciento) para 
quienes perciban hasta tres salarios mínimos nacionales 
mensuales y en el 2% (dos por ciento) para quienes 
perciban más de tres salarios mínimos nacionales men- 
suales. 


El Poder Ejecutivo fijará las fechas en que entrarán en 
vigencia las nuevas tasas quedando facultado a disminuirlas 
gradualmente durante el transcurso de dicho año. 


VDEI Poder Ejecutivo en el Ejercicio 1992, podrá dismi- 
nuir los incrementos dispuestos por el artículo 15 de la 
Ley N* 16,107, de 31 de marzo de 1990. 


Impuesto a la circulación de Vehículos Terrestres 
Art. 619. - Créase un impuesto anual que gravará la circu- 
lación de los vehículos automotores terrestres cuyo motor uti- 


lice el gasoil como combustible. 


El hecho generador se configurará el 1* de enero de cada 
año, 


Art. 620. - (Sujetos pasivos). - Serán contribuyentes los 
promitentes compradores o tenedores a cualquier título y res- 
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ponsables solidarios, los propietarios de los vehículos grava- 
dos y será recaudado por el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la forma de instrumenta- 
ción y pago del tributo. 


Art. 621, - El monto del impuesto será de: 


N$ 
A) Para vehículos de modelo hasta 1980 60.000 
B) Para vehículos de modelo hasta 1990 90,000 
C) Para vehículos de modelo posterior 120.000 


Las cantidades antes referidas son a valores de 1% de enero 
de 1990 y se actualizarán de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 99 del Código Tributario. 


Art. 622, - No regirán para este impuesto las exoneracio- 
nes genéricas. 


Art. 623, - Quedan exonerados de este impuesto: 


A) Los vehículos sin empadronar de propiedad de impor- 
tadores, armadores, fabricantes y sus concesionarios. 


B) Toda la maquinaria agrícola, y la maquinaria industrial 
que determine cl Poder Ejecutivo. 


Art. 624, - El Registro de Automotores no inscribirá trans- 
ferencias de los vehículos gravados sin estar al día en el pago 
de este impuesto. 


Art. 625. - Sin perjuicio de las sanciones previstas en el 
Código Tributario, establécesc una multa del mismo importe 
que el tributo impago, que se aplicará a los sujetos pasivos por 
los vehículos cuya circulación se grava, en los casos que fue- 
ren encontrados los mismos circulando sin haber satisfecho 
dicho tributo. La reglamentación establecerá qué funcionarios 
públicos podrán realizar el control y el porcentaje de partici- 
pación que les corresponderá de esta multa. 


Impuesto a la Constitución de Sociedades Anónimas 


Art. 626. - La constitución de las sociedades anónimas es- 
tará gravada a partir de la vigencia de la presente ley, con un 
impuesto de control. Asimismo estarán gravados por este im- 
puesto, los aumentos de capital. 


Art. 627. - Las tasas del referido impucsto serán: 


A) En caso de constitución, el 1% (uno por ciento) sobre 
el capital social. 


B) En el caso de aumentos de capital el 1% (uno por 
ciento) hasta veinte veces el monto a que refiere el 
artículo 279 de la Loy N* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989 y el 0.5% (cero cinco por ciento) por el exceden- 
tc. A tales efectos, serán de aplicación también cl 
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artículo 521 de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989. 


Art. 628. - Estarán exonerados del impuesto que se crea 
por la presente ley: 


a) Los aumentos de capital que deban realizar las socieda- 
des anónimas por aplicación del artículo 288 de la Ley 
N?* 16.060, de 4 de setiembre de 1989. 
b) Los aumentos de capital que realicen las sociedades 
anónimas abiertas (artículo 247 de ta Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989) durante los doce meses 
siguientes a la promulgación de la presente ley. Cuan- 
do dichas sociedades coticen en la Bolsa de Valores y 
los aumentos referidos deriven de una suscripción pú- 
blica, la vigencia de esta exoneración no tendrá limita- 
ción temporal alguna. 


nr 


Art. 629. - Deróganse el artículo 69 de la Ley N* 15.767, 
de 13 de setiembre de 1985, con la redacción dada por el 
artículo 674 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986 y el 
artículo 101 de la Ley N* 16.002, de 25 de noviembre de 
1988. 


IVA - Exoneraciones 


Art. 630. - Sustitúyense los literales G) y H) del numeral 
1) del artículo 16 del Título 10 del Texto Ordenado 1987 por 
los siguientes: 


“G) Tabacos, cigarros y cigarrillos. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer la fecha a 
partir de la cual cesará esta exoneración. 


H) Combustibles derivados del petróleo excepto fuel-oil, 
entendiéndose por combustibles los bienes cuyo desti- 
no natural es la combustión”. 


IMESI 


Art. 631. - Modifícase lo dispuesto en el numeral 14) del 
artículo 1* del Título 11 del Texto Ordenado 1987, en lo 
referente a tasas y afectaciones del gasoil por los valores que 
se expresan a continuación: 


PRODUCTO M.T.O.P. RENTAS GENERALES TOTAL 
% % % 


Gasoil 20 15 35 
Tasa Consular 


Art. 632. - Deróganse los artículos 506 y 507 de la Ley 
N? 13,892, de 19 de octubre de 1970. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del pago de tasas 
consulares a las mercaderías de importación transportadas, 
desde países en los que exista igual franquicia, en aeronaves 
nacionales o de dichos países. 
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IVA 


Artículo 633. - Extiéndese hasta el 31 de octubre de 1991 
la tasa establecida por el artículo 1% de la Ley N* 16.107, de 
31 de marzo de 1990. 


IMABA 


Artículo 634, - Sustitúyese el artículo 2* del Título 15 del 
Texto Ordenado 1987 por el siguiente: 


“ARTICULO 2*, Tasa. - Las tasas del impuesto serán: 


a) de hasta el 0,75% (cero setenta y cinco por ciento) para 
préstamos otorgados a plazos no menores de tres años; 


b) de hasta el 1,75% (uno con setenta y cinco por ciento) 
para el resto de los activos gravados. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a establecer las tasas del 
impuesto dentro de los límites fijados. 


La tenencia de deuda pública nacional estará exenta del 
presente tributo”, 


Sociedades Financieras de Inversión 


Artículo 635. - Interprétase que las sociedades regidas por 
la Ley N* 11.073, de 24 de junio de 1948, puedan realizar ac- 
tividades comerciales en el exterior, por cuenta propia o de 
terceros O para terceros. 


Impuestos para la DIGRA (Silos) 


Artículo 636. - Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar la tasa 
del impuesto creado en el artículo 321 de la Ley N* 15.809, de 
8 de abril de 1986, entre un mínimo de 1,5% (uno y medio 
por ciento) hasta un máximo del 2,5% (dos y medio por cien- 
to). 


IRIC 


Artículo 637. - Sustitúyese el artículo 5? del Título 4 del 
Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO $5*, - Serán sujetos pasivos: 

A) Las sociedades con o sin personería jurídica. 

B) Los titulares de empresas unipersonales. 

C) Las asociaciones y fundaciones por las actividades gra- 
vadas a las que se refiere el artículo 4* del Título 3, de 


este Texto Ordenado. 


D) Quienes obtengan las rentas mencionadas en los litera- 
les B), C) y D) del artículo 2*, 


E) Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
que integran el dominio industrial y comercial del Es- 
tado, no rigiendo para este impuesto las exoneraciones 
que gozaran”. 
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Art. 638, - Agrégase al artículo 7* del Título 4 del Texto 
Ordenado 1987 el siguiente literal: 


“D) Entes Autónomos y Servicios Descentralizados que 
integran el dominio industrial y comercial del Esta- 
do”. 


Art. 639, - El Poder Ejecutivo, previo informe de la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto, podrá establecer para las 
empresas comprendidas en el literal E del artículo 5* del Títu- 
lo 4 del Texto Ordenado 1987, normas especiales e incluso 
diferenciales a ser aplicadas para la determinación de las ren- 
tas gravadas en aquellas empresas que por sus características 
lo justifiquen. 


Art. 640, - El Poder Ejecutivo podrá establecer pagos a 
cuenta del impuesto para las empresas comprendidas en el 
literal E) del artículo 5% del Título 4 del Texto Ordenado 
1987, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso primero del 
artículo 51 del referido Título. 


Art. 641. - Para las empresas comprendidas en el literal E) 
del artículo 5* del Título 4 del Texto Ordenado 1987, no será 
de aplicación el régimen de canalización de ahorro, previsto 
en el artículo 23 de dicho Título. 


No obstante podrán quedar exoneradas las rentas destina- 
das a la realización de algunas de sus inversiones relacionadas 
con su giro, en la forma y condiciones que determine el Poder 
Ejecutivo. 


Art. 642. - Agrégase al Título 4 del Texto Ordenado 1987 
el siguiente artículo: 


“ARTICULO 59. - Los contribuyentes por cada empresa 
comprendida en el literal E) del artículo 21, pagarán un im- 
puesto de N$ 20.000 (nuevos pesos veinte mil) mensuales que 
se actualizarán de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 99 
del Código Tributario. 


Dicho importe corresponde a valores del 1* de enero de 
1990". 


rt. 643. - Los resultados de los Entes Autónomos y Ser- 
vicios Descentralizados del dominio comercial e industrial del 
Estado, así como de las empresas de propiedad estatal, cual- 
quiera sea su naturaleza jurídica, serán vertidos en su totalidad 
en la Tesorería General de la Nación a excepción de las canti- 
dades que su presupuesto autorice a retener con destino a las 
siguicnles reservas: 


1) para el financiamiento de proyectos de inversión pro- 
pios. 


2) para contingencias o coberturas de riesgos, según la 
particularidad de giro. 


El Poder Ejecutivo, previo informe de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, reglamentará los criterios técnicos 
aplicables para la determinación de los resultados, de acuerdo 
con las prácticas contables generalmente admitidas. 
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La reglamentación establecerá el régimen de adelantos a 
cuenta de resultados. 


Derógase el artículo 46 del Decreto-Ley N* 14.550, de 10 
de agosto de 1976. 


Impuesto al Patrimonio 


Artículo 644. - Sustitúyese el artículo 9* del Título 14 del 
Texto Ordenado 1987 por el siguiente: 


“ARTICULO 9. - Las personas físicas, núcleos familiares 
y sucesiones indivisas, solamente podrán deducir como pasivo 
las deudas contraídas en el país con bancos y casas financieras 
que operen en la República, a condición de que las mismas 
sean computables para el pago del Impuesto a los Activos 
Bancarios durante toda la vigencia del contrato. Á este último 
efecto, será prueba suficiente para el deudor, la constancia de 
tal extremo expedida por el acreedor. 


Para los titulares de explotaciones agropecuarias serán 
además aplicables, respecto de las mismas, las disposiciones 
de los literales B), C) y D) del inciso cuarto del artículo 12. 


Cuando existan activos en el exterior, activos exentos y 
bienes mencionados en el artículo 8%, se computará como pa- 
sivo el importe de las deudas deducibles que exceda el valor 
de dichos activos”. 


Art. 645. - Sustitúyese el artículo 12 del Título 14 del 
Texto Ordenado 1987, por el siguiente: 


“ARTICULO 12. - El patrimonio de las personas jurídicas, 
de las personas jurídicas del exterior y el afectado a activida- 
des comprendidas en el Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, se avaluarán en lo pertinente por las normas que 
rijan para dicho impuesto. 


Los bienes muebles del equipo industrial directamente 
afectado al ciclo productivo, y que se adquieran con posterio- 
ridad al 1? de enero de 1988, se computarán por el 50% (cin- 
cuenta por ciento), de su valor fiscal. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a conceder a las industrias 
manufactureras y extractivas una deducción complementaria 
de hasta el 25% (veinticinco por ciento), del patrimonio ajus- 
tado fiscalmente, en función de la distancia de su ubicación 
geográfica con respecto a Montevideo. 


Sólo se admitirá deducir como pasivo: 


A) Las deudas contraídas en el país con bancos y casas 
financieras que operen en la República, a condición de 
que las mismas sean computables para el pago del Im- 
puesto a los Activos Bancarios durante toda la vigencia 
del contrato. A este último efecto, será prueba suficien- 
te para el deudor, la constancia de tal extremo expedi- 
da por el acreedor. 
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B) Las deudas contraídas con organismos internacionales 
de crédito que integre el Uruguay. 


C) Las deudas contraídas con proveedores de bienes y ser- 
vicios de todo tipo, salvo préstamos, colocaciones, ga- 

> rantías y saldos de precios de importaciones, siempre 
que dichos bienes y servicios se destinen a la actividad 
del deudor. Las deudas a que refiere-este literal cuyo 
acreedor sea una persona de Derecho Público no serán 
deducibles. 


D) Las deudas por tributos y prestaciones coactivas a per- 
sonas públicas no estatales, cuyo plazo para el pago no 
haya vencido al cierre del ejercicio. 


Las limitaciones establecidas en el presente inciso no se- 
rán aplicables a los bancos y casas financieras. 


Cuando existan activos en el exterior y activos exentos, se 
computará como pasivo el importe de las deudas deducibles 
que exceda el valor de dichos activos, 


El patrimonio de las sociedades personales y en comandita 
por acciones, afectado a explotaciones agropecuarias, se de- 
terminará de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 9? y 10 
de este Título”. 


Art. 646. - Sustitúyese el artículo 18 del Título 14 del 
Texto Ordenado 1987 por el siguiente: 


“ARTICULO 18. Tasas. - Las tasas del impuesto se apli- 
carán por escalonamientos progresionales sobre el patrimonio 
gravado según la siguiente escala: 


1) Las personas físicas, núcleos familiares y sucesiones 
indivisas: 


a)Por hasta una vez el mínimo no imponible 
del SUJEtO PASIVO cooconcononnonconcacraorannanerorescnronanos 0.7% 


b)Por más de una vez y hasta dos veces ............ 1.1% 
c)Por más de dos veces y hasta cuatro veces .... 1.4% 
d)Por más de cuatro veces y hasta seis veces .... 1.9% 
e)Por más de seis veces y hasta nueve veces .... 2.2% 
f) Por más de nueve veces y hasta catorce veces..2.7% 
g)Por el excedente .ooomccccononcooonorennesannoo ocrardicadadn 3% 
Las cuentas bancarias con denominación 

impersonal, las obligaciones y debentures, 


títulos de ahorro y otros valores similares 
emitidos ai portador 3.5% 
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3) Las personas jurídicas contribuyentes, 
cuya actividad seca banco o casa financiera 2.8% 


4) Las restantes personas jurídicas contribuyentes 2% 


Art. 647. - Sustitúyese el artículo 69 de la Ley N* 16.134, 
de 24 de setiembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTICULO 69. - Facúltase a la Dirección General Impo- 
sitiva (DGI) a promover, ante les Órganos jurisdiccionales 
competentes, la clausura, hasta un lapso de seis días hábiles, 
de los establecimientos o empresas de los sujetos pasivos res- 
pecto de los cuales se comprobare que realizaron ventas O 
prestaron servicios sin emitir factura o documento equivalen- 
te, cuando corresponda, o escrituraron facturas por un importe 
menor al real o trasgredan el régimen general de documenta- 
ción. 


Los hechos constitutivos de la infracción serán documen- 
tados de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 45 del Código 
Tributario y la clausura deberá decretarse dentro de los tres 
días siguientes a aquél en que la hubiere solicitado la Direc- 
ción General Impositiva (DGD, la cual quedará habilitada a 
disponer por sí la clausura si el Juez no se pronunciare dentro 
de dicho término. 


En este último caso, si el Juez denegare posteriormente la 
clausura, ésta deberá levantarse de inmediato por la Dirección 
General Impositiva (DGD, 


Los recursos que se interpongan contra la resolución judi- 
cial que hiciere lugar a la clausura, no tendrán efecto suspen- 
sivo. 


Para hacer cumplir dicha resolución, la Dirección General 
Impositiva (DGD podrá requerir el auxilio de la fuerza públi- 
ca. 


La competencia de los Jueces actuantes se determinará por 
las normas de la Ley Orgánica de la Judicatura, N* 15.750, de 
24 de junio de 1985. 


Esta disposición entrará en vigencia el 12 de marzo de 
1991, en cuya fecha quedará derogado el artículo 69 de la Ley 
N* 16.184, de 24 de setiembre de 1990". 


Entradas Brutas Empresas de 
Aeronavegación - Derogación 


Art. 648. - Derógase el impuesto a las entradas brutas de 
las Empresas de Acronavegación provenientes de fletes y en- 
comiendas aéreas contratadas en el país, creado por el literal 
c) del artículo 146 de la Ley N* 13,637, de 21 de diciembre de 
1967. 


IVA e IMESI - Exoneración 


Art. 649, - Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del Im- 
puesto al Valor Agregado y del Impuesto Específico Intemo, 
la introducción de bienes mediante encomiendas postales, 
hasta un equivalente en moneda nacional a cincuenta dólares 
de los Estados Unidos de América, en las formas y condicio- 
nes que él establezca. 
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Normas sobre desregulación y 
desburocratización del 
Sector Público 


Artículo 650. - Para proceder a la acumulación de sueldos 
en el Sector Público, siempre que exista norma legal habili- 
tante, el interesado deberá presentar, ante el organismo donde 
se produce el nuevo nombramiento, una declaración jurada de 
cargos acompañada de los certificados de horarios donde pres- 
ta y prestará servicios. 


Comprobado por la oficina ante la cual se gestiona la refe- 
rida acumulación, que el interesado no supera los topes hora- 
rios vigentes, de acuerdo con la reglamentación que dictará el 
Poder Ejecutivo, el Jerarca podrá autorizar la acumulación. 


Art. 651. - En toda actuación administrativa, los docu- 
mentos cuya agregación exija las normas legales o reglamen- 
tarias correspondientes, o aquellos que el gestionante agregue 
como prueba, podrán presentarse en fotocopia, copia facsímil 
o reproducción similar, cuya certificación podrá ser realizada 
por el organismo público interviniente en el acto o, en su 
caso, en un plazo máximo de cinco días hábiles, en la forma y 
condiciones que establezca la reglamentación a dictarse. 


A tales efectos el interesado deberá acompañar el original, 
el que le será devuelto una vez efectuada la certificación. 


Sin perjuicio de lo precedentemente dispuesto, la autori- 
dad administrativa correspondiente podrá exigir, en cualquier 
momento, la exhibición del original o de fotocopia certificada 
notarialmente. 


Art. 652. - La exhibición de la documentación a que refie- 
re el artículo 61 de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 
1989, respecto de las exportaciones, se regirá por lo dispuesto 
en los artículos 7* y 99 del Decreto-Ley N* 14,214, de 27 de 
junio de 1974, en la redacción dada por el artículo 1* del 
Decreto-Ley N* 14.215, de 11 de julio de 1974. 


Normas sobre Ordenamiento Financiero 


Artículo 653, - Sustitúyense los artículos 459, 470, 475, 
476, 477, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 485, 489, 491, 492, 
496, 497, 499, 502, 503, 504, 505, 508, 511, 513, 515, 516, 
523, 529, 535, 536, 540, 553 y 586 de la Ley N* 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, por los siguientes: á 


“ARTICULO 459. - Los créditos a favor del Estado, que 
una vez agotadas las gestiones de recaudación se consideren 
incobrables a los efectos contables, podrán así ser declarados 
por los ordenadores primarios a que refiere el artículo 475 de 
la presente ley o por los directores o jerarcas que dependan 
directamente de ellos, en quienes se hubiera delegado dicha 
atribución. Tal declaración no importará renunciar al derecho 
del Estado, ni invalida su exigibilidad conforme a las leyes 
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que rigen en la materia. El acto administrativo por el que se 
declare la incobrabilidad deberá ser fundado y constar, en los 
antecedentes del mismo, las gestiones realizadas para el co- 
bro. A partir del límite máximo de la licitación abreviada se 
deberá enviar copia autenticada de dicho acto al Poder Ejecu- 
tivo o Junta Departamental respectivamente”. 


“ARTICULO 470. - Cumplido el servicio o la prestación y 
previa verificación del cumplimiento del proceso pertinente se 
procederá a la liquidación a efectos de determinar la suma 
cierta que deba pagarse. 


El gasto estará en condiciones de liquidarse cuando por su 
concepto y monto corresponda al compromiso contraído, to- 
mando como base la documentación que demuestre el cumpli- 
miento del compromiso y en particular: 


1. Para los sueldos y demás emolumentos, retribuciones y 
cargas directamente vinculadas, la real prestación de 
servicios por parte de los funcionarios. 


2. Para otro tipo de estipendio o subvenciones y para las 
pensiones, el cumplimiento de las condiciones estable- 
cidas al acordarlas. 


3. Para los gastos o inversiones, la recepción conforme 
del objeto adquirido o la prestación del servicio contra- 
tado. Ello sin perjuicio de la asignación anticipada de 
recursos que se otorgue a proveedores con destino a 
una inversión o a un gasto cuando ello estuviera estipu- 
lado en las condiciones del llamado. 


4. Para las obras y trabajos, la recepción conforme del 
todo o parte de los mismos en las condiciones previstas 
en los contratos o actos de administración que Jos hu- 
bieren encomendado. 


No podrá liquidarse suma alguna que no corresponda a 
compromisos en la forma que determinan los artículos 462 a 
467 salvo los casos previstos en los incisos finales de los 
artículos 460 y 461 que se liquidarán como consecuencia del 
acto administrativo que disponga la devolución. 


Las liquidaciones estarán a cargo de las Contadurías Cen- 
trales. 


Los gastos menores por servicios ocasionales se podrán 
documentar por los importes y en la forma que determine el 
Tribunal de Cuentas”. 


“ARTICULO 475. - Son ordenadores primarios de gastos, 
hasta el límite de la asignación presupuestal, los jerarcas má- 
ximos de toda Administración, cualquiera sea su naturaleza 
jurídica”. 


“ARTICULO 476. - En especial son ordenadores prima- 
rios: 


a) En la Presidencia de la República, el Presidente ac- 
tuando por sí. 
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b) En el Poder Ejecutivo, el Presidente actuando en acuer- 
do con el Ministro o Ministros respectivos o actuando 
en Consejo de Ministros en su caso. 


c) En el Poder Legislativo, el Presidente de la Asamblea 
General y los Presidentes de cada Cámara en su caso. 


d) En el Poder Judicial, la Suprema Corte de Justicia. 


e) La Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas y el Tribu- 
nal de lo Contenciso-Administrativo. 


f) En los Gobiernos Departamentales, cl Intendente Mu- 
nicipal y el Presidente de la Junta Departamental, cada 
uno dentro de su competencia. 


g) En la administración autónoma y descentralizada, los 
Directorios, Consejos Directivos o Directores Genera- 
les de cada uno de estos organismos o entes públicos. 


Estos ordenadores primarios podrán ordenar gastos por 
cualquier monto hasta el límite de la asignación presupuestal 
respectiva. 


Cuando el ordenador primario sea un órgano colegiado, la 
competencia de ordenar el gasto será del mismo actuando en 
conjunto, pero la representación a efectos de la firma del 
compromiso u orden respectiva será de su presidente, o en su 
defecto del miembro o miembros que designe dicho órgano en 
su oportunidad”. 


“ARTICULO 477. - Son ordenadores secundarios de gas- 
tos, los titulares de órganos sometidos a jerarquía, a quienes 
se asigne competencia para disponer gastos por una norma 
objetiva de Derecho”. 


“ARTÍCULO 479. - En especial, son ordenadores secun- 
darios: 


a) Los Ministros en su Ministerio, el Secretario de la Pre- 
sidencia de la República, el Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y el Director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, dentro de sus dependen- 
cias, con el límite del cuádruple del máximo de las 
licitaciones abreviadas, 


b) Los Directores, Gerentes u otros Jerarcas de dependen- 
cias directas de los ordenadores primarios, o de los or- 
denadores secundarios mencionados en el literal ante- 
rior que se determinen, con el límite máximo del doble 
de las licitaciones abreviadas. 


c) Los funcionarios a cargo de las dependencias que debe- 
rá establecer la reglamentación, ponderando la natura- 
leza y características de las mismas y la jerarquía de 
dichos funcionarios, con el límite que dicha reglamen- 
tación establezca, que no podrá ser superior al límite 
máximo de las licitaciones abreviadas”. 
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“ARTICULO 480. - Son ordenadores de pagos, además de 
los ordenadores de gastos, los directores de servicios adminis- 
trativos o funcionarios autorizados al efecto, pudiendo librar 
las Órdenes que determine el artículo 471 sin limitación de 
monto. 


Dichos directores de servicios administrativos o funciona- 
rios autorizados al efecto podrán delegar, bajo su responsabili- 
dad, en titulares de sus servicios dependientes, la facultad 
para ordenar los pagos, hasta el límite establecido para las 
contrataciones directas”. 


“ARTICULO 481. - Los ordenadores primarios y secunda- 
rios podrán delegar la competencia para ordenar gastos en 
funcionarios de su dependencia. 


Los delegatarios actuarán bajo supervisión y responsabili- 
dad del ordenador delegante. 


Los delegatarios no podrán subdelegar la atribución dele- 
gada pero podrán habilitar a titulares de proveeduría y otros 
servicios dependientes a efectos de permitirles efectuar gastos 
menores o eventuales cuyo monto no exceda el límite máximo 
establecido para las contrataciones directas excluidas las de 
excepción”. 


“ARTICULO 482. - Todo contrato se celebrará mediante 
el procedimiento de la licitación pública, cuando del mismo 
se deriven gastos de funcionamiento o de inversión o salidas 
para el Estado, y por remate o licitación pública cuando se 
deriven entradas o recursos. 


No obstante podrá contratarse: 


1) Por licitación abreviada cuando el monto de la opera- 
ción no exceda de N$ 40:000.000 (nuevos pesos cua- 
renta millones). 


2) Directamente cuando el monto de la operación no ex- 
ceda de N$ 2:000.000 (nuevos pesos dos millones). 


3) Directamente o por el procedimiento que el ordenador 
determine por razones de buena administración, en los 
siguientes casos de excepción: 


A) Entre organismos o dependencias del Estado, o con 
personas públicas no estatales; 


B) Cuando la licitación pública, abreviada o remate re- 
sultaren desiertos, o no se presentaren ofertas váli- 
das o admisibles, o que las mismas sean manifiesta- 
mente inconvenientes. 


La contratación deberá hacerse con bases y especificacio- 
nes idénticas a las del procedimiento fracasado y, en su caso, 
con invitación a los oferentes originales, además de los que 
estime necesarios la Administración. 


C) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya fabrica- 
ción O suministro sea exclusiva de quienes tengan pri- 
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vilegio para ello, o que sólo sean poseídos por personas 
o entidades que tengan exclusividad para su venta, 
siempre que no puedan ser sustituidos por elementos 
similares. La marca de fábrica no constituye por sí 
causal de exclusividad, salvo que técnicamente se de- 
muestre que no hay sustitutos convenientes. De todas 
estas circunstancias se dejará constancia en el expe- 
diente respectivo. 


D) Para adquirir, ejecutar o restaurar obras de arte, cientí- 
ficas o históricas, cuando no sea posible el concurso de 
méritos o antecedentes o deban confiarse a empresas o 
personas especializadas o de probada competencia. 


E) Las adquisiciones de bienes que no se produzcan o 
suministren en el país y que convenga efectuar por 
intermedio de organismos internacionales a los que 
esté adherida la Nación. 


F) Las reparaciones de maquinarias, equipos o motores 
cuyo desarme, traslado o examen previo resulte onero- 
so en caso de llamarse a licitación. Esta excepción no 
podrá aplicarse a las reparaciones comunes de manteni- 
miento, periódicas, normales o previsibles. 


G) Los contratos que deban celebrarse necesariamente en 
países extranjeros. 


H) Cuando las circunstancias exijan que la operación deba 
mantenerse en secreto. 


ID Cuando medien probadas razones de urgencia no previ- 
sibles o no sea posible la licitación o remate público, o 
su realización resienta seriamente el servicio. 


J) Cuando exista notoria escasez de los bienes o servicios 
a contratar. 


K) La adquisición de bienes que se realicen en remates 
públicos. El precio máximo a pagar será el que surja de 
la tasación previamente efectuada. 


L) La compra de semovientes por selección, cuando se 
trate de ejemplares de características especiales; 


M) La venta de productos destinados al fomento económi- 
co o a la satisfacción de necesidades sanitarias, siem- 
pre que la misma se efectúe directamente a los usuarios 
o consumidores. 


N) La adquisición de material docente o bibliográfico del 
exterior cuando el mismo se efectúe a editoriales o em- 
presas especializadas en la materia. 


Ñ) La adquisición de víveres frescos existentes en merca- 
dos, ferias o directamente a los productores. 


O) La adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus 
derivados, aceites básicos, aditivos para lubricantes y 
sus respectivos fletes, 
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P) Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuer- 
dos intergubernamentales o con entidades estatales ex- 
tranjeras que involucren un intercambio compensado 
con productos nacionales de exportación. 


Las contrataciones directas indicadas en las excepciones 
precedentes, deberán ser autorizadas por los ordenadores pri- 
marios quienes podrán delegar en los ordenadores secundarios 
dicha competencia en los casos que determinen fundadamen- 
te”. 


“ARTICULO 483. - El Poder Ejecutivo, previo dictamen 
favorable del Tribunal de Cuentas, podrá autorizar regímenes 
y procedimientos de contratación especiales, basados en los 
principios de publicidad e igualdad de los oferentes, cuando 
las características del mercado o de los bienes o servicios lo 
hagan conveniente para la Administración. Las autorizaciones 
respectivas, serán comunicadas a la Asamblea General y pu- 
blicadas en dos diarios de circulación nacional, 


Los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Go- 
biernos Departamentales podrán aplicar los regímenes y pro- 
cedimicntos autorizados conforme a lo establecido preceden- 
temente”. 


“ARTICULO 484. - Los ordenadores de gastos adoptarán 
las medidas necesarias para. contratar los suministros o servi- 
cios por grupos de artículos o servicios del mismo ramo o 
comercio, de forma de facilitar la presentación del mayor 
número posible de oferentes. En lo posible, las previsiones de 
necesidades de suministros y las respectivas contrataciones, 
deberán hacerse por el término del Ejercicio. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, los ordena- 
dores, bajo su responsabilidad, podrán fraccionar las compras 
dejando expresa constancia de su fundamento y de su conve- 
niencia para el servicio, 


Cuando el Tribunal de Cuentas observe reiteradamente el 
fraccionamiento, sin que se corrija tal situación, podrá suspen- 
der la facultad establecida en el inciso anterior a los ordena- 
dores responsables y, de corresponder, a los organismos invo- 
lucrados”. 


“ARTICULO 485. - Sin perjuicio de las excepciones esta- 
blecidas en los artículos 482 y 486, fíjase para los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y 
comercial del Estado, comprendidos en el artículo 221 de la 
Constitución de la República, en N$ 240:000.000 (nuevos pe- 
sos doscientos cuarenta millones) el monto a que refiere el 
numeral 1) del artículo 482 y en nuevos pesos 6:000.000 (nue- 
vos pesos scis millones) el monto máximo a que refiere el 
numeral 2) del referido artículo. 


Este régimen podrá ser suspendido por decisión fundada 
del Poder Ejecutivo, previo dictamen del Tribunal de Cuentas 
si se evalúa que los sistemas de gestión o de control interno en 
las áreas vinculadas a las contrataciones del Ente o Servicio 
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no son confiables, lo que deberá declarar expresamente en la 
resolución respectiva. 


El Poder Ejecutivo, previo dictamen del Tribunal de Cuen- 
tas, podrá autorizar este régimen, total o parcialmente, a otros 
organismos públicos que demuestren tener adccuada gestión y 
eficaz control interno”. 


“ARTICULO 489. - El pliego de bases y condiciones ge- 
ncrales será complementado con un pliego de bases y condi- 
ciones particulares para cada licitación, que será formulado 
por el organismo licitante y deberá contener: la descripción 
del objeto de la licitación, las condiciones especiales o técni- 
cas, los principales factores que se tendrán en cuenta además 
del precio para evaluar las ofertas, el tipo de moneda en que 
deberá cotizarse, el procedimiento de conversión en una sola 
moncda para la comparación de las ofertas, el momento en 
que se efectuará la conversión, la clase y monto de la garantía 
de cumplimiento de contrato, el modo de la provisión, el 
lugar, día y hora para la presentación y apertura de ofertas y, 
en su caso, el plazo para expedirse y toda otra especificación 
que contribuya a asegurar la claridad necesaria para los posi- 
bles oferentes, 


Cuando el pliego no determine precisamente la cantidad a 
comprar, los oferentes podrán proponer precios distintos por 
cantidades diferentes de unidades que se adjudiquen. 


Lo establecido precedentemente es sin perjuicio de las dis- 
posiciones sobre contenido de los pliegos a que refiere el 
artículo 8? de la Ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990 y 
a las disposiciones contractuales sobre comparación de ofertas 
en los préstamos de organismos internacionales de los que el 
país forma parte”. 


“ARTICULO 491. - Para las licitaciones públicas y rema- 
tes se efectuará una publicación en dos diarios de circulación 
nacional, sin perjuicio de otros medios que se consideren con- 
venientes para asegurar la publicidad del acto, en especial, la 
comunicación a los servicios de información sobre compras 
estatales. 


El llamado a licitación pública, si fuere necesario estimu- 
lar la presentación de oferentes radicados en el exterior, se 
difundirá, además, por intermedio de las representaciones di- 
plomáticas del país, o por avisos cursados a representaciones 
diplomáticas extranjeras acreditadas en la República. 


La publicación deberá hacerse con no menos de quince 
días de anticipación a la fecha de apertura de la licitación o 
con no menos de treinta días cuando se estime necesaria O 
conveniente la concurrencia de proponentes radicados en el 
exterior. Este término podrá ser reducido por el ordenador 
competente en cada caso, cuando la urgencia o interés así lo 
requiera, pero en ningún caso podrá ser inferior a cinco o diez 
días respectivamente. Los motivos de la excepción deberán 
constar en el acto administrativo que disponga el llamado”. 
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“ARTICULO 492. - Para las licitaciones abreviadas se in- 
vitará, como mínimo, a seis firmas del ramo a que correspon- 
da el llamado, asegurándose que la recepción de la invitación 
se efectúe por lo menos, con tres días de antelación a la 
apertura de la propuesta, Ello, sin perjuicio de la publicidad 
que se estime conveniente, Este plazo podrá reducirse a cua- 
renta y ocho horas anteriores a la apertura por las mismas 
circunstancias previstas en el artículo anterior. Deberán asi- 
mismo aceptarse todas aquellas ofertas presentadas por firmas 
no invitadas. En los contratos superiores a N$ 6:000.000 (nue- 
vos pesos seis millones) se deberá remitir la información a las 
publicaciones especializadas en compras, sin costo para el 
organismo”. 


“ARTICULO 496. - En los casos de adquisición o arrenda- 
miento de inmuebles por parte del Estado, bastará una publi- 
cación en dos diarios de alcance nacional la que podrá susti- 
tuirse por cualquier medio idóneo de publicidad”. 


“ARTICULO 497. - La contratación de profesionales o 
técnicos en régimen de arrendamiento de obra se efectuará 
por concurso de méritos y antecedentes. No obstante, podrán 
efectuarse en forma directa y con autorización del ordenador 
primario, los contratos con los profesionales o técnicos, nacio- 
nales o extranjeros, siempre que su notoria competencia o 
experiencia, fehacientemente comprobada, haga innecesario 
el concurso de méritos y antecedentes”. 


“ARTICULO 499. - En todas las contrataciones de los 
organismos mencionados en el artículo 451 y de los organis- 
mos paraestatales deberá darse preferencia a los productos 
nacionales en paridad de calidad o aptitud con los extranjeros. 
Dichas preferencias a la producción nacional se regirán por lo 
que determinen las leyes de fomento dictadas o que se dicten, 
debiendo hacerse constar sus límites y naturaleza en el pliego 
de bases y condiciones generales. 


En la adjudicación de los contratos de obras públicas, exis- 
tiendo similitud en los diversos elementos que compongan las 
ofertas, se otorgará preferencia a aquellas que impliquen una 
mayor utilización de mano de obra y materiales nacionales, A 
los efectos de la debida apreciación de tal preferencia los 
correspondientes pliegos de condiciones generales requerirán 
que el oferente estime y exprese los porcentajes de mano de 
obra y materiales nacionales que componen el precio de la 
oferta. 


Si la compra debe formalizarse en el exterior, se respeta- 
rán los convenios con los países incorporados a organismos de 
comercio, comunidades o convenios aduaneros o de integra- 
ción o producción a los que está adherido el país y en especial 
a la Asociación Latinoamcricana de Integración (ALADH. 
Cuando las ofertas provenientes del extranjero cotizaren en 
valores FOB, CIF, CYF, deberán agregarse a los mismos to- 
dos los factores integrantes del costo, a los efectos de su 
comparación con las mercaderías o productos de origen nacio- 
nal”. 


27 de Diciembre de 1990 


“ARTICULO 502. - Los oferentes deberán presentar sus 
ofertas en las condiciones y forma que se establezca en los 
pliegos respectivos pudiendo agregar cualquier otra informa- 
ción complementaria pero sin omitir ninguna de las exigen- 
cias esenciales requeridas, 


La admisión inicial de una propuesta no será obstáculo a 
su rechazo si se constataren luego defectos que violen los 
requisitos legales o aquellos sustanciales contenidos en el res- 


pectivo pliego. 


Las ofertas que contengan apartamientos sustanciales a di- 
chas exigencias no podrán ser consideradas. 


Las ofertas podrán presentarse personalmente contra reci- 
bo en el lugar habilitado al efecto, o enviarse por correo, 
télex, fax u otros medios similares, no siendo de recibo si no 
llegaren a la hora dispuesta para la apertura del acto. Las 
ofertas deberán ajustarse razonablemente a la descripción del 
objeto requerido, teniendo en cuenta la complejidad técnica 
del mismo, Se considerará que las condiciones lécnicas esta- 
blecidas en los pliegos tienen un carácter esencialmente indi- 
cativo para la consecución del objeto del llamado. 


Si los pliegos de condiciones así lo autorizan podrán pre- 
sentarse modificaciones, alternativas o variantes, inclusive sin 
presentarse la propuesta básica”. 


“ARTICULO 503. - Los oferentes deberán garantizar el 
- mantenimiento de su oferta y el cumplimiento del contrato 
mediante depósito en efectivo o en valores públicos, fianza o 
aval bancario, o póliza de seguro de fianza, por un valor 
equivalente al 1% (uno por ciento) o 5% (cinco por ciento) 
del valor de la oferta o adjudicación respectivamente. El orga- 
nismo licitante, por razones fundadas podrá aumentar dichos 
porcentajes o establecer un criterio diverso en el plicgo res- 
pectivo para la determinación del monto o establecer o acep- 
tar otras formas de garantía equivalentes. 


No se exigirán garantías de mantenimiento de ofertas por 
aquellas inferiores al tope de la licitación abreviada estableci- 
do en el numeral 1 del artículo 482 precedente ni se exigirán 
garantías de fiel cumplimiento de contrato por montos inferio- 
res al 40% (cuarenta por ciento) de dicho tope. 


Las garantías que no corresponda retener se devolverán de 
oficio por los funcionarios autorizados a ello”. 


“ARTICULO 504. - La apertura de las ofertas se hará en 
el lugar, día y hora fijados en el pliego respectivo en presen- 
cia de los funcionarios que designe al efecto la Administra- 
ción y de los oferentes o sus representantes que deseen asistir. 


Abierto el acto no podrá introducirse modificación alguna 
en las propuestas, pudiendo los presentes formular las mani- 
festaciones, aclaraciones o salvedades que deseen. 


Las ofertas que no se ajusten a los requisitos o condiciones 
esenciales de admisibilidad establecidas en los pliegos de con- 
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diciones generales o particulares serán invalidadas. Se podrán 
consentir defectos, carencias formales o errores evidentes o de 
escasa importancia, cuando su corrección posterior no altere 
el tratamiento igualitario a los oferentes, 


Finalizado el acto, se labrará acta circunstanciada del mis- 
mo, que será firmada por los funcionarios actuantes y los 
oferentes que lo deseen hacer, quienes podrán efectuar las 
constancias que deseen”, 


“ARTICULO 505. - En cada organismo con competencia 
para gastar, funcionará una o varias Comisiones Asesoras de 
Adjudicaciones designadas por la autoridad superior del orga- 
nismo, con el cometido de dictaminar o informar sobre la 
oferta más conveniente a los intereses del Estado y las necesi- 
dades del servicio, en las contrataciones cuyo monto supere 
los N$ 12:000.000 (nuevos pesos doce millones). La Comi- 
sión Asesora de Adjudicaciones actuante propondrá la adjudi- 
cación, aun cuando haya una sola válida, mediante pronuncia- 
miento fundado. 


Dicho pronunciamiento tendrá carácter de dictamen o in- 
forme para el ordenador del gasto y no creará derecho alguno 
a favor del oferente seleccionado, 


A los efectos de evaluar las propuestas se podrá solicitar a 
cualquier oferente las aclaraciones necesarias, pero no se po- 
drá pedir ni permitir que modifique su contenido. 


Si se presentaren dos o más ofertas similares en su precio, 
plazo o calidad, se invitará a los oferentes respectivos a mejo- 
rar sus ofertas otorgando un plazo no menor de veinticuatro 
horas. Si subsistiere la similitud y el objeto del contrato per- 
mitiere dividir la adjucación y esa facultad se hubiese estable- 
cido en el pliego de condiciones, se efectuará la adjudicación 
a todos los oferentes que estuviesen en tal situación, por las 
partes proporcionales que correspondan. De no haberse pre- 
visto en el pliego de condiciones la facultad de adjudicar 
parcialmente, se invitará a los oferentes a aceptar la adjudica- 
ción por partes iguales. De no ser posible el fraccionamiento 
por la naturaleza del objeto licitado, o no aceptarse el último 
procedimiento indicado, la adjudicación se efectuará por sor- 
teo convocándose a dichos oferentes para que concurran al 
acto si así lo desean. 


Si el pliego Jo prevé, en el caso de presentación de ofertas 
similares, se podrán entablar negociaciones reservadas y para- 
lelas con aquellos oferentes que se precalifiquen a tal efecto, a 
fin de obtener mejores condiciones técnicas, de calidad o de 
precio. De lo actuado en relación a cada proponente, se labra- 
rá acta sucinta, 


Se considerarán ofertas similares aquellas cuyo precio no 
supere el 5% (cinco por ciento) del de la menor. Además, se 
podrán establecer negociaciones tendientes a la mejora de 
ofertas en los casos de precios manifiestamente inconvenien- 


” 


tes”. 


186 - A.G. 


“ARTICULO 508. - Los ordenadores deberán excusarse de 
intervenir cuando la parte contratante esté ligada por razones 
de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o terce- 
ro de afinidad”. 


“ARTICULO 511. - Cuando para la adquisición de inmue- 
bles se invoquen causales de excepción para prescindir del 
requisito de licitación pública o licitación abreviada, en su 
caso, deberá solicitarse previamente tasación de la Dirección 
del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
tado”. 


“ARTICULO 513. - En los casos de locación o arrenda- 
miento de inmuebles deberá solicitarse informe previo de una 
oficina técnica competente con respecto al valor del arrenda- 
miento a pagar o cobrar por el Estado. La determinación del 
monto del contrato a los efectos de la presente ley se hará te- 
niendo en cuenta el importe anual del arrendamiento. 


Se podrá proceder en forma directa a la renovación de los 
contratos, previo informe de la oficina técnica en cuanto al 
valor se refiere. Cuando el monto anualizado del arrenda- 
miento seca menor a N$ 6:000.000 (nuevos pesos scis millo- 
nes) el informe lo podrá efectuar el personal técnico del orga- 
nismo o de otra dependencia pública de la localidad y prescin- 
dirse de las publicaciones”, 


“ARTICULO 515. - Podrán permutarse bienes muebles o 
inmuebles cuando el valor de los mismos sea equivalente o, 
existiendo una diferencia reducida, se compense la misma en 
bienes o en efectivo”. 


“ARTICULO 516. - Las donaciones, de acuerdo con su 
monto, deberán ser aceptadas por el ordenador competente. El 
mismo deberá verificar la posibilidad y legalidad de las condi- 
ciones o modos que eventualmente se impongan en la dona- 
ción, además de la conveniencia con respecto a los intereses 
del Estado. Exceptúanse las pequeñas donaciones de objetos o 
elementos cuyo justiprecio no exceda el límite de las contrata- 
ciones directas, las que podrán ser aceptadas por la autoridad 
de la oficina O servicio respectivo. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, en todos 
los casos en que el Estado o persona pública no estatal sea o 
haya sido gravada por un plazo, modo o condición establecida 
por voluntad testamentaria o por una donación onerosa, (ar- 
tículos 947, 956 y 1615 del Código Civil), dicho gravamen 
podrá cumplirse en una forma razonablemente análoga a la 
prescripta por el testador o por el donante siempre que lo 
autorizare el Juzgado competente por motivos fundados de in- 
terés público, a petición del organismo beneficiario y con au- 
diencia de quienes pudieren tener derecho a oponerse. 


La pretensión se tramitará en la forma establecida para el 
proceso extraordinario (artículo 346 y concordantes del Códi- 
go Gencral del Proceso). Lo previsto en este artículo se apli- 
cará aún si el modo contiene cláusula resolutoria (artículo 958 
del Código Civil). 
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En los casos a que refiere esta disposición, siempre que no 
se hubiere obtenido la autorización judicial prevista anterior- 
mente, la acción para exigir el cumplimiento del plazo, condi- 
ción o modo caducará a los cuatro años de la apertura legal de 
la sucesión o de la fecha del contrato de donación. 


El Estado o cualquier otra persona pública estatal podrá 
disponer por acto administrativo la venta de los inmuebles 
habidos por donación o legado sujetos a modo o condición 
luego de transcurridos treinta años. 


En este caso, el acto administrativo que disponga la enaje- 
nación del inmueble, se notificará mediante publicación reali- 
zada durante diez días en el Diario Oficial y en dos diarios de 
circulación nacional a los efectos del debido conocimiento de 
los interesados”. 


“ARTICULO 523. - El Poder Ejecutivo llevará el Registro 
General de Proveedores del Estado. Sin perjuicio de ello los 
demás organismos autónomos podrán llevar sus propios regis- 
tros e intercambiarse información en forma directa. Los regis- 
tros serán públicos y las observaciones que la Administración 
establezca deberán ser previamente comunicadas a la empresa 
inscripta”. 


“ARTICULO 529. - Los bienes muebles deberán destinar- 
se al uso O consumo para el que fueron adquiridos. Toda 
transferencia posterior deberá formalizarse mediante el acto 
administrativo que corresponda, siendo requisito indispensa- 
ble que la dependencia a la cual se transfiera cuente con 
crédito presupuestal disponible para ser afectado por el valor 
de los bienes que reciba. Podrán transferirse sin cargo entre 
dependencias u organismos del Estado o donarse a entidades 
de bien público, los bienes muebles que por acción del tiempo 
u otros eventos quedaren y fueren declarados fuera de uso. 
Otras donaciones a dependencias u organismos del Estado o a 
entidades de bien público podrán efectuarse con el límite de la 
contratación directa. 


En todos los demás casos deberá procederse a su transfe- 
rencia con cargo según lo dispuesto en el inciso primero o a 
su venta. 


La declaración de fuera de uso y el valor estimado deberán 
ser objeto de pronunciamiento por parte de organismos uy ofi- 
cinas competentes. 


Los organismos públicos no podrán mantener en inventa- 
rios bienes muebles sin destino administrativo útil, procedién- 
dose a su transferencia, venta o donación, según correspon- 
da”. 


“ARTICULO 535. - El Ministerio de Economía y Finanzas 
O repartición competente en los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados del dominio industrial y comercial, y en los 
Gobiernos Departamentales, podrán autorizar la institución de 
“Fondos Permanentes” en las tesorerías de las direcciones de 
servicios administrativos o servicios que hagan las veces de 
éstas. 
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Las sumas que se entreguen para “Fondo Permanente” 
constituirán un mero anticipo de fondos, sin imputación pre- 
via, y se irán reponiendo a medida que se provean los fondos 
para las erogaciones respectivas con imputación a las cuentas 
de presupuesto que correspondan. 


Los Fondos Permanentes, no podrán exceder el importe de 
dos duodécimos de la suma total asignada presupuestalmente, 
incluidos refuerzos de Rubros, para gastos de funcionamiento 
e inversiones, con excepción de los correspondientes a retri- 
buciones, cargas legales y prestaciones de carácter social de 
funcionarios y los correspondientes a suministros de bienes o 
servicios efectuados por organismos estatales. 


El Fondo se utilizará de acuerdo con lo que establezca la 
Reglamentación. En ningún caso podrá utilizarse el Fondo 
Permanente para el pago de aquellos conceptos que no se 
incluyen en su base de cálculo”. 


“ARTICULO 536. - El jerarca de cada Servicio, podrá 
autorizar la constitución de "Cajas Chicas' en las proveedurías 
o dependencias cuyo desenvolvimiento así lo requiera, 


Las sumas que se entreguen para “Caja Chica” constituirán 
un mero anticipo de fondos, sin imputación previa, y se irán 
reponiendo a medida que se provean los fondos para las ero- 
gaciones respectivas con imputación a las cuentas de presu- 
puesto que correspondan. 


Las sumas asignadas por concepto de “Caja Chica” tendrán 
el límite que fije la reglamentación. 


Los importes a ser utilizados como 'Caja Chica' proven- 
drán del total asignado como “Fondo Permanente' a cada Ór- 
gano u Organismo. El ordenador primario competente podrá 
autorizar regímenes especiales que se exceptúen del anterior- 
mente previsto, en atención a razones de descentralización, 
especialidad, u otras, en unidades que así lo soliciten. 


La “Caja Chica”, se utilizará para efectuar gastos de menor 
cuantía, que deban abonarse al contado, y en efectivo para 
solucionar necesidades momentáneas del servicio, o para ad- 
quirir elementos de escaso valor. 


La Administración está obligada a contratar finanzas o pó- 
lizas de seguro por los casos, montos y forma que establezca 
la reglamentación, respecto a todo funcionario que maneje o 
custodie fondos o valores”. 


“ARTICULO 540 . - El registro de las operaciones se lle- 
vará por el método de partida doble y se integrará con los si- 
guientes sistemas: 


1) Financiero, que comprenderá: 
a) Presupuesto. 


b) Movimiento de fondos y valores. 


2) Patrimonial, que comprenderá: 


ASAMBLEA GENERAL 


A.G. -187 


a) Bienes del Estado. 
b) Deuda Pública. 


Además se registrarán: 


1) Los cargos y descargos con respecto a las personas 
obligadas a rendir cuentas de fondos, valores, bienes o 
especies de propiedad del Estado. 


2) Los costos de los programas presupuestales, 


En los organismos del artículo 221 de la Constitución de la 
República, el registro de las operaciones se integrará con los 
siguientes sistemas: 


1) Contabilidad Patrimonial, en el que se aplicarán los 
principios de contabilidad generalmente aceptados. 


2) Contabilidad Presupuestal, que se ajustará en lo perti- 
nente a las normas de ejecución presupuestal aprobadas 
por el Poder Ejecutivo conjuntamente con el Presu- 
puesto anual del Ente, las cuales propenderán a lograr 
la necesaria uniformidad con el resto de la Administra- 
ción Pública. 


3) Contabilidad de Costos, cuyas características se ajusta- 
rán a la naturaleza de cada Ente”, 


“ARTICULO 553. - Las funciones de control que le com- 
peten al Tribunal de Cuentas podrán scr ejercidas por interme- 
dio de sus propios auditores designados para actuar en las 
Contadurías Generales, Contadurías Centrales o Servicios de 
Contabilidad que hagan sus veces en toda la Administración 
Pública centralizada o descentralizada. Sin perjuicio de ello, 
en los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados, las funciones específicas de interven- 
ción preventiva de gastos y pagos podrán ser ejercidas por sus 
respectivos contadores siempre que el Tribunal, atendiendo 
razones de necesidad, oportunidad o conveniencia, les designe 
en calidad de contadores delegados, en cuyo caso actuarán en 
tales cometidos bajo la superintendencia del Cuerpo (artículo 
211 literal b) “in fine” de la Constitución de la República). 


Los auditores y los contadores delegados designados por el 
Tribunal de Cuentas ejercerán sus funciones conforme a las 
normas que al respecto establezcan su Ley Orgánica o las 
ordenanzas que el Cuerpo dicte dentro de su competencia, 
determinándose con precisión la materia, delimitación de los 
cometidos y formalidades a que ajustarán su actuación los 
designados. 


En los casos en que el Tribunal hubiere cometido a sus 
auditores o a los contadores delegados la función de interven- 
ción preventiva de gastos y pagos a que refiere el artículo 211, 
literal b) de la Constitución de la República, las observaciones 
que formulen éstos dentro del límite atribuido a su competen- 
cia se entenderán como realizadas por el Tribunal de Cuentas. 


Toda vez que lo considere conveniente, el Tribunal de 
Cuentas podrá avocar dicho control. 
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En todo caso de reiteración de gastos o pagos por parte de 
los organismos controlados el mantenimiento de las observa- 
ciones deberá ser resuelto por el propio Tribunal o quien éste 
hubiera autorizado. Asimismo, el Tribunal de Cuentas podrá 
designar contadores delegados en los restantes servicios públi- 
cos, previa solicitud de sus autoridades máximas”. 


“ARTICULO 586 . - Los montos límites establecidos en 
las presentes disposiciones, serán ajustados durante el trans- 
curso del mes anterior al inicio de cada cuatrimestre, de 
acuerdo con la variación del Indice de Precios al Consumo, 
con un mes de desfasaje, por parte de la Dirección General de 
Estadística y Censos, la que redondeará razonablemente su 
monto y lo publicará en dos diarios. 


Dichos montos se refieren a valores al 31 de mayo de 
1990. 


Para la determinación del monto de cada gasto se incluirá 
el Impuesto al Valor Agregado”. 


Art. 654. - El margen de preferencia establecido en el 
artículo 374 de la Ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 1961, 
modificativos y concordantes, quedará fijado en un 25% 
(veinticinco por ciento), a partir del primer día del mes si- 
guiente al de la publicación de la presente ley; en un 15% 
(quince por ciento), al 1? de julio de 1991, y en un 10% (diez 
por ciento), al 1? de enero de 1992, 


Art. 655. - Deróganse los artículos 494, 495, 501, 509, 
512, 514, 519, 520, 521 y 522 de la Ley N* 15,903, de 10 de 
noviembre de 1987, 


Art. 656. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo la confec- 
ción de un Texto Ordenado de las Normas sobre Ordenamien- 
to Financiero contenidas en el artículo 450 y siguientes de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y sus modificati- 
vas, dentro de los sesenta días de la promulgación de la pre- 
sente ley, dando cuenta a la Asamblea General. 


Art. 657. - Las normas contenidas en este Capítulo entra- 
rán en vigencia al primer día del mes siguiente a la publica- 
ción en el Diario Oficial, del Texto Ordenado. 


Contabilidad y Administración Financiera del Estado 


Artículo 658. - Agrégase al Capítulo III, Sección 2 “De 
los Contratos del Estado” del Título 1 de las Normas sobre el 
Ordenamiento Financiero contenidas en la Ley N* 15,903, de 
10 de noviembre de 1987, la siguiente disposición: 


“ARTICULO 1. - El Poder Ejecutivo establecerá un régi- 
men automático de pago de intereses o recargos de mora para 
el caso de incumplimiento del plazo de pago de las contrata- 
ciones estatales solicitadas con la condición de * precio conta- 
do”. 


El compromiso correspondiente se regirá por lo estableci- 
do en el inciso tercero del artículo 463 de la Ley N* 15,903, 
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de 10 de noviembre de 1987, debiendo la Contaduría corres- 
pondiente efectuar las debidas previsiones. 


Los intereses de mora originados por incumplimiento del 
plazo de las contrataciones estatales solicitadas con la condi- 
ción de “precio contado' establecido en la presente ley, serán 
abonados con cargo al mismo Rubro que los originó”. 


Art. 659. - Agréganse en el Capítulo IL, “Del Control” del 
Título II de las Normas sobre Ordenamiento Financiero con- 
tenidas en la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, las 
siguientes disposiciones que se insertarán correlativamente en 
el Texto Ordenado a que refiere el artículo 656 de la presente 
ley: 


“ARTICULO 1. - El Tribunal de Cuentas podrá exceptuar 
del control previo a los gastos fijos, y a los ordinarios de 
menor cuantía, estableciendo mediante ordenanzas los mon- 
tos, que se reactualizarán, casos y condiciones en que proceda 
esta excepción, y los requisitos que se deberán cumplir, sin 
perjuicio del control posterior que se ejercerá en el momento 
del pago sobre tales operaciones. 


En aquellos casos previstos en el artículo 482 de la presen- 


- te ley, cuando la naturaleza de la operación lo haga impracti- 


cable, el Tribunal de Cuentas determinará la forma y oportu- 
nidad en que se efectuará su intervención. 


ARTICULO ll. - El Tribunal de Cuentas evacuará las con- 
sultas que le formulen por escrito los organismos públicos, 
cuyo efecto será vinculante en el caso concreto, y publicará 
periódicamente las consultas de interés general, así como 
otros dictámenes ordenanzas y normas vigentes. 


ARTICULO Ill. - El mantenimiento de las observaciones 
del Tribunal de Cuentas a que refiere el literal B) del artículo 
211 de la Constitución de la República, será comunicado tri- 
mestralmente a la Asamblea General o Junta Departamental 
en su caso, salvo que a criterio del organismo merezcan la 
comunicación inmediata. 


ARTICULO TV. - Las intervenciones preventivas de gas- 
los y pagos a cargo del Tribunal de Cuentas, se entenderán 
tácitamente producidas, luego de transcurridos: cuarenta y 
ocho horas en caso de compras directas; cinco días hábiles en 
los casos de licitaciones abreviadas y quince días hábiles para 
las licitaciones públicas, a contar de la recepción del asunto 
sin que haya mediado pronunciamiento expreso. En caso de 
compras directas, amparadas en causales de excepción, el pla- 
zo será cl que hubiere correspondido según el monto del con- 
trato. 


En casos de especial complejidad o importancia el plazo 
de la intervención previa del Tribunal de Cuentas podrá ser 
extendido por éste hasta veinticinco días hábiles, debiendo 
comunicar al organismo interesado que hará uso de esta pró- 
rroga antes del vencimiento del plazo inicial. 


Dichos plazos podrán suspenderse por una sola vez, cuan- 
do se requiera ampliación de información. 
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Respecto de los organismos comprendidos en el artículo 
485 de la presente ley, el plazo para la intervención será de 
cinco días cuando el gasto no exceda de N$ 40:000.000 (nue- 
vos pesos cuarenta millones) y diez días hábiles cuando exce- 
da de dicho monto y no supere N$ 240:000.000 (nuevos pesos 
doscientos cuarenta millones). 


ARTICULO V. - Las intervenciones preventivas de gastos 
y pagos a cargo de la Contaduría General de la Nación debe- 
rán cumplirse dentro de los cinco días hábiles siguientes al 
momento en que se hubiese presentado para su contralor, 


Vencido dicho plazo se tendrá por auditado el gasto, de- 
biéndose devolver la documentación recibida y aceptar en su 
caso, la orden de pago respectiva, 


En casos de especial complejidad o importancia, en los 
que sea necesario requerir el asesoramiento de los servicios 
técnicos de las oficinas centrales, el plazo de cinco días hábi- 
les se extenderá diez días hábiles más, 


Dichos plazos podrán suspenderse por una sola vez cuando 
se requiera ampliación de información. 


ARTICULO VI, - Los principios generales de actuación y 
contralor de los organismos estatales en materia de contrata- 
ciones serán: 


A) Flexibilidad. 

B) Delegación. 

C) Ausencia de ritualismo. 

D) Principio de la materialidad frente al formalismo. 


E) Principio de la veracidad salvo prueba en contrario. 


F) Publicidad, igualdad de los oferentes y la concurrencia 
en los procedimientos competitivos para el llamado y 
la selección de las ofertas. 


Los principios antes mencionados servirán también de cri- 
terio interpretativo para resolver las cuestiones que pueden 
suscitarse en la aplicación de las disposiciones pertinentes”, 


Art, 660. - Derógase la Ley N* 2,321, de 27 de abril de 
1885. 


Art. 661. - Declárase que no se considera superávit a los 
efectos dispuestos por el artículo 302 de la Constitución de la 
República, los créditos presupuestales destinados a financiar 
inversiones que hayan sido comprometidos y se ejecuten con 
posterioridad al cierre del Ejercicio, siempre que se incluyan 
en la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal establecida por el artículo 214 de la Constitución de la 
República, correspondiente a dicho Ejercicio. 
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Art. 662. - El Banco de Previsión Social emitirá certifica- 
dos a efectos de acreditar la situación de los contribuyentes, 
los que se regirán por los artículos siguientes. 


Art. 663. - A los contribuyentes que se encuentren en si- 
tuación regular de pago con sus aportaciones mensuales 0 tri- 
mestrales, cuotas de convenio de facilidades de pago y demás 
obligaciones correspondientes a todos los tributos recaudados 
o administrados por el Banco de Previsión Social, se les expe- 
dirá un certificado que será exigible y habilitará para: 


1) Realizar cobros a cualquier título, en organismos esta- 
tales, con excepción de los correspondientes a salarios, 
sueldos, dietas, jubilaciones, pensiones y demás asig- 
naciones similares y complementarias. 


2) Tramitar permisos de importación. 
3) Percibir beneficios por exportaciones. 


4) Distribuir utilidades y presentar balances para su auto- 
rización, 


5) Reformar estatutos o contratos sociales. 


6) Otorgar promesas de enajenación de bienes inmuebles 
en régimen de propiedad horizontal proyectados o en 
construcción. 

7) Ceder cuotas sociales de sociedades de responsabilidad 

limitada y las correspondientes a los socios comandita- 

rios en las sociedades en comandita. 


Nr 


8 


Na 


Enajenar y gravar vehículos automotores. Exceptúanse 
las prendas de automotores cuando se efectúen con el 
objeto de garantizar el pago de su precio o salda de su 
precio por la empresa que lo adquiera. 


9) Obtener créditos en las instituciones públicas o priva- 
das del sistema financiero nacional. 


Art. 664, - A los contribuyentes que a la fecha del acto 
que motiva la solicitud, no registren adeudos de especie algu- 
na con el Banco de Previsión Social, se les expedirá un certifi- 
cado especial, que será exigible y habilitará para: 


1) Enajenar total o parcialmente o ceder promesas de ena- 
jenación de establecimientos comerciales, industriales 
o agropecuarios, inclusive la enajenación de alguno de 
sus giros o elementos de producción. 

2) Enajenar total o parcialmente, ceder promesas de ena- 

jenación, disolver, liquidar, clausurar, fusionar, absor- 

ber, escindir o transformar empresas unipersonales o 

sociedades comerciales, industriales o agropecuarias, 

cualquiera sea la forma jurídica adoptada. 


Nur 


3) Enajenar vehículos de transporte de pasajeros de uso 
público, tanto colectivo como individual o de transpor- 


te de carga. 


o 
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4) Enajenar o gravar bienes inmuebles o ceder promesas 
de enajenación de dichos bienes, con excepción de las 
situaciones previstas en el artículo 10 del Decreto Re- 
glamentario N* 951/75, que se regirán por el numeral 9 
del artículo 663 de la presente ley. 

5) Enajenar o gravar diques flotantes, aeronaves o buques 

y demás embarcaciones, con excepción de las dedica- 

das a la actividad deportiva. 


Sar 


6) Otorgar contratos de prenda agraria o industrial, con 
excepción de los réferidos a los vehículos incluidos en 


el numeral 8 del artículo 663 de la presente ley. 


Nx 


Art. 665. - Los certificados previstos por los artículos 663 
y 664 de la presente ley, tendrán una vigencia de ciento 
ochenta días corridos a partir del día siguiente a su expedi- 
ción. No obstante, el organismo podrá establecer plazos y 
condiciones más estrictos para los contribuyentes que tengan 
deudas pendientes o antecedentes de incumplimiento, así 
como suspender la vigencia de los certificados expedidos, 
toda vez que el contribuyente se atrasare en el cumplimiento 
de sus obligaciones. 


Art. 666, - El certificado especial al que se refiere el ar- 
tículo 664 de la presente ley será expedido a los contribuyen- 
tes amparados a regímenes de facilidades de pago o de regula- 
rización de adeudos, por resolución fundada del Directorio, y 
siempre que se encuentren al día en el cumplimiento de las 
cuotas de convenio y demás obligaciones, y otorguen aval 
bancario o garantías reales o personales suficientes a criterio 
del organismo. 


Art. 667. - Los Registros Públicos no inscribirán docu- 
mentación de la prevista en los artículos 663 y 665 de la 
presente ley sin dejar constancia del número de certificado 
presentado y de su fecha de expedición. 


Art. 668. - La realización de los actos previstos en los 
artículos 663 y 664 de la presente ley sin los certificados co- 
rrespondientes, hará incurrir en responsabilidad solidaria res- 
pecto de las deudas tributarias del contribuyente omiso, a los 
intervinientes, profesionales y funcionarios públicos actuan- 
tes. 


Herencias yacentes 


Artículo 669. - Declárase que la persona pública estatal a 
que refiere el artículo 430.2 del Código General del Proce- 
so es la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). 


El producto de las herencias yacentes se destinará, íntegra 
y exclusivamente, a atender programas de gastos e inversiones 
de la Administración Nacional de Educación Pública. 


Los bienes inmuebles que no se realizaren en el proceso de 
herencia yacente, pasarán a integrar el patrimonio de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública. 
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Antes de disponerse por el tribunal competente la venta de 
los refcridos inmucbles, deberá recabarse el pronunciamiento 
del Consejo Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública. Dentro del término de treinta días de 
haber sido notificado en los respectivos autos, dicho Consejo 
deberá expresar al tribunal si se decide por la venta judicial de 
los inmuebles o si opta porque los mismos ingresen en su 
patrimonio. La falta de pronunciamiento dentro del plazo in- 
dicado se entenderá como decisión a favor de la venta judi- 
cial, 


Art. 670. - La fecha y la hora de presentación del escrito 
de denuncia de una herencia yacente (artículo 75 del Código 
General del Proceso), establecerá la prelación de la misma 
respecto de cualquiera posterior que se formulare. 


Si se planteare controversia entre dos o más personas, para 
establecer a la que le corresponde la calidad de denunciante, 
se tramitará en pieza separada, en la forma de los incidentes 
fuera de audiencia (artículo 321 del Código General del Pro- 
ceso). La sentencia que resuelva esa contienda será inapela- 
ble. 


Art. 671. - La providencia que recaiga sobre toda denun- 
cia de herencia yacente se notificará a la Administración Na- 
cional de Educación Pública (ANEP), en su domicilio legal, 
bajo pena de nulidad insubsanable (artículos 87, 110 y si- 
guientes y 429 del Código General del Proceso). 


A partir de esa notificación, la referida persona pública 
estatal será considerada como interesada en esos procedimien- 
tos a todos sus efectos. 


Asimismo, desde esa notificación, cesará toda actuación o 
intervención del Ministerio Fiscal, en dicho proceso. 


Lo que antecede es sin perjuicio de lo que dispone el 
artículo 432 del mencionado Código, respecto del Ministerio 
Público. 


Art. 672. - El denunciante de la herencia yacente no será 
interesado en el proceso sucesorio, a ningún efecto. Después 
de efectuada la denuncia, tendrá intervención pura y exclusi- 
vamente, a los efectos de solicitar y obtener el pago de la 
proporción que legalmente le corresponde, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo siguiente. 


El tribunal desestimará, sin más trámite, toda presentación 
que realizare el denunciante no relacionada con la finalidad 
mencionada en cl inciso precedente, ordenando la devolución 
del escrito respectivo. 


Art. 673. - En cualquier etapa del proceso de herencia ya- 
cente, el tribunal, a solicitud de la Administración Nacional 
de Educación Pública o de oficio, podrá encargar a dicha 
persona pública estatal la administración del patrimonio de la 
yacencia. En tal caso y simultáneamente, se dispondrá el cese 
del curador que se hubiere designado, al que se le abonarán 
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los honorarios causados por la tarea efectivamente realizada 
(artículo 430 del Código General del Proceso). 


Art. 674. - Si el patrimonio de la yacencia estuviese inte- 
grado por bienes cuyos títulos no existieren o no pudieren 
hallarse, el propio tribunal que conociere del respectivo pro- 
ceso, de oficio o a petición de cualquiera de los interesados, 
ordenará la expedición de los certificados de dominio por los 
Registros Públicos correspondientes o las segundas copias de 
las escrituras públicas que fueren del caso, en la forma esta- 
blecida por el artículo 386.3 del Código General del Proceso. 
También será aplicable, en lo pertinente, lo previsto en los 
artículos 386.1, 386.2 y 386.4 del mismo Código. 


Art. 675. - No serán aplicables a las herencias yacentes los 
artículos 10 de la Ley N* 5.157, de 17 de setiembre de 1914, 
en la redacción dada por el artículo 3% de la Ley N* 10,603, de 
23 de febrero de 1945, y 78 del Decreto-Ley N* 14.189, de 30 
de abril de 1974, en la redacción dada por el artículo 21 del 
Decreto-Ley N* 14.754, de 5 de enero de 1978, 


Art. 676. - En todos los casos en que debe procederse a la 
tasación de bienes inmuebles de herencias yacentes, el valor 
del mismo será fijado únicamente por la Dirección Gencral 
del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del Es- 
tado. 


En los demás casos, la tasación se realizará en la forma 
prevista por los artículos 384.2 y 385 del Código General del 


Proceso. 
SECCION 1X 


Disposiciones varias 


Artículo 677. - Derógase el artículo 26 de la Ley 
N?* 13,318, de 26 de diciembre de 1964. 


Art. 678. - Establécese, con carácter permanente el proce- 
dimiento transitorio de inscripción tardía de nacimientos pre- 
visto en la Ley N* 15.883, de 26 de agosto de 1987. 


Art. 679. - El trámite a que refiere el artículo anterior, se 
aplicará también en los casos de inscripciones tardías de de- 
función. 


Art. 680. - A efectos de proceder a la inscripción de una 
defunción, el Oficial de Estado Civil deberá exigir la exhibi- 
ción de la Cédula de Identidad y la Credencial Cívica del fa- 
llecido, dejando constancia de sus números en el acta respecti- 
va. De no existir o no encontrarse los mencionados documen- 
tos, el declarante prestará declaración jurada sobre ese extre- 
mo. 


Art. 681. - Facúltase a la Dirección General del Registro 
de Estado Civil a reordenar las actuales oficinas de Estado 
Civil de Montevideo y a instalar oficinas transitorias en ma- 
ternidades y otros lugares donde se efectúen campañas de 
inscripción. 


La Unidad Ejecutora 021, “Dirección General del Registro 
de Estado Civil”, del Ministerio de Educación y Cultura, po- 
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drá investir transitoriamente como Oficiales de Estado Civil a 
funcionarios de su dependencia. 


Art. 682. - En las inscripciones de nacimientos y defun- 
ciones efectuadas dentro del respectivo plazo legal en las que 
exista el certificado médico requerido por la legislación vi- 
gente, no se exigirá la comparecencia de testigos. 


Art. 683, - Facúltase a la Corte Electoral a simplificar el 
trámite de la inscripción cívica, de la ciudadanía legal y de las 
cancelaciones, a disponer las adecuaciones en el expediente 
inscripcional que resulten necesarias para tecnificar, informa- 
tizar y agilitar el procedimiento, manteniendo todos los requi- 
sitos sustanciales y las garantías del régimen vigente, 


Art. 684. - Derógase el inciso segundo del artículo 28 del 
Decreto-Ley N* 15,605, de 27 de julio de 1984. 


Art. 685. - Sustitúyese el artículo 400 del Código General 
del Proceso por el siguiente: 


“ARTICULO 400. - Ejecutoriada una sentencia contra el 
Estado, el acreedor pedirá su ejecución mediante el procedi- 
miento que corresponda. 


Si la sentencia condenare el pago de una cantidad líquida 
y exigible, se hará saber al Ministerio de Economía y Finan- 
zas que debe depositar en el Banco Hipotecario del Uruguay y 
a la orden del órgano jurisdiccional interviniente y bajo el Ru- 
bro de los autos que correspondan, una suma equivalente al 
monto de la ejecución dentro del plazo máximo de ciento 
veinte días, 


Depositada la referida suma se librará orden de pago a 
favor del acreedor. 


El Poder Ejecutivo incluirá en el Balance de Ejecución 
Presupuestal correspondiente, los importes referidos en el in- 
ciso anterior”. 


Art. 686. - A los efectos de la aplicación del artículo 1* 
del Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976, y del 
Decreto-Ley N* 15.733 de 12 de febrero de 1985, deberá 
entenderse como fecha de extinción de las obligaciones, la del 
cobro de la liquidación efectuada de acuerdo al artículo 2* del 
Decreto-Ley N* 14.500, previamente autorizada por el Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


Art. 687, - El Poder Ejecutivo podrá disponer que se can- 
celen con cargo a Rentas Generales, total o parcialmente, las 
obligaciones asumidas o a asumir, por la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo, en virtud de los préstamos previstos en 
el Convenio Básico celebrado el 9 de enero de 1990, entre el 
Estado y aquélla, con el objctivo de instrumentar el Plan de 
reestructuración bancaria que figura como Anexo 1 del referi- 
do Convenio. 


Art. 688. - Deróganse los incisos tercero y cuarto del ar- 
tículo 33 de la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre de 1967. 


192 - A.G. 


Art. 689. - Facúltase al Ministerio de Economía y Finan- 
zas a librar las Ordenes de Pago correspondientes, a fin de 
atender las solicitudes mensuales de la Comisión Administra- 
dora Honoraria del Fondo Nacional de Recursos de los Institu- 
tos de Medicina Altamente Especializada. 


Art. 690. - La Inspección General de Hacienda tendrá el 
contralor de lo establecido en el artículo 228 de la Ley núme- 
ro 15.851, de 24 de diciembre de 1986. 


Art. 691. - (Ajuste semestral de prestaciones en favor de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universi- 
tarios). Las cantidades fijas referidas en el artículo 23 de la 
Ley N? 12.997, de 28 de noviembre de 1961, y modificativas, 
o determinadas en disposiciones reglamentarias de dichas nor- 
mas legales, serán actualizadas para cada año civil conforme a 
la variación del Indice General de los Precios al Consumo 
determinado por la Dirección General de Estadística y Censos 
y publicado en el Diario Oficial. 


En el primer semestre de cada año civil, regirá un valor 
resultante de multiplicar el valor vigente en el primer semes- 
tre del año anterior, por el coeficiente de variación de dicho 
Indice en el intervalo de doce meses inmediatos anteriores al 
día 31 de julio del año civil precedente, 


En el segundo semestre del año civil, regirá un valor au- 
mentado en la mitad del incremento sufrido por el respectivo 
valor entre el primer semestre del año anterior y el primer 
semestre del año corriente, 


Los nuevos valores así determinados, se redondcarán redu- 
ciendo a cero las cifras posteriores a la que siga a la primera 
cifra significativa; si la primera cifra así reducida a cero hu- 
biese sido superior a cuatro, la que la precede se elevará en 
una unidad. 


La Caja hará publicar oportunamente en el Diario Oficial, 
los resultados de los referidos ajustes y redondeos. 


Art. 692. - Agréganse al artículo 35 de la Ley N* 15.786, 
de 4 de diciembre de 1985 los siguientes incisos: 


“Dichos Bancos deberán ofrecer en venta al referido Insti- 
tuto los bienes inmuebles rurales de su patrimonio dentro de 
los noventa días del ingreso a su dominio indicándole las 
condiciones de enajenación. El Instituto Nacional de Coloni- 
zación se pronunciará sobre la oferta dentro de los sesenta 
días de efectuada, considerándose la inexistencia de respuesta 
por no aceptación. 


Vencido este plazo, el precio de venta a terceros no será 
inferior al ofrecido al Instituto, so pena de incurrir en la multa 
establecida en el artículo 35 de la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 


A los efectos de lo dispuesto en este artículo, autorízase al 
Banco de la República Oriental del Uruguay a otorgar al Insti- 
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tuto Nacional de Colonización financiamiento para la adquisi- 
ción de los bienes inmuebles rurales ofrecidos, en las mismas 
condiciones de pago que el Instituto ofrece a los colonos pro- 
mitentes compradores”. 


Art. 693. . Autorízase al Banco Central del Uruguay a 
proceder a la acuñación de monedas de oro denominadas 
“Gaucho”, hasta las cantidades y con las características que se 
determinan seguidamente, facultándose a prescindir del requi- 
sito de licitación pública y proceder a la contratación directa 
con casas acuñíadoras oficiales. 


I) Moneda de una onza troy de oro fino - (Un Gaucho), 
hasta 20.000 (veinte mil) unidades con las siguientes 
características: 


A) Su pasta metálica estará formada por una aleación 
de 900 (novecientas) partes de oro y 100 (cien) de 
cobre, 


Se admitirá una tolerancia en la aleación de 1% 
(uno por ciento) en cada uno de los metales. 


B) Tendrá 34,559 (treinta y cuatro con quinientos cin- 
cuenta y nueve) gramos de peso y 31 (treinta y uno) 
milímetros de diámetro. La tolerancia de peso será 
del 1% (uno por ciento) por cada millar. 


C) Su forma será circular y su canto estriado. 


ID) Moneda 1/2 onza troy de oro fino - (Medio Gaucho), 
hasta 20.000 (veinte mil) unidades con las siguientes 
características: 


A) Su pasta metálica estará formada por una aleación de 
900 (novecientas) partes de oro y 100 (cien) de cobre. 


Se admitirá una tolerancia en la aleación del 1% (uno 
por ciento) en cada uno de los metales. 


B) Tendrán 17,28 (diecisiete con veintiocho) gramos de 
peso y 23 (veintitrés) milímetros de diámetro. La tole- 
rancia de peso será del 1% (uno por ciento) en cada 
millar. 


C) Su forma será circular y su canto estriado. 


111) Moneda 1/4 onza troy de oro fino - (Un cuarto Gau- 
cho), hasta 20.000 (veinte mil) unidades con las si- 
guientes características: 


A) Su pasta metálica estará formada por una aleación 
de 900 (novecientas) partes de oro y 100 (cien) de 
cobre. La tolerancia en la aleación será del 1% (uno 
por ciento) en cada uno de los metales. 


B) Tendrán 8,64 (ocho con sesenta y cuatro) gramos 
de peso y 18 (dieciocho) milímetros de diámetro. 
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La tolerancia de peso será del 1% (uno por ciento) 
por millar, 


C) Su forma será circular y su canto estriado. 


El Banco Central del Uruguay determinará los elementos 
ornamentales de las monedas, las que lucirán la palabra “Uru- 
guay”, el año de acuñación y un perfil del “Gaucho”. 


Art. 694. - Estas monedas de oro tendrán poder cancelato- 
rio para todas las obligaciones públicas y privadas según el 
valor que resulte de la aplicación del artículo siguiente. 


Art. 695. - Autorízase al Banco Central del Uruguay a 
vender estas monedas a un precio no menor del oro que con- 
tienen, a la cotización vendedora de cierre en el mercado 
financiero internacional el día hábil anterior mas el costo de 
acuñación, más 7% (siete por ciento) de la suma resultante. 


Art. 696. - La tenencia, comercialización y transferencia 
de titularidad de estas piezas estará exenta de todo gravamen. 


Art. 697. - La circulación, introducción y extracción de 
territorio nacional de estas piezas será totalmente libre sin 
necesidad de realizar ningún tipo de declaración o control, 


Art. 698. - El producto líquido de la acuñación de mone- 
das de oro “Gaucho”, se destinará a financiar inversiones de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


Art. 699, - Autorízase al Banco Central del Uruguay a 
proceder a la acuñación de monedas conmemorativas de los 
500 años del Descubrimiento de América, hasta las cantidades 
y con las características que se determinan seguidamente, fa- 
cultándosele a prescindir del requisito de licitación y proceder 
a la contratación directa con casas acuñtadoras oficiales: 


I) Moneda de plata hasta 200.000 (doscientas mil) unida- 
des con las siguientes características: 


A) El valor facial de cada unidad será de N$ 50.000 
(nuevos pesos cincuenta mil). 


B) La moneda será de plata con un fino de 925 (nove- 
cientas veinticinco) milésimas. Se admitirá una to- 
lerancia por la aleación de un 2% (dos por ciento). 


C) Tendrá 27 (veintisiete) gramos de peso y 40 (cua- 
renta) milímetros de diámetro. La tolerancia de 
peso será del 2% (dos por ciento) por millón. 


D) Su forma será circular y su canto estriado. 


ID) Moneda de Cualni hasta 80:000,000 (ochenta millones) 
de unidades con las siguientes características: 


A) El valor facial de la moneda será de N$ 1.000 (nue- 
vos pesos un mil). 
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B) Su pasta metálica estará formada por una aleación 
de 92% (noventa y dos por ciento) de cobre, 6% 
(seis por ciento) de aluminio y 2% (dos por ciento) 
de níquel. Se admitirá una tolerancia en la aleación 
del 3% (tres por ciento) en cada uno de los metales, 


C) Tendrá 14,24 (catorce con veinticuatro) gramos de 
peso y 31 (treinta y un) milímetros de diámetro, La 
tolerancia de peso será del 2% (dos por ciento) en 
cada millar. 


D) Su forma será circular y su canto estriado. 


El Banco Central del Uruguay determinará los elementos 
ornamentales de las monedas, las que llevarán su valor facial, 
la palabra “Uruguay” y aludirán al V Centenario del Descu- 
brimiento de América. 


Art. 700. - El producto líquido de la acuñación de las mo- 
nedas a que refiere el artículo anterior se destinará en primer 
término a solventar los gastos que demande la conmemora- 
ción del V Centenario del Descubrimiento de América, con- 
forme al presupuesto que elabore la Comisión Nacional Pre- 
paratoria de dicha conmemoración y apruebe el Poder Ejecuti- 
vo. 


La referida Comisión administrará esos fondos. 


El saldo, si lo hubiere, se destinará a financiar inversiones 
de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP). 


Art. 701. - (Facultades) - Facúltasc al Banco Central del 
Uruguay para: 


A) Vender al exterior las monedas de plata referidas en 
el artículo 699. 


B) Disponer la desmonctización de las monedas de 
curso legal. 


En cada caso el Banco Central del Uruguay establecerá 
precisamente, la fecha en que las monedas desmonetizadas 
dejarán de tener curso legal, otorgando un plazo prudencial no 
menor a seis meses. Durante este período podrán ser canjea- 
das las monedas en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay. En cada caso se comunicará al Poder Legislativo las 
fechas de las referidas desmonetizaciones. 


Vencido los plazos a que refiere el inciso anterior, el Ban- 
co Central del Uruguay podrá contratar directamente la enaje- 
nación de las piezas desmonetizadas en plaza o en el exterior. 


El Banco Central del Uruguay dará amplia publicidad a las 
resoluciones que dicte en ejercicio de la potestad que se le 
confiere por este artículo. 


Art. 702. - El Banco Central del Uruguay, podrá autorizar 
la instalación de casas de cambio, de acuerdo a razones de 
legalidad, de oportunidad y de conveniencia. 


194 - A.G. 


El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Banco Cen- 
tral del Uruguay, reglamentará el funcionamiento de las casas 
de cambio, así como el régimen de control y sanciones al cual 
se encontrarán sometidas, 


Art. 703. - El Estado, las Intendencias Municipales y de- 
más organismos públicos con el fin de cancelar sus obligacio- 
nes, podrán hacerlo emitiendo cheques diferidos cuando esté 
previsto en los recaudos del procedimiento de contratación. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el presente régimen de 
pago. 


No se podrán girar cheques diferidos con fecha de venci- 
miento posterior al término del mandato constitucional que 
corresponda. 


Art. 704. - La formación del legajo previsto en el artículo 
418 de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989 regirá 
exclusivamente para las Sociedades Anónimas abiertas. 


Art. 705. - Derógase el Decreto-Ley N* 15.254, de 26 de 
marzo de 1982. 


Desígnase “Pueblo Palmar” al núcleo urbano levantado 
junto a la represa hidroeléctrica “Constitución” de Paso del 
Palmar, departamento de Soriano. 


Art. 706. - Fíjase en 6.000 U.R. (seis mil Unidades Rea- 
justables) cotizadas a la fecha de cierre de los respectivos es- 
tados, el monio correspondiente a los activos de los balances, 
las rendiciones de cuentas y los estados contables exceptuados 
de certificación de contador público a que refiere el inciso 
segundo del artículo 115 de la Ley N* 12,802, de 29 de no- 
viembre de 1960. 


Art. 707. - Extiéndese la autorización que otorgan los 
artículos 1* y 2? del Decreto-Ley N? 9,299, de 3 de marzo de 
1934, y de los artículos 1* y 2* de la Ley N* 9.980, de 13 de 
diciembre de 1940, a todos los organismos que tengan como 
cometido el servicio de prestaciones de seguridad social, ya 
sean estatales, paraestatales o privadas, como asimismo a to- 
dos los organismos públicos de la Administración Central, 
Municipal o Descentralizada y empresas estatales, paraestata- 
les o privadas de cualquier naturaleza. 


Art. 708. - El Banco de Previsión Social, podrá financiar 
los adeudos que mantengan con dicho organismo los Incisos 
80 a 97 (las Intendencias Municipales del interior), por con- 
cepto de aportes patronales cn cien cuotas mensuales, iguales 
y consecutivas sin recargos ni multas. Las deudas a incluir 
serán las devengadas hasta el 31 de diciembre de 1990. 


Art. 709. - Derógase el inciso final del artículo 117 de la 
Ley N? 12.997, de 28 de noviembre de 1961, y el artículo 502 
de la Ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967. 


En sustitución del premio estímulo que se establecía en las 
disposiciones que se derogan en el inciso precedente, los suel- 
dos básicos de los cargos presupuestados, contratados o su- 
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plentes, se incrementarán automáticamente en el porcentaje 
máximo que podría corresponder por aquel concepto. Las par- 
tidas pertinentes se ajustarán en consecuencia. 


Los fondos existentes, por aplicación del artículo 117 de la 
Ley N* 12,997, de 28 de noviembre de 1961 y modificativas, 
integrarán el patrimonio de la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes de Profesionales Universitarios. 


Art. 710, - Prohíbese el cobro de honorarios por parte de 
los curiales de los organismos públicos, cuando tengan la cali- 
dad de funcionarios de los mismos. 


En los casos en que los organismos públicos deban contra- 
tar, directa O indirectamente, profesionales en el ejercicio de 
su profesión liberal para intervenir en litigios o gestiones si- 
milares, deberá ser aprobado exclusivamente por el ordenador 
primario, previa intervención del Tribunal de Cuentas y no 
podrá recaer en funcionarios de esos organismos, O en ex 
funcionarios de los mismos, cuando se hayan desvinculado de 
ellos en los últimos cinco años. 


Art. 711. - Las pasividades a cargo de las Cajas de Jubila- 
ciones y Pensiones Bancarias, Notarial de Jubilaciones y Pen- 
siones, y de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Univer- 
sitarios, no serán tenidas en cuenta a los efectos de los topes 
establecidos por el artículo 72 del llamado acto institucional 
N? 9, de 23 de octubre de 1979, y del artículo 4* de la Ley 
N? 15.900, de 21 de octubre de 1987. 


Intendencias Municipales 


Artículo 712. - El Gobierno Nacional a través de Rentas 
Generales aportará para el pago de los aportes patronales de 
cargo de los incisos 80 a 97 (Intendencias Municipales del 
interior) que se generen a partir del 1% de enero de 1991, las 
partidas siguientes: 


- Para 1991: N$ 12.000:000.000 (nuevos pesos doce mil 
millones) 


- Para 1992: N$ 10.400:000.000 (nuevos pesos diez mil 
cuatrocientos millones) 


- Para 1993: N$ 10.400:000.000 (nuevos pesos dicz mil 
cuatrocientos millones) 


- Para 1994: N$ 9.600:000.000 (nuevos pesos nueve mil 
sciscientos millones) 


Dicha cantidad se distribuirá entre estas Intendencias, en 
proporción a los funcionarios que cada una tuviera a la fecha 
de aprobación de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


Dichas partidas se ajustarán conforme a lo dispuesto por 
los artículos 69 y 70 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 
1986. 


El importe de esta transferencia será acreditado por el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, directamente al Banco de 
Previsión Social. 
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Art. 713. - El aporte patronal de los Incisos 80 a 97 (Inten- 
dencias Municipales del interior), a partir del 1* de enero de 
1991, será de 16.5% (dieciséis y medio por ciento) del salario. 


Art. 714. - Declárase por vía interpretativa que los titula- 
res de los cargos de Miembros de la Comisión Interventora de 
la Compañía del Gas de Montevideo están incluidos en el 
régimen jubilatorio establecido por el artículo 5* de la Ley 
número 15,900, de 21 de octubre de 1987. 


Art. 715. - Declárase que la Ley N* 16.127, de 7 de agosto 
de 1990, a los efectos del ingreso de personal presupuestado o 
contratado del Poder Ejecutivo, Corte Electoral, Tribunal de 
Cuentas, Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departa- 
mentales, entró en vigencia diez días después de su publica- 
ción en el Diario Oficial (artículo 1% del Código Civil), el 20 
de agosto de 1990. 


Art. 716. - Facúltase al Banco Hipotecario del Uruguay a 
reajustar las cuotas de los préstamos que otorgue, utilizando 
para ello los índices de ajuste de la Unidad Reajustable (UR) 
o de la Unidad Reajustable de Alquileres (URA). 


Dichos reajustes no podrán hacerse en períodos menores a 
cuatro meses. 


Art. 717. - Autorízase al Banco Hipotecario del Uruguay a 
emitir Títulos Hipotecarios Reajustables en moneda nacional 
por un monto de hasta 5:000.000 UR Cinco millones Unida- 
des Reajustables cinco millones). 


Las series, plazos, tasas de interés y demás condiciones de 
los Títulos Hipotecarios Reajustables se establecerán por el 
Poder Ejecutivo atendiendo razones de oportunidad y conve- 
niencia, con el asesoramiento del Banco Central del Uruguay 
y del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Art. 718, - Prorrógase la exoneración establecida por el 
artículo 1* de la Ley N* 15.928, de 22 de diciembre de 1987, 
por el período comprendido entre el 1% de encro de 1990 y el 
31 de diciembre de 1995. 


Art. 719, - Sustitúyese el literal A) del artículo 31 de la 
Ley N* 10,449, de 12 de noviembre de 1943, en la redacción 
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dada por el artículo 19 de la Ley N* 14,159, de 12 de febrero 
de 1974, por el siguiente: 


“A) Si el pago es mensual, dentro de los cinco primeros 
días hábiles y nunca después de los diez primeros 
días corridos del mes siguiente al que corresponda 
abonar”. 


Art. 720. - Sustitúyese el texto del artículo 100 de la Ley 
N? 16.134, de 24 de setiembre de 1990, por el siguiente: 


“ARTICULO 100. - Las personas de derecho público no 
estatal presentarán ante el Ministerio que corresponda, an- 
tes del 30 de abril de cada Ejercicio, un presupuesto de 
funcionamiento e inversiones para el Ejercicio siguiente y 
un balance de ejecución por el Ejercicio anterior, acompa- 
fiado de los informes técnicos correspondientes. 


El Poder Ejecutivo los incluirá a título informativo en 
la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presu- 
puestal correspondiente al Ejercicio respectivo. 


A efectos de la uniformización de la información el 
Poder Ejecutivo determinará la forma de presentación de 
los referidos documentos”. 


$8) SE LEVANTA LA SESION 


No habiendo otros asunios en el orden del día, se levanta 
la sesión. 


(Es la hora 20 y 23 minutos) 


DR. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presidente 


Dn. Mario Farachio 
Dr, Horacio D. Catalurda 
Dn. Martín García Nin 
Secretarios 


Dn. Hugo D. Queijo. 


Subdirector del Cuerpo de Taquígrafos de la Cámara de 
Representantes 
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